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Ackerley y C*, Eduardo, por defraudaeion/le ron las, sustracción de 
mercaderías falsedad y tentativa de estafa; sobre competencia. 218 

Albino y Sosa, contra Jarras Mnñiz y Bárrelo, par da ños y perjui- 
cios; sobre deserción de recurüo 301 

Alvear, la sucesión del Dr. Don Diego de, con la Provincia de 
Buenos Aires; sobre reivindicación de tierras 377 

Allende, Don Santiago, cuulra Don Pedro Christopherscn, agente 
deí vapor iRouen»: sobre cobro de avenas 172 

Andriani, Don Agustín, contra la sociedad «La Colonizadora Popu- 
lar*, por cobro de pesos; sobre incompetencia y falta de perso- 
nería , 101 

Aramburu, Don Ignacio, contra Don Juan Yones: sobre interdicto 
de despojo 225 

Arigós Rodríguez, el Dr. Don llamón, contra los cónyuges Uarba- 
rry, por cobro ejecutivo de credilo hipotecario; sobre nulidad 
de procedimientos 12 

Aitorga, Don Pedro J. , contra Don Jesús Tenreiro, por cobro eje- 
cutivo de pesos: sobre competencia. 234 

Avalo*, Don Carlos, conlra D 3 María !,. de González? sobre men- 
sura 163 



B 

Badaracco, Don Esteban A. y Lorenzo (Unale ¿ hijo, con Au- 
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gcl Catmasa y oíros, por cobro de pesos; sobre Taita de peí ¿o- , 
Derla y defecto legal en la demanda 15S 

Manco Constructor <!■■ La Hala, con Don Bartolomé Saccoue, 
por cubro de pesos; sobre embargo preventivo 388 

Banco Hipotecario Na cionnl, contra Don Juan Benito Guui, pur co- 
bro de pesos; sobre inhibición general < 243 

Barbosa, Don ¡fricarías, con el alhacea de f a testamentaria del, Dr. 
Don Manuel /.avalla; sobre cumplimiento de mandalu 264 

Barriga, Don Anten, con Den Luis Caviiliotli: por cobro eje- 
cutivo de pisos £09 

Barry, Don Tomás y otros, por sustracción de mercaderías de los 
depósitos de Aduana; sobre desglose de actuaciones , 322 

Bedoya de Pujol, D=> Josefa, contra Clark y O, por interdicta de 
retener y <ibra nueva: sobrecosías i&0 

Bedoya, Don Joaquín, contra Clark yC*; sobre expropiación... 352 

BcíTa, Don Miguel, contra Don Máximo %, por cumplimiento de 
contrata; sobre defecto legal en la demanda. , 00 

Bellida, Don Francisco A., contra Miguel Torcella, por rescisión 
de un contrato; sobtv deserción de recurso y adhesión á la 
apelación - 200 

Benatar, Don Luis, con Don Julio líeruli, pur entrega de alha- 
jas dadas en prenda; sobro rmbargo del dinero prestado. 392 

Benitez, Don Gregorio, contra Don Carlos H. Querencío, por II- 
ijuidanon de sociedad y cambio de administrador; sobre com- 
petencia * • • 

Berges, Don Luis, con Don Juan de León, por rescicion t'e un con- 
trato de locación; sobre derecho riel locador para usar del agua 
de la linca arrendada • ■ 62 

Beruli, Dun Julio, contra Don Luis Benatar, por entrega de alha- 
jas dadas en prenda; sobre embargo del dinero prestado 392 

Bianchi y C', Kstéban, ¿ou Lambruscbini, Lavarello y C a ; sobre 
cobro de lanchajes 95 

Bruno, Don Hilario, contra Don fiamon Caire, por cobro de pe- 
sos; sobre embargo 343 

Buenos Aires, la provincia de, contra la sucesión deí Dr. Don Die- 
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godo Alver; sobre reivindicación de larras.. 3T7 

Buenos Aires, la provincia de, con Don Gregorio Torres y otros, 
por escrhur.icion; sobre suspensión de venia 71 

<: 

Caboasa, Don Angel t otros, conlra Don Esteban A. badaracco; 
Lorenzo Canato é hijo, por cobro de pesos; sobre falta de per- 
sonería y defecto legal en la demanda. 158 

Caire, Don Ramón, con Don Hilario limito, por cobro de pe- 
sos; sobre embargo 343 

Calvo, Don Anselmo, con Don Santiago Yox; sobre inte, dicto de 
despojo 130 

Callaba, Don Pedro, con Don Remigio Suarle, por reivindica* 
cion; sobre recusación - - 31 

* Camilo », el capitán del vapor, contra el patrón de la lancha 
« Feliz del Plata »; sobre nulidad de un latido 78 

Canalcéhijn, Don Lorenzo, y Don Esteban A, Badaracco, con 
Don Angel Caboasa y otros, por cobro de pesos; sobre fulla de 
personería y defecto legal en la demanda 158 

Capmany» Don Joaquín A., Don Mariano y D a Josefa, contra los 
herederos de Don Crisoslomo .Rueda, por escrituración de cam- 
po; sobre incompetencia, folla de personería y defecto legal en 
la demanda . . . • * 2 

Carranza de Rodríguez, D" Luisa, con la Municipalidad déla Ca- 
pital, por desistimiento de juicio de expropiación; sobre cos- 
ías.. 313 

Uirríl y Moreno, contra el Ferrocarril Gran Oesti; Argentino, por 
cobro de pesos; sobre competencia ......... 111 

Casagrande, Don Luís, con Don Casimiro Robles, por cobro de 
pesos; sobre deserción de recurso — 2lí> 

Casaluzi, Don Antonio, con Don Ambrosio Chichinóla, por co- 
bro de pesos; sobre competencia 285 

Cavillioti, Don Luis, contra Don Antero Barriga; por cobro ejecu- 
tivo de pesos 409 



498 



l'ALLOb PE LA SLPREMA CORTE 



Páffsu 

Charles hermanos y oíros» criminal contra, por defraudación de 



rentas; sobre traducción de documentos. 59 

Cliiehísola, Don Ambrosio, contra Don Amonio Casaluzi.por co- 
bro de pesos; sobre competencia , 285 

Chirino, Don Andrés, conLra el Ferrocarril du Dueños Aires ,il Pa- 
cífico, por coligo de pesos: sobro competencia álb" 

Christopbersuu, Don Pedro, agente del vapor «licúen», con 
Don Santiago Allende; sobre cubro de averias. . , 172 

Clark y O, con Don Joaquín Bedoya; sobre expropiación 352 

Clark; C", contra el ferrocarril Este Argentino, por cobro de 
pesos; sobre competencia 334. 

Clark y C 1 , con D* Josefa Bedoya de Pujol, por interdicto de 
releuery obra nueva; sobre costas t40 

Cobo, Don Rafael, Don l'raiiriseo y Don Alberto Halbaeh, contraía 
Municipalidad de Zarate; sobre cumplimiento de contrato 140 

Coloma, Don Juan y oli os, con Don Carlos M Queren cío, sobre 
mejor derecbo á un campo; subre auto de prueba 301 

•Colonizadora Popular», la sociedad, con Don Agustín Andriani, 
por cobro de pesos; sobre incompetencia y falta de personería. J01 

Collet y Llambi, con Don Isaac Ü. Lecuona, por cobro de pesos; 
sobre ilefecto legal en la demanda, 308 

Compañía anónima *ha Remolcadora», con D" Maria Guida de 
Fertinese, por daños y perjuicio; sobre articulo de no coules* 
lar 397 

Correa, Don Emilio, contra Don Ramón Mantilla, por cumplimien- 
to de contrato; sobre pruebas 314 

Criminal, contra Don Daniel de la Vega (hijo), por el delito pro- 
visto por el articulo Ktí de la ley nacional penal; sobre prisión. 111 

Criminal, contra h. A . Ilosentrang. por falsificación de un libro 
presen tai lo en juicio; sobre competencia. 5 

Criminal, conlra Nicolás PulÜero, par soborno y contrabando; 
sobre excarcelación provisoria 65 

Cuiten, Don Joaquin M. con Don Sebastian Triaca, por señala- 
miento de término para el cumplimiento de una obligación; 
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Bacharry, los cónyuges, con el Dr. Don llamón Arigós Rodri- 
gue*, por cobro ejecutivo de crédito hipotecaria; sohre nulidad 
de procedimiento» - 12 

Diaz de íledoya, D' Pelrona, eoiilrci Don Felipe Recahle {su suce- 
sión), por reivindicación de un campo; sohre prórroga de or- 
mino para alegar. . - • > 3 Mi 

Domínguez, Don Simón, con U* Mercedes S. de Levingston; 
sohre interdicto de obra nueva 276 

Dordoni, Don Antonio, Don Antonio Mareclial y el Dr. Don Ber- 
nardo de Irigoycn, contra la provincia de Santiago del Kslcro, 
por reivindicación; sobre competencia 17 

Duraiiona, el Dr. Don Maleo, con Don Pedro Son maslre, por co- 
bro de pesos; sobre lianza por gaslos de prueba extraordinaria. 348 
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Espinoso, Don Jorge, con Don Ceferino I. l'erTdra, por resci- 

cion de contrato; sobre autenticación de exhorto. 91 1 

Extradición de Sebastian Tomasoni, por quiebra fraudulenta 318 

F 

« Feliz del Data », el patrón de la lancha, con el capitán del va- 
por * Camilo »; sobre nulidad de un laudo 78 

Fernandez, Don Domingo, contra Don Julián Socas, por desalojo; 
sobre costas 291 

Kerrcira, Don Celerino J., contra Don Jorge Espinosa, por resci- 
eíon de contrato; sobre autenticación de exhorto 211 

Ferrocarril de Buenos Aires al Pacifico, con Don Andrés Chirino, 
por cobro de pesos; sobre competencia 216 

Ferrocarril Central Argentino, contra Don Urbano Torres; sobre 
expropiación * • 30* 
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Ferrocarril Central Argentino, contra F> Luisa Ruiz de Anchore- 
na, por expropiación; sobre regulación de honorarios. 110 

Ferrocarril Cenlral Norte, contra Don Lino Laserna (su sucesión), 
por expropiación; sobre regulación de honorarios 129 

Ferrocarril tiste Argén lino, contra Clark y C\ por cobro de pe- 
sos; sobre competencia ..»..,.. 334 

Ferrocarril (irán Oeste Argentina, ron Can il y Moreno, por cohro 
de pesos; sobre competencia.* Í7I 

Ferrocarril Gran (leñe Argentino, con Don Ramón Ynrnet, por 
cobro de pesos; sobre competencia 205 

Fcrrrocarril del Oeste de la provincia de liuenos Aires, con Don 
Juan Zcrboni; sobre indemnización por expropiación 39 

Ferrocarril Nonl-Esle Argentino, contra Don Hermenegildo Gó- 
mez; sobre expropiación ¡ÍG 

Ferrocarriles Pobladores, con el Dr. Don José Nicolás Malienzo; 
sobre honorario* de perítoen juicio Av. expropiación 373 

Ferrocarril del Su I, contra el Dr. Don Alfredo Lahitte, por expro- 
piación é intervención en el juicio del acreedor hipotecario; 
sobre nulidad de procedimientos 3G4 

Fisco Nacional, contra Maole^azza y O; sobre clasificación de 
artlculus y pago de dobles derechos. . 3Í7 

Fisco Nacional, contra Mantcgazza y O, por clasificación de ar - 
ticules y pago de doble derechos; sobre recurso de revisión. . . 35 1 

Ploryt Fynn y C", por el pailebot nacional «Presidente Argentino», 
y Don Esteban EÚSSO, por el vapor oriental c Enrique Barroso, 
por abordaje; sobre recusación de un arbitro 401 



ti 

Gardellay Noussilou, contra iluvelli y Giannoni, por cobro de pe- 
sos; sobre deserción de recurso., 345 

Gómez. Don Hermenegildo, con Ferrocarril Xord-Esle Argenti- 
no; sobre expropiación 36 

-unzalez, Don Miguel, contra Don Antonio Zivingcn, por cumpli- 
miento de contrato; «obre inhibición general 33¿ 
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Gofti, Don Juan Benito, con r .ten Hipotecarlo Nacional, por 
cobro de pesos; sobro inhibición genera! 243 

tiras, Don Martín, contra Don Federico liike; sobre interdicto de 
obra nueva . 136 

Cuida de Forliucsc, D 1 Maria, contra la compañía a mínima «La 
Remolcadora», por danos y perjuicios; sobre artículo de no con- 
testar 301 



Ifalliacli, Don Francisco y Don Alberto, y Don Uafael Cobo, contra 
la Municipalidad de Zarate; sobre cumplimiento de contrato.. . 140 



Irigoycn, el Dr. Don Iternardo de, Don A n ionio Marechal y Don 
Antonio Dordoni, contra la provincia de Santiago del Fstero, 
por reivindicación ; sobre competencia i 7 



.1 

Jone?, Don Juan, contra Don Ignacio Aramhuru; sobre interdicto 
de despojo 225 

L 

Lahille, el Dr. Don Alfredo, con el Ferrocarril del Sud, por ex- 
propiación c intervención en el juicio del acreedor bipoterario; 
sobre nulidad de procedimientos 364 

Lambruschini, Lavarello y 0', contra Esteban fiianchi y C*; sobre 
cobro de lanchajes 95 

Laxrande de González, D 4 Maria, con Don Carlos Avalos; sobre 
mensura 

Lascrna, Don Lino (su sucesión), con el Ferrocarril Central 



44* 



FALLOS RE LA SUPREMA CORTE 



Pifini» 

Norte, por expropiación; subte regulación de honorarios. 129 
Lecuona, Don Isaac B«, mu ira Collet yLhmbí, |ior cobro de pe- 
sos; sobre defecto legal en ta demanda 308 

León, Don Juan de, contra Don Luis Rerges, por rescisión ile un 
contrato de locación; sobre derecho ilcl locador para usar del 

agua de U fW>ca arrendada. 62 

Leringstou, l>" Mercedes S. de. conlra Don Simón Domínguez; 
sobre interdicto de ohra nueva 270 

Lloverás, Don Lisandro, conlra Don León y Salvador Ottolenghi; 
sobre embargo de una finca hipotecada 3¿17 



M 

Mantegazza y C*. con el Fisco Nacional ; ¡-obre clasificación da 
artículos y pago do dobles derechos 3¡27 

Mantcgnzfti y C% ron el Fisco Nacional, por clasificación de artí- 
culos y pago de dobles derechos ; sobre recurso de revisión. . . 351 

Mantilla, Don Ramón, con Don Emilio Correa, por cumpli- 
miento de contrato ; sobre pruebas 314 

Mareehal, Don Antonio, Don Antonio Dordoui, y el Dr. Rernardo 
delrígoyen, contra la Provincia do Santiago del Estero, por rei- 
vindicación ; sobre competencia- i7 

Mas de Ayala y C», Don Clenl'e, con la Municipalidad de la Capital, 
por cobro ejecutivo del importe de patentes ; sobre compe- 
tencia fí»4 

Matienzo, el Dr. Don .Insé Nicolás, conlra la sociedad de Ferroca- 
rriles Pobladores: sobre honorario de perito en juicio de ex- 
propiación 373 

Murióla v Cam vari, con Don Spiro Ungaro, por cobro ejecutivo 
de pesos ; sobre embargo de la suma ejecutada y nulidad 400 

Municipalidad de l;i Capital, contra Cleofe Mas de Ayala y C\ por 
cobro ejecutivo del importe de patentes ¡ sobre competencia. . 194 
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Municipalidad de la Capital, contra Don Miguel Torcclla, por in- 
terdicto de retener ; sobre competencia 184 

Municipalidad de la Capi tal, contra Doña Luisa Carranza de Rodrí- 
guez, por desistimiento ile juicio de expropiación; sobre costas. 312 

Municipalidad de la Capital, contra Don Eduardo Rodríguez Gaetc, 
por desistimiento de una demanda de expropiación; sobre costas, 107 

Municipalidad de la Capital, contra Don Gregorio Soler, por ex- 
propiación ; sobre suspensión ile procedimientos 143 

Municipalidad de Zarate, con Don Rafael Cobo, Uon Francisco y 
Don Alberto Unlbacb : sobre cumplimiento de conlrato UG 

Huñiz y Bárrelo, Jarras, ron Albino y Sosa, por ilnfios y perjui- 
cios ; sobre deserción tle recurso 307 

Hurpliy, Ron (luillonnw, con el Dr. Don Pedro Rueda, sobre res- 
cisión de un contrato do arriendo y pago de daños y perjuicios, 40 

O 

Ollolcnghi, Don León y Don Salvador, con Don Lisa miro Llo- 
verás ; sobre embargo de una linca bipotecada 337 

P 

Paz, Don Máximo, con Don Miguel Deffa, por cumplimiento de 
conlrato ; sobre defecto legal en la demando 00 

Pereyra, Don Marin no, en el juicio ejecutivo de Don Angel Soló 
contra Don Francisco Pintos 399 

PuRiero, Nkolát. criminal con ira, por soborno y contrabando; 
sobre cscarcelaciuu provisoria 05 



O 

Quercncio, Don Carlos M., contra Don Gregorio Benilez, por li- 
quidación de sociedad y cambio de administrador; sobre com- 
petencia 296 
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Querenrio, Don Carlos M., contra Don Juan Coloma y oíros, por 
mejor derecho ú un campa ; sobre aulo de prueba 301 

R 

Recalde, Don Felipe (su sucesión), con Doña l'elrona Diaa de 
Bedoya, por reivindicación de un campo; sobre prorogade tér- 
mino para alegar. 346 

RiJtc. Don Federico, con Uoit Martin liras; sobre interdicto de 
obra nueva 136 

Risso, Don Esteban, por el vapor orienta) t Enrique llarroso» y 
Floryl Fynn y O, por el pailebot nacional t Presidente Argen- 
tino », por abordaje : sobre recusación de un ¡irbitro 404 

Robles, Don Casimiro, centra Don Luis Casagrande, por cobro de 
pesos; sobre deserción de recurso 219 

Rodríguez tíaele, Don Eduardo, con la Municipalidad do la Ca- 
pital, por desistimiento de una demanda de expropiación ; so- 
bre costas 101 

Romero, Don Juan flautista, por defraudación al Fisco ; sobre 
competencia 19t 

Rosado Silva, Don Olimpio, contra la sociedad < Viti vinícola », 
por cobro de pesos ; sobre incompetencia 331 

Rosenlhal y C\ Cirios, por recurro contra una resolución de la 
Administración de aduana ; sobre pruebas 340 

Rosentrang Don A., criminal contra, por falsificación de un libro 
presentado en juicio : sobre competencia & 

Rovelli y Gianoni con Gardella y Nonssitou, por cobro de pesos; 
sobre deserción de recurso 345 

Rueda, Don Crisósiomo, los herederos de, con Don Joaquín A., 
Don Mariano y Doña Josefa Capmany, por escrituración de cam- 
po ; sobre incompetencia, la) la de personería y defecto legal en 
la demanda • • 7 * 

Rueda, Dr. Don Pedro, contra Don Guillermo Murpby; sobre 
rescisión de un contrato de arriendo y pago de daños y per- 
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Ruiz ele Anchorena, Doña Luisa, con ti Ferrocarril Cení ral 
Argentino, por expropiación; solire regulación ile honorarios. 



S 

Saccone, Don Itartoloim^ contra el Banco CoiMructordc la Mata, 
por cobro de pesos; sobre embargo preventivo 348 

Santiago Je) Estero, la provincia de, con Don Amonio Marecbal, 
Don Antonio Dordoniyel ür. Don Hernardo (le frigoyen, por 
reivindicación; sobre competencia !7 

Socas, Don Julián, con Don Domingo Fernandez, por desalojo ; 
sotre costas 291 

Suciedad < Vitivinícola », con Don Olimpio Rosado Silva, por co- 
bro de pe?os ; sulire incompetencia. . , , 237 

Soler, Don Gregorio, con la «Municipalidad de la Capital, por 
expropiación; sobre suspensión de procedimientos 143 

Sonmaslre, Don Pedro, contra el Dr. Don Maleo Du raña na, por 
eobro de pesos; sobre fianza por gastos de prueba extraordinaria. 348 

Suarle, Don Remigio, contra Don Pedro Callaba, por reivindica- 
ción ; solire recusación . . . . 31 

T 

Tenreiro, Don Jesús, con Don Pedro J. AsiorgR, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; solire competencia 221 

Testamentaria del Dr. Manuel ¡¿avalla, el albacea de la, contra 
Don Zacarías Barbosa ; sobre cumplimiento de mandato 264 

Tomasen», Sebastian , por quiebra fraudulenta; sobre extradición. 318 

Torcella, Don Miguel, contraía Municipalidad de I» Capital, por 
interdicto de retener; sobre competencia . f84 

Torcella, Don Miguel, con Francisco A. Dellizia, por rescisión de 
un contrato ; sobre deserción de recurso y adhesión a la apela- 
ción , 209 

Torres, don Gregorio v otros, contra la provincia de Dueños Ai- 
res, por escrituración ; sobre suspensión de venta 71 
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Torre», Don Urbano, con Ferrocarril Central Argentino; sobre 
eipropiacion . 304 

Triaca, Don Sebastian, contra Don Joaquín M. Cullen, por señala- 
miento de término para el cumplimiento de una obligación ; so- 
bre competencia, ................ * ..«....,,.. 3ti8 



U 

Ungaro, Don Spíro, contra M^rlulu y Cañe vari, por cobro ejecuti- 
vo de pesos; sobie embargndela suma ejecutada y nulidad. . . 400 



V 

Vega{ bijo), Don Daniel de la, criminal contra, por el ilelíto pre- 
visto por el artículo 8ü de la ley nacional penal : sobre pri- 
sión.... 111 

«Vitivinícola», la su^edad, mu Don Olimpio Rosado Silva, por 
cobro de pesos ; sobre incompetencia, 937 

Y 

Yornel, Don Ramón, contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro de pesos ; sobre competencia 295 

Yox, Don Santiago, contra Don Anselmo Cabo ; sobre interdicto 
de despujo , 1 30 



Z 

/«valla, Dr. Don Manuel, el albacea de la testamentaria del, con-. 
Ira Don Zacarías llarbosa; sobre cumplimiento de mandato. . . . 2G4 

Zerboni, Don Juan, contra el Ferrocarril del Oeste de la Provin- 
cia de Buenos Aires; sobre indemnización por expropiación. . . 30 

Zwingen, Don Antonio, con don .Miguel González, por cumpli- 
miento de contrato; sobre inhibición general 391 
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A 

Acción posesoria. —Véase: Interdicto de obra nueva. 
Aclot posesorios.— Véase: PoífWrm. 

Adhesión. — Declarada la deserción de] recurso de apelación, deja de 
subsistir la adhesión á t'ste, deducida por ei apelado. Pá- 
gina 30U. 

Alegato.— \éw. Auto inapelable* 

A pela don . — Véa s e : fío» otarios de /«■ ritos . 

Apelante.— VA que ha interpuesto el recurso pidiendo se eleven los 
autos en la forma de estilo, y lo fia obtenido en estos mis- 
mos términos, queda virtualmenle citado a comparecer ante 
el superior dentro del plazo de ley. Página 209. 

Apelación concedida.— Xéase: Emplazamiento. 

Aprobación de memttra.— Véase: Mensura. 

Arbitradores.—Xézse : Peritos. 

Arbitro.— La recusación de un arbitro, una vez pronunciado el laudo, 
no tiene razón de ser al efecto de separarlo del conocimien- 
to de la causa . Página 404 . 

Arbitro tercero.— léase: Nulidad de laudo. 

Autenticado*, de exhorto.— Las disposiciones de la ley de2ti de Agos- 
to de 1863 no son aplicables á las comunicaciones directas 
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de las autoridades judiciales de una provincia á otra. Pá- 
íítna til, 

iiu(o afieladle.— El aulo aceptando el desistimiento, sin declarar que 
las costas causadas son de cargo de quien lo hizo, es apela* 
ble. Página 107. 

Auto rt/M'/fff/f).— Véase: Excarcelación, 

Auto de prisión.— auto de prisión dictado contra el procesado tío 
tiene el carácter de cusa juzgada. Página 111. 

Auto de prueba ~ El aulo abriendo la causa ¿ prueba y fijando los 
punios sobre que debe versar, es inapelable. Página 301. 

Auto inapelable.— El aulo negando prórroga de término para alegar 
sobre el mérito Je la prueba, no es apelable. Página 346. 

Auto inapelable.— Véase: Auto de prueba. 

Auto inapelable.— £.\ auto nombrando regulador d< honorarios, es ina- 
pelable. Páginas 1 10 y HO. 

Avería?.— No es admisible la reclamación por averias, cuya existen- 
cia é importe no hayan sido justificados por medio del opor- 
tuno recjnocimiertlo pericial. Página 95. 

Averias.— El daño procedente de presión de estiva, debido ú hechos 
no imputables al Capitán, no hace parle de la indemnización 
de averias sufrida por la carga. Página 113. 

Averías.— Son de cargo del responsable de las averias, las costas cau- 
sadas eti el juicio pericial sobre la existencia é impone del 
daño, Página 173. 

11 

Bueno* Aires— Véase: Provincia de Buenos Aires. 

C 

Causales de recusa don.— Véase: Recusación. 
Ce*¡on dé derechos.— Véase; Suprema Curie. 
Ciudadanía argentina.— Debe darse por acreditada la naturaleza ar- 
gentina del autor, que se reconoce por el demandado en el 
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instrumento de obligación, se declara por los testigos de la 
información sumaria y resulla de la partida de bautismo no 
redargüida de falsu. Página 221 , 
Clasificación de ar tientos. -Véase: Dirección de Rentas; Recuno im- 
procedente- 

Cobro de rento* fiscales ó municipales de ta tti/uíaf.— Véase: Tribu- 
nales fedérale*. 

Comprime ta.— Véase: Fuero federal; Fatxifimcioii de libro; Supre- 
ma Corle; Juicio testamentario-, Cumplimiento de obliga- 
rían™. 

Competencia. —Véase: Tribunales federales, 

Competencia.— Kl Juzgado federal de la Capital no es competente para 
conoceré" la defraudación al ñaco que so denuncia haber 
sido cometida en el terri torio nacional de Misiones. Pfigi-t 
na 101. 

Competencia.— Los contratos de transporte por fcrrocarrilcis son re- 
gidos por el derecho común. Página 2íl!í. 

Competencia.— \j*s cuestiones sobré clasificación de artículos sujetos 
¿derechos de Aduana, son do la exclusiva competencia de 
la Dirección de Rentas, Página Ait. 

Contemiüso-admimitrativo.—M desalojo ordenado por la Municipali- 
dad de I t Capital, por razón de higiene, pertenece 4 lo conten- 
cioso-alministraliro, y tos Tribunales federales son incom- 
petentes para conocer en él. Página ) Si. 

Contratos de transporte,— Los contratos de transporte por ferrocarri- 
les son regidos por el derecho común. Página 995. 

Cosa juzgada.— Elaulo de prisión dictado contra el procesado no tiene 
carácter de cosa juzgada. Página 111. 

Cosa litigiosa. — Véase: Remate. 

Costas. — El actor une desiste de la demanda es responsable de las 
cosías causadas en el juicio. Página 107 . 

Costas. — El esprnptatite que antes de promover el juicio de expro- 
piación se apodera del terreno á expropiarse y hace trabajos 
en 61, es responsable dalas costas causadas en el interdicto 
de retener y obra nueva que por esos hechos baya entablado 

i el expropiado. Página 140. 
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Cotias. — Son de cargo ilel responsable de las averias, las costas cau- 
sadas en el juicio pericial sobre la existencia c importe del 
daño. Página 17a. 

Lóalas. — El Juez que se ha declarado incompetente, tiene jurisdic- 
ción para resolver sobro lo relativo á las costas causadas en 
el incidente de incompetencia. Página 210. 

Cotta*. — Las costas de la demanda traída ante Juez inhibido de co- 
nocer por autos ejecutoriados en juicios pendientes entre las 
mismas partes, son de cargo del demandante. Página 201. 

Costas. — El expropiante <jue desiste del juicio de expropiación, debe 
pagar las cosías causadas en el. Página 312. 

Cuentan oV competencia. — Promovida cuestión de competencia y de- 
clarado pómulo ejecutoriado, (pie ésta es de previa resolu- 
ción, son nulas las providencias dictadas sobre-mmlos extra- 
ños á dicha cuestión. Página 3tH. » 

Cuestiones entre wcto».— Sometidas por convenio de parles, tudas las 
cuestiones entre socios á la decisión de jueces arbitros, ta 
promovida durante su liquidación, sobre cambio de adminis- 
trador de la sociedad, corresponde al conocimiento de éstos, 
y no al del Juez federal. Página 2%. 

Cuestione» de abordaje. — Véase: t'eritfs. 

Cumplimiento de mandato. — Vfcje: Mandato. 

Cumplimiento de obligncimm. — Puede ser demandado el cumpli- 
miento de obligaciones, ante el Juez del lugar donde han si- 
do contraídas y debieron cumplirse, citando i juicio al apo- 
derado, para pleitos, del deudor residente en ese lugar. Pá- 
gina 101. 

Cumplimiento de obligaciones.— El cumplimiento de una prestación 
que puede ser ejecutada solamente en un lugar, debe ser 
pedido ante las autoridades judiciales de ese tugar. P'.gi- 

na 308 . 

II 

Í)ef"(to legal eu Ut demanda. — Esta excepción se refiere únicamente 
á la omisión de los requisitos establecidos en el artículo 51 
de la ley de procedimientos. Páginas 60 y 158. 
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Defecto legal en ta demanda.—La lalla (tu presen lacion de documen- 
tus no importa defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda. Página 73. 

Defecto legal un la demanda. — La omisiou de partidas en la rúenla 
acompañada ¡i la demanda, no constituye defecto legal en el 
modo de proponerla. Página 3ÜH. 

Defraudación de renta* fiscales ó municipales de la Capital. — Véase : 
Tribu nahs federales. 

Delito ¡anexo, - Kl delito conexo que culi arreglo al artículo 1000 
délas Ordenanzas de Aduana, súmele varías acciones al co- 
iioritnienlu del Juez federal, comprende el caso en que de 
un mismo delito ú delitos diversos, pero ligados entre sí, co- 
mo resultado de una resolución únira, procedan acciones 
diferentes de las que una sen por delito común sujeto á la 
jurisdicción originaria, y otra por su defraudación de la ren- 
ta. Página 218. 

Delil'i de defraudarían S¡ el delito de defraudación de ta renta no 
tiene vinculación alguna ron los otros delitos sometidos á la 
jurisdicción de los Tribunales, y resulta de hechos indepen- 
dientes de losque constituyen éstos, las piezas relativas de- 
ben remitirse á la administración de Aduana para el conoci- 
miento y juicio i[w las Ordenanzas tliliercn al respecto á ta 
jurisdicción administrativa. Página 24H. 

Demanda. — No tiene razón de ser ni es susceplibfe de pronuncia- 
míenlo judicial, la demanda por rescicion de un contrato de 
arriendo y pago de danos y perjuicios, fundada en la falta 
de cumplimiento por el locatario, que se deduce después de 
haber éste restituí- *o la cosa y hecho la restitución en el 
tiempo razonablemente necesario para ello. Página 46. 

Derecho di l locador. — Véase : Uso . 

Desalojo. — Véase : Gontencioso-adt/tinistraiivoj Tribunales federales. 

Deserción de recurso.— No mejorándose en liempu el recurso de ape- 
lación, deliu declararse desierto ;i la primera rebeldía que 
acusa el apelado. Páginas 345 y 367. 

Desistimiento. — Véase: Auto apelable; Costas. 

Desglose de actuaciones. — No procede el desgluse de actuaciones que 
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lurman parle i n leerán ley elementos necesarios del proceso. 
Página 3iá. 
DcsttGjo . — V éíise : / a tcrd i cío tic despojo . 

Detpojo. - - Ejecutoriada y cumplida la demanda di ciada en juicio de 
despojo, el vencido 110 puede demandar por despojo al ven- 
cedor alegando ia nulidad de la sentencia, «puesta en dicho 
juicio, máxime si la nulidad invocada t*s de las susceptibles 
de renuncia y confirmación. Página Ha. 

Dirección de mitas. — Las cuestiones sobro clasificación de articulo» 
sujetes á derechos de Aduana, son de lu exclusiva compe- 
tencia de la Dirección de lientas. Pagina 327. 

Documental. — Véase: Traducción, 

Documento». — Véase : Defecto legal eü la demanda. 

E 

Ejecución. — La de la sentencia arbitral corresponde al Juez compe- 
tente para conocer e:i lo principal, según la naturaleza de la 
causa. Página 40O. 

Ejecución.— No alegándose, ni resultando mutivo de nulidad, y no 
habiéndose probado las excepciones opuestas, debe mandar- 
se llevar adelante la ejecución. Página 409. 

Ejecución de obligación, — Véase : Cumplimiento de obligación. 

Embargo preventivo. — El reconocimiento de los hechos en que se 
funde el crédito demandado, autoriza el embargo preventivo 
bajo la responsabilidad riel solicitante. Página ¿88. 

Embargo de finca hipotecada. — l.os actos importantes disminución 
de valor de la finca hipotecad», no autorizan el secuestro y 
des posesión de la misma. Página 337. 

Embargo. — No puede embargarse la cosa que está en poder de ter- 
cero, ni, sin previa citación y audiencia de éste, precederse 
á probar qu« la cosa pertenece al deudor. Página 343. 

Embargo. — Ordenada por sentencia ejecutoriada, por una parte, la 
entrega de alhajas recibidas en prenda, y por ulra, la del di- 
nero prestado sobre citas, 110 puede exigirse que éste quede 




-wi 



DE JUSTICIA rUClOJÍ AL 



453 



embargado á las resullas del juicio promovido o que vá á pro- 
moverse por el dueño de las alhajas, sobre daños y perjui- 
cios. Página 302. 

Embargo. — El embargo pedido de la .suma demandada, no exime al 
ejeculado del deber de depositarla a la orden del Juez de la 
ejecución. Página JÜO. 

Emplazamiento, — Véase : Apelante. 

Emplazamiento.— Concedida la apelación ordenándose sin observa- 
ción por parle del recurren le la elevación de los ñutos á la 
Suprema Corle en la forma de estilo, se ni tiende, virtual- 
menle emplazado aquet a mejorar el recurso dentro del ter- 
mino que la ley señala como máximun, Página ¡219. 

Error tte rlaxificattmi. — El recurso que *e inlerponga de la resolu- 
ción administrativa, fundado en el error de clasificación, es 
improcedente, r Agina 327. 

Excarcelación. — El soborno de un empleado de Aduana para extraer 
efectos de ella y la extracción intentada, constituyen un de- 
lito cuya penalidad no excede prima fuete de la que admite 
ta excarcelación provisoria bajo caución. Pagina 65. 

Exairutacton.—E\ auto concediendo la excarcelación provisoria, que 
baya sido apelado, no debe llevarse;*! ejecución, pendiente el 
recurso interpuesto. Págini 65. 

Exrepcim. — La de delecto legalen la demanda, se refiere únicamen- 
te ú la omisión de los requisitos establecidos en el artículo 
57 de la ley de Procedimientos. Páginas 60 y 158. 

Excepción. —So procede la de falla de personería contra quien ges- 
tiona invocando un derecho propio. Página 73. 

Excepcim.— Véase: Defixto leuif; Falta dtperumeria. 

Excepción. — Acreditado el carácter de viuda de la demandante, é 
indicada la oficina donde se bailan los ante ceden i es 
demanda, no debe hacerse lug.ir á I» eiceprion dilatori 
dada en la falta de esos requisitos. Página 397. 

Excepciones. — No habiéndose probado las excepciones opuestas, 
debe mandarse llevar adelante la ejecución. Página 4419. 

Exhorto. — Véase : Autenticación de exhorto 

Expropiación. - Siendo equitativo el precio asignado al terreno tz- 




45 i FALLOS l>K LA SCMEMA COIlTE 

propíado, debe confirmarse la sentencia que lo fija. Pági- 
na 3& 

Expropiación* — No procedéis acción de i mkm Miración por expro- 
piación, cuando el ocupante niega la propiedad del ador, 
míen iras ésta no se acredite. Página ÍÍU. 

Expropiación. — Véase: Juicio de e.ijtropiacinn , 

Expropiación. — Siendo equitativa, dehe aprobarse la avaluación he- 
cha por el juez cñ juicio de expropiación. Página 304. 

Expropiación. — Siendo equitativa la avaluación hecha por el juez 
federal en juicio de expropiación, debe ser confirmada. Pá- 
gina 352. 

ExtraAicion. — El delito de quiebra fraudulenta, es delus que auto- 
rizan el pedido de extradición. Página 318. 

EciraiHtiion. — No es necesario para admitir el pedido de extradi- 
ción, el despacho rogatorio de los tribunales requirenles. 
Hasta el lesiioiomo autorizado de la resolución ordenando la 
evlradicion emanada del Tribunal respectivo. Página 318. 



F 

Falsificación de Hite». — La falsificación de un libru presentado como 
prueba en un juicio de aborda je ante los jueces arbitros, cons- 
tituye un delito sujeto á la jurisdicción federal. Pjgina5. 
Falta de documentos. — Véase : Defecto legal en la demanda. 
Falta de personería. — No proc ede esta excepción contra quien ges- 
tiona invocando un derecho propio. Pagina 73. 
Falta de penonerta. — La falla de derecho opuesta á la acción del 
demandante, no autoriza la excepción dilatoria de falta de 
personería. Página 158. 
Fiama. — Consentido el aulo quo, para garantir los gastos de la 
con ira parí e en las diligencias probatorias extraordinarias, 
manda hacer un dcpósilo de dinero, no puede pedirse que 
éste sea sustituido pur una fianza. Página 348. 
nca arrendada . — Véase : Uso. 
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Finca hipotecada. — Véase: Embargo de finca hipotecada; 
de final hipotecada. 

Fuen» federal. — En las causas sobre transportes por ferrocarriles 
nacionales, que no sean ile propiedad de la Nació», debe 
acrcii darse el fuero federal por razón tío la distinta naciona- 
lidad ¿vecindad do las parles. Página 171. 



G 



Gattos de prueba extraordinaria. — Véa?e; Fiama. 



II 

Honorarios de peritos. — La regulación de los honorarios devengadas 
por los peritos nomhrjdos en el juicio de expropiación, hecha 
por el Juez de Sección, es susceptible de apelación y modi- 
ficación. Página 3" 3. 




Idioma citranjrro. — Véase : Traducción. 

Incidente de incompetencia. — Véase: Casias : Jttez incompetente. 

Incompetencia. — Véase: Juicio criminal. 

Indemnización por averias. — Véase: Averias- Costas. 

Indemnización por expropiación. — Véase: Expropiación. 

Inhibición. — Es distinta la inhibición ó embargo de un bien rail 
determinado. Página 243. 

Inhibición. — La lev nacional de procedimientos no autoriza la inhi- 
bición general de bienes. Página 332. 

Inhibición general. — La inhibición general \\c bienes, no está iiito- 
rizada por la ley de proced ¡míenlos nacionales como medida 
preventiva. Página 243. 

injusticia de laudo, — Véase : Xalidad de laudo. 

Interdicto de deupoio. ■ Procede contra el autor de los actos de lurba- 
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ctoii, aunque tos haya ejecutado en nombre de ulro. Pági- 
na 130. 

interdicto de obm nueva, — La construcción de un cerco dentro del 
terreno que es materia de un juicio de deslinde pendiente 
entre las partes, y que impida él tránsito quu estaba usando 
el riclor, autoriza U acción posesoria por interdicto de obra 
nueva. Página t3i>. 

Interdicto de reteñir y obra nnevn.— Vliea : Costón. 

Interdicto de obra nueva. — En el caso de haberse practicado actos 
posesorios por las dos partes, la posesión debe reputarse de 
aquella a cuyo lavur «parece haber sido el último estado de 
Ja misma, máxime si esta parte tiene los títulos de propie- 
dad, y la otra no. Página 

interdicto de despojo. — Véase ; Despojo. 

intereses. — De la suma que se manda pagar por indemnización de 
avei (as sufridas por la carga, se deben los ¡uU-reses á contar 
desde el día en que debiú hacera la entrega de dicha carga 
fagina 172. 

.1 

Jueces arbitros. — Véase : Cuestione* entre socio». 

Juez federal. — Véase : Cuestiones entre socios. 

Juez incompetente. — El Juez q«e se ha declarado incompetente, t¡«- 
ne jurisdicción para resolver sóbrelo relativo á las costas 
causadas en el incidente sobre, incompetencia. Pagina 2t(i. 

Hkxo criminal. — El empleado contratado por año, destituido antes 
del año, por hechos cometidos en el ejercicio de su empleo, 
que lian motivado un juicio criminal contra él. por parto del 
principal, no puede pedir que éste Ir pague los gastos he- 
chos en el desempeño de sus funcione* y el sueldo anual, 
mienlrasno esté resuelto el juicio criminal intentado. Pá- 
gina <Í37. 

Juicio criminal. — La disposición del articulo MOt del Código Ci- 
vil es aplicable al caso en que el actor en el juicio crimi ■ 
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nal obre como tal en el juicio civil, como al en que siendo 
en el primero demandante s«a demandado cu el segundo, 
con hil que los hechor que dan origen a ambas acciones, 
sean los mismos. Página i'¿l. 

Juicio ejecutivo. — Lo dispuesto por el artieulu 3QOdela ley de pro- 
cedimientos no comprendo á los tercero» en el juicio ejecu- 
tivo. Página 390. 

Juicio de expropiación. — El expropiante no tiene det o de pedir 
la suspensión temporaria del juicio de expropiación, para 
continuarla ruando lo crea conveniente ó lo permita su estado 
financiero. Página i 43. 

Juicio pericial. — Véase: Averias , Costas. 

Juicio testamentario. — No corre-potule al juicio testamentario la de- 
manda sobre cumplimiento ilc una obligación que se dice 
contraída personalmente por los herederos, y se dirige con- 
tra estos. Página 72. 

Jurisdicción administrativa. — Víase: Dilito de defraudación. 

Jurisdicción originaria. — Véase: Suprema Corte. 

JüitUia federal. — Véase : Falsificación de libro. 

Justicia federal. — Véase : Tribunales federales. 

Justicia federal. — Véase i Delito conexo. 

Justicia federal. — Ln ella, las resoluciones de las Arbitros no son re- 
curribles para ante la Suprema Cjrle. Página 404. 

Juzgado federal dr tu Capital. — No es competente para conocer en 
la defraudación al Fisco que se denuncia haber sido come- 
tida en el territorio nacional de Misiones. Página 191. 

L 

t.iuchaje. — Véase: Lancheros. 

hmehrrui. — Los que han hecho la descarga, tienen derecho de co- 
brar ei precio de este servicio á los dueños de la carga, aun- 
que se lo hayan encargado los agentes del buque que la tra- 
jo. Página 95. 

Laudo. — Véase: Peritos ; Nulidad det tattdo. 
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Limites interprovincioles. — Véase : Provincia de Bwno*-Aires, 
Litía de testigos. — Véase : Praebu testimonial t 
Lugar del pago. — Estipulado el lugar del pagu, éste debe demandar- 
se ante las autoridades de dicho lugar. Página 334. 

M 

Maiutalario. — Véase : Mandato. 

Mandato. — El comprador de unas casas, que reconoce lia ber recibido 
encargo de comprarlas para otro, y que no prueba el retiro 
posterior del mándalo, existiendo por el contrario hechos que 
confirman la subsistencia y la ejecución del mismo, está obli- 
gado á hacer el traspaso de las casas compradas & los causa- 
habientes del mandante, y á rendirles cuenta de la inversión 
de la totalidad de los fondos recibidos de éste. Página 204. 

Mejora. — Véase: Apelante ; Emplazamiento: Deserción de re- 
curso . 

Mimara . — Protestada una mensura, y ejecutoriado el auto por el 
cual so ordena que los interesados bagan valer sus derechos 
por la via ordinaria, corresponde que se mande formalizar la 
oposición. — Votes de esto no puede pedirse se deseche la 
oposición como improcedente y se apruebe la mensura, por 
razón de haberse admitido una demanda de jactancia del 
protestado, y de no haber el protestante interpuesto la 
acción exigida. Pagina f63. 

N 

Nulidad. — Notificado debidamente y consentido el decreto de tantos» 
para resolver la aprobación de la retasa, quedan subsanado! 
los procedimientos anteriores relativos á esta operación. Pá- 
gina 12. 

Nulidad. — Véase : Despojo. 

Nulidad. — Véase : Cuestión de competencia. 

Nulidad. — No alegándose, ni resultando motivo de nulidad, y no 
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habiéndose probado las excepciones opuestas, debe mandar- 
se llevar adelante la ejecución. Página 409. 

Nulidad de laudo. — La parte; que lia convenido en nombrar a una 
persona como arbitro tercero, no puede fundar la nulidad 
del laudo en la incompetencia de la misma, sin hacerse res- 
ponsable de lodos los daños y perjuicios causados por esa nu- 
lidad. Página 79. 

Nulidad de laudo. — Los argumentos dirijidosa demostrar la injus- 
ticia del laudo, no son procedentes en la cuestión de nulidad 
de dicho laudo. Página 79. 

O 

obra nuera. — Véase: interdicto de obra nueva. 
Oposición d mensura. — Véase: Mensura. 

P 

Pojo.— Estipulado el lugar del pago, éste debe demandarse ante lis 
autoridades de dicho lugar. Pagina 334. 

Perito*. — La denominación de peritos empleada por el Códigode Co- 
mercio para indicar los arbitradores que deben conocer f re- 
solver las cuestiones de almrdaje, significa la que las leyes 
antiguas entendían por la de ornes buenos é sabutorts. Pa- 
gina 79. 

Peritos enjuicio de expropiación. — Véase: Honorarios de perito». 

Posesión . - En el caso de haberse practicado actos posesorios por 
las dos partes, la posesión debe reputarse de aquella i cuyo 
favor aparece haber sido el último estado de la misma» má- 
xime si esta parte tiene los títulos de propiedad y It otra 
no. Página 376'. 

Presión de estica. — Véase : Averias. 

Priiion.—Ho procede la prisión contra el procesado por el delito, 
previsto y penado por el articulo 86 déla ley nacional penal. 
Página Hl . 



Pronunciamiento judicial.— Víase: Demanda, 

Próroga para alegar. — Véase ; ,4 tifo inapelable. 

Provinciade Hucnas Ain-s — La Provinciade lluenos Aires no tiene 
derecho para reclamar campos que lueron materia del laudo 
arbitral de 18 do Marzo de 1882, dictado por la Suprema 
Corte en la cuestión entre cita y las provincias de Córdoba y 
Santa Fe, sobre límites interprovinciídes, si resulta que di- 
chos campos fueron, vendidos con anterioridad por una do 
estas, y además que la enajenación de los mismos fué reco- 
nocida ñor ella como legitima. Pagina 377. 

Prueba. — El auto abriendo la causan prueba y fijando los puntos so- 
bre que debe veisar, es inapelable. Página 301. 

Prueba. — El procedimiento de los recursos contra las resoluciones 
de la administraccion de aduana, no excluye Ja recepción do 
la causa aprueba, cuando la naturaleza de los hechos alega- 
dos la haga necesaria. Página 341, 

Pr^ba p.rtraordi tunta. — Véase : Fianza* 

prueba testimonial. — Esimpulaide álaparU- que no presentóla lista 
de testigos, la no recepción de la prueba testimonial dentro 
del término. Página 314. 

Q 

Quiebra fraudulenta. — Véase: E rtr'idiciou . 

n 

Beconocimienlo pericial. — Véase : Aterías. 

ñecumeion. — Las causales de recusación enunciadas pur el articulo 
43, incisos 4, 5 y 0, de la ley de procedimientos, se refie- 
ren á las relaciones del Juez con el litigante, no con el «bo- 
gado y apoderado de éste-. Página 3t. 
Recusación. — La de un árbitro, una vez pronunciado el laudo, no 
tiene faxon de ser al efecto de separarlo del conocimiento 
de la causa. Página 404. 



Ii£ JUSTICIA PiAClüSAL 



401 



Regulador. — Véase: Auto inapelable. 

Recurso. — Véase: Apelante. 

Recurso pendiente. — Véase : Encarcelación. 

Recurso improcedente. - lo es el que se interponga tic la resolución 
administrativa, fundado en el error de clasificación. Pa- 
gina 327. 

Recurso mira tes resoluciones de aduana , — El p roce di miento de 
estos, no excluye la recepción de la causa á prueba, cuando 
h naturaleza de lew hechos alegados 3a haga necesaria. Pá- 
gina 340. 

Recurso de revisión .—Las sentencias definitivas de la Suprema Corle 
en materia criminal, lucra de los casos enumerados en el 
artículo 551, Código de Procedimientos en lo criminal, no 
son susceptibles del recurso de revisiou. Página 35 1 

Remate. — No debe ordenarse la suspensión del remate de la cosa li- 
tigiosa, anunciado con sujeción al pleito pendiente sobre ella. 
Página 71. 

Rescisión de contrato. — Véase: Demanda. 
Riscrva al comprador. — Véise: Vente ad corpas. 
Restitución. —Véase: Demanda. 
Retasa. — Véase: Nulidad. 



Secuestro define* hipotecada. -Los **o* importantes disminución 
de valor de la finca hipotecada, no autorizan el secuestro y 
desposesiou de la misma . Página o3"I. 

Sentencia arbitrat. - La ejecución de la sentencia arbitral corres- 
ponde al Juci compéleme para conocer en lo principal, se- 
gún la naturaleza de la causa. Página 400. 

Sentencia* definitivas. - Véase: Recurso de revisiou. 

Suprema Corle. — La Suprema Corte no es competente para con< 

en pleito civil contra una provincia, si el titulo con que ac- 
túan los demandantes es una cesión de derechos, y los ceden- 
les son en su mayor parte vecinos de la provincia demanda- 
da. Paginan. 



FALLOS DE LA SUFt.EllA CURTE 



Suprema Corte. — Véase: Hecuno 4t revisión. 

Suprema Cortó. — Guando una Provincia es parto demandante, aun- 
que la demandada sea una sucesiun, el conocimiento de la 
ca-isa corresponde á la jurisdicción originaría de la Suprema 
Corte. Página 377." 

Stqirema Corte. — En lajusticfa federal, las resoluciones de los ar- 
bitros rio son recurribles para ante la Suprema Corte. Pi- 
nina 404. 

Suspensión de procedimientos. — El expropiante no tiene derecho de 
pedir la suspensión temporaria del juicio de expropiación, 
para continuarlo cuando lo crea conveniente 6 lopennitu su 
estado financiero. Página 143. 

Suspensión ¿emita. — Véase : Remate. 



Terceros. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Traducción. — Es de derecho h versión al idioma nacional, de todo 
documento que se agregue a la causa en idioma extranjero. 
Página DO. 

Transporte* por ferrocarriles. —Véase: . Conidio de transporte; 
Fuera Federal, 

Tribunales federales. — El desalojo ordenado por la Municipalidad 
de la Capital, por razón de higiene, pertenece á Jo conlencio- 
so-administrativo, y ios Tribunales federales son incompe- 
tentes para conocer en él. Página 184. 

Tribunales federales. — Las acciones por cobro ó defraudación de 
rentas fiscales ó municipales que sean exclusivamente para 
la Capital, están excluidas de la jurisdicción de los Tribuna- 
les Federales, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad 
del demandado. Página 194. 

V 

m 

Uto. — El derecho que el locador se reserva para mantener en la fin- 
ca arrendada un carruaje y sus caballos, implica el del uso 
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.leí agua para el lavado del primero y para la bebidi y Huí- 
pieza de los últimos. Página 62. 



Venta ad Corpus. - La venta de un terreno, expresando que vendo 
una área de terreno bañado interpuesto entre el rio Paran y 
el terreno de propiedad del comprador, de lanías varas de 
frente con tantas de fondo hacia el rio, con reserva A este 
del derecho de adquirir en lodo tiempo y por el precio esti- 
pulado, el exceso de terreno, si I" hubiere, basta lindar con 
la ribera del Paraná, no ¡mporla una venta ait cor púa, sino 
ad mensuran, La reserva incncio-iada no comprende las 
superficies mayores existentes á los costados dol terreno 
aludido, y por "rumbos distintos al previsto en la venta. Pá- 
gina HO. 

Venia ad mensuram. — Véase: Venta ad rorptts. 

rento no eíírifiirflíín.-Sietidn la compra y posesión de la sucesión 
demandada un hecho indiscutible y no discutido, no es ad- 
misible en contra de ella el argumento de no baber sido es- 
criturada la venta, y de haberse hecho ésta con la clausula 
de sin responsabilidad por la parte de que el comprador no 
pudiera lomar posesión , Página 3"7. 

Venta sin responsabilidad. - Véase: Vento no escriturada. 
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Vrinmmt, amtra Ih A. fíosentranif, ¡mi> falsificación de un li- 
bro presi'ntntlo en juicio: softrr competencia, 



Sumario. — La falsificación tic un libro presentado como 
prueba on ata juicio de abordaje ante los jueces arbitros, cons- 
tituye un delito sujeto á la jurisdicción federa!. 



Caso. — Lo explica la siguiente 
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HOJA COMPLEMENTARIA 
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I Al LOS !>K LA Sll'llEMA C.OHTF. 



t'HIlUnN 

Ek'hOóAircs, ¿timo 5 de V&U 

Señor. ho'z Mcml: 

Cayetano Maguiólo, capitán de la barca italiana * Martiui », 
constituyendo domicilio legal en la casa Reconquista mi- 
mero 212, ante V. S., como unís haya lugar en derecho, digo: 

<Jue con motivo de un cli oqui: habido entre el buque de mi 
mando y la barca alemana «Stella», convinimos en someter la 
cuestión, de acuerdo ron lo dispuesto por la ley al respecto, ¡i 
la decisión de jueces árbitms, eelebníndusc al efecto el corres- 
pondiente compromiso arbitral por ante el Juzgado Federal á 
cargo del l>r. Virgilio M, Tedio. 

Ahora bien, en la oportuna s obsta li ciae ion de este juicio y en 
el estado de prueba, él capitán de la barca «Stella» presentó 
como justificativo de los hechos por él aducidos, un libro deno- 
minado ^Diario de navegación^, que Uchú de falso ¡ior las cir- 
cunstancias que aduje entonces de haber sido confeccionado ex- 
profeso para las resultas y los propósitos ali gados por dicha 
parte en el proceso, y no ser la relación circunstanciada de los 
acontecinik-ntos do una navegación de varios meses, anotada 
diariamente en el referido libro. 

Como Y. S. tendrá ocasión de constatarlo cuandu se traiga ¡i 
la vista dicho liljro, fácil será notar que eu el juicio aludido tu- 
ve razón sobrada con argüir de falso ese «Itiarin de navegación* 
que debe haber sido confeccionado en un solo acto, en tierra ó 
anclado el buque y no diariamente como debiera serlo durante 
lo» accidentes de una larga navegación, 1-1 estado perfecto de 
bis tapas de ese libro, la nitidez de sus hojas, la uniformidad de 
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carácter de letra, en todo su contenido, el mi smo cnlor de tinta 
y el caso especial de no existir desdo la primera basta la últi- 
ma, una sola man eh ;i ú borrón, ambrina de una manera eviden- 
te el aserto que di jo formulado. 

Bn consecuencia, y habiendo solicitado oportunamente en el 
juicio arbitral Élites mencionado, que se me dejaran á salvólas 
acciones criminales que pudieran correspondi-rme contra el ca- 
pitán do la barda «Stella-» por el hecho ajustado, es que vengo 
en tiempo y forma á deducir ante V. S. dichas acciones, hoy 
que dicho juicio arbitral ha concluido. 

l'or tanto, V. S. se ha de servir proveer de conformidad al 
siguiente: 

Pedimento: i" Dar por instaurada la presente acción contra 
IX A. Kosentrang, como capitán de la barca -StelUu, ú quien 
acuso del delito de falsedad cometido por éste al presentaren tin 
juico arbitral un «Diario de navegación* completamente falso, 
por loque V, S. se servirá en definitiva condenar al demandado 
al uuUimum de las penas contenidas en la última parte disposi- 
tiva del artículo 282 del Código Renal, con mis el pago de coa- 
tas procesales; 

2" ¿e libre oficio al Jmz Federal Dr. D. Virgilio M. Tedín, 
para que remita el * Diario de navegación» pres- otado por el ca- 
pitán de la barca »Stellas en el juicio arbirral seguido con moti- 
vodcun choque ocurrido entre esta barca y la «Martinb, que 
tramita por la Secretaría del Escribano I). Juan C. Atinan* 
dos; 

3" Se le prohiba la salida del país al capitán de la barca 
«Stella» 1). A. Koscntrang, librándose, para que la órden se 
haga efectiva, los correspondientes olicios á la Prefectura Marí- 
tituads esta capital y el Consulado Alemán de Buenos Aires. 

Sírvase V. S. proveer en todo de conformidad á lo que dejo 
solicitado. Ks justicia. 

í.\ Mftfjfjioh. 
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VISTA FISCAL 

\ 

Svñor Juez: 

El escrito préndente y que se me pasa en vista importa pro- 
mover un juicio criminal por querella, y como reúne los requisi- 
tos establecida en el artículo ITti del (Jódigo de Procedimien- 
tos en lo criminal, no veo inconveniente en que V. S. instruya 
el sumario correspondiente, de conformidad con el artículo 177 
del mismo. 

./. i. Víate. 



tallo «1*1 Juez federal 

Rúenos Aires, Juni» 9 <le ÍÍHM, 

Resultando de la misma exposición del denunciante que la 
querella no se dirige á establecer la denuncia de un delito de 
carácter nacional , pues la falta úv verdad en la exposición de 
un Diario de navegación cometida por el mismo que llevaba di- 
cho diario, y bajo su propia lirma, no reviste los caracteres de 
la falsedad definida por los artículos Gl y 65 de la ley pena) na- 
cional, no Ha lugar al procedimiento solicitado, debiendo el so- 
licitante ocurrir ante quien rorresponda. 

Andrés I fjarriztt. 



tJE KSTIC1A JACIOS AL 
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I'ETK.IOS DE ftEVOCATOBlA 



SeínH'Juez Fedqrtfk 

Cayetano Maggiolo, capitán Je la barca - Marti ni», cu el jui- 
cio seguido contra el capitán de la barca alemana tStelIa», so- 
bre falsedad de un documento, ií \\ S, como más haya lugar en 
derecho diga: 

Que me he notiiieado del auto de V. S. por el cual se decla- 
ra incompetente para entender en esta causa, y no creyéndolo 
ajustado á derecho, vengo á pedir revocatoria por contrario im- 
perio de tal resolución ó en su defecto se me conceda la apela- 
ción subsidiaria que desde ja interpongo para ante el Su- 
perior. 

El presente caso lo motiva un delito cometido a bordo de un 
buque mercante y por persona de la marina, de manera que no 
solo por razón de las personas, sino también por razón de la ma- 
teria, él cae bajo la jurisdicción nacional, á estar á los términos 
di* la última parte dispositiva del artículo 2", incisol delaleydo 
Procedimientos Federales del t de. Setiembre de 18G3, sinó tara- 
bien por el artículo 3", inciso I de esa misma ley, desde que el 
hecho imputado al capitán de la barca * Stella >, se ha cometido 
en el puerto de esta capital, donde el (iobierno Nacional y los 
Juzgados de Sección, tienen exclusiva jurisdicción, según se 
deja dicho. 

Además el documento que se arguye de falso ha sido introdu- 
cido y se ha querido hacer valer un una oñeina nacional, por 
lu que también es de aplicación el artículo 05 de la ley que de- 
signa los crímenes cuyo juzgamiento compete á los Tribunales 
Nacionales. 
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Por todo lo expuesto V, S. se ha <le servir proveer de confor- 
midad A lo solicitado en i l exordio t!e este escrito, con recomen- 
dación de pronto despacho, por tratarse de un asunto orí- 
gente. 

Será justicia, etc. 

Cayetano Nagtjioh, 



tul» riel .#««*'*. F«drrMl 

lliilnos Aires, Junio 11 <h* 1 >d 1 1 

No lia lugar a la revocatoria pedida, por tos fuiiduuicnt os ^ 
auto nptdado, y concédese en- relación el recurso interpuesto do- 
bien lo i-levarse Con oficio los nulos ¡inte l.i Suprema forte. 



VISTA tlí.L Sfjfofl PlUiCl JlAlMHt (il SLUAl. 

Uuciio- Air» Julio l* de 189);, 

Suprema Cork* : 

La resolución de foja 3 vuelta, debe, en mi opinión, ser con- 
iinnada por V. K. t no solana-uto por sus fundamentos, sino 
también por los siguientes : 

i" Porque no consta el lugar de la ejecución del delito rjuo 
se acusa. A foja 1* vuelta se dice: que el libro acusado de fal- 
so, debe haber sido confeccionado en un súlo acto, en tierra ó 
nntlntfa 0i buque, y no diariamente etc., mientras que ú foja 4, 
se dice : Kl presente caso lo motiva un delito cometido á bordo 
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de un buque un-reante etc. Ambas afirmaciones lío coneiier- 
dau p,riectamcntc; y la Tcnhd del hecho, e*toes,del lugar del 
(Mito, eu cuso de haberse cometido, no aparece justificada, y 
es posible que él fuera ejecutado, tanto a bordo del buque co- 
mo en esta Capital. 

2" Porque tampoco resulta que el libro que se dice falsifica- 
do, hnfú sido introducido y se huya querido hacer valer eu una 
ulicina nacional, por lo que sea también de aplicación al artícu- 
lo 66 de la ley que designa los crímenes cuyo juzgamiento 
compete» los Tribunales Nacionales, romo So «firma ;l foja 4 
vui lta t puesto que a foja Use dice que, tenia oportuna substan- 
ciación de este juicio (arbitral >, y en el vsUufa <tr ¡nitcfta, se 
presentó ,f 1 libro argüid*» de falso. Un Tribunal arbitral nu 
constituye, ú mi juicio, en el sentido del artículo 05 de la ley 
citada, una oficina nacional, ni por tanto el cuso puede caer, ba- 
jo las disposiciones de dicho artículo, como lo reconoce el es- 
crito de querella, al impedir las penas que impone dicha ley, si- 
no la del artículo282 del Código Señal. 

3* Por lin, porque, el mismo caso no esta comprendido en 
ninguna do las disposiciones del artículo 2.'í del ( ¿digo de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, que determina la competencia de 
los Jueces de Sección, y que concuerda con eUrtículo 3" de la 
Ley sobre jurisdicción y competencia de ln* Tribunales Fede- 
rales. 

knionw ti. MalavéK 



rnlln tlr ln fHi|ircimi i'erir 

llueiio- Mnv, Julio 2*1»' I^H. 
Vistos: Afirmándose por el nuerellante que el libro que se 
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dice falsificado La sido presentado conscientemente por su au- 
tor en un juicio de jurisdicción federal por su naturaleza y du- 
rante su substanciación ante 1ü3 Jueces Arbitros, creados por la 
ley para su conocimiento, y debiendo en consecuencia, reputar- 
se el hecho acusado del fuero nacional, se revoca el auto apelado 
de foja tres vuelta, y devuélvanse para que reasumiendo el 
Juez de Sección ta jurisdicción de que se ha desprendido, pro- 
ceda a conocer y resolver lo que corresponda en esta causa. Re- 
póngase el papel. 

HtMAM'S VlCTORtCA.— C. S. DE 
LA TOKItE. • LUIS V. VARELA. 
— ABEL UAZAX— Ll'lS SAENZ 
PESA. 



(U NI S1WH1 



El doctor d*>n Human Awjvx Hodrajuez, contra los cónyuges 
Dachary,porcobro ejecutivo de crédito hipólecano) sobré 
nulidad de ¡tmcedimimhs. 



Sumario*— N'otiiicado debidamente y consentido el decreto 
de cantos; para resolver la aprobación de la retaza, quedan 
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subsanados los procedimientos anteriores r-Ltivosá esta ope- 
ran i mi. 



f; íWl — Del testimonio de actuaciones seguidas en el juiciu 
ejecutivo, remitido por el Juez de Sección á la Suprema Corte, 
resulta: 

1- Que en 27 de Oetufcíe de 1S9D. la parte del doctor Arigos 
Rodrigues hizo presento al Juez que La finca mandada veuder no 
había sido vendida por falta de postor y pidió se mandara re- 
tazar A bien hipotecado par el perito anteriormente nom- 
brado; 

g» Que el Juez dio vista á los ejecutados, pudiendo manifes- 
tar ¡inconformidad en diligencia: 

3- Que este decreto fue notificad-» á los esposos Eteeháry en 
;íi de Octubre de \&W por cédula que el escribano dejó en pre- 
senciado dos testigos, sin decir dónde, ni á quién; 

#> Quo la parte de Arigos Rodríguez en" de Noviembre acu- 
só rebeldía á los {cónyuges llacbaryy pidió se proveyera según 
lo solicitado, nombrando opOrÉwttaMeate el martiliero; 

5-» Que el Juez dió por acusada la rebeldía y do acuerdo con 
el artículo 200 de la ley de i'rocedímíeutos, ordenó que el perito 
antes nombrado procediese ¿i practicar la retaza; 

G- Que este decreto fué notificado en la misma forma que el 
anterior A los esposos Dachary: 

7 rt Que el perito Sefior don Felipe V. II rain retazó el bien 
embargado con un 10" de rebaja sobre la tasación anterior, 
importando la nueva tasación la sumí de I3.1Ü1» pesos 42 cen- 
tavos; 

8 J Que el Juez ordenó se pusiera la operación á la oficina por 
i días, siendo notificados de la misma manera los cónyuges 
1 Jachar y en H» de Noviembre de 18í>0; 
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l>' Que ti mismo día Mi de Noviembre el Juez pro vejó á 
instancias de Arigos Rodrigue, se sacara copia de los títulos 
de propiedad del bien embargado, cuyo auto fuá notificado 
personalmente al parear en la oiiciiia) A los esposos' Da- 
chary; 

10" Que Arigos Rodríguez, en t'J tU< Noviembre, pidió se 
aprobara la tasación y se nombrara rematador á Ferro y Mi- 
prandi; 

1 1" Que el Juez proveyó ^vengan los auto-;» notilicándose el 
proveído personalmente á las parte*; 

12' Que por auto de2ú de Noviembre el Juez, por no haber- 
se observado li tasación, la aprobó y nombró martiliero ;'i Fe- 
rro y Aliprandi para vender ta linca; 

13* Que ese auto fué notificad * por cédula y personalmente á 
los esposos en 28 de Noviembre, 

Ka 20 de Noviembre los esposos Daehary se presentaron al 
Juez diciendo que habían sido sorprendidos con el aviso apare- 
cido en el periódi o iVA Constitucional», f'eelw 2<¡ , por el que 
&e anuncia el remate de ta linca por los martilieros Ferro y Ali- 
prandi, sin tener ellos conocimiento del nombramiento de di- 
chos martilieros, ni de las causas que hayan mediado para que 
no se efectuara la venta por el nurtillero Hotre, que antes ha- 
bía sido nombrado, porque no se tefcfea uotiiicado nada y las cé- 
dulas déjalas por no habér-e-h's encontrado en su domicilio, no 
pueden ser exactas desde que la señora de Daehary no se ha 
movido de casa por enferma. 

Que esas eéiülas no contienen el nombre de Ja persona á 
quien se dejaron ni la firma le ella. 

Que recien el día antes habían sido uotilkados del auto apro- 
bando la rebaja y ordenando la venta, y que lo obrado des- 
de la fija 43 adelante debía declararse nulo, romo lo ped.'an . 

Kl Juez en atirió traslado al ejecutante por decreto de 8 de 
Enero de Í'801 . 



1»E JUSTICIA NACIONAL 



15 



Lo¿ rom itadore-s Ferro y Alipranli con fecha 12 de Diciem- 
l>re «le 1890 dan cuenta al Juez de haber vendido la finca por 
ÍÍ300 pesos y presentan su cuenta de gastos y omisión por 505 
pesos. 

El Juez por auto de 13 de Kuero 'I-.' 1801 proveyó: A sus an- 
tecedentes y vista álas partes*. 

El ejecutante contestando al traslado de la petición de nuli- 
dad ile los ejecutados pidió su rechaza con costas. 

Dijo : que tos cónyuges Dachary han sabido todo lo ocurrido 
en 103 autos y habían sido notificados personalmente de los 
decretos posteriores at de la retaza, con lo que queda subsa- 
nada toda nulidad de la notificación relativa al auto ordenán- 
dola. 

K vacilando la vista de la cuenta de lo* rematadores se opiisú 
d ella por ser exagerada. 



FmII» drl Jume t>ilpr«l 

Pamu^ Ktit'ro ¿I ■]•• lwl. 

Y vistos: la excepción de nulidad opuesta por la ejecutada 
doña Josefina I). de Duchary y su esposo don Pedro <1. Dacha- 
ry al acto del remate de la finca embargada, fundado en que los 
autos de foja. . .mandando que expresen su disentimiento ó i-on- 
formidad para que se practique la retaza por el mismo perito 
antes nombrado, no les fueron notificados con arreglo á dercetn, 
infringiendo lo dispuesto por el artículo... de la Ley do Proce- 
dimientos, con lo expuesto por el ejecutante; y considerando: 

I" Que en cao de procederse a ta retazado los bienes embar- 
gados, él nombramiento de perito para verificarlo corresponde 
exclusivamente al Tribunal y no á las partes (artículos 38" y 
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289 de la Ley de Procedimientos); y en el mismo caso el Juez 
debe pronunciarse sobre la retaza sin necesidad de oir nueva- 
mente ú Jas partes sobre ella (artículo 287 citado). 

2" Que de estas disposiciones legales se deduce, que aún en 
el supuesto de que las notificaciones de los autosde foja. ..en que 
sedaba vista de la solicitud de que si* procediese á practicar la 
retaza por el mismo perito ú por otro; y del de foja... mandando 
pasar los autos á Secretaría para que las partes se pronunciasen 
sobre la retaza, fuesen nulas, como efectivamente lo son; y aun- 
que no se hubiesen practicado en ninguna forma, el procedi- 
miento no sería vicioso ni podría ser objetado de nulidad, pues, 
eom«i se ve, por los artículos citado?, ta intervención del ejecu- 
tante y ejecutado no es necosaria en ninguno de los dos casos y 
el Juzgado La podido y aún era su deber prescindir de olios. 

ii 1 * Que independiente de esto, la ejecutada y su esposo, fue- 
ron notilicados con am-gloádereeho, del decreto llamando autos, 
para resolver sobre la retaza, sin que en los seis días que siguie- 
ron desde la notiltcacion hasta el pronunciamiento del Juez, 
hubiesen hecho objeción alguna respecto del precio lijado al in- 
mueble, como pudieron hacerlo íi su. ¡ínimo no hubiese sido de 
aceptarlo. 

Por estas consideraciones no se hace lugar ;í la nulidad solici- 
tada . Hágase saber y repónganse los sellos. 



Fallo <1e la ftii|»r*»UM f T or««- 

Iiui'iio* Air.-. Jiih-t ¿ lie Imu. 

Vistos: Por el fundamento consignado cu el considerando ter- 
cero del auto apelado de foja ocho vuelta, que sirve a cubrir el vicio 
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de nulidad opuesto álasdiligenciasdeirtificacionde foja una vuel- 
ta y demás de que hace mérito el escrito que en testimonio corre 
á foja seia: se confirma con costas dicho auto, y repuestos los 
sellos, devuílvanse, previniéndose al Juez de Sección cuide en 
adelante de no dejar en blanco las fojas á que hace referencia 
en sus resoluciones* é imponiéndose al escribano Secretario de 
Sección, con arreglo al aitículu setenta y unodelaley deProcedi- 
mientos una multa de veinte y cinco pesos moneda nacional, que 
hará efectiva el Juez de la causa por las nulidades de que adolecen 
las diligencias a que este auto se refiere. 

üí;\jamin vieron iga. — c, s, 

HE LA TORRE. — IS V. VA- 
ItELA, — ABEL ItAZAN.— LUIS 

SAESZ PEÑA. 



lh Antón io.Uarec futí, n. Antonio Dordoni y el tir. 1). Hernarda 
de Jrífjoyen contra ta provincia de Santiago del Extero, por 
reivindicación; sobre competencia. 

Sumario. — La Suprema Corte no es competente para cono- 
cer en pleito civil contra una provincia, si el título con que ac- 



1S TAI LOS ÜE LA SUMtEJIA CONTE 

túan los demandantes es una cesión de derechos, y los ceden- 
tes son en su mayor parto vecinos de la provincia demandada. 



Vaso. — Eldía ¿8 de Noviembre de IKSOJos señores J ir. I¡er- 
nardo de Iriguyeii, Antonio Mareehitl y Antonio l>ordoui. sr 
presentaron ante la Suprema t'orte, entablando demanda de rei- 
vindicación contra el Gobierno de Santiago del Estero, por los 
terrenos que conserva en su poder, situados entre líío Dulce y 
Salado a) Sudeste de Salavimi, y que están comprendidos dentro 
de los límites designados en los títulos de Uiupilta, hoy pro- 
piedad de los demandantes. 

Dijeron: Que los titules de Cbupilta se Jiallau en copia debi- 
damente testimoniada en i-l *.x pedieiüo de mensura que acompa- 
ñan bajo el número 2; 

Que de estos títulos y de sus antecedentes se desprende que 
los terrenos al Sudeste de Salavina, han sido ¡legalmente ocu- 
pados por el Gobierno de Santiago; 

Que algunos de esos terrenos lian sido vendidos por el Gobier- 
no, poro que |mr ahora limitan su gestión á los que están aún 
en su poder, es decir, \ los que él llama >. campos fiscales de la 
provincia», dentro de la zona indicada; 

Que no pueden presentar una mensura perfecta de dichos te- 
rrenos» mensura que oportunamente tienen que solicitar de V. 
K., pero que en el expediente que acompañan corre la mensura 
verilicada judicialmente por et agrimensor I). Francisco Ira- 
main, que no fué aprobada por defectos parciales, no habiéndo- 
se podido hacer una nueva, á pesar de haberla solicitado desde 
cuatro años atrás el señor Marechal; 
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Que no es posible determinar ahora la extensión de los terre- 
nos Humados liscales que reivindican , por no haber sido medidos» 
y porque no hay plano catastral de la provincia qüe contenga 
Ules d. sigilaciones ; pero que bastad SQ objeu,, cualquiera 411- 
sea su exteasioff, que olios se hallen comprendidos dentro de 
los límites de - Clmpiltai: 

Que en 1702 el maestre de campo 1), Francisco Bravo de Za- 
mora otorgó escritura de venta de los campos de Chupilta, dán- 
dole la posesión correspondiente, a) Maestre de Campo D. Ma- 
nuel Bravo (I,- lUieda; 

Que en 181*0 liona Justa Üueda fué reconocida judicialmente 
sucesor a de B. Manuel llruvo de Rueda, con motivo de una eues- 
ti m seguida eon l>. Lucio lítieda, dispn$ndb?e l¡i pertenencia 
de los documentos de Mula-i'orral y Chupilta; 

1 tue cüesiiioñ fin' fallada por el Jnez de Santiago en 23 
do Julio de im\, y que en 18ÍV2 el mismo Juez dictó auto con- 
tra los que poseyeran ¡legalmente terrenos pertenecientes áesas 
estancias; 

Que los actores comprar-m en varias veces estos terrenos de la 
familia Xeirut ó de sus cesionarios, y que el carácter sucesorio 
«le dicha familia Xeirot, en los bienes de B. Manuel Bravo de 
liueda, e,>moM3 desprende de una -seritura que la misma otor- 
gó en favor de Putri, siendo ella reconocida en tal carácter ju- 
dicialmente como antes se ha dicho y también por el Gobierno 
de Ja provincia y por los Tribunales al seguir el espediente de 
mensura; 

Que del expediente de mensura acompañado se deduce tam- 
bién cómo le pasó ¿i D. Manuel Bravo de Itucda la propiedad de 
dichos terrenos y cómo se le dio la posesión con intervención del 
mismo '¡obierno de la provincia* 

Que no acompañan la 1 ser ¡tura de que se ha hablado antece- 
dentemente de Doña Justa Iíueda ¡i Petri. 011 la cual reconoce 
en los Ntirot el carácter de coherederos, porque no tienen copia 
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legalizado, pero que acompañan otra escritura hecha por el mis- 
mo Escribano, que se refiere á la primera, y donde el Escribano 
indica el folio de su protocolo ¿ donde se encuentra; 

Que si bien la mensura de Lamain ya mencionada fué desa- 
probada por el Departamento Topográfico de Santiago, sumi- 
nistra ella antecedentes bastantes para demostrar que tus tierras 
fiscales que el Gobierno tiene en su poder al Sudeste de Sa- 
lavina, están comprendidos dentro de los límites de Chu- 
pílta, 

Que lo mismo también se despende del Mapa de la provin- 
cia de Santiago, que también acompañan, anexo ú la Memoria 
descriptiva publicada en 1885, con aprobación de su gobierno, 
por el ngrimensor D. Alejandro Cancedo; 

Que está bien demostrado por los documentos que acompañan 
el dominio de tos demandantes, y la posesión que de sus bienes 
tiene el demandado, j Indeterminación do ellos con las enun- 
ciaciones necesarios para poder fijar con exactitud la cosa que 
se demanda; 

Que tienen además derecho de presentarse ante V. E. por ser 
ellos vecinos de esta capital y por ser el demandado un (íobier- 
no de provincia. 

Conferido traslado de la demanda, el Dr. Justino Obligado, 
por la provincia de Santiago del Estero, sin contestarlo, inter- 
puso las excepciones dilatorias de falta de personalidad en los 
demandantes y defecto legal en el modo de proponer la de» 
manda. 

Dijo : Que los demandantes fundan sus derechos en que han 
comprado á los que se dicen herederos del Maestre de campo 
D. Manuel Bravo de Rueda; 

Que los que se dicen herederos* no presentan ningún compro- 
bante legal que justifique su aserto; 

Que los víueutos de parentesco se justifican sólo por los rae- 
dios legales, por las partidas do bautismo, citación de edictos, 
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intervención fiscal, auto de Juez competente, partidas de casa- 
mientos y defunciones, pruebas de que no existen causas de in- 
dignidad, etc.; 

Qne los demandantes no han justificado ninguno de los ex- 
tremos esenciales, para comprobar el parentesco invocado por 
sus cedentes, y que por tanto se tiene que arribar ú la conclu- 
sión deque los vendedores no son herederos legales, no pudién- 
dose así trabar este juicio; 

Que en las escrituras presentadas no se hacen más que enun- 
ciaciones vagas bajo la fe del misino interesado, sin referencia 
alguna del título hereditario; 

Que falta la escritura que se dice hecha ¿ favor de D. Domin- 
go Fietri, que es la base de los títulos de los demandantes; 

Que nu es exacto lo que dicen los actores, que los N'eirot fue- 
ron reconocidos como herederos por Doña Justa Kueda, ni tam- 
poco que ésta lo fuera judicialmente en tai carácter, en un plei- 
to con 1). Lucio Itueda, y también por el Gobierno de la pro- 
vincia, y con posterioridad por los Tribunales; 

Que el expediente que acompaña comprueba que Doña Justa 
Kueda no entabló demanda contra su hermano Lucio, por accio- 
nes ó derechos hereditarios, sinó por sustracción de títulos, en- 
tre los cuales decía encontrarso también los de Chupilta; 

Que existen también otros hermanos de Doña Justa liueda, 
o que al menos así se titulan sin que conste legalmente; 

Que hay, pues, crecido número de personas con iguale? dere- 
chos de Doña Justa, y que, de todos modos, en el juicio men- 
cionado no se invocó el carácter de heredero, pues las dos partes 
tenían los mismos derechos, tratándose de herencia del padre 
común; 

Que si el Poder Ejecutivo de Santiago concedió á los Xeirot 
en Í877, que se les expidiera copias de los títulos, eso no impor- 
ta mis que una condescendencia para facilitar un trámite y no 
un reconocimiento legal de derechos sucesorios, que no puede 
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nunca emanar del Poder Ejecutivo y si del Poder Judicial; 

Que la Cámara de Justina de Santiago, con conceder que Do- 
ña Justa líueda hiciera practicar la mensura de los campos «le 
Chnpilta, no reconoció implícitamente id derecho sucesorio de 
la misma señora, puesto que las mensuras n« quitan ni dan flo- 
recí) os y sólo sirven para preparar Jas acciones reivindicato- 
rías, sí'ljuii la doctrina seguida por el GMijgÓ Civil en el artí- 
culo 27Í7: 

Que ta demanda no hace más que conjeturar y presumir; p* k - 
ru que aún en la hipótesis qm- e>o> reconocimientos existieran, 
ellos valdrían ante la autoridad, en el trámite que se hubiera 
hecho, pero nada obstará á que en otro juicio, como en este, 
exijan 1-ts comprobantes de extr nio* necesarios para lijar la 
personalidad délos que demandan; 

Que resulta de la misma exposición de Ja demanda que no 
hay título hereditario legal, y que en caso de que lo hubiera, 
los rédenles son una pequeña parte de los herí duros de esa su- 
cesión; 

Que rechaza tomo injusto el cargo que los demandantes ha- 
cen á las autoridades de Santiago, de que nunca han podidu 
mensurar el campo, ú pesar de hacer cuatro años que el señor 
Marechal presentó ana solicitad de mensura, porque la razón 
de no haber obtenido dicha autorización, ha sido no haberse 
presentado la solicitud con todos b>s recaudas de la ley: 

Qneén185U uno de los titulados herederos, Lucio Rueda, ven- 
dió las tierras que decía lo pertenecían en Clmpilta á D. losé 
Ceferiuo Sosa» quien introdujo haciendas clandestinamente, y 
que el gobierno no lo reconoció como dueño, mandando á Ja voz 
retirar las haciendas que se habían introducido; 

Que en 1886 1). Domingo l'ietri pidió mensura dudxhos te- 
rrenos que decía haber comprado á los herederos de Rueda, pe- 
ro como no presentaba lus justificativos necesarios, no se le hi- 
zo lugar ásu pedido; 
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Qujj ha solicitado el testimonio de esus expedí en tes que se en- 
ei! entran archivados ni Santiago « L « - ¡ tolere; 

Que Pietri consintió la sentencia mencionada, hi q ue hane co- 
sa juzgada para los demandantes, y siendo la compra de Pie- 
títe) orfgcn do sus título*, i-ste hecho destruye toda argumen- 
tación respecto á su personalidad; 

Que en cuanto a la secunda excepción, hace notar que los de- 
mandantes no presentan la escritura que los cedeutes hicieron 
á D. Domingo l'ietri. que. s la ba>o de las que presentan los 
demandantes, la que han debido acompañar con arreglo á lo que 
establece el artículo iítde la ley de Procedimientos; 

Que esa escritura no se encuentra en el caso de las que no se 
pueden presentar, y |tte para igualar las condiciones de los liti- 
gantes, si* lia de servir V. K. ordenar la pres en ten; 

Que tos mismos demandantes eonlicsan que no pueden deter- 
minar cuáles y cuántos son los terrenns liscub's que reivindican; 
rjue reconocen quu dentro de Ja zuna demandada hay terrenos de 
particulares que no irelnyui en su demanda, pero quu no preci- 
san su número, extensión, etc.; 

Que además, en dicha zuna no hay terrenos del fisco, pues los 
últimos se enajenaron en l8K7,y et Fisco no conoce otros en la 
región que indican los demandantes, y que el plano di- Oancedo 
que lian presentado, está lien» de inexactitudes y no es ofi- 
cial. 

Conferido traslado del esorito precedente, se presentó á con- 
testarlo el Dr. Bernardo delrigoyen en su nombre y en nombre 
de los señores Marechaly Dordoni. 

Hijo: Que es cierto que no ha acompañado comprobantes del 
juicio sucesorio del Maestre de Campo 1>. Manuel Bravo de liue- 
da, yqu;- probablemente tai juicio no se ha hecho, porque has- 
ta hace pocos años en las provincias no se hacían juicios suce- 
sorio*, con motivo de la población muy reducida y estable, pero 
que no alega tal circunstancia oa atenuación "de la falta de es- 
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tos comprobantes, porque no necesita presentarlos al Gobierno, 
pues por él mismo y por sus Tribunales está reconocido el carác- 
ter hereditario de Doña Jtisla Rueda, de su abuelo J). Manuel 
Bravo de Rueda; 

Que el demandado quiere desvirtuar la sentencia recaída en 
el juicio sobre mejor derecho a las escrituras de Chupílta, entre 
D, Lucio Rueda y Doña Justa Rueda, asistida por el Ministe- 
rio de pobre» y menores, de la cual se babla en el capítulo A n 
de la demanda, diciendo que en el juicio se trató de sustracción 
de títulos, pero que aún en este caso esos títulos eran los de 
Cbupílta y fueron adjudicados á Doña Justa Rueda por consi- 
derarla heredera de su abuelo D. Manuel líravu do Rueda, dic- 
tando después en el Juez, un auto de desalojo á favor de 
Doña Justa, contra lo* poseedores ilegítimos de los terrenos de 
Chupilta; 

Que Doña Justa, piu-s, fué judicialmente reccuocida, primero 
como dueña de las escrituras, segundo con legítimo derecho ú 
poseerlos terrenos de Chupilta, es decir, fué reconocida como 
propietaria dr e stos terrenos, lo que por cierto no lia sucedido 
i-landestinaincutc, ¡tiendo dicha señora una pobre mujer que ne- 
cesitó ser asesorada por el Ministerio de pobres y menores; 

Que tal sentencia hace cosa juzgada, yque no tienen necesi- 
dad de iniciar juicios sucesorios para acreditar derechos que ya 
están legalmente acreditados; 

Que cuando la señora Justa Rueda fundó en su derecho de do- 
minio la solicitud de mensura que le otorgó la Cámara, el Fis- 
cal de Kstado no objetó su derecho, sino la falta de determina- 
ción de límites, y que asimismo ni el Ministro ni el Fiscal del 
Gobierno de Santiago, nbjetarou tu personería de Doña Justa y 
de los Xeirot, cuando expidió a solicitud de éste las copias que 
se han acompañado á la demanda; 

Que el Gobierno de Santiago aceptando el informe de la Comi- 
sión de límites de 30 de Abril de 1879, reconoceque las escri- 
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turas de Chupilta pertenecen á los heredaros de D. Manuel lira* 
vo de Rueda, y menciona el deslinde que se mando practicar á 
solicitud de Doña Justa ; 

Que en resumen el Defensor de pobres y menores, el Tiibu- 
i.al, la Cámara do Justicia, el Fiscal de Estado, el Ministro de 
Gobierno, el Departamento Topográfico, la Comisión de límites 
y el Gobierno mismo han reconocido durante 30 años, unos 
esplícita, otros implícitamente, el derecho de dominio de Doña 
Justa Uueda, su causante, á las escrituras y terrenos de Cuu- 
pilta; 

t¿ue el representante de Santiago manifiesta que, aceptando 
la demanda, el Gobierno se expone áseguir un juicio que anula- 
da cualquier heredero que se presentara con título hábil; pero 
que el Gobierno no tiene nada que ver en esto, y que un cohere- 
dero ó condueíio, puede siempre liaccr reivindicaciones de la co- 
sa común en benefiicio de todos los demás interesados, que, sí 
en el presente caso existieran, debieran entenderse con su par- 
te y no con el Gobierno; 

Que ba explicado en el capítulo 2* de la demanda, por qué no 
se presentó la escritura otorgada en 1884, por Doña Justa Rue- 
da y sus coherederos de ta familia Xeirot, á favor de D. Domin- 
go Pietri.es decir, que no la acompañó por ser innecesaria, pues 
su contenido está referido en la otra escritura hecha con posterio- 
ridad entre las mismas partes y ante el mismo escribano, el cual 
da fé de hallarse dicho documento en su pretocolo, indicando la 
foja en que se encuentra, lo que equivaled presentar la escritu- 
ra, según el artículo 1003 del Código Civil ; 

Que si á pesar de todo el representante de Santiago quiere 
verla, puedo pedir que se libre oficio para obtener la copia; pe- 
ro que no puede entre tanto negarse que su personería esta bien 
acreditada, porque su derecho deriva de Doña Justa Rueda, que 
es cuando menos uno de los herederos de D. Manuel Bravo de 
Rueda, de quien proceden los títulos originarios; 
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Que eu cuanto at defecto legal en el modo de proponer la de- 
manda, contesta que los limites de la cosa demandada están 
lijados un la escritura de Chupilta, según lo reconoció el De- 
pur lamento Topográlico y la Cámara de Justicia de Santiago, 
y que no importa no determinar la extensión del terreno, pues 
estando ese dentro de los límites-indicados, lo corresponde, se- 
gún el concepto axiomático de que lo menos está comprendido 
en lo más; 

Que se ha hecho la petición en términos claras y positivos, 
porque ul título de Chupílta tiene sus límites designados con 
precisión, y aunque no se haya podido expresar con exactitud la 
extensión de los terrenos que se reivindican, indicando los lími- 
tes de Chupilta, ya se ha llenado lo requerido por el artículo 37 
de la Ley de Procedimientos Federales, que correspondí' al artí- 
culo 524 del Código de Procedimientos de España, comentando 
el cual, líeus alinua que en casos como el presente no hay nece- 
sidad de especificación; 

Que en nuestro país tos titulas antiguos, por razones que todo* 
saben, no han expresado eou exactitud las áreas y los límites, 
pero que tales defectos uu han quitado valor á esos títulos desde 
que fuera posible hacer su determinación; 

Que no existe, pues, defecto legal en el modo de proponer la 
demanda; porque la osa demandada está bien individualizada, 
y só!o son sus detalles los que falta esclarecer. 

Eldiaílde Abril se presentó ntm ve?, el Dr. Justino Obligado 
por la provincia de Santiago, declarando que acababa de recibir , 
la copia de una sentencia debidamente legalizada, que habí t 
prometido presentar. 

Dijo: Que ¿al sentencia desecha como insuficiente el título de 
propiedad cíe Don Domingo Pietri: 

Que ios demandantes atirman ser compradores de este último, 
y 41!» no liau podido comprar más que los mismos derechos de 
Pietri; 
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"Jut! los demanda ntts en e] uscrito en que contestaron sus 
excepciones nada *l icen sobre el valor de dicha sentencia; 

Que por tantopedía se sirviera V. K. ordenar se agrégala á 
los autos. 

Acompañó una copia de sentencia dictada en Santiago el día 
8 de Abril d-> IHSlt, de la cual resulta : 

Que Don Domingo Piétri había iniciado uu juicio de deslinde 
y amojonamiento; pro que no liabiendo probado el derecho que 
h'UÍaii sobre las «■osa- los vendedores Huña Justa Uueda y los 
Neirot, se dejaba sin efecto el auto que mandaba practicar di- 
chas operaciones, debiendo el interesado Henar Jos extremos de 
ta ley, segúii el artículo "lit del Código de Procedí mié utos. 

Conferido traslado la parte del demandante dijo: 
m <¿ue ya lia hablado fie la sentencia que la parte contra- 
ria acompaña, en el capítulo VI de su demanda, donde dijoque 
no podía presentar una mensura perfecta por el entorpecimiento 
opuesto por las autoridades de Santiago, pues hace cuatro años 
queelSr. Mareclial tiene pendiente una solicitud de mensura 
que es la acción de deslinde iniciada por l'ietri; 

Que la sentencia de que se trata fué apelada ante la Cámara 
de Sautiago, sin que ésta haya jamás dado señales de vida; 

Qna tal sentencia negativa de un Juez de i« Instancia no 
jiuede tener valor enfrente de la sentencia alirmaliva anterior 
dada por la misma Cámara de Justicia en IS77, por la cual se 
otorgó la mensura, fundándose en la notoriedad de los derechos 
de Moña Justa Rueda á los campos de Chupilta: 

ijue por tauto no halla inconveniente que se agregue tí l>s 
autos la Copia presentada, pues cureec de valor jurídico en este 
caso. 
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VISTA UEL SESoit PKÜCUHADOn GESEUAL 

Buenos Aires, Julio 1 üV ÍHÍÍL 

Suprema Corte: 

Aun Cuando hallo mucha analogía entro la presenta causa y 
la que siguieron 1). Autero Harriga contra los herederos de l> 
Josefa Lemos, también sobre reiviudicacion, la que se encuen- 
tra resuelta en el tomo 13, página 315 de los fallos de Y.E., con 
todo, los futid amen tos que se aducen en el escrito de foja 1 411 
me ron vencen de que V. E. es competente para conocer y tallar 
en los presentes autos. 

Pienso que i s correcta la interpretación que en dicho escrito 
se hace de la disposición del artículo 8" de la Ley de H de Se- 
tiembre de 1803, Si para surtir el fuero federarse requiere 
que el derecho disputado pertenezca originariamente ¡J no por 
cesión o* mandato, a ciudadanos extranjero^, ú vecinos de otras 
provincias respectivamente, es natural que no está incluido el 
caso en que e) mismo derecho haya sido adquirido por compra. 

No creo que pueda sostenerse que el adverbio originariamente 
se haya empleado en la ley para signillcar que, en todo caso, el 
derecho deba haber sido adquirido de tahnmlo por el que lo dis- 
puta; pues habiendo sido trasmitida por los Gobiernos origina- 
riamente la propiedad territorial, en su mayor parte, por dona- 
ción ó moderada composición en favor de ciudadanos ú vecinos 
de ta provincia en que dichas propiedades estaban situadas, los 
extranjeros y los vecinos de otras provincias no podrían gozar 
del fuero federal sinó en los casos, relativamente poco numero- 
sos, en que ellos hubieran sido los primitivos y originarios ad- 
quirentes de una propiedad en cuestión. 
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Si cuando el derecho & una propiedad raíz se halla cuestio- 
nado y él ba sido adquirido por compra, prucedeel fuero federal, 
creo que debe suceder lo mismo cuando ha sido adquirido por ce- 
sión que transmite la propiedad y que produce los mismos efec- 
tos de la venta; porque sólo así, pueden gozar de él todos aque- 
llos á cuyo favor lo declaran el artículo 100 de la Constitución, 
y el 1 " de la ley de Jurisdicción y Competencia de los Tribuna- 
les nacionales. 

Antonia E, ¡tialaver. 



Fallo de I» ftupr*wto Corte 

Rúenos Aire*, Julio I di- 18í*I. 

Vistos: Estindo dispuesto por el articulo octavo de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Fedérale-*, 
que en los casos de demanda entre una provincia y un vecino 
de otra ó un ciudadano extranjero, para que surja el fuero fede- 
ral es necesario que el derecho que se disputa pertenezca origi- 
nariamente y no por cesión ó mandato a los últimos; y 

Considerando: Que de los hechos de la causa, como del tenor 
literal de los documentos que sirven de base á la demanda* re- 
sulta que el título conque los demandantes actúan en ella, eses- 
trictameiiteel de una cesión de derechos y no el de una compra- 
venta, pues loque por ¿1 se les transmite no es la cosa misma 
demandada, corporal mente considerada ni su propiedad inme- 
diata, sinó el derecho á ella y las acciones que puedan corres- 
ponder para reclamarla de los terceros en cuyo poder se halle* 
que son precisamente los que se hacen valer en este juicio. 

Que la disposición legal citada es por consiguiente de estricta 
aplicación al presente y no puede preseiudirse de ella sin hacer 
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caso omiso de la diferencia que la uocion legal establece mitre 
la cesión j la compra- ven ta. 

Finalmente, que del escrito de los demandantes , corriente ¡L 
foja ciento cuarenta y nueve, y de los testimonios agregados tt 
él, resulta que los causantes de aquellos son en su mayor parle 
Tecinos de la provincia de Santiago, y carecen por tanto, de las 
condiciones requeridas para litigar contra dicha Provincia ante 
la justicia nacional. 

Por estos fundamentos, y no obstante ln expuesto por el señor 
Procurador General, se declara, de conformidad al urtíeulo terce- 
ro de la ley sobre Proeedimií ntos ante lo> Tribunales Pede rules, 
y á Jo resuelto per esta Suprema Corte en los casos que so regis- 
tran en los tomos trece (1), página trescientos quince, diez y sie- 
te {2), página trescientos veinte y cinco, y treinta y tres (3), pá- 
gina trescientos veinte y seis de sus fallos, que el conocimiento 
de esta causa no corresponde ála justicia nacional, y que en con- 
secuencia, los interesados deben ocurrir á hacer valer sus de- 
rechos ante quien corresponda. Repuestos los sellos, archívese. 

BESJAMIS VICTOR te A. — C. s. i>L 
LA TORRE.— AREL RaZA Y 



flj Tomo 1% serie 2*. 
jjjjí] Tomo 8\ serie r. 
[3; Tomo 3», sene 3\ 
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« ALNA « XX 



fhnt Remigio Snartt* contra don t*t'*lm Vallaba, por reipihili- 

racian: sobre recusación. 



Sumario, — Las causales do recusación enunciadas por el ar- 
tículo 43, incisos 4, 5 y G, do la ley de Procedimientos, se refie- 
ren á las relaciones del Juez con el litigante, no con el aboga- 
do y apoderado de »'ste. 



Caso. — Don Kmílio Maidana lluiz, con poder de Don Komi- 
gió Suarte, entabló ante et Jm-/ Federal de San Luis demanda 
contra Don Pedro Callaba sobre reivindicación de un te- 
rreno. 

Acreditada la competencia federal por razón de la distinta 
nacionalidad de las partes» so confirió traslado de la de- 
manda. 

Don Juan Dnract, con pudor de Don Pedro Callaba» contestó 
la demanda pidiendo su rechazo con costas, y contradi mandó á 
Suarte por escrituración. 

Se conliriú traslado de la contradumanda, qu.- Suarte con- 
testé pidiendo su recua zo cu costas, y por auto de 10 de Mayo 
de 1890, notiiieado en 12 del mismo, se abrió la caus=a á 
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prueba por 20 días qm* fueron prorrogados por todo el térmi- 
no legal. Durante el termino probatorio, y producidas varias 
pruebas el Dr. Juan Daract, en 24 de Mayo de 1890, sustituyó 
el poder en Don Sinibaldo Vidal, y éste, en U de Junio del mis- 
mo ano, dedujo recusación contra el Juez, fundándose en el ar- 
tículo 43 t incisos 4, 5 y 6, de la ley de procedimientos. 

Dijo: tino según el inciso 4, era causa de recusación la amis- 
tad íntima entre Juez y litigante, y que el señor Maidana Ruiz 
era apoderado del Dr. Miguez, Juez Federal, en el juicio que 
éste le tenía promovido á él (Vidal) ante los Tribunales de 
Provincia; 

Que el Dr. Caminos era íntimo dtl Juez y se le veía conti- 
nuamente pasear en el mismo carruaje con él y con su fa- 
milia; 

Que según los incisos 5 v es causa de recusación el odio ó 
resentimiento del Juez contra el recusante, y la existencia en- 
tre estos de pleito pendiente; 

Que estas cautas existen entre Vidal y el Juez, por cuanto 
este tiene demandado á Vidal, y Vidal enmo apoderado de otros 
tiene demandado al Juez ante los Tribunales de Provincia y 
ante el Juzgado Federal, siendo una consecuencia lógica de es- 
tos pleitos el odio y el resentimiento. 



Fallo 4*1 Jim t>dcr«1 

Sin Lilis. 30 de .llanto dé OBI. 

Y ristos: el incidenu- de recusación deducid» por el procura- 
dor Vidal, fundándose en las causales que determinan los in- 
cisos!', 5" y 0» del artículo 43 de la ley de Procedimientos; y 

Considerando : Que, para que la amistad entre el Juez y el 
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(i ligante sea justa causa de recusación, hade ser Mima j ma- 
nifestarse por una grande familiaridad. En primer lugar, la ley 
habla de la amistad con el litigante ó dueño del. pleito, y no con 
el Abijado ó Procurador, que no son partí s. Kii segundo, de la 
prueba rendida á este respecto, no resoltan esclarecidas las ;i se- 
ré rae iones d< 1 recusante; níies de los cinco testigos que ha pre- 
sentado, y coyas deposii;¡óiie$ corren de fojas T I á 83 vuelta, 
ninguno de ellos declara positivamente y de ciencia cierta, que 
exista la amistad intima qué se imputa, limitáiidnse los unos á 
decir qu<< lo ignoran, y Ius otro.- que Id han oído decir* sin pre- 
cisar los hechos, personas, lugar ni tiempo. El informe de fo- 
ja 51, constata, es ciarlo, pe Don Nicolás liodrigncz, por me- 
dio de su apoderado Don SinibaMo Vid il. entablé ana d. manda 
i-outra el proveyento, de Ja <ual conoce el Jin z <ti ¡dente de 
tUrno, y que en la presante causa, el rr^-urador Don Einiliu 
Maidaoa liuíz representa á Don Kemigi» Suarte, patrocinándo- 
lo el abogado Don JuséjL. ile Caminos; pero ni estos hechos, ni 
el dique el señor. Maída na Uuíz tenga poder del infrascrito pa- 
ra defenderlo culi id señor Caminos, en 1<is asuntos qoe expre- 
san los párrafos l 2- y :) del escrito de foja Ti, son suficien- 
tes para demostrar la amistad íntima de que se trata. De otrr> 
modo resultaría que el Juez, en sus negocios privados, se en- 
cuentra en peores condiciones que cualquier otro litigante, y 
que no pued • valerse para la defensa de sus derechos, de Pro- 
curador y Abogado en Tribunales distintos y ajeros tío sil ju- 
risdicción, sin incurrir en la tacha que se pretend<- enrostrarle. 
De estiré antecedentes, ni por presunciones se podría colegir esa 
amistad íntima t ntr*- el Juez y el litigante, y es principio con- 
sagrado, que < no es permitido crear nuevas causas de recusa- 
c¡»ii por inducciones ó analogía, pues li ley se ha propuesto dí- 
Jicultar las r-^-it-aei^ue-. en id^e-quin *U* la buena administra- 
ción de justicia y de los litigantes * (Séríe 1% tumo ir, pfígi- 
na VXiu 
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Que respecto del odio ó resentimiento que también su invoca 
y que debe resultar (le hechos confuidos, si, coma lo ha sen- 
tado la Corte Suprema, la enemistad del Juez contra el apode- 
radod-' l;i pane no es causa legal de recusación (serie 2 n , tomo 
21, págiua Ü)7), menos debe serlo el resentimiento del litigan- 
te contra el Juez, y no el de Osle contra aquél, que es preci- 
samente este último al que se refiere ln ley (inciso 5" del artí- 
culo 13, y serie 2\ tomo 12, página 180 ■> Sobre este particular 
no hay más prueba que la palabra aislada del testigo Fernan- 
dez (foja 28 vueltí), el cual *e relieve ni dicho del mismo Pro- 
curador Vidal, y la confesión de este señor fojaOl vuelta), cu 
que manifiesta, no rebordar loa hechos que constituyen la mala 
voluntad ú res- ntiiitiento del Juez Inicia él. 

Que, en cuanto ala tercera causal délas piezas acompañadas 
(fujas 120 á 127) resulta: 1 ' Que no es exacto que el Procurador 
Mi lid a na Uuiz, en represerttaelon del Juez, haya puesto de- 
manda contraían Sin! baldo Vidal, contrayéndose s-'do A pedir el 
comparendo de este seiVr para establecer >u personalidad legal 
(f"ja Í20j; 2" Que Pon Juan Aragón, apoderado de los señores 
Bario, Biuéroy Busto*, para preparar la vía ejecutiva, solicitó, 
y el Juez, de 1" Instancia de la Provincia dispuso, ti reconoci- 
miento previo de tina -ikuLl.. in iirma, atribuida al infranscrito, 
y Don 3. Vidal, eio nombre de éste se opuso, interponiendo re- 
vocatoria o apelación subsidiariamente (foja 121); 3 M Que en 
el mes de Marao du 1890, Don S. Vidal, con poder do Don José 
Romane! lo, se presentó ante el Juzgado de Paz, pidiendo tam- 
bién el comparando <l«l que suscribe, ú liu de que éste coníir- 
mura ó negara iuia cuenta -in iirma como la anterior, que al 
efecto exhibía, y el apoderado dd últiniu, el procurador Mai- 
dana Kuiz. con fecha 28 del mismo, dedujo el recurso de repo- 
sición, ó el de apelad >n, en ■ i-> ■ denegado (foja 125;. 

De donde so deduce que en ninguno de los tres casos que se 
ababan de mencionar, existe propiamente pleito p 2 lidíente en- 
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tre el Juiz y Pon Siuibaldu Vidal, Para que haya litis /)cu- 
dcntia es necesario que la demanda est<' radicada, lo que sólo 
tk'iie lugar después de la contestación, que es, como dice la 
ley 2% título 10, partida 3% rmmusmuk'nUi aaiztlr todo 
fUeito (serie 2\ tomo 1 1 , página 270) y et¿ el ocurrente el apo- 
derado del Juez, por ahora, s61o ha solicitado diligencias pre- 
vias y preparatorias, sin entablar aún demanda alguna contra 
el señor Vidal y éste la citación de aquél 

Debe tenerse presentí*, ademas, que si bien la recusación 
puede ponerse en cualquier estado deíacausa antes de decía* 
rarse por cunelusa para definitiva -artículo 44), esto se entiende 
en el caso de surgir después motivo legal para ello, Kn «1 pleito 
<y:á se registra en la sirio J\ tomo I* página 220 de los fallos, 
se estableció que «el demandante, después de deducida ta de- 
manda, no puede recusar al Juez, sinú por causa supervinieu- 
tc * pudiéndose aplicar lícitamente el mismo principia al de- 
mandado, una vez que haya contestado la demanda. 

En la presente causa, interpuesta la demanda, se diúla con- 
testación en Abril de IKIJO, con posterioridad á la que el señor 
Vidal entabló por el señor Romanelio, y después de producirse 
la prueba de foja. . . á foja. . . , so ha deducido este infidente 
d© recusación. 

Por estos fundamentos, y nu siendo facultativo en los Jueces 
excusarse del conocimiento de un apunto, cuando no hay causa 
legal de recusación, debiendo sobreponerse á sus incouvenien- 
tea personales, para no privar al público de los funcionarios en- 
cargados de administrar justicia, no ha lugar, cun costas, 
á la recusación promovida. Hágase saber y repónganse los 
2 ellos. 



h E. UÍ0UCZ. 
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tullo dr tu KupmiiM « »r««* 

Huello- Aires, Julio 1 -I*- 

Vislos: no rcliriéndose la* caúsalos do recusación enumeradas 
por el articulo mnronta y tres, incisos cuarto, quinto y sesto, 
de la ley de Procedimientos, á las relaciones del Juez con el 
apoderado y abogado del litigan* e. sinó á las de óste con el 
Juez: se mu firma ron costas el auto apelado de foja ciento 
veinte y nueve, y repuestos lin sellos devuúlvanse. 

VICTOUICA.— ABM. 
BAZAS— I.MS SAK>ZPES \. 



C AW HA m X VI 



La i'iMdfutttin tM ¡erracturií Kntil-llsd' ItgenMw cúntra 
ihu íJrrmcncutl'f» Romes? mbre erpmfimrian 



Sumario. — Siendo equitativo el precio asignado al terreno 
expropiada debe confirmarse la sentencia que lo fija. 
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l aso.— Don Femando Alsina, por la Compañía del Ferrocar- 
ril Nord-Kstc Argentino, in Tocando la ley de 13 de Setiembre 
tic \nm y la de 30 de Octubre de I88Ü, dumandú ádon Herme- 
negildo Gómez por expropiación d<¡ 325.000 metros cuadrados, 
sitos en el Departamento de los Libre>, que musitaba la Com- 
pañía, para la vía férrea, y depositó la suma de 150 pi sos 50 
centavos a razón de 13.000 peso* la legua, en que estimaba el 
valor de la expropiación, pidiendo la posesión. 



fallo dfl Jurw f-VúVrnl 



Corrtaíilfs. Nmi.. ( ni.r>' ti de I8U0, 

Vi»tos : estos autos iniciados por don Fernando Alsina á 
i.omlire de la Compañía del Ferrocarril Nord-Kste Argentino, 
con dun Hermenegildo Oomez, sobre un terreno ubicado en el 
Departamento de los Libres, entre los kilómetros 78"" y 
HT J ', de una extensión superficial de 325,000 metros cuadra- 
dos, en virtud de la ley de 30 de Octubre de 1880, que auto- 
riza esta expropiación. Oídas las partes en juicio verbal, un el 
que no habiendo pedido llegar a un avenimiento en cuanto al 
precio ofrecido, se procedió .i nombrar lo=> peritos, de acuerdo 
á lo establecido en el artículo tí de la ley de 13 de Setiembre 
de Í8G0, con lo informado por estos á foja 50, quienes se hnn 
pronunciado de tiouerdo, determinando dos precios de venta de 
los campos de pastoreo, ubicados en el mismo Departamento, 
uno anterior ú la construcción de la línea férrea, 6 sea de 15 
á 18 mil pesos moneda nacional legua cuadrada, y de 25 á 28 
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mil cuando los trabajos de ta línea empezaron, debiendo en el 
presente caso tomarse, el primar precio, según lo prescribu el 
artículo i5 de la ley citada. Que los perjuicios por fracciona- 
miento y traslación de rodeos son ''videntes, según las declara- 
ciones contestes de los testigos de fojas 77 á 83. 

V considerando: que en los casos de expropiación por causa 
de. utilidad pública la indemnización al propietario debe ser 
lijada ampliamente, de tal manera fine no sólo responda al va- 
lor estricto de ia propiedad, sinó que también sirva de compen- 
sación equitativa al sacriticio que se le impune en favor del 
público: fíjase el talurdol terreno á expropiarse en la Mima de 
doscieu'o- diez y s.-is p^sos moneda nacional, ú sea á razón de 
diez y ocho mil pesos la legua de 2700 hectáreas, y los perjui- 
cios por fraccionamiento, traslación de rodeos, etc., en ciento 
cincuenta pesos di- igual moneda, cuyas cantidades deberán ser 
entregadas al expropiado don Hermenegildo Llomez ó á su apo- 
derado, para que la Km presa del Ferrocarril pueda turnar 
posesión definitiva de la expresada propiedad, sii-ndo además á 
cargo de dicha Empresa las costas del juicio, de acuerdo al 
artículo 18 de la citada ley de 18811. Hágase saber con el ori- 
ginal y Tepóngase. 

K. .1. &tíjmnbia. 



i'nlli» de Iw *«|»r*-m» Corte 

ÜUiiliif ÜitVi, JllliO -1 th* 1-SM , 

Vistos: encontrándose equitativo el precio asignado por hec- 
tárea al terreno á expropiarse : se continua á este respecto la 
sentencia apelada, elevándose ¡í quinientos pesos el valor de 
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la indemnización por ia'/ori do las desventajas o- Hitantes al ex- 
propiado del fraccionamiento de su pr-ipu-dad, y siendo de cargo 
ñ$Í impropiante las costas cansadas como lo declara la senten- 
cia referida. lícpuoto* lo i sellos, devuélvanse. 

ItEvNJAMIN VICTOHICA. -II, S. NE 
lA TOI1ISE — AÜEL ItAÍAN. — 
¿GIS SAEJÍZ PÉ%I< 



fh»t Juan /^rhum tontríi tu Emfttvm <W l'i'rrotuml ilcl 

fh sir t(c ta Pmttiimft rfe tíueim Aires ; sóttm indemnización 
porexpropiaeim, 



Sumario, — ¡Ko procede la acción de indemnización por expro- 
piación, cuando .-1 ocupante nie^a la propiedad del netnr, nuen- 
trsis ústa no se acredite. 



fVi.vfí. Don Juan Manuel Jordán, por Zerboni, se presentó 
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ante et Juzgado exponiendo ; Que la mencionada empresa ocu- 
pa en la estación dé San Antonio de Areco y líneas ;uly acontes, 
una extensión de terreno <U- propiedad de su representado, de 
t IÍL02C metros cuadrados y una fracción, extensión que es 
parte del área que compró al Gobierno de la Provincia ¿seguí, 
el título que presenta : Que pur esto, entablaba demanda contra 
la empresa por *-l payo de lo-, terrenos ocupados y de Us daños 
y perjuicios ; Que su derecho está amparado por la ley de ex- 
propiación y por el artículo 251 1 del í'ódiyo Civil. 

I'idiú que se convocara ¡i juicio verbal ;i lo* efect ^ de lo que 
dispone la ley de exprupiaci) o. 

El Juez convueú A juicio verbal ¡í Ws efectos de la mencio- 
nada ley. 

De lo ocurrido en el juicio verbal informa la siguiente 
acta : 

Kn ta Plata, ú ly dr íunb* de I8U0, comparecieron ante *S. S. 
por una parte 1>. -luán M. Jordán con su letrado el doctor 
Oteíza, y por la otra D, Nicandro Uorr en representación del 
Ferrocarril de la Provincia, sobre cuya personería pide cor- 
tiiique el Secretario si consta en otro* expedientes, con >u le- 
trado el doctor Del Valle, — así reunid»*, el señor Juntan ex- 
puso: Que tratándose d>- un ji icio de expropiación de un terreno 
de su propiedad qne ocupa el Ferrocarril de la Provincia, etn 
la estación de San Antonio y vías, convenían en este neto con 
el representante del Ferrocarril, quien creía que su repre- 
sentado tenía título de propiedad, m solicitar del Juzgado se 
pida informe al Escribano Mayor de liobieruo respecto del 
titulo del Ferrocarril del Ueste, y que el demandado cree debe 
baberle extendido el señor Zerboni. Su Señoría proseyú de 
conformidad, mandando se 'librara el correspondiente oficio, y 
que el Secretario certificará --obre la personería invocada por el 
seftor Dor? 
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Con lo q ue terminó el act<», que tirmaroii los preaentes con 
S, 8¿ por ante mí de que *!oy fé, como de qnu <e manda ruponer 

l'l M'llü. 

V. .S\ í/c Aunu'ron/trü.—Htoi- 
,-«.— .Y. </c7 1 "«//■". — JuautM, 

Ante mí: 

í f . ¡tarros. 

Librado el oficio á que at* refiere esta acta, el Escribano Mn- 
yor de frobíerno informó que, entre lus títulos existentes en su 
poder, no existe el de Zerboui, y qm- Ir consta que el Ferro- 
carril tiene simplemente la posesión dul terreno redamado. 

El ingeniero Rin^ueb't, « x-jefe de vía y obras «leí Ferrocar- 
ril ile la Provincia, informó: qm- el Ferrocarril no posee tí- 
tulo dr propiedad á hombre de Zerlioni y que sólo tiene la po- 
sesión . 

Producidos estos informes, el demandante pidió que se citase 
¡í juicio verbal para nombrar los peritos y establecer las cláu- 
sulas que deben -ervir de base con arreglo 6 fe ley dé expro- 
piación. 

Fl Juez convoco ¡í juicio verbal. 
El acta del juicio, dice así: 

En 17 de Setiembre de 1800, comparecieron ante S. S. por 
una parte don Juan M. Jordán, en representación del señor 
Zerboni, ron su Ictradu el do«tor Oteiza y el señor Dorr en re- 
presentación del Ferrocarril demandado, con su letrado el doc- 
tor del Valle, acordada la palabra al primero expuso: (¿ue en 
el juicio verbal de que da cuenta el acta de foja II vuelta el 
representante del Ferrocarril babía solicitado que el Juagado 
pidiera á ta escribanía nnyor de la Prorincia certificara si el 
Ferrocarril tenía título de propiedad del terreno que se re- 
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clam.i. Que í:oy. agregado ya tí los untos ese infirme, del que 
resulta que no existe, titulo de propiedad ú favor del Ferrocar- 
ril, consideraba llegada la oportunidad de entrar á juicio de 
expropiación, y que desde luego dejaba al representante de la 
Kinpresa la indicación de la forma en que debía proceder, >¡em- 
pre que fuera aceptable. Concedida la palabra al doctor del Va- 
lle expuso: Que la Empresa que patrocinaba se hallaba en po- 
sesión tranquila á título de dueño del terreno reclamado por 
el señor Zerboni desde varios años atrás, sin que por ahora gu- 
diese precisar el núnieru de ello-; que en consecuencia creía ojte 
no era el juicio de expropiación lo que correspondía ventilar 
sino la acción reivindicatoría ú alguna posesoria, según lo cre- 
yese conveniente á sus intereses el actor. Concedida nueva- 
mente la palabra al primero, replicó: Que el hecho de la te- 
nencia del terreno por parte del Ferrocarril sin tener título de 
propiedad como él mismo lo declara cu los informes producidos 
por intermedio del Ministerio de Obras Públicas de la Provin- 
cia, no le da el derecho ú ampararte en la posesión rehuyendo 
el juicio de expropiación que conduce sencilla! lente á hacer 
pagar al propietario con titulo legítimo lo que ocupa otro que 
declara no teucrlo. Que el juicio de expropiación es el que 
corresponde en este caso, siendo además el camino más correcto 
para que las partes obtengan la resolución que en justicia 
corresponda. Concedida nuevamente la palabra al doctor del 
Yalb, replicó: Que el hecho de admitir el juicio de expropiación 
importaría reconocer al señor Zerboni el derecho de propiedad 
que invoca y teniendo por su parte que alegar la nulidad de ese 
titulo, eu cuanto se reliere al terreno ocupado por el Ferrocar- 
ril, lo que no podría hacer en el juicio sumario de expropiación . 
pedía al Juzgado se sirviese declarar que correspondía un juicio 
ordinario para ventilar la acción enunciada; pidiendo per su 
parte, el señor Jordán, que el Juagado declarase corresponder el 
juicio instaurado. 
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Con lo que terminó el acto mandando í$. se pusiesen los 
mitos al despacho y firmó con los comparecientes ante mi de 
que doy fó. 

\t . S , tic A nr recm'c hea. — (Heizu. 
— ¿V*. ilel l Vi IUk— Juan M. .W- 
>l«it.~\t((tii<int thtrr. 

Ante mí 

. /' Itttt i'ns. 

I «lio ilcl Juez. l>il*r»l 

Bu*.' Ain-?. Julio ' <!■■ ImiJ 

Vistos : Teniendo presente el Juzgado |¡t exposición que han 
producido las partes en el acta que antecede se observa: 

1 Que el juicio de expropiación iniciado por don Juan Zer- 
boni contra la Dirección de los Ferrocarriles de la Provincia 
de liuenos Aires rersa meramente sobre etpago t : indemniza- 
ción de unos terrenos de su propiedad, ubicados en San Antonio 
de Areco y ocupados por el dicho Ferrocarril con una esta- 
ción y vías . 

2" Que los helios fundamentales de la demanda, ta ocupación 
íle los terrenos j su firopietlad, no han sido ru gadas por el 
representante de la empresa ferrocarrilera dicha y por el con- 
trario, ella ha sido ampliamente reconocido en el juicio verbal 
de foja 12, y la legítima propiedad que por otra parte acredita 
Zerboni con los títulos presentados, corrientes de foja I á 
foja -i incluske. 

3" Que recien en el comparendo verbal últimamente actuado 
en Í7 del corriente, el representante de la empresa del Ferro- 
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carril se escusa de entrar al juicio directamente, sin deducir 
en forma artículo de prévio y especial pronunciamiento que le 
permitiera, perentoria ni dilatoriamente, excepcionarse negando 
derechamente fa acción deducida, alegando no comprender la 
instaurada sino la reivindicatoría ó tener de alcaar ta nulidad 
de tos títulos presentados y aceptados expresamente y nu oh ser- 
rados?, y lo que hoy dice, w poder hacer en este juicio. 

A" t¿uc lo enunciado en la dicha 'alegación, sobre defectos del 
título, no es esta la oportunidad de discutirlo, por cuanto que 
m en el juicio deducido el expropiante meramente ocupa ó susti- 
tuye los derecho* del expropiado) que el expropiante entra en- 
tóneos á seguir poseyendo y disfrutando de su posesión y po- 
testad ilimitada de hacer y disponer de la cosa a" medida de la 
voluntad, con el propio titulo del propietario, fuere éste ad 
fuma ó mala pde. 

a" Que no negándose á don Juan Zcrboni el carácter de pro- 
pietario, no es esta la oportunidad de investigar si hubiere 
algún delecto en su título, defecto que tampoco, se ha deter- 
minado, 

ti' Que igualmente no se ha alegado pur el representante del 
Ferrocarril mejor derecho, ni título alguno para la ocupación 
'leí terreno cuyo precio ¿ele exige y no puede pretender demorar 
el procedimiento que corresponde al juicio de expropiación y 
obligar al propietario X variar su acción. 

7* Quu esa pretensión no puede fundarse en artículo alguno 
de la ley de procedimientos, pues la alegación en general el 
tí luto 'pie tiene defecto no constituye excepción alguna. 

l'or estas consideraciones, resuelvo: Que está obligada la 
Kinpresa a entrar al juicio de expropiación derechamente y no 
puede pretender se obligue al demandante \ cambiar la acción 
incubada y tanto más, cuanto que ante la justicia federal no 
son admisibles más excepciones dilatorias que las autorizadas 
por el artículo 73 de la Ley de Procedimientos, y la opuesta 
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pur el representante del Ferrocarril no se encuentra ahí enu- 
merada. Xotifíquese con el original, repónganse las fojas y 
transcríbase en el libro de sentencias. 

Dada y firmada en la SaU del Juzgado en la ciudad de La 
Plata á los 10 días del mes de Knero del año 1891. 

Manuel S. A urrecoec/tea. 



ralle «le I» ttuttrrnin t'«trfr 

Hiifiini. Auv*. Julio T uV ItiH. 

Vistos: Siendo un hecho uu desconoiido la posesión eji qtie 
la Empresa de] Ferrocarril se halla d.-sde años atrás del ter- 
reno ü que se reliere la demanda; y negándose ñor aqoella la 
propiedad que de él pretende el demandante, en cuyo caso y 
mientras no se acredite la cuestión relativa de dominio, no pro- 
cede la indemnización y pago reclamsidos; se revoca el auto 
apelado de foja treinta y dos, y se declara no haber lugar á la 
demanda inti rpuesta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

UENJAMl* victoiuca — c. s. de 
J A TOntlF — LUIS V VARELA. 
— M1F.L HAZ IX,— ICIS SAEV, 

pkS.v. 
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( AINA «f XXI II 



El Úr, /i. /Vi/n) Hiirthi ron Ira í>. (iitiUertno sobre 
rescisión tfv tm nmtraU* de arrienda y payo <¡e tittños tj per- 
juicios. 



Sumario.— \o tiene razón de ser ai es susceptible de pro- 
nunciamiento judicial, ta demanda por rescisión Je un contrato 
de arriendo y pago do daños y perjuicios, fundada en la falta de 
cumplimiento por el locatario, que se deduce después de haber 
este restituido la cosa, y hecho la restitución en el tiempo razo- 
nablemente necesario para ello, 

/ 

Caso. —Lo explica el 



titilo «Irl Jue» t>ilrr«l 

Rosario, Marzo;* de 18W>. 

Vistos: estos autos, precedidos del incidente sobre competen- 
cia, promovidos por el Dr. Don Pedro Rueda y á <iue so refieren 
las primeras actuaciones de este espediente. Versa la cuestión 
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sobre rescisión de un contrito He arrendamiento de lo estancia 
* Caíanla liica*, celebrado entro el Dr. Rueda y Don Guillermo 
Miirnby, en \ de Abril de 1880, — y i más resarcimiento de los 
daños y perjuicios que sostiene lademanda haber sido irrogados 
por motivo de la falta de cumplimiento de las obligaciones esti- 
puladas en el convenio de foja 2 bis. 

Corrido traslado de la demanda, su excepciona A señor Mur- 
phy apoyado principalmente en los preceptos correlativos del 
Código Civil, según los cuales en los contratos sinalagmáticos, 
una de las partes no puede exigir de la otra su cumplimiento, 
sino probara haberlo hecho por la suya, y que la falta por parte 
de una de ellas, no autoriza á ta otra á pedir su rescisión sinó 
solo su cumplimiento, disposiciones que las conceptúa aplicables 
al caso que se debate, en razón de no haber el demandante cum- 
plido con el compromiso que contrajera do recabar la aquiescen- 
cia de los propietarios del campo arrendado, en favor de la tran- 
sacción celebrada. 

Abierta la causa á prueba por el auto de foja 37 vuelta se 
producen la que corre do fojas 88 á 1 19 vuelta y I5(i á 171 vuelta, 
presentándose los alegatos de foja!? i 20 y 134. 

V considerando, respecto á la excepción de incompetencia : 

I o Que comu el mismo actor, en sus escritos posteriores, lo ha 
comprendido, corresponde al fuero federal el conocimiento de 
esta causa, que versa entre dicho demandado, argentino, j el 
señor Murphv extranjero, encontrándose por otra parte con- 
cluidala testamentaria Palacios, primera propietaria del campo 
materia del actual litigio. 

2° Que en reconocimiento de la jurisdicción de este Tribunal, 
por los motivos que acaban de exponerse, el mismo demandante, 
Doctor R iibda, solicitó tanto el avocamiento de esta causa ante 
el Juzgado Federal, como consta en el acta labrada, que corre A 
foja 30 vuelta, como la inhibición del señor Juez de Provincia 
y remisión á este Juzgado de lo actuado ante aquel, como asi- 
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mismo consta en el escrito presentado por dicho señor ante la 
justicia Provincial y que corre a foja H bis, manifestando así 
de motu propio t la razón que existía para ser la presente cues- 
tión ventilada unte esta i ur indicción. 

3? Que los ht'cliits anterioras, al mismo tiempo que demues- 
tran la justicia que asistía ni demandado para invocar el fuero 
federal, importan ;isi propio un desistimiento de parte del actor 
á sus primeras pretensiones. 

4" Que esto así, es de! caso Tallar i ste incidente, reconociendo 
la jurisdicción de este Tribunal para entender en el presente 
litigio, como efectivamente se declara, eon la condenación en 
costas que por derecho cor responde á cargo del actor y referente 
al incidente que la motiva. 

Y considerando, respecto al fondo del asunto : 

I Que el documento de toja 2 bis, como qur revisto el carác- 
ter de un contrato bilateral, del que surgen obligaciones recí- 
procas, ef-tíi especialmente rugido por loprcceptuadu en los artí- 
culos 1201 y 510 del Cudigo Civil. 

2" Que el primero de esos artículos al estatuir que en dichos 
contratos bilaterales una de las j artes no podrá demandar su 
cumplimiento, si no probare haberlo ella cumplido ú ofreciese 
rfíií^/í/ir/'í, o que su o' ligación sea aplazo, importa claramente 
establecer, que cuando cuati/utora de las tres circunstancias en 
él enunciadas concurriesen al contrato firmado, los conl rutantes 
pueden, naturalmente, pedir su cumplimiento y en el caso *tt|&- 
judice existe la segunda circunstancia prescrita e;i el citado 
artículo, cual es la de babor el demandante ofrecido cumplirlo, 
Vastando por consiguiente e^e ofrecimiento, veriiieado bajo su 
responsabilidad, para que los requisitos requeridos por el artí- 
culo mencionado se considerasen satisfacaos en favor del deman- 
dante haciendo procedento la exigencia fiel cunipliiuiento res- 
pecto de la parte contraria. 

:t- De igual manera, el artículo 510 enseña q'ie en las oVU? 



tJE JUSTICIA SA< IOYU 



49 



gacionea recíprocas, el uno de los obligados no incurre en mora, 
si el otro no cumple ó no se altana á cumplir la obligación que 
le es respectiva, ó lo que es lo mismo, que. una vez attantuta á 
cumplir esa obligación, ].i parte quelalia tomado sobre si puedo 
e.\i^ir de la contraria a su vez, el cumplimiento de la que le es 
recíproca, incurriendo ésta en mura, si por su ¡-¡irte y á su vez, 
no cumpliera la que le incumbe. 

Í" Que en el presente cuso, habiéndose lapurtedd Dr. Rueda 
comprometido á obtener la aprobación del c nitrato que celebraba 
con el señ ir Murphy, de parte de los demás ex-propietnrios de 
terreno materia del contrato, herederos Palacios, se establecía 
un vínculo jurídico directo enti? ej demandante y demandado, 
y habiendo ote último entrado ¿i poseer y usufructuar el campo 
objeto do la locación, es racional suponer que la aquiescencia 
de lea demás es-propietarios por Quienes se responsabilizó el 
actor, existía en el convenio verificado por éste, 

ü" Que esa -up.osicioii so corrobora por el lu cho de la perma- 

i tranquila en el campo de la cuestión, por parte del de- 
mandado, revelando ella una completa cutifi trinidad de todos Jos 
interesados > . el convenio, y por !o mismo el cumplimiento de la 
obligación contraída por el a tor, pues debe considerarse ese 
caso «-orno el del consentimiento tácito que la ley provee, acor- 
dándola toda la eficacia del explícito; a lu cual ?e agrega la ma- 
infestación hedía por esos herederos en el escrito de foja,... de 
lo cual se desprende asimismo esa conformidad por su parte con 
el contrato celebrado por el Dr. Rueda; debiéndose asimismo, 
y por último, tener presente la circunstancia á que hace reíe- 
reneia el documento de foja ÍKi, de haber el Doctor Rueda, por 
compra que híüo de los derechos de los demás primitivos co- 
propietarios d>* ese campo, quedado dueño do el en su totalidad 
con D- -ña Urbana Vjtsquez de Palacios, 

Qüé si bien es MttQ que el artículo 120-i Jrl Código Bivil 
establece que * si no hubiera pacto expreso, que autor ize á uñado 

T. U I 
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las partes, A disolver til contrato si la otra no lo cumpliere, el 
contrato no podrá disolverse, y sólo püdni pedirle su cumpli- 
miento*, esa regla general sufre las excepciones que la misma 
ley civil le imprime al 1 "gislat sobre ciertos contratos y que se 
ciñen á las modalidades que los mismos tienen en sí, como es 
en el cuso actual el contrato de locación, que en su articulo 157ÍI 
preceptúa laexcepciou á aquella regla cuando dice «no pagando 
el locatario dos peí iodos consecutivos de alquileres ó renta, el 
locador podrá demandar la resciciou del contrato, con indemni- 
zación de perdidas é intereses^, circunstancia estaque concurre 
eu el caso actual, en que se trata de tm contrato de arrenda- 
miento, y las mismas partes islán de acuerdo en el hecho deno 
haberse abonado Las mensualidades, <*orresponiieutes en un 
lapso de tiempo mucho más largo que el de los dus meses que 
bastan, según el artículo citado, para hacer procedente la resci- 
sión del contrato con la conminación de pérdidas é intereses que 
el predio Lo articulo establece en su texto. 

7" Que de lo anterior se desprende entonces la consecuencia 
de que d demandante puede legalmente solicitar la rescisión de 
ese contrato y exigir la indemnización de pérdidas ¿ intereses 
á que te da derecho ti artículo 1">71) recordado. 

8'> Que habiendo tenido por objeto la traii succión entre los 
señores Rueda y Murphy, celebrada con fecha VJ de Abril de 
i88tí, y á que se ha lucho referencia en los números anteriores, 
concluir las di ticuUades suscitadas con motivo de la continua- 
ción del arrendamiento por parte del iocaiario y encon-ecueucia, 
por efecto, la renuncia reciproca de los coniproinitentes. :í los 
deruchos que pudo -rau anist irles para el cobro ó re-bazo de los 
daño* y perjuicios irrogados anteriormente á su celebración, lo 
que esta sentencia debe necesariamente admitir, desde el mo- 
mento que ha acordado validez y eticaeiaal referido convento, 
resulta que la< pérdidas é intereses que el actor puede legitima- 
mente exigir son las origiuadus con posterioridad á dicha tran- 
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saccion, estableciéndose así la base pura el justiprecio de esa 
indemnización, que el Juzgado juzgue necesario someter ú la 
decisión de personas peritas, para su equitativa fijación. 

Por tanto, y definitivamente juzgando fallo: haciendo lugar 
á la rescicion del contrato de locación entre el Doctor B. Pedro 
Iiueda y Don Guillermo Murphy, y «S las pérdidas é intereses 
ocasionados al primero por la falta de cumplimiento al referido 
contrato, debiendo el señor Murphy desocupar el campo materia 
de este litigio en el termino de tres meses posteriores, á la 
ejecutoria de esta sentencia y nombrarse peritos por las partes 
para el justiprecio de las perdidas (• intereses. Hágase saber 
con el original y repónganle tus sellos. 

fif¿ Escalera y /un ría. 



Murphy apelo y se le concedió el recurso libremente. 
Iiueda apeló por las costas y se te concedió el recurso en re- 
lación. 

Elevados los autos, y habiendo fallecido Murphy, el Dr. 
OFurreli se presentó por la señora viuda é hijos menores del 
liñudo, y expreso agravios, pidiendo la revocatoria de Ja senten- 
cia apilada. 

Dijo: Que ésta había declarado que el convenio de 19 de 
Abril de 188ti era un contrato perfecto que había puesto fin 
á las cuestiones anteriores y como de estaño se había apelado, 
quedaba eliminado del debate todo lo que fué anterior á dicho 
convenio; 

'¿ue por lo mismo, lo único ¡í discutir eran los otros tres pun- 
tos de Ja sentencia reclamada, sobre el désilbjp¿ la rescisión del 
convenio, y los daños y perjuicios; 

Que el desalojo no tenia objeto práctico, desde que el que 
ocupaba el campi <-s oí f?r. Terrason, á quien el mismo Dr. Iiueda 
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dice haberlo arrendado ¡ior 9 uños.ó razón <lc 7CK)() pesos al año, 
ú quien Murphy vendió todas sus haciendas y que ocupaba el 
campo desde untes de entablarse la presente demanda; 

Que este hecho de haber el Dr. Rueda arrendado el campo al 
Sr. Terrason antes di atablar la demanda, debía quedar bien 
sentado, para que, cualquiera que fuera el resultado del pleito, 
no pretendiese el T)r t Rueda cobrar lus arrendamiento? a la vez 
por la misma t osa ocupada pur una sola persona; 

Que él arrendatario dubía los arriendos hasta el desalojo, y 
éste se había efectuado con la ocupación ¡tól campo por parte del 
Sr. Terrason; 

Qm- si la contra-parte negase el hacho, que aunqth- resulta 
¡neidentalnu-iitede l->s autos, se trac recién ¡i discusión, pedía 
se abriera á prueba, con arreglo al artículo 221) del Código de 
Procedimientos; 

Que lo resuelto respecto de la resciciori del contrato, una vez 
que la sentencia declara que quedó efectuado « orno transacción 
para cerrar todas las disidencias anteriores entre Murphy y los 
herederos Palacios, y que $®Q se discute si debe ó no rescindirse 
en cuanto importa una nueva locación, poco importa á la paite 
de Murphy; puesto que dado el hecho de haber Murphy entre- 
gado el « ampo al nuevo locatario desde antes de la demanda, el 
arriendo ha quedado concluido de lincho y de derecho, y la de- 
claración de rescisión cae ■ ti el vacíu, sin aplicación, ni impor- 
tancia práctica; 

Que, en efecto, aceptada la sentencia por el Dr. Rueda, en to- 
das sus partes, menos cu la de condenación en costas, ha quedado 
juzgado para él que ■ 1 contrato fie IV» de Abril de \0$ ha que- 
dado válido y suhsisteute en cuanto importa una transacción , y 
sólo se declara rescindido en cuanto importa una locackm, res- 
cindida ó concluida de hecho; 

Qué además esa rescisión no pudo ser declarad», porque, 
aparte de 1 s argumentos aducidos por .Murphy en l* Infancia, 
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de que en los contratos bilaterales sin cláusula comisoria no se 
puede pedir, el Juez para declararla ha introducido el argumento 
sobre falta de pago de dos mensualidades, que no ha sido invo- 
cado purla contra-parte, y que el Juez, no puedo suplir de oficio 
por ser, según la ley que dice «el locador podrá* , facultativo de 
éite. artículo 1579, Codito < 'i vil: 

Que ante estos antecedentes, la única responsabilidad que 
pesa sobre Murpby es la deuda de arrendamiento, de acuerdo 
con lo pactado en Abril 19 de 1886; 

t¿ue este contrato no lijaba término, y los contratas que no 
tienen termino sólo concluyen por la fijación judicial, como lo 
ha comprendido el Juez a (¡¡lió, dando tres meses para el desalojo 
que ya había hedió antes de la demanda; 

Que por esto Murphy no ha incurrido eu mora antes ni des- 
pués de la demanda; y la mora ért que puede haber caido es sólo 
referente á los arrendamientos que debe, lo que no puede dar 
origen á más perjuicios que á los intereses dc*dc la fecha de la 
demanda, artículo 622, Código Civil; 

Que de esto resulta que hay i rror - n la sentencia al condenar 
á los Murphy al pago de intereses y daños y perjuicios desde el 
16 de Abril de 1880, y al encomendar el justiprecio á los peritos; 

Qiiie la sentencia no lija el término dentro del cual los 
Murphy deben los daños y perjuicios, y estu ae explica por 
el error en presumir que Murphy está en posesión del campo 
todavía; 

Que además, el contrato de 1886 dice qu* Murphy debe pagar 
5<H) pesos al mes desde el i" de Octubre hasta que desocupe el 
eatnpo, y no desde el 16 de Abril; 

Que [>ara calcular los intereses de sumas de dinero, una vez 
lijada la fecha desde que deba correr, no se necesita peritos, 
bastando una liquidación por el actuario; 

Que Murpby nada tiene que ver con que el Dr. Uueda no haya 
conseguid^ más ó menos alquiler por él campo en adelante, si él 
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lo ocupaba por su contrato, y no se le pidió dicho campo judi- 
cialmente mientras lo ocupaba; 

Que la presente demanda se entabló después del desalojo, y 
que en tal caso, fuera de los arriendos que debe, ningún hedió 
ú omisión es imputable a Murphy, que desalojó el campo sin 
mediar interpelación judicial; 

Que por lo expuesto debe revocarse la sentencia apelada en 
los puutus y en el sentido indicados. 

En otrosí pide se abra la cansa á prueba sobre el hecho de la 
fecha en que desocupó Murphy el cainpu. 

Conferido traslado, la parte del Dr. Rueda contestó : 

Que del texto del convenio de I0d« Abril se deduce: 1* que 
existía un contrato de arriendo pendiente entre los Palacios y 
Pozzo; 2" que ese contratóse postergaba basta que Murphy de- 
socupara el campo; 

Que pasaron tres meses y Murphy no pagólos arriendos atra- 
sados, ni los corrientes, ni desocupó el campo para que pudiera 
entrar Pozzo á ocuparlo; 

Que fué entonces que se inició la demanda ante el Juez Pro- 
vincial, en 3 de Julio de 188ü, que dió lugar más tarde al inci- 
dente de competencia que terminó con el reconocimiento de la 
jurisdicción federa!; 

Que en el intervalo se produjeron los hechos siguientes : 
Pozzo, á quien no se entregaba el campo, desistió del con- 
trato, y los Palacios tuvieron que hacer otro más desventajoso 
en lüde Setiembre de 1886, con Terrason, que se dió por re- 
cibido del campo, quedando á su cargo el desalojo de Murphy, 
cláusula ésta que se explica con el hecho de haber Terrassou 
comprado á Murphy las haciendas; 

2 o De acuerdo con tal contrato, Terrason ha pagado desde el 
l^de Octubre de 1886 el arriendo estipulado; 

Que determinada la competencia federal, se demandó a Mur- 
phy ante el Juez de Sección en 13 de Junio de 1888, pidiendo 
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se declarase sin efecto el convenio de 1880 y obligado Murphy 
al pago de los danos y perjuicios, costas, etc.; 

Que no pidió la rescisión junalo futuro, sinó que se nejara sin 
efecto como transacción Je cuestiones anteriores y oHpen de 
obligaciones nueras; y no pidió tampoco el desalojo, porque 
Térras on ocupaba el campo; 

QueeIJuez a oho, sindurse cuéntale la naturaleza de la cues- 
tión falló declarando rescindido el contrato de Abril como con- 
trato de arrendamiento, ordenando el desalojo, y declarando la 
responsabilidad de Murphy por los daños y perjuicios que de- 
berán fijarse por peritos; 

Que con estos antecedentes, carece de importancia la resci- 
sión declarada, y el desalojo ordenado, y sólo queda comu ma- 
teria de discusión los daños y perjuicios que deben estimarsu 
por peritos, y las costas, pues respecto del pago de arrendamien- 
tos 1 l demandado no liace cuestión; 

Que es visible la razmi de la estimación por vientos de los 
daños, ordenada por el .Iuez,en vez de la liquidación de intereses; 

Qno so ba probado qu- Murphy no cumplió las obligaciones 
del conreo i o de foja 2; que existía un contrato con Pozzo, cuyas 
cláusulas conocía Murphy, niyo contrato favorable A tos Pala- 
cios, no pudo cumplirse por rulpu de Murpby; 

Que como esto ha ocasionado perjuicios para cuya fijación no 
hay base cierta, es ineludible el nombramiento de peritos para 
estimarlos; 

Que en cuanto á lascostas, basta laleeturadel procoso para sa- 
berque Murphy no ha cumplido el convenio de foja2 t que adeuda 
todavía lo que se obligó á pagar, con excepción de la pequeña 
suma que pagV al contado, y que no entrego en tiempo el cam- 
po, por lo que se hace manijiesta la malicia Con que ha proce- 
dido» y la obligación en que está í pagar las costas del juicio. 

Pidió se confirmase ta sentencia apelada con la modificación 
de condenar en costas al demandado. 
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Se confirió traslado de la adhesión, r por haber menores inte- 
resados se dio intervención al Defensor de Encapace». 

Él traslado fué dado por evacuado en rebeldía del apiado, y 
i-iDefeiHor de incapaces se expidió como sigue: 



Buenos Afres, Octubre? Je lsu,, t 

Suprema Corta : 

EJ ouuvecio de foja Ü.celcljr.ido entre el aefriry el demandado 
con fecha lí) de Abril de 1880, ha sido considerado por el señor 
Juez, a! resolver este asunto cu delinittva, baju dos faces distin- 
tas; como transacción que pusu término á l.i- Mi-Mmu- que 
mantenían los herederos Palacios con 0un Guillermo Murphy; 
y Como contrato do locación. Como lo primero, le acuerda toda 
la validez y clicaeia. Comu lo segundo, lo declara rescindido, 
de acuerdo con la disposición legal que invoca en su sentencia. 

•Sobre cate último punto el apelante y apelado están de 
acuerdo en que el Inferior luí debido pronunciarse, porque no 
ba sido un punto sometido á su resolución; y porque en último 
término ninguna importancia tendría dicho pronunciamiento, 
desde que el aludido coiitrato rjuedó rescindido de lieebo y dere- 
cho, y id desalojo efectuado, antés dv entablada la demanda, 
Con motivo de la entrega que hizo Murphy a TírraSOO del cam- 
po que ocupaba. 

Si sobre este punto e*t;i de acuerdo el actor c-nn el demandado; 
CS evidente que tiene que estarlo, también, en que no tiene tazón 
de ser ¡a condenación sobre pérdidas é intereses y el nombra- 
miento de peritos para su justiprecio que hace la sentencia; 
siendo, como es. dicha condenación, una consecuencia de la res- 
cisión del mencionado convenio como contrato de locación; so- 
bre loque no ha podido pronunciarse ei Inferior. 
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Kl Dr. Huüdalia reconocido la justicia de la sentencia que 
nos ocugi, cuando solo lia recurrido de illa en la parte que no 
condena en costas al demandado. Ksta sentencia no hace lugar 
¡i la rescisión deí convenio de foja 2, que solicitaba en su de- 
manda; loque importa declarar que el actor la dedujo mal; que 
en ve7.de pedir la rescisión» debió pedir el cumplimiento, de 
acuerdo con la disposición del artículo 1204 de] f, ódigo Civil: 
cobrando las cantidades que le adeudaba Murpby con sus inte- 
reses, desde que incurrió < n mura, que es á lo único que, en mi 
opinión, tiene derecho ai presente. 

En cuanto á la condenación orí costas, bien se comprende que 
es infundada la pretenden del ;jctor, desde que su demanda lia 
sidoinal deducida . Su error justiliea plenamente la defensa 
de Murpby. 

Por estás breves consideraciones soy de opinión que Y. E* 
debe revocar la sentencia y pronunciarse « n el sentido que in- 
dico. 

Antes decerrar esta vista, permítame V. K.quc le baga pre- 
sente, que lie retardado el despflctio de este asunto porque las 
parte* litigantes entablaron, con mi intervención, negociacio- 
nes para poner término á este asunto por medio de un arreglo 
amistoso, las que, muy ¡i pesar mío, no han dado el resultado 
deseado. 

Ueben reponerse lo? sellos. 

fiervaxití t \ (iranel. 



Fallo ri> lo Muurema Corte 

Baenos Aires. Julio " ilc I8í*l 
Vistos y considerando; t¿ue la cuestión relativa íi la rescicion 
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del contrato do foja dos, fundada m la falta de ejecución pnr el 
demandado, no tiene tazón de ser ni es succptible de pronuncia- 
miento judicial, pues es an hocho no desconocido por el deman- 
dante, que a" la fecha de la interposición de ln demanda, el de- 
mandado ja había hecho entrega del campo A quo estos autos se 
refieren en ejecución de dich*. contrato, á Don Kugeni a Torra- 
son, nuevo locatario del mismo, según convenio celebrado por el 
demandante, quedando con este hecho cumplidas las cláusulas 
principales de dicho contrato en lo que se relierc á las acciones 
deducidas en la demanda. Que por la misma ra2on, no es pro- 
cedente la reclamación do daños y perjuicios deducida en la de- 
manda como resultant e de la inejecución del contrato aludido, y 
no lo es tampoco, del punto de vista de la Opoca ó tiempo en que 
se hizo entrega del campo por el demandado, pues aparece que 
esta se cumplió en el tiempo razonablemente necesario para ve- 
rificarla, ú sea, cuatro meses después solamente del contrato de 
fajá dos, y no resulta por otra parte que hubiera un plazo distinto 
estipulado para su nalizaciou. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
ciento noventa y si U y se declara no haber lugar á la demanda 
interpuesta. Itepuestos los sellos, devuélvanse. 

BEH1AH1N VH'.TORIOA,— & S< DE 
LA TORRE. — LlIS V. VARELA. 
— AREL BAIAJí.— LUIS SAEN/ 
I»eSa. 
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Contra Charles Hermanos y utms, por tibfmntttíúWti *U' rentas; 
sobro frmhtWMit de ilontmentús 

Sumario.— ü$ de íeiecfco la versión al idioma nacional, dg 
todo documento qne so agregue ú la causa en idioma extran- 
jero. 

Fulla de la Suprema Corle 

Buenos Aires. Julio 7 dt- lKití, 

Siendo de derecho la versión al idioma nacional de todo do- 
cumento que se agregue á la causa en idioma extranjero, cual- 
quiera <|Lie sea su mérito, sobre ln cual y aegnn el resultado de 
autos, se hará en oportunidad, el pronunciamiento correspon- 
diente: no ha lugar á lo solicitado y precédase á la traducción 
do los documentos de la referencia sin más tramite, si la admi- 
nistración de aduana lo considerase necesario para la expedi- 
ción del iuformr ordenado á foja. . . haciéndose saber esta reso- 
lución á los efectos consiguientes al Juez de Sección. 

BESJAMIH VICTORICA. — C. S. 
bC LA TORRE.— ABEL BA- 
ZAS— LLiS SAENZ PLSA. 
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fiutt » ttftn'l fíeffa --ontrn tfan Miiximo í'uz. por rumplhuientu 
de canitítto; mbr& defecto legal en l« (lemanita 



Smtiartu. — La excepción dé delecto legal en la demanda, Bé 
reliere únicamente ;í la omisión de \oa requisitos establecidos 
en el artículo "h de la ley de Procedimientos. 



fajín. — Don lulkin nrti?, por Jleffa. dedujo la demanda, pi- 
diendo que se condenara á don Mííximo Paz ;ik cumplimiento 
de un contrato por el cual le vendió un campo Situado en el 
partido de Las lleras provincia de Dueños Aires, y á lo cual 
>e Labia resistido alegando inmotivadamente deficiencias en 
los títulos de propiedad. 

Corrido traslado, don Valentín A. Ferrando, por don Máximo 
Páz, sin contestar la demanda, expuso: Que efectivamente, su 
representado se había negado á escriturar, porque los títulos 
del vendedor adolecían de graves deficiencias; 

(¿ue el actor ba debido acompañar los títulos en cumplimiento 
de lo dispuesto por el artículo 10 de la Ley de Procedimientos; 

Que su omisión constituye en este caso un defecto en el modo 
de proponer la demanda, y coloca ai demandado en la íraposibi- 
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liJ, »d de preci-¡»r b*s puntos sobre los nía le» vá á versar l.t dis- 
cusión en el pleito. Pidió que se Je 'admitiera la excepción y so 
declarara que uo estaba obligado á responder a la demanda 
mientras los títulos no se presentaran, con costas. 

Corrido traslado. Jo contestó la parte detuan ¡ante, expo- 
niendo; Que la ley de Procedimientos no considera entro las 
excepciones dilatorias la opuesta pur id demandudo, y debo r-- 
clmarso con costas; 

\¿uq don Máximo Paz c o noce el título de pie-piedad; lia estado 
entreteniendo al vendedor y cuando no pudo emplear más me- 
dios dilatorios, dijo que tenia defectos; 

i¿ne el titiiln tiene el mismo Orígen que el de don Juan l!os- 
sio, y es en la división que s* 1 ha practicado de b*s terrenos per- 
tenecientes ¡í la sucesión de don Alejo Anuirre, entre don Juan 
fío^sio y los entonces mimaros don Juan ] tossiu y don Migu-I 
Beffa que ha correspondido ;i esto el t< iTonn vendido; 

tjue el boleto de venta el único documento que debía ex- 
hibir y lo lia exhibido. 

luir.» tlrl Ju*w, i « tiv t ul 

Bimihu Aires, Abril &J -I" 188] . 

\ vistos: K>tando rL'.-u»Ito por la jurisprudencia déla Sn- 
preuia Corte, en numerosos casos que la excaq '-ion de delecto 
legal en la demanda que autoriza á oponer el artículo 73 de la 
ley nacional de Procedimiento?, se reliere únicamente á la omi- 
sión du tos requisitos t'stnbleuid' s en el artículo 57 de hi misma 
y no á la no presentación de documentos pertinentes á la ac- 
ción, no ha lugar ron costa-, á la txcepcion opuesta en el es- 
crito de Toja 10. y conteMeac la demanda en el fcéímÍEOde ley. 
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rallo d> la *i»|>r4>m* Corle 

Buenos Aires. Julio 11 di' lWl. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apilado tic foja treinta y cuatro; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse . 

I1EN JA MIS. VIGIO lltC A. — C, S. HE 

la toure.— luis v. valela. 
— ■ auel raían. — luis saeisz 
peKa. 
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¡ton litan de León amtra don l.ms Hérg0s t rescisión de un 
contrata de locarían; sobre derecho </W tocador para usar 
(/«•/ aguá íte ta finca arrémiada* 



Sumario. — 1\\ derecho que el locador se reserva para uiabtt- 
ner eu la Quca arrendada un carruaje y sus canaltos, implica 
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el del uso del agua para el lavado del ¡minero y para la bebida 
y limpieza de los últimos. 



Cuso.— Acompañando luí contrato por el cual duu Juan de 
León dió en arrendamiento á don LnU Utjrges, una casa quinta, 
dicho de León entabló demanda contra Berges por rescisión 
del contrato, alegando que e) locatario destinaba la casa á 
otros usos que los previstos en el contrato. 

El artículo *■ de dicho contrato, dice así: 

«Artículo 4*. El señor León se reserva la pieza grande que 
está debajo del corredor á la derecha del portón, y si el señor 
Berges prefiere ocuparla le hará otra en el costado sud, debajo 
del corredor, es decir, á la izquierda, entrando por el portón, 
dándole para dicha obra, los adobes que tiene el señor León en 
la huerta, y si faltasen los enteraría con los que están en el 
patio; haciendo poner el señor Berges las puertas que tiene la 
otra pieza, para que el señor Leou guarde allí sus trastes y 
carruajes. También podrá tener el señor León, los caballos en 
el corral.» 

Contestada la demanda, negando el locatario los hechos en 
que ella be funda, se recibió ia causa á prueba. 

En este estado, se presentó él demandante, exponiendo: Que 
Berges le niega el uso del agua de la propiedad para el lavado 
de su coche y bebida y baño de los caballos, que según el ar- 
ticulo i - del cmi trato, tiene el derecho de tener en ella, sin más 
razón que su capricho. Pidió se intimara al locatario el uso d¿i 
agua de que la propiedad está dotada, para los objetos expre- 
sados, declarando que este uso es una consecuencia ó comple- 
mento natural comprendido en la reserva del artículo 4" del 
contrato, di hiendo tramitarse y resolverse el incidente en jui- 
cio verbal. 
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Kl Jaez convocó ú juicio verbal; y hay una nota rubricada 
por el Secretario en que se expresa que el acto turo lugar sin 
arribarse ¡t arreglo alguno. 



Knllo tlrl Jiir/ tVilerttl 

San iuon, Eneró 13 de InM 

Vistió y cüiiai'ieratuio: i jue pur t i artíeulu \' del contrato, al 
final, el sc-fifí l*eou se lia reservado el derecho de tener los ca- 
ballos cu el corral de la casa arrendada; nuc él tamt ; cn eum- 
prcnde la facultad de que le pu< da dar agua á los caballos. 
Por es la consideración, decían»: que e! señor Jierges debe per- 
mitir que b'i onliallo* <]>■ don Juan d»- León lo-b¡in agua en 
la casis, llagase sabef ■ 

Evh'fju i'te/. 

YA demandado júdi'i reposición de e-tt¿ a ti tu V apeló ñi subst- 
diuni. Dijo: que el artículo 4" del contrato rio lia lila de agua, 
sinú qncLfun pudía tener los caballos en el ivrral; de donde 
se sigile qu*' el locatario nn tiene la obligación qn>- el auto iu 
impone, como no está obligado ;i dar de comer á los caballos, 

Kl .Iu*-/. un hizo lugar á la reposición y concedí^ en relación 
la apelación. 

IhII» ilf I» *ii|irr Corte 

VUtOi y considerando Que *-l derecho que se ha re*crv ido 




DE JISTICÍA NACIONAL fft 

e) locador de mantener un carruaje y sus -caballos en la casa 
locada implica necesariamente el del uso del agua indispensa- 
ble para el lavado del primero y bebida y limpieza do los últi- 
mos: se confirma con costas el auto apelado de foja cuarenta 
y nueve vuelta, y repuesto» lrn sellas, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTORICA. — c.s. DE 
LA TORRE. — M IS V. VARELA. 
— AHEI. RAZAM.— I.LISSAE.1I 
I' ES A. 



« ALNA nvviii 



Cmninal contm MwltU mtthm, por soborno yeoñmMná*; 
tobre excarcelación provisoria 



Snmm-to.-l K| soborno de un empleado de aduana para 
extraer timos de día y la extracción intentada, constituyen un 
'Mito cuya penalidad nc escede prima fnde de Ja que admite 
la excarcelaron provisoria bajo cau- ion. 

El auto concediendo la excarcelación provisoria, que baya 
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sido apelado, no dube llorarse á ejecución pendiente el recurso 
interpuesto. 



Cojo. — Nicolás Pulliero, procesado por üoborno y contrabando, 
pidió se le cuiicediura l.t excarcelación provisoria bajo la fianza 
de don Máximo Aíiou, comerciante, domiciliado en la calle Clia- 
cabnco, número 9(i¿. 

VISTA FISCAL 

Baenos Air*-.-, Jumo h de i»yi. 

Señar Juez: 

Versando esta causa sobre sustracción de mercaderías de los 
depósitos de Aduana, delito cuya penalidad está especialmente 
establecida en el artículo 81 de la ley de 14 de Setiembre de 
i803. y no permitiéndose la libertad bajo fianza sinó en los 
casos AA artfculj :iTG del rúdigo de Procedimientos en lo Cri- 
minal, debe V. S, no hacer lugar á la excarcelación pedida, 
ordenando corra este incidente por cuerda separada. 

,/. .1. I '¡ale. 



»Mlla del Juei I XI* ral 

Hiii-iiOi Ajrv;.. Junio 10 de 1801. 
Kstando regido el presente caso por la disposición del artículo 
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78 de la ley de U de Setiembre de cu virtud de la cual 

el acusado tendrá la pena del triple de la dádiva C promesa y 
será igualmente pecuniaria la peua por lo que hace á la mer- 
cadería, no obstante lo espuesto por el Procurador Fiscal, acép- 
tase la fianza y el fiador propuesta, y previa la correspondiente 
escritura en la que éste se comprometerá á presentar su fiador 
siempre que fuese requerido bajo apercibimiento de pagar una 
multa de cuatrocientos cincuenta pesos nacionales, líbrese la 
orden correspondiente para que sea puesto en libertad el acu- 
sadu Nicolás Pullíero, debiendo correr este incidente por cnerda 
separada. 

Andrés t ¡jar risa. 

El Procurador Fiscal aneló. 



Auto riel Juez I ftirrwl 

lllíetios Aire*. Junio Ijí Jo 1891; 

De acuerdo á los artículos trescientos noventa y cinco y qui- 
nientos cinco del Cúdigo de Procedimientos, concédese el re- 
curso de apelación interpuesto al solo efecto devolutivo, en su 
consecuencia, eitendida que sea la escritura de fianza, líbrese la 
órden de libertad como está mandado por el auto de foja 3, y 
fecho remítanse los auto- a la Suprema Corte en la forma de 
estilo. 

/ ¡/arriza. 
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VISTA t>EL SESOH l'HQCURADOII GENERAL 

Un- I " °¿~ ■!■ l^'l. 

Suprema Car ti' : 

Kl PrueuradüT Fiscal, sosteniendo que el delito de que os acu- 
sadu don Nicolás Pulliera cae baju la disposición del artículo 
NI de la ley de U íe Setiembre de 1803, se lia opuesto á iu 
excarcelación, por cuanto diel: ■ artículo, caso de resultar cul- 
pable, señala una pena mayor que la designada en el artículo 
37í> del Código de Procedimientos cu lo Criminal, que autoriza 
dicha excarcelación. 

Kl señor Juez Federal, doctor l" ¿arriza, en su auto de foja 3, 
fundándose en que el caso cae b njo la deposición del articulo 
7K de la misma ley de Setiembre, que sülo impone pena pecu- 
niaria» caso de resultar culpable id procesada ba ordenado su 
txcarccl ación; dando su resolución motivo para la apelaci-n in- 
terpuesta por el Procurador Fiscal. 

Tara decidir si la resolución apelada es ó no justa, es nece- 
sario determinar el delito que da layar á este proceso. 

Para el señor Juez, es el de coliecbo; y por eso declara que 
está regido por la disposición del artículo 78 que invoca, se- 
gún el que: *E1 que diere ó prometiere las dádivas en los casos 
de los tres artículos precedentes (6 empleados administrativos 
ó judiciales agentes ó encargados de cualquier ra mu de la 
administración pública) será castigado con las mismas penas 
que el empleado ó arbitro corrompido*. Kl articulo 75 á que 
se refiere el que en parte queda transcripto, dispone que: 
c Todo empleado de la Nación en el órden administrativo, ó ju- 
dicial, agente Ó encardado de cualquier ramo de la adminis- 
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t ración pública» que recibiese dinero o cualquier otra dádiva, 
ó que aceptase una pronr-sa directa ó indirecta para hacer ú 
dejar de hacer alguna cosa, faltando á sus deberes, será casti- 
gado con la pérdida del empleo é inhabilitación por cinco á 
diez años para obtener otro alguno, y con una mulla igual al 
trifila ilt'l valor de hi dádiva u promesa*. 

Para el Procurador Fiscal, el delito cometido es el de sus- 
tracción do efectos de los almacenes de Aduana, penado por el 
articulo Ht que invoca, con tres á seis años de trabajos forza- 
dos, cuando v \ culpable no fuera empleado y tampoco le perte- 
necieran los efectos. 

Mus, parece que no puede haber duda de que el delito porque 
se procesa o" Puliiero es el señalado eu la providencia de foja 3, 
Kl cohecho del guarda Alvurado ha sido intentado y llevado ;i 
ejecución, según resul< a del sumario, en tanto cuantu ha depen- 
dido de su autor. Si el delito quedó frustrado no fué pon-e él 
no hiciera todo ¡o posible para que le diera el resultado que se 
proponía. 

Bn cuanto sil delito de extracción de efectos de la Aduana 
por más que dichos efectos salieran en realidad del Almacén 
Fiscal y fueran en marcha al domicilio del procesado en el 
carro que los conducía, no existían términos hábiles para su 
ejecución; desde que la salida de tales efectos de la Aduana 
tenia lugar, no era con el un de que Puliiero los llevara efectiva- 
mente a su domicilio, sino solamente para justificar su detcn- 
ciuiij tomándolo infraganti eu el único y verdadero delito que 
cometía — el de <*ohecho del guarda Alvarado. 

Por estas consideraciones creo que el auto de foja 3 debe 
ser confirmado por V. K. 

Antonio E. Malaver. 
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f tcllu «le im Hiiprem* forte 

Buenos Aites, Julio 16 de 18Sil. 

Vistos: No apareciendo en el estado actual de los autos, la 
comisión de un delito cuya penalidad exceda prima facie de la 
determinada por $1 artículo trescientos setenta y seis del Có- 
digo de P-^ccdimientos en lo Criminal; se conlirrna el auto ape- 
lado de foja tres; previniendo al Juez de Sección que no lia 
debido llevar á ejecución el auto apelado, pendiente el recurso 
interpuesto, y devuélvanse. 

BEXJAMIX VICTO IUC A. — C. S. DE 
LA TORRE. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — LUS 
SAENZ I'ESa. 
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tfon (¡votjurt*) Turros y afros nmtm h Provincia dé fitienoa 
Mres. por osen turarían; sobre suspensión do venía 



Sumario*— "8o debe ordenarse la suspensión di*l remate dü 
la cosa litigiosa, anunciado con sujeción ni pleito pendiente 
sobre ella. 



Caso.— Don Gregorio Torres y otros demandaron á la pro- 
vincia de Dueños Aires, sobre escrituración de unos terrenos, 

Hdüiendo i os sido anunciados en remate, con indicación 
del pleito pendiente sobre ellos, los demandantes pidieron ñ la 
Suprema Corte que mandase suspender la venta. 



Fallo út* I* Mtipremii 4'arlc 

Hui-iins Aircí, Julio H¡ ilt- 1891, 

Vistos en el acuerdo: Resultando de los antecedentes acom- 
pañados al escrito de foja ciento setenta y tres que el remate 
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de los terrenos de que un dí se hace mérito, ha sido anunciado 
con sujeción al resultado dei pleito pendiente sobre ellos; y te- 
niendo además, cu consideración: que la enajenación de cosas 
litigiosas como tales, está expresamente autorizada por dispo- 
siciones legales vigentes: se declara na haber lugar ¡1 la sus- 
pensión del remate solicitado á foja ciento setenta y tres, siendo 
as costas causadas con este incidente, a cargo de tos deman- 
dan tes. 

DKMAHIN VICTO MCA. - £. 
hl LA TOlillE. — LX1S V. VA- 
RELA.— ABEL ÜAÜAS. — LUIS 
SAL>7. l'fcSA. 



* Al HA i r XX IX 



Ihn Jou'juin A,¡ don Mariano y doña .Ime/a Cupmantj contra 
tos herederos de don Crisóstoma liueda, por escrituración de 
campo; aobre incompetencia, fatta de personería u defecto 
Ujfaí en ta demanda. 



Sumaria. —i No corresponde! al juicio testamentario la de- 
manda sobre cumplimiento de tina oldif/acion que se dice con- 
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truí<la personalmente por los herederos, y se dirige contra 

K'stOS, 

1? No procede la excepciou de falta de personería contra 
quien gestiona invocando un derecho propio, 

3" La falta de presentación de doeumeitos no importa de- 
lecto legal en el modo de proponer la demanda. 



fVisu. -Uou José K, Labandera en representación de don Joa- 
quín A, Cap man y. don Mariano Capuiuny y dona Josefa Cap- 
in iny, se presentó al Juez de Sección con fe* lia 2 i d< Setum- 
l.re del ano 1888, y dijo: Que en 3 de Mayo de 1884, el cau- 
sante di' sus representados compró á don Nicolás l'into, en su 
carácter de apoderado de los herederos de don CrUóstoina ltue- 
da, según w justificaba por el documento acompañado, una 
finca de propiedad de estos últimos, situada en aquella ciudad, 
calle de Comercio entre San Juan y Mendosa, de doce y media 
varas de frent ■ por setenta y cinco de fondo, en la suma de 
3CH)G pesos m u oro, comprometiéndose el vendedor á otorgar 
la escrit ura en forma, oportunamente. 

Que algunos de los representados pur l'into, pretendían ahora 
desistir del compromiso, á pusar de habt t, hacía poco tiempo, 
convenido ratificarla por la Mima de 4000 pesos, fundando su 
desistimiento en el hecho de existir uno ó más menores entre 
los herederos du líueda; pero con el real propósito de eludir la 
venta; pues aquella circunstancia no podía constituir uní causa 
legal, por cuanto es sabido jijue la menor edad de uno ú más in- 
teresados, no autoriza á los coherederos mayores de edad para 
desistir de lo pactado, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
lo 1018 del Código Civil. 

Que sus representados no podían pa^ar por esto y fundan- 
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dose en la disposición del artículo 1185 del Código Civil , pedía 
al Juez se sirviese ordenar la escrituración inmediata del bo- 
leto adjunto, protestando contra qui?-. hubiese lugar por los 
perjuicios y costas causadas. 

Los demandados opusieron las excepciones de falla dé perso- 
nería y defecto legal en la demanda, de que da cuenta el 



Fallo del Jun Federal 

Hor-ariu. Scllenijlro '■$) di- 

Y vistos: El incidente promovido por la parte de los hvrede- 
ros de don Crisóstomo Rueda, deduciendo las excepciones de 
faltado personalidad de los demandantes y defecto legal en el 
modo y forma de proponer la demanda; fundándose la primera 
eu la circunstancia de no haber los herederos Cupmany justi- 
ficado su carácter de tales ,en la sucesión en cuyo nombra, se 
dice, proceden, y la segunda en la violación del artículo 10 de 
la ley nacional de Procedimientos, que impone al actor, en 
toda clase de juicio, la obligación de producir con su demanda 
las escrituras y documentos que justifiquen el derecho que de- 
ducen. 

Con lo expuesto por ambas á fojas 13 y 2*2, eu mérito de la 
prueba producida y no obstante lo dictaminado por el Defensor 
de Menores, en su informe de foja 26, 

Considerando: \ n Respecto á la excepción de falta de persone- 
ría en los demandantes* que según el inciso ti" del artículo 1884, 
del Código Civil, ta formalidad de la escritura pública, consti- 
tuye un requisito necesario para la valide?, de las cesiones de 
derechos y acciones solo en los casos que estos procedan de 
actos consignados en escritura pública y de acuerdo con el 1 15X 
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del mismo Cúdigo, la forma privada en esta clase de contratos, 
es snQciente pura revestirlos ¡le eficacia legal. 

2 o Que por consiguiente, y aplicando las disposiciones invo- 
cadas al caso $ul/-judice, resulta que la demandante dona Jo- 
sefa Cipmany ha tenido, a mérito del boleto acompañado y que 
en copia testimoniada coire á foja 2 de estes autos, poder su- 
liciente para entablar Ja presente demanda, por cuanto en eso 
boleto, de carácter meramente privadn, consta la cesión efec- 
tuada ¡l favor de dicha dona Josefa por don Mariano Capmauy, 
dueño del crédito cedido. 

3 o Que esa justificación resulta á mérito del aludido certifi- 
cado de foja 2, expedidny suscrito por el actuario, no siendo por 
lo* mismo exacta la afirmación de lo¡s excepeiunantes, de que 
dicho üocLKii'jnto i-arezca de la autoridad necesaria para hacer 
fe en juicio. 

■i" Que sin embargo, en las condiciones de la mencionada de- 
mandante, no se encuentran los demás herederos, que junta- 
mente con la misma lian instaurado este litigio; por cnanto la 
cesión justificativa de la personalidad de la primera se halla 
otorgada á su favor exclusivo, y debe por lo tanto conceptuare 
improcedente la representación de los últimos, ajenos com- 
pletamente á esta cuestión, según ellos mismos lo declaran en 
el párrafo tercero de su escrito de foja 22, al alirmar en él que 
nose.Lrata de un crédito perteneciente ála sucesión, sinú propio 
y particular do uno de los ro-rederos. t 

5" Y con relación á la excepción de defecto en M modo de 
proponer la demanda. Que el hecho de no acompañar con esta 
los documentos que deben instruirla, no constituye una excep- 
ción dilatoria, según lo ha resuelto la Suprema Corte en los 
fallos que se registran en la série 2', tomo 17. páginas 386, 
39G y 400. 

6 o Que tampoco es causal legal para determinar esa clase 
de o acepciones, la faltado numeración de los párrafos contení- 
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dos en la exposición de la demanda, seyun íain^i n lu ha dt-cla- 
rado la misma Suprema Corteen el f¡>Mu que se registra eo la 
serie 2\ tomo 20, página 127. 

Por tanto, se resuelve: no hacer lugar á las excepciones inter- 
puestas, debiéndose limitar la representaron ejercida por el 
Procurador Lubandura en estos autos á sólo dona Josefa Cap* 
man? y los demandados contestar derechamente la demanda 
dentro del término de ley. Repóngase. 

(h E*m(t>rtt y l 'utúr'ta. 



VISTA UEL ÜLIfcNSOII hE l>CAVA( ES 

lUii'uo» Aires Jhih" ÜMe !x>l 

Suprema €&rte : 

Si no fuese que tengo el pleno convencimiento que la justicia 
federal carece de jurisdicción para conocer en el asunto que 
motiva este juicio, diría á V. E. que el inferior no ha lenido 
razón para rechazar la excepción de falta de personería en los 
demandantes deducida por el representante de lu toi tos 
líueda, y haría miu, los fundamento-i aducidos ui-l esc i le 
foja 13. 

K! representante de lusseñuTes Capniany demanda A la suce- 
sión de don Crisóatomo líueda y de su esposa doña Saturnina 
Freiré de Rueda, cuyo juicio universal se encuentro abierto ante 
el señor Juez de 1* Instancia en lo Civil y Comercial de la ciu- 
dad de Santiago del Estero, que es el único competente para 
atender en dicho juicio, y en las demandas que se promuevan 
contra la testamentarla, de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tículo 3281 del Código Civil. 
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l^os señoras Capmany, acatando esta tlispoHic ion de la ley, es 
fuera de duda que han debido deducir su acción ante A expre- 
sado Juez. Y, si así lo hubieran bocho, quizás sus pretensio- 
nes hubiesen sido satisfechas; y habrían evitado que el señor 
Juez de la testamentaría, haciendo uso de las facultades que 
exclusivamente le pertenecen por la Uy, hubiera mandado Teu- 
d-T en remate púbtico A mismo bien que hoy reclaman los 
Capmany. 

Los hechos que dejo man i fes t idos constan del documento pú- 
blico que obra en auto* de foja .17 á foja 1*2. 

Siendo el -mlcn de las jurisdicciones de interés general, y no 
pudiendo sor alterado por la rol untad de los q¿c son llam.nl os 
S comparecer en .juicio; s<»y de opinión que V. ti. debe anular 
todo lo obrado ante el Inferior, salvando deesa manera la juris- 
dicción del Juez de Santiago del listen', y evitando h>s incon- 
venientes que ya han empezado á f Todueirso a )causa de la irre- 
gularidad de los procedimientos <b" los señores Capmany. Debe 
reponerse el sello. 

G'trvmiQ F. (Irtínsl, 



í'mIIu *ir la Hii|irrtHH C «rlt* 

liu< Aires, Juh'i 16 <!>■ 1881 

\ iüsto^; Tratándose de lfl ejecución de una obligación queso 
dice eontraida indi vid ualmonte por los demandados^ y no por 
su causante, y siendo además la avión dirigida contra aque- 
llos y no contr i la taces ¡on de éste, en cuyo caso nu es de apli- 
cación la disposición del artículo tres mil íoscléntds ochenta y 
cuatro dé) Código Civil, se declara no haber lugar ú la excep- 
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cion df incompetencia deducida por el Defensor de Incapaces A 
foja setenta y dos. 

E considerando en cuanto al fondo del auto apelado: que la 
parte demandante gestiona y obra en esto* autos por un dere- 
cho propio, y que por lo tanto la excepción de falta de personería 
deducida no es procedente con arreglo á la ley., puf ej>to y los 
fundamentos contenidos en el auto citado rdatnaunente á la 
excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda, 
se ton firma con costa* dicho auto, y respuestos los sellos dc- 
rut'iranse. 

HKSJA51ÍS VICTORtCA, — C. S, DE 
L* TOIWlE. — AM.L BAZAS*. 



CAIXA C'4 )% X X 



id capitán iiei itifmr -Camilo* contra el ¡mitón de tu hincha 
«Feliz tU't Mala»; wbtv nulidad de un laudo 



Sumario.— I ' La denomina*, ¡un de peritos empleada por el 
Código de Comercio para indicar lo* arbitrados que deben 
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conocer y resolver las cuestiones de abordaje, tígniFsca lo q.ue 
las leyes antiguas entendían por la de ames buenos r f sabúf&res, 

2" La parte que lia convenido en nombrar á una persona 
como árbitro tercero, no puede fundar la nulidad del laudo en 
la incompetencia de la misma, sin hacerse responsable de todos 
los daños y perjuicios causados por esa nulidad. 

3 a Los argumentos dirigidos u demostrar la injusticia del 
laudo no son procedentes en la cuestión de nulidad de dicho 
laudo. 




CrtVfí. — Don José Catón i se presentó ante el Juzgado, expo- 
niendo: Que hallándose la laucha «Feliz del Plata» fondeada 
en la rada, con carga del vapor inglés «Calabria? y del vapor 
francés «Paraguay», teniendo colgada su luz reglamentaria, fué 
i mbestída como á las 4 ó 4 1 de la madrugada del dia 12 de 
FebTero de 1889 por el vapor brasilero «Camilo», at hacer su 
entrada en este puerto, procedente del de Montevideo. Que fué 
tan violenta la embestida, que el vapor se introdujo como una 
media vara dentro del cuerpo déla laucha por su costado de 
babor, echándola inmediatamente á pique, salvándose milagro- 
samente los tripulantes, la mayor parte por el auxilio prestado 
por una embarcación próxima y uuo de ellos saltando al «Ca- 
milo» desde las jarcias del trinquete de la lancha. 

Pidió su notificara al capitán del «Camilo» que le quedaba 
prohibida la salida hasta que constituyera apoderado instruido 
y espensado; y que se llamara á juicio verbal para nombrar pe- 
ritos arbitradores, de conformidad á lo prescrito por el artícu- 
lo 1429 del Código de Comercio. 

VA Juez proveyó de conformidad. 

En el juicio verbal celebraron las partes el siguiente com- 
promiso : 
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i n El demandante nombra por su parte como árbitro al se- 
ñor Júan Sic-hes, domiciliado en la calle Paraguay, número 815, 
y c\ demandado al señor José Pulgueras, domiciliado en la 
calle Suípaoba, número \2 Í% designándose desde ya para el caso 
de que ocurriese discordia al Juez de Sección doctor Virgilio 
M Tedin. 

2" Fíjase para su resolución el término de veinte días hábiles 
y prorrogarles que se contarán desde la fecha de la última acep- 
tación de los dos primeros Arbitros y en caso de ocurrir discor- 
dia en el laudo, el tercero tendrá para pronunciarse el término 
de ocho dias, que se contarán desde la fecha que se le haga sa- 
ber la discordia; pero si la discordia se produjese en cualquier 
incidente del juicio arbitral, desde este momento el tercero fnr- 
rnará tribunal con los otros dos arbitros y juntos darán el laudo 
definitivo; bácese renuncia de todos los recursos centra t i 
laudo arbitral aceptando su fallo eomo conchiyente á tolos res- 
pectos; é i ni púnese la multa de mil pesos nacionales que paga- 
rá ta parle que no cumpla los actos indispensable* para la rea- 
lización del compromiso, 

3* Deben resolver los arbitros sobre los siguientes puntos: 

tt\ Cuál de los dos buques es el culpable de! choque, -i si no 
tiene ninguno la culpa, ó si lo tienen los dos sin perjuicio de 
cualquier hecho que los arbitros estimen pertinente y que surja 
de la dermuula y de la contestación, para cuyo efecto se correrá 
traslado de la demanda por tre> días á la partü dri ¿Camilo =; 

h) El valor de la indemnización que el culpable debe pagar 
al inocente y á cargo de quien deben ser las costas del preces 

4" Queda nombrado de Secretario para actuar en el arbitraje 
el doctor Damián M. Torinu. 

En este estado el representante del «Camilo», ^eñor l'edjn 
' . hemarí i. manifiMó que se constituía fiador solidario riel 
capitán por las resultas del juicio, siendo aceptado en este ca- 
rácter por la otri part-. 
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S. S. aprobó lo convenido mandaado se agregue el sello que 
corresponde al compromiso, se requiera la aceptación de los se- 
ñores arbitros y se repongan tas fojas, ii miando ante mi deque 
doy fé. 

Tedin.— Pedro I/. ¡ternaria.— 
Jardín.— Eduardo A. Seo tí i. 

Ante mí: 

II V. Tormo, 



Después de e$to, el procurador Oeret ti, por el demandado, pre- 
s 1 11 1 ■» escrito exponiendo ante los arbitros: Que el choque se 
hizo inevitable, porque el pailebot fondeo en la barra á la en- 
trada did puerto sin mantener luz alguna que indicara su pre- 
lacia» aun cuando en esas horas había mucha oscuridad y era 
necesario ten<T vigilancia á bordo. 

ijuo el « Camilo j navegaba con sus luces de ordenanza, se 
hallaba id primer práctico de gmudia subte ■ ■! ¡mente, un tiniu- 
oel al timón, y un marino á proa, de viyia y también para el 
cuidado de las luces. 

Que ú pesar de todas esta^-fríeáue iones y del cuidado cou 
que se navegaba^jit^-pfólíiijú el choque cou la lancha, porque no 
pudosej^TíTcibida * on tiempo ni parar súbitamente la marcha 
■áéTVapor, aun cuando se le diú toda fuerza paraatiú*. 

t¿ue el hecho ocurrió ¡i las 4 de la mañana, y lo presenciaron 
á más de los tripulante^, varios pasajeros que se hallaban so- 
bre el puente. 

Que producido el choque, se trató de dar auxilio ¡il buque 
Chocado, arriándose un bote, pero se hizo innecesario porque los 
náufragos ya habían sido recibidos por otro buque inmediato, 
ú excepción do uno que pasó al vapor. 

r- in tí 
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Pidió qxas exonerara á éste de la demanda y se declarara 
que el choque y sus consecuencias son á cargo exclusivo dr 1 | >u L — 
Lebut, así coino los gustos que se causen, 

Abierta ta cansa á prueba por los tíos arbitros señores Sienes 
y trigueras; se recibieron las (jur hs partes presentaron; y ha- 
biendo ocurrido discordia entre aquellos, convocaron a) tercero 
para laudar formando tribunal. 

La mayoría de los áfbUrus e->mpite>tá del terebro y del de- 
signado por ta parte de Catuni. di< tó ti siguiente: 



hneiios Aires, Majo -i de l^ Ví - 

Visto 1*1 presente juicio arbitral, seguido entro don José 
tojii, propietario del pailebot «Feliz «l»d l'lata». y el " apilan d i 
vup<r brasilero 1 uiuilo , paca laudar, formando tribunal c«>u 
los arbitros- m íior>-> Siehes y l-'idgueru-. en virtud de la discor- 
dia ocurrida entre estos, de acuerdo con las bases esiablecidas 
en e! compromiso arbitral de foja I í. 

Resulta de autos: I" Que en la madrugada del día i*l i\<: 
febrero, de cuatro á cuatro y ni -día antedi- meri'liano, bailan- 
do-e el i- it-ridii paib-li.it fondeado en ¡a rada a la en! rada de 
este puerto, con carga recibida el dia anterior de los vapores 
inglés Calabria» y francés tPainguay*, fué* embestido por el 
v.i^or^ t, ( amito - s en viaje de Montevideo ú Itueno* Aires en su 
"^Gustado de babor un poco Inicia popa, de cuyas resultas el pai- 
lebot pasó á pique como quince minutos después con todo su 
cargamento, salvándose la tripularion en una embarcación que 
le prest i i n media tu auxilio. 
2" Que según el compromiso arbitral, el tribunal d«bo de 
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resolver non elementos dt_* prueba acumulados en autos, 
cuál de los dos buques es e¡ culpable del choque, si no tiene nin- 
guno I¡l culpa, ó lo son ambos, y el íftifif Je La indemnizar-ion 
que el culpable d «-be payar al inocente como también á cargo de 
quién deben ser las costas del procesé 

ít a Que para eximirse de toda responsabilidad el vapor Ga- 
milo , que l»s el que produjo el choque, por estar el otro buque 
lon-ie ido y hac< ría reeaer sobre este exclusivamente, pretende 
ú sintiene que el pailebot no b-uía en el momento del e hoque 
ninguna luz emvudida, y qiK la noche era muy oscura, circuns- 
tanciad que no te permitieron apercibirse de so presencia linó 
cuando lo tenía bajo la proa siendo inevitable el choque, en 
cuyo momento, >¡i t embargo, hizo parar la máquina y dar atrás, 
sosteniendo lo contrario el dueño del pailebot. 

i' ijiic durante id r. rmin * de pru. Ka ba producido por 
¡iniluiv parles la tesfim . ni il que corre agregada ib- foja... a 
toja. . , , dirimida c-perialm-nt-' á l.i jiistilU\v¡un ib* estos dos 
puntos (Esenciales, además de los reeonueimieutos é int'unn* ^ 
periciales neeesarios para establecer *l valor de la avería .sufrí» 
d i pirr v\ pailebot, y su carga, p^r haber sido é>te puesto á lióte 
por su propietario, judicialmente autorizado al efecto. 

V considerando: 1" i|ueda!¡i la cnndiectoii respectiva en que 
se encontraban ambos buques, id uno andado ■ u -u fondeadero 
natural, á conveniente distancia de los paqut tes, de quienes rc- 
cibía car- 1 y el otro navegando en su carrera habitual, no puede 
haber una sola opinbui divergente respectó al hecho de ser td va- 
por i 'amilo-) el que embi-tfíi al pailebot, de modo que á éste 
le incumbe prineipalmente la prueba de la> e\cepci'nies ó cir- 
cunstancias que justiliquen su inculpabilidad enelbechoó loque 
podría llamarse eoutributori a negligencia que hace -oportar ¡í 
cada buque sn daño. 

!¿ ijue id Tribunal arbitral no pu.-de mcim> de ai- -ptar i onio 
acepta, por estar plenamente probado con arreglo á las dispu- 
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síciones legales vigentes que la noche ¡i líi hora que tuvo lugar 
el choque era clara, cou mar tMUÜ|«LÍÍd y brisa suave del sud, lo 
que permitía al vapor no solamente maniobrar con segur idad 
Siií apercibir un buque del porte del cXéli* del Tinta* á dis- 
tancia conveniente pan evitar su encuentro, aun cuando estu- 
viera sin luz, y con doble tato», teniendo este izada una gran 
teta, Un efecto, así lo declaran los testigos Pie Terco :o, capi- 
tán marítima empléalo de 1 ¡nasa de Beiiclto y C* quien en 
l,i noche del suceso se bailaba ¡i bord- del vapor Calabria*, A 
una diitanciade cuntroÚ cinco cuadras, desde donde percibió 
ai pailebot CCB luí eneenrtida á las (¡te* de la mañana, es decir, 
una bora antes del ch..que (foja 30 1; Vicente Canajis. patrón del 
(Brillante Meteoro», fondeado como á seis cuadras de aquél, 
quien como á las tres de la mañana rió lí» «sufragada 
ron luz, asegurando, además, que podía terse un buque a diez 
6 doce cuadran, lo que coulirma el testigo Carmelo PogHoMSt, 
marinero del mismo buque (Foja 39 vuelta y foja Jos tri- 
pulantes do la lancha «Celedonia* perteneciente ala casa de 
Jos,; y liernardo Garay. llamados Domingo Ferroiv (toja 43 
vuelta), Antonio Ut&M (foja 40 vuelta). Salvador Jovale (foja 
48», Pablo H-deru, pesador, á ¿ordo de la fragata «Cari Ken - 
drie-, fondeada « orno á tres cuadras y medias del «íéliz del 
Tlata», quien á las tres y media da la mañana, e*to es, me- 
día tota antes d-1 choque, viú i ese &»WP ,a l, i* t;incUl 
Midicada con lux encendida (f..j;. ül), y los prácticos de loa va- 
pores «Eolo* y -Apoto» que venían también de Montevideo al- 
gunas cuadras adelante del * Camilo , manifestando el de este 
último, qu- vui á los dos pailebot á más de diez cuadras de dis- 
tan -ia observando que el Camilo* tenia 50 rumbo Inicia ellos lo 
q.ie sólo podía haber observado. dada la distancia á que se halla- 
ban, teniendo sus luces encendidas los pailebots. 

3" Queta* mismas declaraeiouc* citadas confirman el testi- 
monio del patrón y tripulantes del buque náufrago de que á la 
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hora acostumbrada encendió su luz d»* ordenanza y que l¡i debió 
tener prendida un el momento mismo del choque, pues hay más 
que suficiente número do testimonios pata constituir prueba 
legal de haber estifió encendido una hora y media antes del 
choque, im habiéndose insinuado sepiera que durante esc cor- 
til intervalo hubiese sobrevenido nlgnn accidente ó variación 
de tiempo que la hiciera apagar, ó que la capacidad de la lám- 
para fuer* insuficiente para alimentarla luz el tiempo necesa- 
rio, ú lo que se agrega que el buzo que hizo la extracion do la 
lampara, manifiesta liabcrla enconlrudu en el mismo sitio indi- 
cado por los testigos. 

4* Que respecto de estos tcatimonios deben observar.se que 
ello emanan (Le personas completamente extrañas a) interés 
de las partes, como que pertenecen ¡i otras embarcaciones y por 
su calillad d*- marineros, están en mejores condicionas para ha- 
cer una exacta apreciación de los hechos di' que so trata, que 
lus pasajeras de mi buque, en qunrifs además de su impericia 
hay qn«" admitir la falta di calma consiguiente en momentos 
de pánico ó confusión, para observar detalles, no habiéndose 
, por otra parte, aducido tacha alguna legal que desvirtúe el mé- 
rito de sus declaraciones, por lo que « l Tribunal no puede me- 
nos que hacerlas prevalecer contra las declaraciones de la gente 
de á bordo del eCamílo» en cuanto la contradigan. 

5" Que por otra parte hay un otro elemento de prueba ema- 
nado del mismo vapor ¿Camilo», que disipa toda duda repecto 
de la claridad de la noche, ¡l tal grado por lo menos que permi- 
tiera ver el pailebot á distancia conveniente para maniobrar y 
evitar la embestida, y es el testimonio de su propio vigía, que 
dice haber visto durante ese viajo varios buques sin luz, y dis- 
tinguió perfectamente el cuerpo de uno do los buques fondea- 
dos en las proximidades del lugar del suceso ó siniestro, romo 
á tres cuadras do distancia, puesto que pudo aprecia! su mag- 
nitud, y que todo el viaje se hizo á toda fuerza sin tomar niu- 
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guna precaución extraordinaria, loque á ser cierto que la noche 
era tan oscura que no permitía ver un buque áiuús do diez me- 
tros, constituiría la más grave culpa en que puede incurrir un 
capitán de buque conductor de pasajeros. 

(i" Que uparte de las consideraciones expuestas, os indudable 
que ninguno de los hombres del «Camilo», sean pasajeros ó 
tripulantes, vió til pailebot anles de efectuarse el choque, sc- 
gun se deduce de sus propios testimonios, debiendo advertirse 
que la violencia con que se produjo, que pudo torcer varios ti- 
rantes de (ierro, era más que sotioiente causa para apagar *i 
farol, lo que explica lógicamente el que rio vieran luz en el bu- 
que náufrago los primera hambres que salieron ¡i cubierta 
del vapor. 

7" Que la circunstancia de no babor tenido el pailebot la luz 
lija al tope del palo, ni mi hombre de guardia para mostrar 
otra de cinco en cinco minutos, no basta para atenuar la res- 
ponsabilidad del vapor abordante, desde que resulta que éste 
ha procedido con impericia ó negligencia en su gobierno, atento 
lo que dispone el artículo 1 423 iiél Código de Comercio, porque 
siendo las disposiciones sobre luces do «'.rdeu puramente admi- 
nistrativo, no puede prevalecer contra el precepto expreso «le las 
leves, no pudíendo admitirle que la omisión de esos requisitos 
hará. sillo la causa inmediata del ehoqur, cu indo el buque mis- 
mo, aun sin bees, era risible á más de tros cuadras de dis- 
tancia. 

8" Que examinada la cuestión del punto de vista de la con- 
ducta observada por el € Camilo*, para establecer si es ó no cul- 
pable, resulta desde lüegó evidente que sólo por negligencia 
del hombre do guardia ó de] práctico ha podido abordar una 
embarcación que aun en ta hipótesis de que hubiera estado sin 
luz era visible, según la claridad do la mo-lic. cuando monos á 
tres cuadras de distancia, tomando el mínimum de lo que ex- 
presan los diversos testimonios producidos. 
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9- Que igualmente acusa descuido ó negligencia de ta rigu- 
rosa vigilancia y cuidado que deben observar esos hombres á 
¡a entrada de un puerto, atravesando uu paraje lleno tle em- 
barcaciones: 1" El pasearse los dos sobre el puente de babor á 
estribor en vuelta encontrada, en vez de estar el vigia en la 
proa pata dominar lihrementi- d campo del tambo de) tiuque ; 
2" Llevar toada una vela á pro», lo cual dada *u posición y al- 
tura en relación á la que ocupaban los hombres de guardia en 
el puente, debían necesariamente impedirles la observación de 
una grao P-Ttc del horizonte, especialmente en cierto espacio 
del puente, como lo establece el arbitro señor S Urbes y ti in- 
forme pericial de foja. . , ; 3* Haber navegado ¡i tuda fuerza de 
máquina en el paraje donde tuvo lugar eí choque sin hacer 
sonar el pitu det vapor como lo prescribe et artículo i t del Ue- 
glumento para la navegación del Plata y su- all tientes, — cir- 
cunstancias todas que vienen á arrojar sobre el «Camilo» la 
¡v^iuiisubilidad riel accidente, pori|ue indudablemente ¡i ellos 
debe atribuirse su producción y no á ninguna otra causa, qué ni 
se ha alegado ni proba lo, porque, tratándole del ejercicio y 
cumplimiento de deberes difíciles, que por otra parte 11 van 
consigo las más graves responsabilidades, la ley y la doctrina 
exigen masque el cuidado ordiu irio, .constituyendo en culpa 
cualquier acto ú omisión que lo diminuya (V. Trvatisr mi 
tfte mur uftietfihjftmt por 11. Smifch, página 217}. Que por ne- 
gligencia s<- entiende en su acepción jurídica el hecho de no 
observar ¡a protección de los intereses de terceros, aquel grado 
de cuidado, preoftttoioii y vigilancia, que las circunstancias jus- 
tamente exigen, de donde tes resulte daño ó injuria, segun la 
definición de Cooley, ihi Taris, página G30, bastando esa sola 
circunstancia para hacer responsable á su autor de las conse- 
cuencias, l'or otra parte, habiendo un daño causado á la pro- 
piedad de otro, para no estar sometido ti la obligación de repa- 
rarlo es necesario que ese daño haya sido inevitable, por caso 
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fortuito ó fuerza mayor, desde que se lia demostrada en este 
caso que por parte de) pailebot tío lia habité culpa ni emisión 
que sea causa inmediata del choque no habiéndose alegado ni 
una ni otra circunstancia. 

Que en cuanto ála importancia de los perjuicios, ó sea el va- 
lar de la indemnización que debe pagar el «Camilo*, si bien 
ella ha 6Ídc determinada por perito* en la forma que expresa 
el informe foja...,á la cual habría que agregar la cantidad 
que arroja la cu finta presentada á foja. . . por gastos efectuados 
para salvar el buque y c¡r j f estando librado al criterio y apre- 
ciación definitivo del Tribunal Arbitral este punto, ha estu- 
diado todas sus partidas y teniendo presente que la avaluación 
de las reparaciones ha sido hecha con materiales nueves, lo 
que mejora la condición del buque ; que hay exageración en al- 
gunas de las cuentas del salvataje. rc>ueUi n jijar la indemni- 
zación de la avería y gastos de salvatajc en fik'z mil pesos 
moneda nacional) siendo á cargo del Camilo > las costas del 
juicio. 

Los arbitros entiunden que la avería sufrida por la carga no 
está comprendida en el juicio promovido por el señor Catón i t 
y que sobra '-<te punto no les ha sido conferida jurisdicción 
competente por quien tenga personería al efecto, dejando por 
consiguiente i salvo las acciones á que haya lugar al respert o, 
Por estos fundamentos» y tos consignados por el arbitro señor 
Siches en e! cuaderno que se agrega, laudamos, declarando al 
vapor «Camilo» culpable del choque, y cundemíndnle *-n conse- 
cuencia al pago de la suma de diez mil pesos nacionales á favor 
del dueño del pailebot «Feliz del Plata* por toda indemniza- 
ción correspondientes ¡i averias del buque, pérdidas de objetos* 
estadías y gastos do salvataju del mismo buque, val paga do 
las costas del juicio. Xotifíquesc c m el original y repónganse 
los sellos. 

I ii tjil ío M. Teti in ,—Junn Subes . 
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El representante del capitán ti el v¡;por «Camilo» interpuso el 
recurso d<» nulidad del lando, exponiendo: i ¿ue las cuestiones 
que se promueven ¡i causa de choques ó abordaje;; !cber. ser 
resueltas por jgett'ÍQS urlñtnvtores, y estos se hallan en el deber 
i ni prescindible de ajustar sus fallos á las prescripciones del Có- 
digo de Comercio, á lis de lo> íieglumentos de Puerto» y [en de- 
fecto de estos áloe usos y prácticas del lugar, haciendo mención 
expresa de la disposición que apliquen (Código d* Comercio, ar- 
tículos Hi9 y IT5i); 

« jtie en el caso actual, el tribunal arbitral no se ha compuesto 
de peritos, porque no lo es en materia marítima el doctor don 
Virgilio Tedin, no bastando el hecho tic haber sido aceptado 
por (as p irte* para darle una pericia que no tiene, y qúv la ley 
exige, so pena de nulidad, sin que se pueda renunciar, porque se 
trata de ima disposición de úrden público; 

ijue si bastara ser juez o abogado para ser perito en materia 
marilima, no se haría necesario el juicio arbitral por medio do 
peritos, pues el Juez Federal estaría habilitado para conocer 
en él y resolver, liber anduve los litigantes de cargar con gastos 
excesivos ( VIII, página 01; IK, página 2ü9>; 

Que el laudo es tambi. u nulo, porque se ha pronunciado 
contra derecho, eon vejl irmii mmili'-li de l.i |u ->i-iq>¡ ion ma- 
rítima que rige el caso y haciéndose á un lado las comprobacio- 
nes intachables que ha producido una de las partes; 

<¿ue en el reglamento para la navegación del Plata, se ordena 
*que los buques que se hallan fondeados, durante la noche 
mantengan una luz üja y clara al tope del palo mayor ú más 
visible > ; agregando una ordenanza posterior especial sobre lu- 
ces de buques -que los que así no lo hagan serán penados con 
multa y responsables de todos los perjuicios resultantes» (/''- 
y esto de Marina, páginas 105 y Yt'>K 

tjue'en el caso se ha comprobado que el pailebot no tenía 
luz al tope, pret-mdk-ndo sólo sus tripulantes que tenía un 



1," 

00 FALLOS DE LA SUPREMA COKTE 

farol ¡i diez cuartas arriba de cubierta, es decir, en la parte más 
baja del buque, en vez de mantenerlo al tope en la parte mas 
alta y más visible; 

Que á pesar de esto, la mayoría de los arbitros declara que 
sobre las disposieiuivs citadas, está el uso, es decir, la vio- 
lación de la misma ley que lia querido combatir la mala cos- 
tumbre de no poner luces ó de colocarlas en un lugar inade- 
cuado; 

Que es inexplicable que los arbitros digan que las prescrip- 
ciones citadas son meramente administrativas, cuando es sa- 
bido el valor que tiene el regíame uto para la navegar ion y su 
fuerza obligatoria, coniu también, que el uso contra ley no puede 
invocarse coiik* fundamento fie un derecho Código de Comer- 
cio, Iieglu 1\ y articulo 1129); 

Que los Arbitros lian fallado contra el teste expreso de ley 
marítima, haciendo caso omiso de sus preceptos y lia» inven- 
tado una disposición que no existe, al alirmar que el artículo I i 
de! Reglamento impone ni «Camilo» la obligación de venir ha- 
ciendo sonar el pii¡>. lo que n<> es e\u<-t<>, pues sólo impone tal 
obligación en noche* oscuras y tenebrosa-, y en la que ocurrió 
el accidente, si era más ó menos iscnra, no era tenebrosa, ni 
tormentosa, ni impedía ú los vapores caminar con ta marcha 
ordinaria, nomo lo hicieron k>s dos de La Piálense que venían 
también de Montevideo; 

Que los arbitros, al mismo tiempo que no aplican el regla- 
mento cuando se trata de la responsabilidad del pailebot, ha- 
ciendo prevalecer sobre él, el uso, lo sostienen enando se trata 
de responsabilizar el vapor, hasta el punto de inventar disposi- 
ciones que no contiene; 

Que siendo el laudo contra derecho, es de aplicarse la ley 
31, título -t\ página 3", que declara eipresauieote su nuli- 
dad: 

i jue otra causa de nulidad se encuentra en la falta de deter- 
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íuinacíon tic la ley ó disposición marítima que autorice la im- 
putación (le negligencia culpable que so atribuye al vapor tCa- 
milo*; — pretenden que la burlú porque el vigia debió hacer ta 
guardia en la proa y nu sobre el puente, y porque navegaba á 
toda fuerza ;— el puesto délos vigías en los vapores es el puente, 
por ser más alto y por donde puede verse ciulquier obstáculo 
;il frente, y á los costados. En cnanto á la fuerza d velocidad 
con que pueda navegarse, no está reglamentada, y todo lo que 
se haceos examinarlas calderas y marrar la presión que han 
fie soportar; 

t¿ue los arbitros, ú diferencia de los amigables componedo- 
res, no pueden prescindir de dar la razón legu! ú rientfíiea de 
sus decisiones (articulo M v 21> del Código «le Comcreio; Fallos X., 
página 180). 

Presentado este escrito, el Juez mandó pasar la cusa al Juez 
Federal en lo Criminal por haber él ennudilo en olla como ar- 
bitro tercero. 

Conferido traslado del rocur^o, el representante de don José 
Catón ¡, pidió que no se hiciera lugar ¡i él, con costas. Dijo: 
Q¡tíM el fundamento consistente en que el doctor Tedia nu ha 
podido ser arbitro por no ser perito, >g alegado mala fé; que 
habiendo sido este arbitro nombrado de coman acuerdo y libre- 
mente, aunque ello diere 1ug¿ir á nulida I, no podría ser ale- 
gada por la parte, con arreglo ú los artículos tÜÍ7 y 1041) del 
Código Civil, que disponen que ta nulidad no puede ser ale- 
gada por el causante de ella; 

Que el hecho de haber las partes nombrado al doctor Tedia, 
demuestra que ellos lo consideraban perito, y no puede una de 
ellas alegar que no lu sea, después de dictado él laudo que la 
condena; 

(¿Lie el doctor Tcdin es perito en la materia, y así lo de- 
muestra el hecho de ser Juez Federal en lo Comercial y en ma- 
teria^ que atañen precisamente al derecho marítimo; 
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Que tratándose dtj peritos cuya profesión no c4á reglamen- 
tada en el país, y álos que tío puede exigirse tin diploma ó tí- 
tulo facultativo, no puede decirse que el arbitro tercero no es 
perito desde que las partes lo consideraron tal, depositando en 
¿1 su con lianza cmuo tul perito (XVl t 151; XX Ih 138 K 

Que la causal alegada de ser el Unido ronlrtt ti? recito t es in- 
sub>iá(ente, porque la razón que debe alegarse es la del laudo 
contra lej* y no contra derecho (Main ver. Procedimientos, pá- 
gina Til, v los Arbitros barí aplicado al «Feliz del I 1 lata* el re- 
giamento sobre luces que deben mantener los buques dmante la 
noche ( Ihyrxttt *(*' Nnnua, página W5); 

Que en cuanto á que el e Feliz (b l Plata», tenía las luces, 
sobre estar probado y haberse recogido por e) buzo el farol, 
toca al fondo de! asunto y es cuestión de apreciación que !<>s 
arbitros lian podido y debido nacer sin qm- tiadie pueda rever á 
este respeto su resolución; 

Que no puede decirse que el laudo no menciona disposición 
alguna para condenar al elamilo». puesto que cha el artícu- 
lo li del Reglamento de Diciembre de !858 (página 575, /»("- 
(¡rato ik Marina), que manda ;í los vapores tocar la corneta y 
|irt acribe otras medida» preven! ¡vas 

Que los arbitradles no están comprendidos en las disposi- 
ciones del artículo 1752 del Código de Comercio, como loba 
declarado la Suprema Corte (IX ,23 i) ; la cuestión no es dé ley, 
ainó de hecho: ¿cuál es el culpable, cuánto el valor del daño? 
(compromiso, artículo 3 o ), y los arbitradores han podido pres- 
cindir de citar la ley si bien lian preferido citarla; 

Que lo.-; demás reparos que se oponen al laudo no son causas 
de nulidad, y con ellas se quiere Q< mentir un fallo que no puede 
ser motivo de discusión; 

Que la Suprema Corte lia declarado repetidas veces, que un 
laudo de amigables componedores, no puede ser atacado por in- 
justo, por ser esta cuestión de fondo, y que las causales únicas 




s 



DE JUSTICIA NACIONAL 03 

que puedi'ii fundar la nulidad tic tal lando son la» de forma 
(XII. 322; Xlll, 424; XVI, 30; W 111,91; XXIII, 180: artículo 
233, Ley de Pro^ediraiéíií6s), 



Vallo a«] Jurx l'rdrral 



Bueno* lires hideiBlírC ¿ id- INníi. 

Y vistos: Estos mitos iniciador por don José Gatoni coutrti 
ei capit mi del vapor Camilo-* dim Kruuc'noo José de QUveira, 
por nulidad de lando pronunciado por los arbitros y tercero, 
nombrados por las partes en el incidente por choque y averías 
entro el vapor cCamilo» y eí pailebot € Feliz del Piara*, 

Y considerando: I" íjue la nulidad deducida se apoya sobre 
dos fundamentos principales, ñ Bator: que el tercero* el doctor 
Virgilio Tedia no espirito i>u materias mariiimas, y que el 
laudo ha sido pronunciado contra la disposición expresa de 
la ley «pe rige la materia. 

2* Que la calidad de peritos, establecida por los artículos mil 
cuatrocientos veintinueve y mil setecientos cincuenta y dos del 
Código de Comercio, no tienen calificación especial de. tal ma- 
nera, que deba eligirse ú ¡ni título especial ó competencia espe- 
cial en al ó cual ramo, sinú que abraza un término genérico 
que comprende lo que en las antiguas leyes se denominaba 
ornes bueno* e mitidorex. 

3 o Que aun sn poniendo que la competencia exigida por la ley 
comercial para desempeñar < 1 cargo de arbitro, en los casos de 
choque y avería, fuera, como lo asevera el recurrente, compe- 
tencia especial en materias marítimas, no es fácil discernir el 
motivo porque se le niega al doctor Tedin esta competencia, que 
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no sólo puede adquirirse en largos años de servicios en la Ks- 
cuadra, sinú tainuicn por el estudio y la observación, 

4" Que el Terdadem título do competencia y pericia, en todos 
los asunto* marítimos y de derecho que se relacionaban con el 
asunto á resolverse, lo deriva el «tactor Tedin dt-1 nombramiento 
recaído en su persona, por las partes interesadas, ¡i (al punt» 
que si hubiera de fundarse la nulidad del lando, en la falta 
de pericia del tercero nombrado por la parte recurrente, debe- 
ría sobre ella misma recaer la responsabilidad de los daños y 
perjuicios originados por la nulidad, á la que á sabiendas había 
concurrido nomo raudo un tercero inhábil por la ley; y 

5" Q lie circunscribiéndose el laudo recurrido á designar quién 
fué el causante del choque, no aparece que haya sido pronun- 
ciado contra ninguna ley expresa, y aun suponiendo fundados 
los argumentos expuestos por el recurrente, ellos se dirigen me- 
nos á probar la nulidad que A invalidar la autoridad de la cosa 
juzgada. 

Por estos fundamentos, fallo, no h .deudo lugar con costas al 
recurso de nulidad deducido, y en consecuencia, cúmplase pur 
todos sus trámites el laudo arbitral dictado á foja doscientas 
treinta y tres. llagan i-al-er, repóngase los sellos y notifiques- 
original. 

\itthvx t'tjnrrhtt* 



fulla ti* 1« í»i*|ir#>iii» Corle 

Dueños Aires, Julio IB de 1891. 
Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
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apellido de foja doscientas setenta y cuatro vuelta, y repuesto* 
los sellos devuélvanse. 

VIGIOllICA. — C. S. 
DÉ LA TOWtE. — LUIS. V. YA- 
ILKLA.— AltEL 1tAZ\N. — LlIS 
SAEISZ 1»ESA. 



Í .Uííl «< X\\I 



lamOrmchini, l.avareílo y compañía, contra Esteban Hiancht 
y compañía; sot/tr cobro de Innc/tojes 



Sumario. — i" Los lancheros que han hedió la descarga tie- 
nen derecho de cobrar el precio de este servicio á los dueños do 
la carga, aunque se lo hayan encargado los agentes del buque 
que lo trujo. 

2 a No es admisible la reclamación por averías, cuya exis- 
tencia é importe no hayan sido justificados por medio del opor- 
tuno reconocimiento pericial. 
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Caso. — Lo explica el siguiente 



rail» 4*1 Juez redera! 

Huí-no* Aire-, Olulm. i>H \^ 

Y vistos: para dictar sentencia en el juicio seguido por los 
señores Lnmbrusehini y Livarello hermanos contra 1). Esteban 
líianchi y compañía, por cobro de la cantidad do 632 pesos de 
curso legal con Gt centavos, procedente de lanchajes y acarreo, 
según se expresa en las cuantas acompañadas á fVja i y foja 2. 

Resulta: i" Que en el vapor De liaya, cuyos Agentes en este 
puerto son los señores Willamson y compañía, vinieron a la 
consignación del demandado las me rcaderías que expresan los 
conocimientos acompañados de foja í>7 á foja 107, ron la co- 
rrespondiere verstonnl idioma nacional, con la cláusula, entre 
otras condiciones, de que el recibidor tendría la facultad para de- 
sembarcar todas las mercaderías a la mano, con sus embarca- 
ciones siempre que estas últimas e^téü á la banda del vap ir. 

4 o Que los señores Lnmbrusehini y L¡ivarel lo lier manos, lan- 
cheros deiiguadus por los Agentes del vapor para efectuar la 
descarga déla parte del cargamento que no traía la mencionada 
cláusula, efectuaron también 1 la de la que venía consignada á 
BiaiK-hi y compañía, sosteniendo que lo hicieron en virtud cié 
encardo recibido de los mismos, quieues se lo dieron viendo que 
no era fácilmente practicable sacar en lanchas propias, como lo 
intentaron sin resultado satisfactorio, una cantidad de marmo- 
les que venía mezclado eu otros muchos de distintos cargadores, 
entregándoles al efecto las respectivas órdenes y los repartos, 
con designación de las varias casas donde debían ser enviados, 
a lo que dieron exacto cumplimiento, de donde procede su de re- 
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cho paro cobrarlos el lanchaje y acanto á que se refieren las 
cuentas di' foja 1 y foja 2, con arreglo á los precios establecidos 
en la tarifa vigente y disposiciones del Código de Comercio que 
rigen la materia. 

3" Que los demandad os, contestando el traslado de la acción 
deducida, sostienen: que es falso que harán dudo órdenes á los 
actores de descargar sus mercadería* venidas en el vapor • he 
Hay», jures en virtud de la facultad que Ies acordaban los cono- 
cimientos enriaron al costado del buque sus lanchas, las que 
fueron cargadas con un murcniugmim de mercaderías ajenas, 
y habiendo cumplido su obligación, ninguna responsabilidad les 
incumbe por una falta que e> dt-1 vapor, como se lo manifestaron 
á los Agentes qne. i Lanibru^chini y Luvurello hermanos les 
enviaron el reparto sin que ello importara una orden para la 
descarga, porque tuvieron que soportar la ley que les impuso 
el capitán haciéndolos descargar sus mercaderías por las lau- 
chas del vapor, aunque no sin que protestaran de semejante 
proceder, de modo que es con tos Agentes con quienes únicamen- 
te deben entenderse Us demandantes; que además, existiendo 
fallas según lo reconocen los mismos demandantes, que exceden 
del importe, nada deben abonar por tal concepto, siendo más 
bien acreedores y va su mérito piden el rechazo de la de- 
manda. 

A° Que se ha alegado por los demandantes que batiéndoles 
posado á Bianchi y compañía su cuenta, por el lanchaje que ha 
dado origen al presento juicio, fué aceptada, observándola sin 
embargo respecto al precio y á fallas, observaciones que no cre- 
yeron deber aceptar por destituidas de fundamento, retirando 
las cuentas con las observaciones, hecho quo niegan terminan * 
tómente los demandados, 

5* Que recibida la causa á prueba para que se justifiquen los 
puntos indicados en el auto de foja 38, se ha producido la que 
expresa el certilicado de foja... 
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Y considerando: J Qae es un Lecho fui ra de discusión que 
los lancheros señores I,ambni9chini y Lavarello hermanos efec- 
tuaron la descarga délos mármoles pertenecientes é los deman- 
dados, en viá miólos ú diversas casas á que eran destinados, con- 
fornieal reparto entregado por los mismos Bionclli y compañía, 
quienes sobreesté punto no lian hecho observación alguna, por 
lo que debe estimarse como reconocida su exactitud, con suje- 
riou Alo dispuesto en el artículo 80 de la ley nacional de En- 
juiciamiento. 

2» Que sea que esehedio tonga su origen en un convenio ce* 
lebrado entre los recibidores y los lancheros, como estos lo sos- 
tienen, ó en órdenes dadas directamente por los Agentes del va- 
por «©e Hay», es indudable que se ba producido en b^aficioda 
loe primeros, y constituye por lo tanto una rúenle generadora 
de obligaciones, que tienen por correlativo el d-rocho para co- 
brar p\ precio del trabajo hecho ó servicio prestado» conforme á 
lo dispuesto en el artículo mi de! Código t'ivil, desde que no 
se sostiene, ni piieda h gatmeuto píetéi ierse, en presencia de 
la> cláusulas dtl eniuvimiento, qu- "1 lanchaje sea una conti- 
nuación del contrato de lletameutu. 

■í- Que los misinos demandados, por otra parte, han reconoci- 
do es» a relación de derecho creada por el hecha de la descarga, 
según resulta de las d notaciones hechas en las cuentas que les 
jasaron tos lancheros, cuya autenticidad han nenocido, y de 
los documentos de foja 51 á fojaSS, referentes al reparto de Uá 

mercad e r i as d es*- ar gad a í . 

4* Que admitiendo, comu sostienen los demandados, que la 
descama se hizo por orden directa de los Agenta del vapoi 
*Pe Bar», debe suponerse que estos procedieron usando déla 
facultad reservada en los conocimientos, por no haber cumplido 
los recibidores (a pottdícipn de tener siempre lanchas á la ban- 
da del vapor para recibir la carga cuando estuviera á la mano, 
s ¡,inpr- multaría que los Agentes procedieron cjereitamlo un 
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verdadero mandato de los consignatario*;, y en tul concepto es 
indiscutible que los lanchero? tienen acción directa contra el 
mandante nara cobrar el precio de sus servicios, en virtud de U 
.1 i-put sto en el artículo 3113 del (Vnligode Comercio. 

5" Que da la prueba rendida por los demandados sólo resulta 
flti« enviaron una sola lancha al costado del buque, la cual por 
no volverse de vacío, por no estarán carga á la mano, recibió 
otra d<' diversos dueños, no habiendo probado, sin embargo, que 
siempre hayan tenido hinchas .1 l;t lúnula del vapor, ni tampoco 
queluyuu tenido que pagar falso Hete á la referid* lancha, bas- 
tando la primera circunstancia para explicar y justificar el pro- 
ceder délos Agentes . 

tí Que la jurisprudencia de la Corte Suprema . n el caso de 
nrti-lli y compañía contra Santiago Allende, lia reconocido ade- 
más, que el osó constante del puértfii es que los lauclieros cobren 
directamente sus tletcs 6 lanchajes á los dueños ó consignata- 
rios do la carga, sin la intervención ó cesión de |ns Agentes de 
las vapores . 

7" (¿uc, ¡ib sol vi? nd o posiciones, les demandado 1 ? han confe- 
sado Ojie los Agentes del vapor c De Hay », no le- h;in p¡i>ado 
cuenta alguna de lanchaje por las mercaderías de que se trata, 
ni pretenden por otra parte baber pagadó Suma alguna por esc 
con cepto. 

8" Que $n cuanto ¡i la deducción que reclaman los demanda- 
dos del importe de fallas ó averías, es de todo punto inadmisi- 
ble, desile que no s" ba justilieado su existencia ni se ha hecho 
la estimación de so importe en la forma y tiempo det -rnviuados 
en el articulo !2tí> del Código de Comercio, ^on arreglo á lo dis- 
puesto en el mismo artículo. 

Por estos fundamentos y los del escrito de foja 70, fallo : 
Condenando á los señores Y., Uiancbi y Compañía, A pago de 
la suma demandada eou sus intereses desde la fecha del em- 
plazamiento, según la toza de lo* bancos públicos, y las castas 



100 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

del juicio. Notifíriuese con o) original, y repónganse 
fu jas. 

Yinjilio M. Tatin. 

F»llon> In *iipr*mi* forte 

Buenos Aires, Julio H5'l<- 1891. 

Vistos: Por sus ftirt(lamento&, se m¡Stm con costas la ¡ 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y Mi y renuevos 
sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN ViCmniCA.— C. S. &E LA 
TOIUIE. — I LIS V. VAUELA. — AflEL 
HAZAS. — LVIS SAEN3! 1*EM- 
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Bm Agustín Atuirituti contra la sociedad La «Colonizadora /'u- 
pular», por cobro de pesas; sobre incompetencia y fatta de 
personería. 

Sumario. —YA cumplimiento dú obligaciones puede ser de- 
mandado ante el Juez del lugar donde han sido contraídas y 
debieron cumplirse, citando ajuicio al apoderado, para pleitos» 
d«d deudor residente en ese lugar. 



t aso.— Don Julio i'ort, por Don Ága&tin Andriani, entablo 
demanda contra la * Colonizadora Popular > por cobro de tres 
cuentas que contienen el conforme del administrador de dicha 
Bociedad en Resistencia, Don Eduardo A. Bernardini. 

La i" de esas cuentas es por lítü pesos, saldo de sueldos adeu- 
dados á un hijo menor del demandante. 

La 2* por (20 pesos, por alquiler de muebles á la sociedad. 

Y la 3" por pesos 90.50 por comida suministrada á emplea- 
dos y colonos. 

Pidió el demandante que se emplazara para contestar la de- 
manda á Don Antonio Díaz Armesto, representante *!e la «Colo- 
nizadora Popular». 



102 



FALLOS UE LA SL'PJtkMA CORTE 



Citado dicho Diaz Armes! o, presentó exponiendo: 
Que siendo personal la acción deducida, debía interponerse 
ante el Juez del domicilio del demandado, sin que el actor pu- 
tliera en este cuso elegir el lugar drl contrato, portóte pura ello 
seria preciso que en ese lugar reencontrara el demandado, aun- 
que fui se accidentalmente; 

Quh la Colonizadora Popular», sociedad anónima, tiene su 
domicilio en la capital de lu lí-quiblioa, como lo expresa el ar- 
tículo 2" de sus estatutos, cosa que no lia podido ignorar el 
actor; 

Que aunque la demanda se lia interpuesto contra la so- 
ciedad, halxiéndnse pedido que su entienda con ¿I, que no es el 
administrador di la sociedad, sitio de las colonias fundadas por 
la sociedad, resulta que la demanda es interpuesta contra él; 

Que entretanto, él no tiene personería para ser demandado, 
puesto que la deudora, según so dtee, es la sociedad: y la de- 
manda debe entero* erso con ésta ó con su representante; 

Que es cierto que él ha intervenido en casos en que la socie- 
dad ha sido demandada, y en virtud de poder conferidu por el ad- 
ministrador; pero esto no autoriza que cu <d presente caso se le 
demande á él. Pidió que se admitieran las excepciones opues- 
tas, con costas. 

Diaz ¿Vrmesto so presentó con un poder del tenor siguiente: 

«Escritura número 3. Kn Resistencia, Capital Üi laCrobernu- 
cion del Chaco, República Argentina, i 3 de Enero de I8!M: 
ante mí José X. Navarro, Escribano de Kcgistro, y testigos, 
compareció don Eduardo A. líernardiiii , casado, mayor du edad, 
hábil, vecino de este pueblo, de mi conocimiento, de que doy fé 
y dijo: que con fecha 10 de Julio de 1890 ante el Escribano 
(andido Cruces, de la capital de la Itepública Argentina, ta 
sociedad anónima *La Colonizadora Popular» le confirió poder 
general para administrar tola* las colonias que en este territo- 
rio del f, haco tiene. Que entre otras facultades lu dan ta de 
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cobrary recibir judicialmente y oUrajudieialmente, las canti- 
dades tía dinero ú otras cosas que se le deben ó debieran á la 
Sociedad en lo sucesivo, demandar rendición de cuentas á los 
anteriores administradores, impugnarlas ó aprobarlas, cobrar y 
recibir los valores y saldos que resultaren, comparecer en Jni« 
eio si necesario fuere en ejercicio de cualquiera de los actos que 
se le encomiendan» deducir, intentar y oponer cuantas arciones 
derechos y recursos competan, prorrogar jurisdicciones, produ- 
cir toda clase de pruebas, poner y absolver posiciones, prestar 
juramento, transigir, comprometer en arbitros, sustituir, revo- 
car y nombrar sustitutos. KI poder mencionado corre transcripto 
al foíiu 921 del PrwliK'nln del año prúxínu» pa>ado. de que certi- 
fico y doy f<5. * 

«Por tanto; y haciendo u*o de la cláusula sustitnclonaria que 
eu dicho poder se le da. viene por el presente .i sustituir en 
la persona de Don Antonio Díaz Armestola parte transcripta en 
esta y que serelierL á los apuntos puramente judiciales, de- 
biendo, como es consiguiente, comparecer en juicio en ejercicio 
de las acciones y derechos de ta sociedad anónima * La Loloui- 
z adora Popular*, en la forma que la ley establece. Leída y ra- 
tilieadalu presente íírmú * l compareciente con los te>tigos Don 
lí. Caire y Don Santiago Hacherman, vecinos, mayores de edad 
hábiles y de mi conocimiento de que doy fé. Ksla escritura si- 
gue inmediata mente á la número 2 que corre al folio 1 vuelta 
de este registro. ÍZdiiardü A. Itcrnardini . -It. Gáir$. — Santia- 
yo ¡lachermatu—XnU mí: Josr ¡i. .Xurarni, IScrihano pú- 
bUco. 

■ Concuerda con la escritura matriz de su referencia que pasó 
ante mí y en int Registro, al que me remito eu caso necesario. 

«Hay un sello, A petición del otorgante expido el presente, 
que sello y Arrop ea el lugar y fecha de su otorgamiento. 

tJosé /í YííivuTO.» 
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Corrido traslado lo evacuó el demandante pidiendo que se 
rechazen con costas las exct pciones. Dijo: Que la excepción de 
incompetencia es improcedente, que si bien es cierto que la 
< Colon izad ora Popular* tiene su domicilio en la capital de la 
República, también es que tiene sucursales como mi líesisten- 
cia y en el logar de cada una de las sucursales tiene un dumicí- 
lío especial, de acuerdo con lo que dispone el articulo í)0, inciso 
A". Código Civil, en el cual puede ser demandado por el cumpli- 
miento ilc las obligaciones contraída*; 

Que la falta de personalidad es también improcedente, pilé? 
el poder presentado por id mismo ojirla opone, demuestra que 
tiene personería para intervenir en id juicio; 

Que además, como consta ib 1 -lutos, presentadas las cuentas 
que se cobran, se pidió que fueran reconocidos los conformes 
que en ellas existen, y Díaz Annesto compareció por la - Coloni- 
zadora Pojtular» y exprés V sin oponer su falta de personalidad 
, que no podría practicar el reconocimiento porque los confor- 
mes no estaban tirmados por él, lo que quiere decir que debe 
continuar interviniendo eu el juicio y contestar derechamente 
la demanda. 

t*»ll«> del Jurz LrfriMln 

ltf><-i>i(-ricia, Abril i~, de lfi!t¡, 

Y vistos tos autos instaurados por Don Agustín Andriaui con- 
tra tLa Colonizadora Popular* , representada por don Antonio 
Díaz por Cobro de pesos; para resolver las excepciones dilato- 
rias opuestas: falta de jurisdicción en este Ju/gadu y carencia 
de personalidad en ei demandado. 

Jícsulta: Que el demandante pretende cobrar cuentas 011- 
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formadas por el administrador de las colonias de la c Coloniza** 
dora= en ésta, procedentes de servicios aquí prestado?; 

Que La tit rho citar como representante de ella en esta al 
señor Din/.. Este funda sus excepciones en que id domicilio de 
la sociedad está en liuenos Aires, pues allí es el asiento prin- 
cipal de sus operaciones; que el administrador de aquí sólo os 
para gobernar las colunias; lo cual hace que la sociedad sólo 
sea allá demandable. 

Que él no tiene personalidad para contestar la demanda, por 
cuanto el poder de foja 12 sólo es para comparecer en aquellos 
juicios en que la sociedad se, lo ordene. 

Que siendo ésta la demandada, ésta lia debido ser emplazada 
y no él. 

Y considerando, en cuanto á la incompetencia: 

Que la sociedad, en conformidad al inciso 4°; artículo 90, 
Código Civil, tiene aquí su domicilio al efecto de cumplir sus 
obligaciones contraídas por su agente local. 

Que la misma sociedad tiene reconocido tal domicilio; pues 
en conformidad al artículo 294 del Código de Comercio, lia ins- 
crito sus estatutos en este Tribunal de* Comercio, según consta 
en el registro, que se lia tenido á la vista. 

Además, de la naturaleza de la obligación cuyo cumplimien- 
to se exige, resulta: que aquí ha debido pagarse, pues es en re- 
muneración deservicios aquí prestados, y por consiguiente es 
de observarse el artículo 1212 del Código Civil en su segundo 
inciso. 

En cuanto á su falta de personería que opone» basta recordar 
que, según el propio poder que exhibe y según propia confesión, 
es él el apoderado para pleitos de la Colonizadora; y por ende 
es á él d quien conviene hacer directamente el emplazamiento, 
. pues, conocidas las faculta les que le ha otorgado esa sociedad, 
los interesados pueden perfectamente exigir de él que desem- 
peñe ia misión que se le ha conferido, lia aceptado y desempe- 
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ña hasta en estas mismas excepciones; que es evidente, su 
único propósito es esquivar ti cumplimiento de obligaciones, 
quizá, legítimamente exigibles de su representada. 

Por ello, declarándome competente mando: que don Antonio 
Diaz, representante de la sociedad anónima ^Colonizadora Po- 
pular * conteste derechamente la demanda en el término de ley. 

Declaro la* costas á cargo del vencido. Regulo el honorario del 
señor Fort en 30 pesos. 

Alfredo parodié. 



visía del sf.Smi luunanumii í;k>eual 



llurilus Aín-6, Jnitin**:í IS&k 

Suprema Corte: 

L'or los fundamentos del auto de fojuSft vindta, soy de opi- 
nión que ti debe aer confirmado por Y . E, 

Antonio IC. Hnhwcr, 



Fallo úf In *u ¡trema lorie 

Un- Mr, - .l'ilii IH «!-■ 1SÍ*I. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad á lo pedido por 
el seíior Procurador < ¡eneral: su cun firma Con costas el auto 
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apelado du fuja veinte y tres vuelta: y repaeatos los cellos, de- 
vuélvanse. 

I1EMAMIN V1CTORICA. — C. S. DE 
LA TOI-.KE. — LUÍS V. VAKELA.— 
.vi. M, BAZAS.— LUÍS SAEN2 i'K.ÑA. 



« AI NA <« WY1II 



La Munictjmlittad de la Cuptlut, nmt ra ii<m ¡iduardo ¡Uulri- 
guez (¡aete, por desistimiento dé una demanda de ea?/>ropí<t- 
cion; sobre vastas. 

Sumario. — i* El auto aceptando el dcsisthuíiiiilo, sin tiecln- 
rar que las costas causadas son de cargo de quien lo hizo, es 
apt-lablc. 

2 o El actor que desiste dé la demanda es responsable de las 
costas causadas m el juicio. 



Caso. — El procurador municipal inició el juicio para la ex- 
propiación de una parte de la casa calle Victoria número 2G3. 
que debía ser ocupada por la Avenida de Mayo. 
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Tuvo lugar el inicio verbal de ley, en el cual se nombraron 
peritos por las partes; y una ve?, que dichos peritos se expidie- 
ron, el Procurador Municipal se presentó exponiendo: que te- 
nía encargo del Intendente de desistir de la demanda, y por 
tanto, pedía que se archivara el expediente. 



Vmttn del Jue» Federal 

Dueños Airt-ü, Marzo lí* de lfftU. 
Téngase por desistida la presente acción y archívese. 

Ugurrisa. 

Notificado Rodrigue* Gactc, apeló alegando que en el auto no 
se imponía á la Municipalidad el pagode- los gastos y costas 
que por su culpa se habían causado, !o cual te inlierc perjuicios 
que no debe sufrir. 



.tuto del Juez Peder»! 

Jlncnos Aire?. Abril 11 tic 181(1 

No habiéndose hecho declaración alguna en ol auto recurri- 
do respecto d los gastos causados; no lia tugar al recurso de 
apelación interpuesto y pida esta parte loque corresponda. 

L'ff arriza. 
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Kodrigucz tráete apeló de hecho y la Suprema Corto, previo 
informe- del Jtiuz, concedió el recurso en relación, considerando 
que ti auto recurrido es apelable por su naturaleza. 



Fallo *> la «iiprnii» « orle 

Buenos Aires Julio 1n tli- 

Vistos: Siendodc ley el pago por la Municipalidad deman- 
dante de las costas causadas en este jtiicio t atento el desistimien- 
to que baheelio de úl con aceptación del demandudo: se declara 
que son de cargo de dicha Municipalidad las costas referidas, 
quedando en estos túrminos modificado el auto apelado de foja 
veinte y desvuelta; y devuélvanse. 

ItCISJAMIS VICTO RICA. — C. S. DE 
LA TOllttE. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABKL BAZAIf. — LUIS 
sAEISü TESA. 



HO 1 FALLOS DE LA SUPREMA COHTE 



cuna roxAiv 



El Ferrocarril Ventml árajéttimá contra H' Luisa ftuiz ti<- 
Atichoraut, p&r einfroptaeiom ípfee rogniacion *h titano- 
raríos. 

Sumario.— U auto iioiabrando regulador de honorarios es 
inapelable. 

Fallo il«> li* *n ¡irruí n Vnvt* 

Jlnt iio.-i Airr.*. Julio \H Av 

Vistos en el acuerdo: Limitándose él auto recurrido al mero 
nombramiento de un regulador de hs honorarios cojo cofero so 
reclama, hecho que no está excluido de las facultadas del Juez 
y que ai contrario entracn eí\m por la ley para mejor formar 
sn juicio sobre el <fMriíUVl$9 dichos honorarios y que no es 
por lo mismo susceptible do apelación. Por esti, y conforme á 
lo resuelto por esta Suprema Corte en los ^asoh de la Empresa 
del Ferrocarril del Oeste contra los doctores Haüenzo, Sosa y 
Ilevilla: se declara no haber lugar al recurso de apelación inter- 
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puesto, y deniL-lTítiise al Juez de Sección los autos, agregándose 
estas actuaciones. 



ilENJAMIS VliiTOMLA.— C. S. I»E LA 
TOltHE, — LUIS V. VARELA.— ABEL 
BAZAR. - LLIS SAENZ PESA . 



Criminal rtmh-a Qen Daniel de la Vega {iujni. jwr.ei delito 
previsto por úl articulo SQMÍá leu naciunal $&Mt; sobre 

Sumario.— I" Kl auto de prisión dictado contra el procesado 
tío tiene carácter de cosa juzgada. 

2* No procede la prisión contra el procesado por el delito 
previsto y penado por el articulo 8(ide la ley nacional pemil. 



Caso. -Lo explica !a siguiente 
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VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

A pesar de que el procesado Don Daniel de la Vega ihijoj es 
Diputado ú hi Honorable Legislatura de esta Provincia, según 
lo mauíliesttf el señor Presidente de la mism¡i. eri sil informo 
corriente á f<*ja 57 vuelta de este expediente, A*. S. debe ordenar 
se cumpla 11, mediatamente su auto de fecha 23 del corriente ñu s; 
pues, ai 'a Constitución Provincial le acuerda inmunidades 
romo Diputado 03, únicamente para el fu-ro provincial, pero en 
manera alguna para el nacional. Por otra parte, este Ministe- 
rio no encuentra una sola ley nacional que mande respetar esas 
inmunidades en un ca-o c uno el presente; pues, por el contra- 
rio, tenemos un caso análogo sucedido id año de 18üJ en la pro- 
vincia de San Juan, que el señor Juez Federal, Dr. i*. Benja- 
mín de la Vega, mandó constituir en prisión al señor Uamon 
fionstalcz, Diputado á esa Honorable Legislatura y este invocó 
sus inmunidades de Diputado y no habiéndosele hecho lugar, 
el señor Juez apeló ú la Suprema Corte Nacional, la cual con- 
firmó el auto del Juez. 

En consecuencia, pido al señor Juez, se sirva ordenar á quien 
corresponda, dé inmediato cumplimiento al auto de V. S. de 
fecha 23 del corriente mes. 

Iv .ndio. Abril 2* de iwil. 



Sí <le In Vtya ihijo). 



[>e justicia ¡ucional 



Fallo del Juez Fedrrnl 

Vistos; Resaltando: 1* Que lii persona del procesado, euya 
prisión preventiva se ha ordenado, por auto de fecha 23 de 
Abril ppdo., á foja 5:1, forma parte como miembro de la Hono- 
rable Legislatura de la Prorincia, en su carácter de Diputado, 
según informe dei Presidente de la misma, expedido á fuja 57. 

2" Que no obstante el carácter de que se halla investido el 
procesado» el Procurador FUcal, evacuando la vista conferida, 
insiste en que se haga electiva la prisión decretada, fundándose 
para ello, en que m hay ninguna ley nacional que reconozca in- 
munidades á un Diputado Provincial, para que no pueda ser 
constituido en prisión; habiendo, por el contrario, ocurrido un 
caso análogo, el ano mil ochocientos sesenta y tres, con el Dipu- 
tado señor Hamon González, de la Legislatura déla Provincia 
de San Juan, en que invocando tales inmunidades, el señor Juez 
nacional, ú pesar de ella-?, le mauiló constituir en prisión ; cuyo 
auto fué apelado y confirmado por la Suprema Corte Nacional. 

Y considerando: í* Que ningún proceso judicial, cualquiera 
que sea su forma, puede tener fuerza alguna legal, fuera de tos 
límites de la jurisdicción ordinaria ó de excepción, sopeña de 
importar la tentativa de hacerlo obligatoria, fuera de estos lí- 
mites, nada menos que una violación ilegal, 

2" La Constitución nacional, con todos los poderes conferi- 
dos por ella al Gobierno General y cedidos por las Provincias 
fué la obra deliberadamente hecha por el pueblo de la Nación' 
para su propia protección y seguridad, contra la injusticia recí- 
proca» 

3 n Las garantías individuales, robustecidas con el derecho 
t w >, 
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que acuerda et habetts-corpus y el deber oliciul de dar una con- 
testación, siempre que el ejercicio de aquel lo requiera, nace in- 
dudablemente del carácter complejo de nuestro Gobúrno y de 
U existencia do dos soberanías distintas y separadas, dentro del 
mismo territorio, cada una de ellas restringida eu sus poderes y 
dentro de la esfera de acción independiente prescrita por la 
Constitución nacional (artículos 5", 8% 10* y 105). 

A° Que estas limitaciones en «l urden jurisdiccional, impor- 
tan contener los avauecs que pudieran romper el equilibrio 
coi.stitucíonal do los poderes, tanto en el urden nacional como 
provincial ó local respectivamente. De ahí, pues, el respeto 
reciproco por las instituciones y los derechos y garantías que 
las misma* acuerdan, sin que sea lícito violarlas. 

5" tjue la autoridad para conocer de los delitos de los afora- 
dos ó personas que goza.ido ciertas prerrogativas personales, por 
las que la Constitución ó la ley les declara inmunes, no puede 
hacerlo sino mediando aquellos delitos que producen desafuero, 
según la Constitución provincial (art. 33), como son, por ejem- 
plo, los casos en que un Diputado fuese sorprendido iafnitjanlt 
m ta ejecución de aUjun delito que m&mm pena de imem, 
iit fumante, it otra (t/lirtiru; se da cm nta á la Cámara con la 
información sumaria del hecho, para su allanamiento. 

G" Que el caso de excepción *e justifica, dice Story (Comen- 
tario de la Constitución Americana* tomo 1", página :13I), por- 
que • sería en efecto monstruoso, que un miembro de las Cáma- 
ras pudiese invocar un privilegio.'para substraerse á la prisión ó 
a" todo otro castigo, por crímenes semejantes». 

7* Que tanto el Congreso Nacional, como las Legislaturas de 
Provincias, tienen funciones de carácter judicial; entre ellas, 
como la de veriiiear un juicio previo para alzar la inmunidad de 
aquellos que la disfrutan, cuando uno y otro es requerido por 
los Tribunales ordinarios (artículo 33 al tin y 34 de la Consti- 
tución provincial). 
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8" Que en el orden nacional y provincial, el Congreso por 
una parte y las Legislaturas de provincia por otra, tienen fa- 
cuitarles inalienables para conocer con prevención á cualquiera 
otra autoridad judicial, siempre que s.- trate d-i un delito pnr el 
cual deba ser itíigadpiün miembro d- dichas filmaras; siendo, 
pues, do jurisdicción privativa y esencial á estos casos, el alla- 
namiento del fuer», por aquellas autoridades. 

9° Que en los términos del articulo 101 de la Constitución 
nacional., que diré: .< Las Provincia* coiwrvan todo el poder 
no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal» signi- 
fica que (comn es propio del principio federativo, lógicamente 
entendido) eor responde á las Provincias, toda la suma de atri- 
buciones inlierentes á la idea del Gobierno, con excepción de las 
facultades conferidas al Q. bienio Federal; de las facultades 
cu yo uso sea p.rpresamente prohihidu ti las Provincias, u de. 
aquellos cuyo ejercicio simultáneo de parte de la .\acian y de. 
las Ptavt netas, sen tí&solttíammte incompatible y repugnante, 
(Estrada, facciones, página 295). 

10" Que, con arreglo á aquel principio fvdcrativo, la í'onstitu- 
cion Nacional, en mi articulo <»7, inciso 2", establece el deslinde 
de jurisdicciones y dice: « Dictar ios Código*, eivil, comercial, 
penal y de minería, sin que tales Códigos alteren las jurisdic- 
ciones locales; coi respondiendo su aplicación, á los Tribunales 
Federales ó Provinciales;, seijun qüc las comi ó fas personas^ 
cayesen bajo xas respectivas jurisdicciones?, 

11* Que de los principios establecidos, en perfecta concor- 
dancia eon las reservas hechas por el artícul o 100 de 1 1 misma 
Constitución, en obsequio á la Soberanía Provincial, en el caso 
suf>-jitttic<\i>\ conocimiento á Loj eketos del privilegio acordado 
á los mi-mbrus de las Legislaturas provinciales, en sus respec- 
tivas curtas fundamentales, corresponde sólo á ellas, 

12" Que el caso de allanamiento de fuero, que cita el Procu- 
rador liscat con motivo de la prisión ordenada p ir el Juez Fe- 
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dcral de San Juan, contrae' Diputado á esa Legislatura, Don 
Ramón González, el año ISíiíi, que fué apelado y continuado por 
la Suprema Corte Nacional, no se encuentra registrado en sus 
Fallos, que han sido prolijamente examinados. 

Por estas consideraciones, se declara: Que este Juzgado 
Nacional tareco de autoridad bastante paTa proceder ¡i hacer 
efectiva la prisión ordenada ¡¡or auto «le fecha 23 del uves ppdo, 
á foja 53, sin el prévio allanamiento del fuero de que goza el 
probado Dr. Daniel de la Vega (hijo), en su carácter de Di- 
putado de la Honorable Legislatura de cata Provincia. Kn su 
consecuencia, suspéndase por ahora los efectos del citado auto 
de prisión, debiendo dirigirse nota ú la Honorable Legislatura, 
con la exposición sumaria del hecho que motiva esta causa, pi- 
diendo su desafuero, A fin de que sea puesto ¡i disposición de este 
Juzgado, para su juzgamiento. Hágase saber. 

Gaspar N. thtmés* 



VISTA llEL StSOH IMIÜCL'RADOII GENERAL 

Hui-tios Aires. Junio 2«í de 1891 

Suprema ( ur/c: 

El Procurador Fiscal de la Sección de la líioja. encontrando 
suficiente mérito en el presente sumario instruido al procesado 
para que fuera constituido en prisión preventiva, lo pidió así 
en su nota de foja 52 vuelta: y el Juzgado decretó dicha prisión, 
disponiendo la ejecutase el Jefe de Policía. Este funcionario 
informó á foja 55, que tal órden no podía cumplirse, porque di- 
cho procesado es Diputado á la Legislatura de dicha Provincia, 
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y la Constitución de la misma, en su artículo 33, prohibe arres- 
tar A los Representantes desde el día de su elección hasta el día 
de su cese, con excepción del caso de ser sorprendido infraganti 
en la ejecución de un delito que merezca pena de muerte, infa- 
mante, ú otra aflictiva; ío que no sucede en este caso» 

El Procurador Fiscal, á quien se dió vista del informe del 
Jefe de Policía, manifesté á fuja53 vuelta, que dicho funcio- 
nario carecía de facultades para juzgar ú debfu ó no cumplir, 
una órden emanada del Juez competente; pues el artículo 13 de 
la ley de jurisdicción d^ los Tribu nalfs Nacionales, dispone cla- 
ramente que, todas las autoridades provinciales son agentes de 
Poder Judicial nacional, y que deben cumplir inmediatamente 
todas las órdenes emanadas de éste, sin entrar á juzgaT, si son 
ó no legales;— que por otra parte, las inmunidades de Diputado 
á la Legislatura ({lie el Jefe invoca para no cumplir la úrden, no 
corresponden a él sino al damnificado, si considera tener dere- 
cho;— y que el Juzgado debía reiterarle la órden. manifestán- 
dole, que el no cumplirla, importaría un desacato, que como tal, 
quedaría sujeto á las penas que la ley establece. 

Para mejor proveer, se mandó á foja 5G dirigir oficio al Pre- 
sidente de la Cámara Legislativa de la Provincia, á lin de queso 
sirviera informar si el procesado es efectivamente miembro de 
dicha Cámara; y con el informe de foja 57 vuelta, del que resulta 
que el procesado ts miembro de la Cámara en actual ejercicio do 
su mandato; y oído nuevamente el Procurador Fiscal, éste expuso 
á foja 50: que á pesar de que el procesado era Diputado á la 
Legislatura de la provincia el Juzgado debía ordenar se cum- 
pliera inmediatamente el auto que ordenaba su prisión preven- 
tiva; pues si la Constitución Provincial le acuerda inmunidades 
como Diputado, es únicamente para el fuero prouncial; pero en 
jiuanera alguna para el nacional;— que no encuentra una sola 
ey nacional que mande respetar esas inmunidades en caso co- 
mo el presente; pues, por el contrario, tenemos un caso análoga 
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ocurrido ct año de 1863 en la provincia de San Juan, en el que, 
el señor Juez Federa!» Dr. D, Benjamín de la Vega, mandó 
constituir en prisión al señor Ramón González, Diputado á esa 
Legislatura, y cste^invocó sus inmunidades de Diputado, y uo 
habiéndole hecho lugar el señor Juez, apeló ála Suprema forte 
Nacional, la que confirmó el auto del Juez;— por lo que pide se 
sirva ordenar á quien corrt spondi dé inmediato cumplinñeutu 
al auto mencionado. 

El señor Juez Federal de la Uioja, dktú en seguida su auto de 
foja 50 vuelta, en el que declara: 

el" Que ningún proceso judicial, cualquiera qui- sea su for- 
ma, puede tener fuerza legal fuera de los límites de la jurisdic- 
ción ordinaria 6 de excepción, so pena de importar la tentativa 
de hacerlo obligatorio fuera de estos límites, nada menos que 
una violación ilegal. 

«2" Que la Constitución Nací. mal, con todos los poderes con- 
feridos por olla al Gobierno General y cedidos por las Provin- 
cias, fué la obra deliberadamente hecha por el pueblo de la Na- 
ción, para su propia protección y seguridad, contra la injusticia 
recíproca. 

« 3" Las ¿aran tías individuales, robustecidas con el derecho 
que acuerda el kabca*'COrpit$ t y el deber olicial de dar una con- 
testación siempre que el ejercicio de aquel lo requiera, nace indu- 
dablemente del carácter compleja de nuestro Gobierno, y de la 
existencia de dos soberanías distintas y separadas dentro de' 
mismo territorio, cada una de ellas restringida en sus poderes y 
dentro de la esfera de acción independiente prescrita por la 
Constitución nacional (artículos 5', 8?, 104 y 105). 

t i' Que estas limitaciones en el orden jurisdiccional, im- 
portan contener los avances que pudieran romper el equilibrio 
constitucional de los Poderes, tanto en el Orden nacional como 
en el provincial, ó local respectivamente. De ahí, pues, el 
respeto recíproco por las instituciones y los derechos y ga- 
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rautías que las mismas acuerda», sin que sea lícito violarlas. 

t 5 o Que la autoridad para conocer de los delitos de los afo- 
rados ú personas que gozan de ciertas prorrogativas personales, 
por las que la Constitución 6 la ley les declara inmunes, no 
puede hacerlo sinó mediando aquellos delitos que producen de- 
safuero segmi la Constitución provincial (¡irt. 33>, como son por 
ejemplo, los casos en que un Di plisado fuese sorprendido infra- 
gantien la ejecunnn de algun delito oue merezca penade muerte, 
infamante ú otra aflictiva; se da cuenta á la Cámara con la in- 
formación sumaria (lid hecho para su allanamiento. 

ilr' Que el caso de excepción se justifica, dice Story {Co- 
mentarlo de la Constitución Americana, tomo t* t página 331), 
porque eserúu en efecto, monstruoso, que un miembro de las 
Cámaras pudiese invocar un privilegio para sustraerse á la 
prisión ú á todo otro castigo, por crímenes semejantes ». 

< 7* Que tanto el Congreso Nacional como las Legislaturas de 
Provincia, tienen funciones de carácter judicial, entre ellas, 
como la de verificar un juicio piétió para alzar la inmunidad de 
aquellos que la disfrutan, cuando uno y otro es requerido por 
Jos Tribunales ordinarios (arfc. 02 de la Constitución nacional; 
art. 33 al liny 34 de la Constitución Provincial). 

* H" Que en el urden nacional y provincial, el Congreso por 
una parte, y las Legislaturas do provincia por otra, tienen fa- 
cultades inalienable» para conocer con prevención á cualquiera 
otra autoridad judicial, siempre que se trate de un delito por el 
cual deba ser juzgiido un miembro de dichas Cámaras; siendo, 
pues, de jurisdicción privativa y esencial á estos casos, el alla- 
namiento del fuero, por aquellas autoridades. 

c 9 o Que en los términos del artículo 104 de la Constitución 
Nacional, que dice: c Las Provincias conservan todo el poder 
no di-legado por esta Constitución al Gobierno Federal », sig- 
nifica que (como es propio del principio federativo lógicamente 
entendido) corresponde i las Provincias toda la suma de atribu- 
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ciones mlieren tos a la idea do Gobierno, con excepción do las 
facultades conferidas al Gobierno Federal; de las facultades 
cuyo uso sea expresamente prohibido ti las Provincias* y de 
acuellas cuyo ejercicio simultáneo de parte de ta Macion tj de 
las Provincias, sea absolutamente incompatible y repugnante 
(Estrada, Lecciones, página 295). 

€ 10* Que con arreglo á aquel principio federativo, la Consti- 
tución Nacional, en su artículo 67, inciso 2", establece el des- 
linde de jurisdicciones y dice: «Dictar los Códigos Civil, Co- 
mercial, Penal y de llinerfa, sin que tules Códigos alteren las 
jurisdicciones locales; correspondiendo su aplicación á los Tri- 
bunales Federales ú Provinciales, seynn que las cosas ó las per- 
sonas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones* . 

«11* ífep de los principios establecidos, en perfecta concor- 
dancia con las reservas hechas por el artículo 100 de la misma 
Constitución en obsequio á la Soberanía Provincial, en el caso 
Süb judice, el conocimiento, a los efectos del privilegio acordado 
a los miembros de las Legislaturas Provinciales en sus respec- 
tivas cartas fundamentales, corresponde sólo a ellas. 

c 12° Que el caso de allanamiento de fuero, quo cita el Pro- 
curador Fiscal, con motivo de la prisión ordenada por el Juez 
Federal de Kan Juan contra el Diputado á la Legislatura, Don 
Kamon González, el año de 1863, que fué apelado y confirmado 
por la y uprema Corte Nacional , no se encuentra registrado en 
sus fallos, que han sido prolijamente examinados por estas 
consideraciones, declara que el Juzgado carece de autoridad 
bastante para proceder i hacer efectiva la prisión ordenada por 
el auto defoja5'J, sin el previo allanamiento del fuero de que 
goza el procesado en su carácter de Diputado á la Honorable 
Legislatura de esa Provincia; y en consecuencia suspéudense los 
efectos del citado auto de prisión, debiendo dirigirse nota á la 
Honorable Legislatura con la exposición sumaria del hecho 
que motiva esta causa, pidiendo su desafuero, á fin do que 
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sea puesto á la disposición del Juzgado para su " juzgamiento. * 
Esta resolución fué apelada por el Procurador Fiscal para ante 
V.E. y otorgado el recurso por la providencia de foja 64 vuelta. 

Mucho be dudado» Exmo. Señor, antes de formar mi opinión 
respecto de la resolución apelada de foja 57 vuelta; porque, de 
una parte, me inclinaba ú pensar que, los Tribunales Federales 
no debieran encontrar obstáculo en las leyes provinciales para 
el Hel cumplimiento de su misión : mientra* que déla otra, creía, 
que no podía estar en sus atribuciones la de decretar y efectuar 
la prisión de un Diputado provincial, sin el previo allanamiento 
por el Cuerpo á que pertenece, de la inmunidad que le lia sido 
acordada. * E1 hombre político, ha dicho el Dr. Tejedor, que 
tiene parteen el Gobierno de cualquiera de estos modos (como 
miembro del Poder Ejecutivo, Judicial y Legislativo), está re- 
vestidodeuna ini ion pública, cuyo libre cumplimiento interesa 
á la sociedad. La autoridad resulta de una delegación directa 
ó indirecta «leí pueblo y nadie debe, hablando en general, tener 
la posibilidad de atentar contra este mandato ó turbar su ejer- 
cicio. Au es un privilegio de ta persona, simule las funviones, 
aunque por razón de ser la persona indivisible, cubra en ciertos 
casos todos sus actos. 

c Con razón, pues, agrega, desde nuestros primevos ensayos 
legislativos, los Diputados son inviolables por las opiniones ver- 
tidas en la tribuna, y por los demás delitos, sólo pueden ser 
aprehendidos en rasos infratjantí, de enorme gravedad * (Curso 
de Derecho Criminal , Leyes deforma, página 21). 

El caso ocurrentojy á que este procesóse refiere, creo que es el 
primero que se someta ü la decisión de V. E.; pues, en sus 
Faltos, ninguno he hallado en condiciones idénticas 6 semejan- 
tes. Como lo dice muy bien la sentencia apelada, el caso del 
Dr. D. Kamon González, invocado por el Procurador Fiscal, no 
llegó á ser sometido á la resolución de V. K. He hablado con 
dicho Dr. Gonznlcz al respecto, y me ha informado lo signieite* 
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Que ek Juez Federal de San Juan, Dr. D, Benjamín Je la Vega, 
en el año de 1870, le impuso una multa, á causa uO no haber des- 
pachado en el término acordado por segunda vez, la defensa de 
un procesado, y de haber sido conminado con dicha multa ú pri- 
sión eu su defecto: que él se negó al pago 'e la inulta expresada, 
y se decretó entonces su arresto, al que sí opuso alegando sus 
inmunidades como miembro de la Legislatura de 'a provincia 
de San Juan: que el Jiuz Federal insistió en su resolución; y el 
Dr. González pagó entonces la multa, que era de veinte pesos, 
no creyendo que por tal suma, debía ocurrir ante V. E., contra 
dicha resolución. 

Tampoco he podido encontrar antecedente en la jurispru- 
dencia norte-americana; y de aquí las diticultades que me han 
asaltado para formular la opinión que debo manifestar A Y. E. 

Tenemos, cu primerlugar, la disposición del artículo 21 de la 
Ley de U de Setiembre de 1863 sobre Jurisdicción y Competen- 
cia de los Tribunales Nacionales, según la que, dichos Tribuna- 
les y Jueces nacionales, en el ejercicio áv sus funciones, deben 
proceder * aplicando la Constitución como ley suprema de la 
Nación, las leyes que haya sancionado ú sancione el Congreso, 
los Tratados con naciones extranjeras, las leyes particulares de 
las Provincias, las leyes generales que hayan regido anterior- 
mente á la Nación, y los principios del derecho de gentes, según 
lo exijan respectivam ente los easos que se sujeten á su conoci- 
miento, en et ¿rUen te prdacion qu3 vá establecido ». 

La Constitución nacional, que es la ley suprema de la Na- 
ción, y las leyes sancionadas por el Congreso, son, pues, aplica- 
bles preferentemente á las leyes provinciales, do cualquier gé- 
nero que estas sean. 

Si para complementar la organización de un gobierno libre, 
ha sido necesario dividir su ejercicio en tres Poderes indepen- 
dientes coordinados y limitados ; y sí ha sido creado el Poder 
Judicial pam mantener á los otros dos Poderes dentro de la órbi- 
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ta señalada tí sus atribuciones por la misma Constitución, es in- 
dudable que debe correspondería fijar su verdadera interpreta- 
ción y aplicarla como ley suprema, con preferencia á todas las 
demás leyes del país. Las que dicta el Congreso, en cumpli- 
miento de las atribuciones propias que leda la misma Constitu- 
ción, deben también serlas primeras, después de La ley funda- 
mental, que apliquen los Tribunales nacionales en los casos que 
deban resolver. 

Pero, bay leyes provinciales amparadas y garantidas por la 
misma Constitución nacional: tales son las Constituciones pro- 
vinciales en cuanto estén conformes con la forma de gobierno, 
derechos y garantías declarados por aquel la Constitución. 

El articulo 5" de laConslitucion nacional, dispone que: < Cada 
Provincia dictará para m una Constitución bajo el sistema re- 
presentativo republicano, de acuerdo con los principios, declara- 
ciones y garantías de la Constitución Nacional; y que asegure su 
administración de justicia, su régimen municipal y Ineducación 
primaria, liajn estas cond ¡dones el finbicrno Federal (jaran- 
tiza ó rada l'roctncia el ' ¡juce. y eje.rciriu de sus instituciones. 

Ahora bien: la provincia de la Kioja, dictó el 2 de Abril de 
1803 la Constitución que la rige, y en cuyos artículos 33 y 34 
consignó las siguientes declaraciones : 

¿33. Los representantes, desdecidla di- su elección, basta el 
dia de su cese, no pueden ser a r restados t excepto el caso de ser 
sorprendidos iufraganti en la ejecución de algún delito que me- 
rezca pena de muerte, infamante ú otra aflictiva; tle In que te 
dará cuenta á ta Cámara con la informad on sumaria del hecho 
¡tara su allanamiento, 

* 34. Cuando se forme querella por escrito ante la justicia ordi- 
naria contra un representante, examinado el mérito del suma- 
rio en juicio público, podra* la Cámara, con dos tercios de votos, 
suspender en sus funciones al acusado, y ponerlo á disposición 
del -loe?, competente para su juzgamiento. * 
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Estos dos artículos de ta Constitución de la provincia de la 
líioja, son idénticos, salva pequeña variación en algunas fra- 
ses, que no alteran su sentido, á los artículos 01 y G2 de la 
Constitución Nacional, 

«Este privilegio (de que gozan los Diputados y Senadores, 
de no ser apreheudidos, excepto en casos dados ),dice Story, La 
pertenecido;! todas las asambleas legislativas que ban existido 
en América dtrsde los primeros establecimientos; es imiispensa- 
ble al ejercicio del Poder Legislativo, entre los pueblos yue pre- 
tenden tener un gobierno libre, y no se podría destruirlo sin po- 
ner en peligro las libertades públicas, ó la vez <¡neln indepen- 
pendencia privada de los miembros de este cuerpo político. 

«La consecuencia de este privilegio es, que la arrestacion de 
un miembro del Congreso constituye una vioiacion do ley, y un 
delito por el cual se puede perseguir al culpable por la ría de 
acusación ( indictement ). El miembro arrestado puede ser 
puesto en libertad por una orden del Tribunal de Justicia, 6 
unaórdeude babeas corpas. El agresor puede ser castigado co* 
mo habiendo atentado á la dignidad de la Cámara» (Story, 
Comentario sobre la Constitución de los Estados Unidos, tradu- 
cido por A. A. Calvo, 18ü0, tomo 1% página 154). 

Si este privilegio es indispensable al ejercicio del Poder Le- 
gislativo; y si este Poder es esencial a un gobierno represen- 
tativo republicano, me parece incuestionable que dicho privi- 
legio está garantizado por la disposición del articulo 5 o de la 
Constitución nacional, que aavgura á cada Provincia el goce y 
ejercicio de sus instituciones, y que le ordena dictar una consti- 
tución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo 
con los principios, declaraciones y garantías de la misma Cons- 
titución nacional. . 

Sí los Diputados de las legislaturas provinciales no gozaran 
del mismo privilegio de que gozan los miembros del Congreso 
nacional, la disposición del artículo á° de la Constitución 
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Federal no se hallaría cumplida; porque las constituciones pro- 
vinciales que no lo establecieran, no habrían creado verdaderos 
gobiernos representativos republicanos, ni habrían sido dicta- 
das de acuerdo con Jos principios establecidos en aquella consti- 
tución. Tampoco cataría cumplida la disposición del artículo 
fOti de la misma Constitución nacional, que declara que: «Ca- 
da provincia dicta su propia constitución, conforme ¡í lo dis- 
puesto en el artículo 5 n ». 

Si tales son bis preceptos de 3»s artículos 5" y 10G de la Cons- 
titución nacional; y sí ellos garantizan á las provincias el libre 
ejercicio de las constituciones que se han dado, debemos forzo- 
samente concluir rjue: los privilegios acordados poruña Cons- 
titución provincial ¡i lus miembros de su Poder Legislativo, 
siendo los misinos deque gozan bis Senadores y Diputados del 
Congreso, están amparados y garantidos por la Concitación 
nacional, y forman paite, si así puede decirse, de esta última, 
vienen entóneos á ser la ley suprema de lunación, de preferente 
aplicación ú todas las otras, según Jos términos «leí artículo 21 
de la ley de i 5 de Setiembre de 18íí3, antes citada , 

El Código de Procedimientos criminales, que autoriza la pri- 
sión del proí-esado en el caso xubjudítr, aún sancionado como lo 
ha sido por el Congreso Nacional, no puede tener aplicación, 
cuando se trata de aprehender a un Diputado provincial, fuera 
de los casos exceptuados en la respectiva Constitución pro- 
vincial; porque á ello se opone el privilegio de que goza según 
ésta, y tal privilegio está garantido por la Constitución nacional, 
que es la ley de las leyes. 

Ningún peligro fiério puede seguirse du la estricta aplica- 
ción de estos principios, mientras que, de su inobservancia re- 
sultaría el desconocimiento de la misma forma federativa de 
gobierno adoptada por Ja nación después de largas y sangrien- 
tas luebas. 

Es de esperarse que no ocurrirá caso alguno en que, solicita- 
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do i-l allanamiento del fuero de un Diputado provincial^ la Cá- 
mara Legislativa lo deniegue sin justo fundamento. Sí tal caso 
llegara, su resultado no podría ser otro que el déla suspensión 
del juicio criminal plenario, como sucede en el caso del procesa- 
do rebelde, según las disposiciones de los artículos 150 y 151 
del mismo Código de Procedimientos en lo Criminal. Pero esta 
suspensión del juicio sólo duraría por el término que faltase al 
procesado parala expiración de su mandato; porque terminado 
éste, coucluy • el privilegio, y la acción de la justicia quedaría 
expedita para constituirlo en prisión. 

Si la ley paraliza el juicio criminal plenario por la falta de 
comparescuncia del acusado á la citación que se le hubiese hecho; 
ó porque hubiese fugado del establecimiento en que s? hallase 
preso; ó porque, cu lia, hallándose en libertad provisoria dejara 
de concurrir al llamado del Juez, ¿por qué no habría de suce- 
der lo misino cuando es un privilegio acordado ;í un acusado 
que ejerce las funciones de legislador provincial, el que detiene 
la prosecución del mismo juicio ? 

Si ese privilegb pudiera ser desconocido, la indi pendencia 
del Poder Legislativo en las provincias, podrí i quedar espuesta 
asónos conllictos. No sería imposible formular acusaciones an- 
te los jueces federales, ni aun instruir sumarios, mediante los 
cuales pudieran ser constituidos cu prisión provisoria, uno ó va- 
rios miembros ile una Legislatura; y llegar estos procedimientos 
á tal punto que se hiciera imposible el funcionamiento de esa 
rama esencial del gobierno representativo. La autonomía de 
las provhh ias. consagrada?» la Constitución nacional, la de- 
claración del artículo UH de esta ley, de que conservan todo el 
poder nodeb-gado drl (Hibierno Federal; y la del artículo Í05, 
de que s<> dan su> propia» instituciones locales y se rigen por 
elliis. y de que eligen sus gobernadores, sus legislaturas y de- 
mas funcionarios de provincia, sin intervención del gobierno Fe- 
deral , podrían verse comprometidas en un sistema de gobierno 
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como el que vendría á quedar establecido ú se decidiera por 
V, E. que los Jueces Federales pueden constituir en prisión á 
los miembros déla legislatura, nlos gobernadores de provincia 
y demás funcionarios que gozan de inmunidad, que sólo puede 
ser lilla uad a por el cuerpo;' que pertenecen, ó que sólo pueden 
ser acusados cu juicio político. 

Por estas consideraciones pido a V. K. se sirva confirmar la 
resolución apelada. 

Antonio E, Mahtrer. 



ful lo de la »••!»•»«• m« torle 

Buenos Aires Julio ]M *!».■ lHttl. 

Vistos: Teniendo pnr base el presente juicio el hecho de atri- 
buirle al procesado haber tomado parte* eü su carácter de em- 
pleado nacional, en un contrato ú operación en que debía inter- 
venir como tal, delito definido y penado pnr el aitícúlo oí lienta 
y seis de la ley penal de catorce de Setiembre de mil Ó7óttociento.s 
sesenta v tres. 

ir 

Y cons-iderandu; Que el hecho inculpado no es susceptible do 
pena corporal, con arreglo á la disposición do aquel artículo, 
que sókt h> castiga con la pena do iuhabilitacion para empleo* 
públicos de dos á seis años, y una inulta del diez al cincuenta 
por ciento del valor del interés que hubiese tomado en el negó- 
ci i ct culpable. 

Que si bicnen dicho artículo se agreda que en caso de insolven- 
cia del acusado, !a multa aludida será sustituida por la pena 
de prisión por un tiempo que no exceda dedos años, no aparece, 
sin embargo, de autos que en el caso en cuotion pueda ser de 
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aplicación eáta disposición, por no contenerse en ellos enuncia* 
cion alguna relativamente á la responsabilidad pecuniaria del 
acusado. 

Que, en consecuencia, no es procedente desde luego su prisión, 
ni lo es la diligencia previa ordenada por el Juez de Sección en 
el ñuto apelado de foja cincuenta y t eve vuelta, que tiende á 
llevar aquella á cabo, y pur tanto, no puede la Suprema Corte, 
autorizar ni una ni otra, cualquiera que sea la solución que cor- 
responda en derecho ú la cuestión suscitada sobre inmunidad 
del acusado como Diputado provincial. 

t¿ue por lin, el auto de prisión ni el recurrido tienen por su 
naturaleza, ni por la ley, el carácter de cosa juzgada, y pue len 
ser modiücados ¿revocados en cualquier estado de la causa, cu 
que aparezca que así corresponda hacerlo. 

I'or estos fundamentes, y sin perjuicio de lo que el Juez de 
Sección pueda proveer en adelante, según el resultado del juicio, 
se declara qtienn es procedente en su estado actual la prisión 
del acusado, ni en consecuencia la diligencia ordenada por el 
Juez de Sección en el auto recurrido, y se deja sin efecto éste, 
Hj b ase saber y devuélvanse. 

BEÍUAMtS VICTORIGA.— C. & l>E 
LA TOURE. — LUIS V. VARELA. 
—ABEL RAZAS. — LL'IS SaEINZ 

peSa. 
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4 Al HA tXXXXXl 



El ferrocarril Ventral ,\or(e f COUttQ IK l.tn*> inscrita (su su- 
cesión^ por expropiación; sobre regulación *le honorarios 



Sumario.— YA auto nombrando regulador de honorarios, no es 
apelable. 

Fallo la »u|irrma t'arte (*) 

Bul'DOS Aire*, 4 11 lio 31 i]o 

Vistos en el acuerdo: Limitándose el auto recurrido ai mero 
nombramiento de un regulador de los honorarios cuyo cobro se 
reclama, hecho que no está excluido de las facultades del Juez y 
que al contrario entra en ellas por la ley, para mejor formar su 
juicio sobre elqwtnium de dichos honorarios y que no es por lo 
mismo susceptible de apelación. 

Por esto, y conforme á !o resuelto por esta Supn ma Corte 

* Igual resolución dirló *:n los nulo* oV] misino iVVrroi'arril Onlrat 
NorliM'ou I). Luis il.iiliiringíi, doíu Justina Pipíes de Roldan, y doña 
J 14 n ti a (ilm-guL 
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con fecha veinticinco de Abril próximo pasado, en los casos de la 
Empresa del Ferrocarril del Oeste contra los doctores Matien- 
20, Sosa y Reúlla: se declara no haber lugar al recurso de ape- 
lación interpuesto y deruélTanse al Juez de Sección los autos, 
agregándose estas actuaciones. 

BUilAMlS VlCTOftlCA— C. S. DE 
LA TOHRE.— LUIS V, VARELA.— 
ABf.L BAZAS. 



í ilS^ « CXXXYII 



D. Santiago Yo.r, contra IK Anselmo Cairo; sobre interdicto de 

despojo 



Sumario.— Procede el interdicto de despojo contra el autor 
de los actos de turbación, aunque los hayaeiecutado en nombre 
de otro. 



Cano. -Lo explica e 1 
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Ir mII» 4el Jufi Lelnio 

Vkdma, Abril 8 de 189 1, 

Vistos estos autos seguidos á instancia de D. Santiago Vox 
contra D, Anselmo Calvo, sobre interdicto de recobrar la pose- 
cien deuna fracción Je terreno en el «Diques. 

El actor se presentó en 17 de Junio de 1800 manifestando 
queá título de propietario había poseído por muchos ¡iños pací- 
ficamente el terreno al mi ido, hasta él año anterior á la deman- 
da, en que el demandado había puesto animales y que en la fecha 
se hallaba aníndo'.o. Contestando el demandado en el juicio 
verbal de que instruye la diligencia de foja 7, niega el hecho 
d<m iniciad o por despojo, porque dice que él nabía que el terreno 
no le pertenecía al actor sino ¡i dona Dolores Calvo, que era 
madre del exponentc; y en la diligencia de foja 20 vuelta y fo- 
ja 27 agrega: que él estaba en posesión d<> terrenos de su indi- 
cada madre, y como la fracción en cuestión se hallaba dentro de 
dichos terrenos, debía dirigirse la acción contradicha su madre 
y no contra él, porque no había ejercido actos posesorios á nom- 
bre propio, sinó desuella, 

Y considerando: I* Que pura que proceda el interdicto de 
ilespojo se requiere: i" posesión de más de un año en el actor; 
2? hecho violento ó clandestino qm> Je excluya de la posesión 
(artículos 581 del Código de Procedimientos y 2173 del Cúdigo 
(.'¡vil); y es obligación del demandante probar su posesión» el 
despojo y el tiempo en que éste se cometió (artículo 2194 del 
Código Civil citado); aunque por el artículo 2-iüOdel mismo, no 
tiene obligación de producir título alguno contra el despojante 
{■onqiieseael du<!ño del inmueble, porque, cualquiera quesea la 



J32 JALLOS »E LA SUPREMA C01VFE 

naturaleza de la posesión, na-'e puede turbarla arbitrariamen- 
te; y el deb?r del que se crea con derecho, es demandarla por las 
vías legales. 

2° Que en sentir deis use rito aquellos requisitos legales lian 
sido probados por el actor: i • por confesión propia del deman- 
dado, lo uno por no haber aegftdo directamente los hechos es- 
pecificados en la demanda, y sus respm-stas evasivas las estima el 
Juzgado como reconocimiento de La verdad de di:hos hechos; y 
lo otro, porque claramente dice que los actos depresión que 
ejerció no fuemn á nombre prnpio; de lo que sededuce que, efec- 
tivamente, ejecutólos hechos demandados por despojo (inciso i" 
del artículo 10Ü del Código de Procedimientos). 

Yox demanda como despojo el hecho de arar el terreno, y 
Calvo nóhiég* este hecho como ejecutado por él : el aolol dice 
haber estado desde años atrás en posesión pacífica del inmue- 
ble y el demandado no lo niega; y al contrario, lo corrobora, 
cuando á foja35diceque lo lia visto a Yol sembrar y cosechar tri- 
go en dicho inmueble y terminantemente asevera á foja ;Mque 
efectivamente éste ejerció actos posesorios en el aludido terrenn 
y que después lo abandonó sin recordar la fecha; y esta ase- 
veración lo hace contestando Alo declarada por el actor, queen la 
misma foja 34 dice, q»e estuvo él, el demandante, en posesión 
del terreno hasta que eldemandado, desconociéndole su derecho 
de ponedor y propietario, se puso ¿cultivar ó arar dicho campo, 
y que este hecho acaeció dos meses antes de entablar la acción 
presente, ósea en Abril de 1890; y el demandado no ha contra- 
di Jio ni ñervado esta indicación de la fecha del hecho, y sien- 
do así que, ú uoser verdad, pudo haberla adquirido de palabra, 
puesto que tales declaraciones se hacían en juicio verbal, á que 
fueron convocadas por el Juzgado para establecer precisamen- 
te la verdad de ciertos liechosque necesitaban aclaraciones; por 
consiguiente, es lógico deducir que las explicaciones dadas por 
el actor á presencia del demandado y sin ser contradichas por 
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t-ste, son un reconocimiento de que tales» explicaciones eran la 
expresión de la verdad. 

Agregase á esto que, cuando e) demandado al contestar la de- 
manda, niega haber ejecutado actos que importea despojo, 
no niega precisamente la existencia real de tales actos, sinó 
que no hubo ejecutado actos de despojo, porque el terruño dice 
que le pertenecía & la madre; esto es, como cultivaba terrenos 
que según él eran de ésta, con tales hechos no despojaba al de- 
mandante de la posesión de ellos; resultando de aquí, que efec- 
tivamente hubo el demandado procedido á ejercer actos poseso- 
rios en la fracción de terreno que motiva estos autos. 

Pero también se hallan justificados los requisitos de ley, 
por la prueba ^uc resulta de las declaraciones de testigos; pues 
los cuatro presentados por el actor, de foja 8 a foja 11, uni- 
formemente aseveran la posesión anterior del demandante y 
los hechos demandados tomo despojo, y coinciden con el tiempo, 
porque refiriendo á un año de la fecha, resulta exactamente el 
mes de Abril del año 1890, indicado por Yox. 

Que si bien dichos testigos han sido tachados, sólo la tacha 
opuesta al testigo Plácido ucaiupo es legal y comprendida en 
el inciso I 4 ' del artículo 207 del Código de Procedimientos, por 
estar probado que es pariente aíin en segundu grado del actor; la 
tacha opuesta al testigo Dionisio Real, no está comprendida en 
la ley; la tacha del testigo Máximo Lucero, de haber vendido el 
campo en cuestión, adolece de vaguedad por una parte, porque 
no determina ¿poca ni la persona del comprador, y es inconci- 
liable con la tacha opuesta al testigo Kaulerio Otero; pues si 
Lucero vendió el terreno, ¿cómo es que se denuncia que también 
Otero vendió el mismo inmueble á Yox? y por otra parte, la prue- 
ba de esta tacha es de referencias, y por consiguiente no puede 
ser tomada en consideración; poT último, la tacha del testigo 
Kaulerio Otero, ya nombrado, adolece de la inconc i Ilación expre- 
sada y los testigos declaran por referencias de familia el uno y 
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el otro como que le coacta, sin ospresar la causa de tilo y tam- 
bién hay vaguedad, porque el hecho de ser vendedor de una co- 
sa noclasiiica la ley como causal de tacha, así es que tampoco 
puede ser tomada en consideración. Resultando de aquí que 
sólo un testigo ha sido tachado legalmente y justificada la tacha, 
quedando hábiles las declaraciones de los otros tres (artículo 
209 del Código de Procedimientos), 

Pero aun suponiendo que las tachas de los cuatro testigos es- 
tuvieran comprendidas en la ley y justificadas, en sentir del 
suscrito, susdeclaraciones deberán siempre ser consideradas co- 
mo la expresión de la verdad, porque se hallan corroboradas 
por la confesión propia del demandado. 

3" Que la excepción opuesta por éste de no haber procedido 
á nombre propio, por una parte, no se halla justificada, pues no 
ha producido prueba alguna que la confirme, y por otra, con ella 
no puede librarse del juicio, porque es él, el demandado corno 
ejecutor de unacto ilícito y eomoial personalmente responsable, 
según enseñan el doctor Vele?, en su anotación a! artículo 2182 
del Código civil y el doctor Segovia en su nota M del título He 
tas acciones posesorias ; y no ha llamado al juicio á la persona á 
cuyo nombre dice haber entrado á poseer; es pues improcedente 
su excepción, y la demanda ha sido bien deducida contra dicha 
demandado (Tallo de ta Suprema Curte de Justicia Nacional de 
20 de Agosto de 1889, serie 3", tomo 7"). 

4 o Que el abandono de la posesión del inmueble, atribuido por 
el demandado al demandante, fué á consecuencia del hecho que 
le privaba continuar en dicha pose&ion, y que demanda por des- 
pojo, y por consiguiente no fué voluntario y no podrá aprove- 
charle a! despojante, por no estar comprendido en el artículo 
2151 del Código Civil. Y además, el demandado no ha probado 
ni ha intentado probar que tal abandono hubiese durado un año 
ó más, conformándose, sin hacer observación con lo probado por 
el actor y explicado por éste mismo á su presencia, de que dicho 
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abandono lo verificó dos meses antes de entablar la pre- 
sente acción y que fué motivado por el hecho demandado por 
despojo. 

5* Que la culturo y percepción do frutos, que confiesa Calvo 
haber fisto á Yox ejercer en el terreno cuestionado, son verda- 
deros actos posesorios, según el articulo 238 i del Código Civil; 
y como á dichos actos posesorios no se ha atribuido los vicios á 
que se refiere el artículo 2i73, ni la discontinuidad determinada 
en el 2*81 deleitado Código, es evidente que la posesión invocada 
por el actor le confería perfecto derecha para deducir la acción 
intentada. 

Por estos fundamentos, de conformidad á los artículos 2UH 
del Código Civil y ultima parte del 583 del Código de Procedi- 
mientos, fallo: condenando al demandado D. Anselmo Calvo á 
restituir dentro de tercero d ía de ejecutoriada esta sentencia al 
demandante D. Santiago Yox, la posesión de la fracción de terre- 
no expresada m la demanda, con costas, daíi os y perjuicios; á 
cuyo efecto regulo en sesenta pesos nacionales el honorario del 
procurador Ü. Hilarión ¥ urque, 

Ahrafmw Arcr. 



rallo d* 1» üupreñft Corle 

Dueiio* Aire*;. Julio 23 ilo IK91. 

Vistos: Sin aceptar el considerando segundo en cuanto por él se 
establece en principio, que no constituye tacha legal la circuns- 
tancia de ser el testigo vendedor inmediato de la cosa litigada, 
se confirma con costas, por sus demás fundamentos, la sentencia 



136 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



apelada de foja treinta y siete. Repuestos los sellos, deTuél- 
vanse, 

BENJAMIN VICTO IUCA.— C.S. DE 
LATOURE.— LL'IS V. VAHELA. 
—ABEL BAZA!*.— LUIS SaENZ 
PESA. 



CAUSA 4« X.VWIII 



Don Martin Gras ¡ contra Don Federico Hike, sobre interdicto de 

obra nueva. 



Sumario. — L¡t construcción t*e un cerco dentro del tur reno 
qne es materia de un juicio de deslinde pendiente entre las 
partes, y que impide el tránsito que estaba usando el actor, 
autorízala acción posesoria por interdicto de obra nuera. 



foso. — -En 2 de Diciembre de 1890, se presentó a ate elJuez le- 
trado del territorio del Eio Negro, Don Martin V. (Iras expo- 
niendo: 
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Que no obstante dos juicios que corrían ¡inte el Juzgado, uno 
iniciado por él contra Rike, por violación de domicilio, y otro 
iniciado por Hike contra él sobre deslinde, éste había procedido 
á levantar un cerco que invadía su terreno y curraba su propie- 
dad impidiéndole comunicar coa el rio; 

Que por lo expuesto pedía se ordenase el levantamiento del 
r.erco construido. 

Kl Juez citó ¿comparendo, ordenando la suspensión de la 
obra nueva demandada. 

Kn el comparendo, el demandado dijo que no era cierto que 
hubiese levantado cerco en terreno ocupado por ( iras, y que 
sólo ha cercadu la ribera al fondo de la quinta. Oras replicó: 
que era precisamente al curco que se refería, porqim estando 
en actual cuestión sobre esos terrenos, no podía el demandado 
hae^r ubras que le impidiesen su salida al río, mientras dj se 
resolviese la cuestión pendiente j que bastaría una vista de 
ojos para convencerse de la verdad. El demandado duplicó que 
insistía en haber cercado terreno de sit propiedad. 



Falla del Jufi Letrado 

Victima, líidemlm 1 10 ik> 18Ü0. 

Vistos estos autos seguidos por Don Martin "W. Oras contra 
Don Federico Itike sobre interdicto de obra nueva: 

Y considerando: I" Que el actor funda su accionen el dere- 
cho de tránsito que dice haber gozado para comunicarse por su 
quinta con el rio, y servirá por consiguiente del agua nece- 
saria, del cual derecho expresa hallarse privado de ejerci- 
tar por haber el demandado interceptádole el paso con un cerco 
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que atraviesa cerrando por completo su propiedad, y que de- 
nuncia por obra nueva, y pide se ordene a Rike levante el 
cerco referido, que manifiesta no haber podido construir, mien- 
tras se decida el juicio de deslinde pendiente entre las mismas 
partes. 

2" El demandado contestando, en el juicio verbal de que ins- 
truye el acta de foja 2 dice: Que no había construido cerco en 
propiedad del actor, sinú al fondo de su quinta; y úfuja 8 agre- 
ga que el señor (Iras había estado en posesión de más de un 
a fio de un camino que le daba transito at río, y que dicho ca- 
mino quedaba interceptado por el cerco construido por él 
(Bfte), 

3 o Que del informe de los peritos Je foja 6 y vista de ojos, 
resulta: 

Que existe el hecho denunciado de obra nueva ejecutado como 
un nii'S antis de instaurarse est e juicio, y qm- con dicha obra 
se priva al actor di>su tránsitu al río. 

4? Que la posesión de tránsito alegada por el actor lia 
sido pública y continua, según el mismo demandado con- 
fiesa cuando dice, que et señor (Iras se sirvió siempre dA ca- 
mino que le daba tránsito al rio(foja 8 vuelta), y por consi- 
guiente estaba en su derecho el actor para deducir ía presente 
acción posesoria (artículos 2479 y del Código Civil); que 
si bien el demandado alega que tal tránsito fué por permiso 
del primitivo ó anterior dueño del terreno, no ha intentado pro- 
ducir prueba al respecto. 

5" Que resultando de lo espuesto por el actor y los peritos 
que existe juicio de deslinde de ambas propiedades, y entre 
las mismas partes, cada una de éstas ha debido mantenerse en 
sus respectivas posesiones hasta que se defina aquel juicio, sin 
que la una pueda, intertanto, ejecutar actos que puedan dañar 
los derechos posesorios de la otra; mucho mis cuando ninguna 
ha presentado Ütuloque le dé derecho de dominio al inmueble. 
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Por e&tos fundamentos y leyes citadas, fallo : haciendo lugar 
al interdicto demandado, con costas (artículo 578 del f'úiljgo 
de Procedimientos): en su consecuencia, notifíquese al señor IU- 
ke deshaga el cerco en cuestión dentro de tercero día, hasta 
dejar expedito el tránsito ot rio de que antes gozaba el 
actor. 

Repónganse hs sellos y -: jecutoriada que sea, archívese. 

Abraham Arce, 

Ante mí: 

Silvano Otdrola* 
Escribano Secretario. 

rallo de In Muprtnm l'ort* 

[turno Aires, Julio 23 di' mu . 

Vistos: Resultando de los antecedentes de esta causa, que la 
construcción del cerco que dn lugar á la demanda se ha verifi- 
cado dentro del terreno materia del juicio de deslindo pendien- 
te entre las partes, por esto y sus fundamentos, se confirma con 
costas, el auto apelado de foja nueve. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOttlCA.— C. S.nE 
LATOBHE.— LL'IS V. VA BE LA . 
—ABEL BAZAS. —LUIS SAEJíZ 
1'F,\A. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



4 \rs\ í vxxxix 



liona Josefa itedoya de fajol, contra los señores Clark y C, 
por interdicta de retener y obra nuera; sobre castas. 



Sumaria.— El expropiante que antes de promover el juicio 
Je expropiación se apodera del terreno á expropiarse y hace tra- 
bajos en él, es responsable délas costas causadas en el inter- 
dicto de retener y obra nueva que por esos hechos haya enta- 
blado el expropiado. 



Cajo.— La sefiu ra doña Josefa Bedoya de Pu j ol, alegand o que los 
señores Clark yC% empresarios del ferrocarril Nord-Kstc Argen- 
tino, sin promover el juicio de expropiación, habían comenzando 
á construir los terraplenes de su línea y á explotar materiales 
en el campo que poseía en el departamento de Monte Caseros, 
denominado cCambay», entabló contra dichos señores el inter- 
dicto de retener y de nueva obra. 

Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de 
las partes, se tramitó el juicio de interdicto, recibiéndose ale- 
gatos y pruebas. 

Antes de dictarse sentencia, lo parte de Clark se presentó ex- 
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poniendo que en virtud del derecho de expropiar que la ley ie 
acordaba había obtenido del mismo Juzgado la posesión del 
terreno sobre el cual versaba el interdicto, y que, por consiguien- 
te, éste no tenía ya razón de ser, por lo oue así pedía se de- 
clarase. 



rallo 4*1 J»w F«l«r»l 



Corrientes, Febrero 1) de 1891* 

Vistos y cosiderando: i" Que por el artículo 2Í87 del Código 
Civil, las acciones posesorias, como es la que se deduce por 
este interdicto, solame.te corresponde á los poseedores» de in- 
muebles; teniendo por objeto único obtener la restitución de 
la posesión ú la manutención de ella en su plenitud y libertad. 

2 o Que el propósito de la ley no podría cumplirse en la reso- 
lución linal del asunto, en el supuesto que fueran ciertos los 
hechos de la demanda, so pena de cometerse un verdadero des- 
pojo, contra el demandado, desde luego que la posesión que 
se le reclama le ha sido dada por este mismo Juzgado, en vir- 
tud de su demandado expropiación dül mismo terreno, posterior 
á este interdicto y de acuerdo con el artículo.,, de la ley de ex- 
propiación de 1866. 

3 o Que por otra parte, continuar este juicio con ei objeto de 
constatar un dvtito del derecho civil, como piensa ei demandan- 
te, para de ese hecho arrancar una demanda de daños y per- 
juicios, sería desnaturalizar la razón y loa fines del interdicto 
de retener, quenoes otro, como se ha dicho en el primer con- 
siderando, que conseguir la manutención de ta posesión en su 

plenitud y libertad. 

Por estos fundamentos, y otros que se omiten, fallo decía- 
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rundo, que habiendo cesado la razón de este juicio, queda él 
terminado, -Uniendo pagar las costas la parte de los seño- 
res Ciar* j C\ iHgase saber y repóngase. 

E. A. Lujamino, 



Fnllo d> Im WU|tr*>ai* Corte 

Buenos Ai™* Julio 23 da 1881. 

Vistos: siendo de dorecBO la condenación en rostas ú la parte 
de Clark, que ha dado lugar con sus hechos alas presentes ac- 
tuaciones, se confirma con costas, en la parte apelada, el auto 
de foja ochenta y dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

KESJAHIKVICTOIUCA.— C. S. DE 
LA TORRE.— L13IS V. VARELA, 
—ABEL IUZAN. — LUIS SAENZ 
PESA. 
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l.a Municipalidad de la Capital, mitra f). Gregorio Soler, por 
expropiación; sobre suspensión de procedimientos 



Sumario. — El expropiante nn tiene derecho de pedir la sus- 
pensión temporaria riel juicio de expropiación, para continuar- 
lo cuando lo crea conveniente ú lo permita su estado finan- 
ciero. 



Caso. — Lo explica el 

tullo de l* NuprfiHR Corte {*) 

límaos Airt's. Julio 2."» di- 

Vistos en el acuerdo: No importando la petirion deducid» por 
el representante de la Municipalidad, a Toja veintiocho, un de- 

l j.il rt';olti<'inii rt'ríiy*! ru ti>.- niiloí -i-piido- por la *luiiii i|ialidad 
tic la Cnjiiial. contra el doctor don Felipe Soló y otros, y doña Modista Cíi- 
lin>r,n de San Human, sobre expropiación. 
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sistimiento dcunitivo de la expropiación que se gestiona en es- 
tos autos, ni una renuncia de los derechos y benelicios de la ley 
de cuatro de Noviembre de mil ochocientos ocliei ta y cuatro, en 
que ella se basa, sinó sólo una suspensión temporal ia del pro- 
cedimiento inieiadu nara continuarlo ó proseguirlo A voluntad 
de la Municipalidad, cuando lo encuentre conveniente ó su esta- 
do financiero lo permita, según así lo indican d la par que los 
términos de dicha solicitud, c! tstado de las obras para que la 
expropiación se i -r sigue. 

Y considerando: yue en principio es posible el desistimiento 
del demandante en toda clase de juicios j en cualquier estado 
de ellos, á pesar de la oposición del demandado, cuando se pre- 
senta anti-s del fallo de la causa y se hace pura y simplemente 
y por persona autorizada por la ley para verificarlo, no sucede 
lo mismo cuando se le sujeta á reservas ó condiciones implícitas 
ó áser rebocado ¡í voluntad del demandante, dando á éste ta fa- 
cultad de reproducir la instancia de nuevo y prolougar tndeii- 
nidamente el procedimiento. 

Que en estos términos, el desistimiento, si algún efecto pue- 
de producir en derecho, no puede s*>r otro que el de una mera 
proposición que no obliga al demandado, sinó en tanto que medie 
aceptación de su parte y que él puede por lo mismo rehusar. 

«¡ue demandada por consiguiente y consentida en este caso 
la expropiación, designando parcialmente el valor de la propie- 
dad á expropiarse, producido un fallo judicial sobre tal punto y 
pendiente éste de la decisión final de esta Suprema Corte, la 
Municipalidad de la Capital, sin expresar motivo alguno y sin 
otro aparentemente que el de la falta momentánea de fundos 
para hacer frente á las obras mencionadas, no puede por su sola 
voluntad paralizar la prosecución de su gestión, con perjuicio de 
los derechos del demandado, que en el estado de los hechos, ha 
podido prudentemente creerse privado definitivamente ú poco 
menos de su propiedad y obligado en consecuencia á tomar me- 
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elidas para asegurarse de antemano la continuación de su indus- 
tria, negocios y habitación personal, y cuyos perjuicios pueden 
ser tanto más graves cuanto que por el artículo sexto de la ley 
de cuatro de Noviembre citada, partiendo sin duda del supuesto 
de que las ubras un ella autorizadas se llt -arfan inmediata- 
mente á cabo, se dispone que no se tomaran en cuenta álusefec- 
tosde laíndemni^at inn lus contratos de locación celebrados con 
posterioridad á su fecha, lo que importa dificultar por si la co- 
locación y usufructo de las propiedades y crear al régimen y li- 
bre disposición de estas, en manos del propietario, una situa- 
ción anormal que no es dado perpetuar á voluntad de la Muni- 
cipalidad. 

Que es tanto menos proei-dcnU* la suspensión solicitada, 
cuanto que recayendo la apelación traída ante esta Suprema 
forte contra el auto del Juez de Sección que oíd j na la expro- 
piación y lija el quantum de ella, sólo sobre el punto relativo 
al valor de la indemnización á pagarse al expropiado, en cnanto 
i'i la L-xpropiaeion en si misma, que no ha sido objetada en mo- 
mento alguno en los autos, debe reputarse que existe cosa juz- 
gada, y con ella un vínculo obligatorio para ambas partes, con 
t idüs los efectos de un contrato sinalagmático de compra-ven- 
ta, mediante una indemnización ¿í fijarse. 

L'or estos fundamentos, y prescindiendo del hecho de haberse 
producido la petición del representante de la Municipalidad sin 
los documentos que acrediten bailarse su lie i en temen te autori- 
zado para ella; se declara no babor lugar á dicha petición y co- 
rran los autos según sn estado. Notifíquesc con el original. 



llfcNJ.miS VICTOIUCA,— C, S, DE 
LA TOItilE. — LUIS V. VA HELA. 
— ABEL BAZAN.— LUIS SAENZ 
PESA, 

lo 
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Ih UufueU'ütio. ÍL ftmirimt y It. Alberto llnlhitrh contra ta 
MunieipalitUvI tfe /órale; sobre cumplimiento tie cunlralo 



Sumario, — 1" La venta do un terreno, cx^ri-siimio que se 
veiiii*.' lina área dé terreno bañado interpuesta entru el río Para- 
ná y el terreno de propiedad del comprador, de tantas varas de 
frente con tantas de fondo hacia id río, con reserva ú «'ste del 
derecho de adquirir en lodo tiempo y por el precio estipulado, 
el exceso de terreno, >i lo hubiere. Insta lindar con la ribera del 
Paraná, no importa una renta ad carpas, sinó aii mr ¡suram. 

2 o La reserva mencionada no compréndelas superlicie> ma- 
yores existentes á lus costiidos del terreno aludido, y por rum- 
bos distintos al previsto ea la venta. 



C mo —}:\ ,|(aS5 de Noviembre de 1888 l>. Kafael A. Cobo y 
los señores Fram-isco y Alberto Halbaoh se presentaron ante el 
Juéí Federal *-\ poniendo: 

<¿ue son sucesores de I». Hipólito Hiél y dueños de los terre- 
nes que dieho señor compró á la Municipalidad de /árate; 
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Que su antecesor, atenta la escritura de 2 de Diciembre de 
187,'í, denunció una úrea interpuesta éntrela ribera del ríoPa- 
— rana y etru que él ya porcia, y la Municipalidad se la concedió 
en venta reservándole con cláusula especial el derecho tí adqui- 
rir en todo tiempo >' por el mismo precio los sobrantes que re- 
sultasen hasta Ündar con la ribera; 

(¿ue I). Hipólito lí ¡el pidió inmediatamente posesión de toda 
el área denunciado y concedida, y que ellos, sus ^ice^ores, lian 
mantenido ha^ta ahora la propiedad en las mismas condiciones, 
creyéndose propietarios d« todo el arca; 

Que p^r ciertas operaciones particulares de medida se les hizo 
visible después, que el terreno bahía sido mal medido, y que á 
fin di; re£iil-ir'''ar su situación se presenían -i á la .Municipali- 
dad denunciando • l hecho y pidiendo se les ntorgasc por el pre- 
cio estipulado la eorresp<mdient«' escritura de venta del exceso 
que resultase, previa la mensura del caso; 

tjue la Municipalidad accedió >in restricción y ei terreno fué 
medido resultando «sobrante i por el fondo y por un costado; y 
que entonces la Municipalidad, volviendo sobre sus pasos, se negó 
a escnturar el sobrante de costado, reconociéndoles solamente 
dereélio respecto al exceso por id fondo; 

< Jue en este estado convinieron con la Municipalidad que se 
les escrituras«' inmotl lataon-nte la parte sobre que se reconocía 
su derecho, debiendo traer á la resolución del ieñor Juez Fede- 
ral la* dudas que surgían sobre el otro punto, esto es, si tenían 
también derecho sobre el sobrante que resultaba por uu cos- 
tado; 

Que, aun prescindiendo de la cláusula indicada, lienen per- 
fecto derecho en comprar por el precio estipulado el sobrante úe 
costado, porquo la Municipalidad, obrando co-no persona jurí- 
dica, se encuentra eu las mlsnias^condicioncs de todos los con- 
tratantes, quedando sujeta á las disposiciones del Código Ci- 
vil, que son terminantes en el caso ocurrente; 
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Que según lo prueban los antecedentes de la cuestión, la Mu- 
nicipalidad vendió una área determinada por un precio cada 
medida, resultando de escrituras públicas les linderos que la 
comprenden; 

Que el artículo del OádigO Civil (la una solución in- 
mediata concediéndoles el derechode comprar el exceso, abonan- 
do su valor, al precio estipulado; 

tjue mis de una vez manifestaron á ¡a Municipalidad que po 
dian perfectamente presciudir de la cláusula, fundándose prin- 
cipalmente cu las disposiciones legales; pero que ¿petar de esto 
se tiene que not ir que la Municipalidad no interpreta leal | 
lielineute la cláusula en cuestión, cuyos términos son generales, 
sin limitación alguna; 

Qae del momento que la Municipalidad vendió toda el área 
requerida y delimitada, no hay razón para que la cláusula se re- 
liara á una sola parte; 

Que los contratos deben cumplirse como verosímil mente lia 
sido la intención de las parte-;, aun en ol caso de que haya am- 
bigüedad de palabras, y que en la presentí- cuestión no puede 
caber duda sobre el sijíniücadu que se debe atribuir á la cláu- 
sula; 

tjue por tanto, pedían que, en atención á los antecedentes, se 
sirviera el Jue» declarar el derecho que pretenden, y ordenar ú 
ta Municipalidad les otorgue la correspondiente escritura por to- 
do el esceso que ha resultado, al precio primitivamente estipu- 
lado por la medula, siendo a su cargo la» costas del juicio. 

Acreditada la competencia del Jugado y conferido traslado 
déla demanda^ D. Francisco Aleonada, por la Municipalidad 
de Zarate, se presentó á contentarla, el día 10 de Julio de 1880. 

Hijo: Que la cuestión promovida por los actores puede resol- 
verse con los documentos que los misinos han presentado, con 
los que presenta su parto y con los escritos quo se reserva 
presentar; y se reduce a la interpretación de ta cláusula conté- 
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copiada «reservándose il solicitante el ih'reclio ii comprar 
en t oil o tiempo y por el mismo precio actual ti excedo de terre- 
no, si lo luí bien*, lia*ta límJar c<m t,i r i hora del Paraná; 

(¿iie 1). Hipólito líiol compró en 2íí de Agoste- de 1N7I á 
laitúilicipalidad de Z;ír¿itt- un (ern-u.» d- lí¡ \- de ti» ni" 
por 12"» de fundo, entró ¡a cilio lí":il tlel !>¡ijo y las barrancas 
altas: pero que e4c terreno es independiente, con linderos 
señalados, -in tem-r terrenos municipales por ninguno de sus 
lados; 

Qtté Biol compró después en Agosto da 187 1 á la Municipali- 
dad, otra lote señalado coa el numero dos, compuesto de 2i¿r> va- 
ras de frente á la calle Eteal de! bajo, por luí) varas de fondo 
hacia el Paraná, según la escritura que presenta; 

<jin- el mintió Ii. Hipólito líiel, la focha indicada, compró 
también Miro lote de terreno siempre Inicia i I ri«* Píiraná, por 
t<tra>ti25 varas de frente y HH) raras de fondo} de manera GJáe 
eoji estas dos compras id señor l¡i< í tenía un terreno de 22."* va- 
ras de frente :í la calle lícal y títHI de fondo i. ícia el río Paraná, 
según resulta «le la escritura que tambñm pn- cuta; 

i¿ue, pur último, con fecha 22 de Diciembre de 1S73 el si íior 
Uiel á coutiiumeton de la segunda compra, tuvo cu venta de la 
Municipalidad d^ /.árate otro h>le de 225 varas de frente por! 10 
de fondo, si-gun instruye la primera escritura presentada por 
los actores, > n la cual ligara la cláusula mencionada; 

(Jjne después los sucesores d- UH y lí:i/ín, es decirlos actores, 
solicitaron en compra los terrenos á todos los costados de los 
terrenos sucesivamente comprados por Bíéí; pero Ja Municipa- 
lidad conc-dió sólo la fracción lindando con el fondo hasta la 
ribera del Pirana, según consta del expediente agregado, y lo 
bi/.o por creer que así cumplía la cláusula estipulada; pero que 
las pretensiones uV losaef ¡legan ahora hasta el terreno lin- 
dando por el costado Sud-Este.que según el plano adjunto tiene 
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una superficie de 68,195 varas cuadradas interpretando aque- 
lla cláusula contra su espíritu y su letra; 

Que tibien es cierto que en el ano 1873 las Municipalidades 
de campaña, organizadas $oí la ley di» 11 de octubre de 1851, 
podían ser consideradas romo personas jurídicas, también c> 
cierto que las facultades de las mismas respecto á la enajenación 
de bienes raices, son limitadas por la ley de ejidos de 1870, pel- 
el decreto de Octubre 21 de 1857 (que hasta llega á prohibir la 
venta de los terrenos bañados ¡,obre la costa del Paraná), p<>r el 
decreto de Octubre 25 de ISütiy por la ley de Agosto 7 de 1857; 

Que según estas disposiciones je ve claramente que las facul- 
tades de bis Municipalidades para enajenar inmuebles son limi- 
tad as, y de ahí que la interpretación de la cláusula de que se tra- 
ta debe s<_t restrictiva; 

Que cuándo en 1873 la Municipalidad de /árate le concedió 
¡i líiel, después de las compras que había efectuado, el derecho 
de adquirir el 63,0080 de terreno si lo hubiere, hasta lindar con 
t i río Paraná, fué siempre por él trente de 225 varas hacia el 
río, de manera que si este rio se hubiese retirado < n dirección 
do] frente ante dicho, podíanlos actores adquirir el terreno que 
quedara en seco; pero nunca pudo filtrar en la inteligencia de 
dicha causa cd costado Sud-Ilste. cuando desde 1871 la Muni- 
cipalidad sabia que existia allí un terreno público, cuya venta 
había reservado para otra oportunidad; 

Que si cu la escritura de 1873, entre la Municipalidad y l>. 
Hipólito Hiél, no se mencionan los linderos del terreno vendido, 
este olvido no puede ser subsanado, como creen los actores, por 
otra escritura otorgada con la misma fecha y sobre el mismo te- 
rreno, señalando sus linderos, porque en esta segunda escritura 
entre el señor Bul y Uafcin, la M iu idealidad no fué parte; pero 
que es fácil darse eueivti do cuál erad lindero d-d costado Sud- 
Kstcdel tercer Inte, < n 1871, dado que el tercer lote es la con- 
tinuación «le los otros ya comprados por líiel y que tienen to- 
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dos por dicho costado un terreno municipal , !o que (jueda ade- 
más probado por pretenderlo lus actores en compra; 

Que por tanto ftoeSfcaba en las utribu -iones de la Municipali- 
dad conceder el derecho de adquirir tal terreno en todo tiempo 
y por el mismo precio, y por esto sólo concedió el derecho da 
ml iuirir el fondo, si lo hubiere, hasta lindar eou el rio Pa- 
raná; 

Que en 1871 el costado opuesto, Nor-Oeste, era también un 
terreno municipal, que después aparece en el plano levantado el 
uno próximo pasado como perteneciente n ButflblU, lo que de- 
muestra que fué porleriormentc vendido por In Municipalidad, 
lo mismo como ésta deberá hacer con todo el terreno Sud-Este; 

Que, además, las escrituras del año 1871 hablan de propieda- 
des municipales ¡í los dos costado*; y que estas escrituras ha- 
ciendo conocer desde su origen la marcha seguida por Bietensiis 
compras, permiten « om prender el significado de la cláusula in- 
sertaila en la uscritura del año 1873; 

Que l.. 3 artículos Í344yl345dcl Có ligo Civil citados por los 
actores nada tienen que bacren el caso snlj-jtalit-e, porque la 
venta hecha por la Municipalidad es con área y precio estipula- 
do, ár-a transmitida en propiedad ese día al señor Hiél, mientras 
que d eisode los artículos indicados es cuando se lija un precio 
por unidad de medida, importando poco que se indique ó no el 
precio total; 

Que, en fin, interpretando dicha cláusula según loque creen 
los actores, tendría la Munripalidad que regalar i los deman- 
dantes tod »s los torreóos de costadu al precio del año 1871. lo 
que Sfría monstruoso; 

Que por tanto podía el rechazo da la di-man-U con espresa 

condenación en costas. 
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la II» «1*1 Jnex i Vilt-rtil 



La PUila, Kw-ro di- lnw>. 



Y vistos-: estos autos seguid us p-ir los señor 's \K KafaelA. '.'>>■ 
lo. I). Francisco y D. Alberto Hal liucti «mitra la Municipali- 
dad de Zárate, sobro escrituración . 

Resulta: I" Que aloja 13 se presentan los de m a minutes di- 
cicuilo que B.Oií sucesores (le Lí, Hipólito Oiel, según los docu- 
mentos acompañados, y por consiguiente son los propietarios 
de los terrenos en ellos enunciadus, que fueron comprados por 
aquel ata Municipalidad demandada en IH7:i. ijue líiel, atenta 
la escrituración de 'los de Diciembre del referido año, denunció 
una úr^íi interpuesta eutn- la ribera del río Paraná y otra que él 
ya poseía siéndole concedida en venta prérSós los trámites de es- 
tiloy reservándosele por cláusula especial el derecho á adquirir 
en toilo tiempo por el misino precio tíos sobrantes» que -resul- 
taren hasta lindare >n la ribera, tomando inmediatamente pos.- 
sioudr toda el área Renunciada y concedida. Que asi las cosas 
han transcurrida 15 años. Los demandantes, como sucesores de 
Biel, han mantenido esa posesión en las mismas condiciones, 
creyéndose compradores de toda el área denunciada y concedida 
por la Munieipiilidad, '¿ue últimamente, por ciertas operacio- 
nes particulares de mensura que hi'-ierou los demandantes se 
les hizo visible que el terreno había sido mal medido por la Co- 
misión Municipal áque se refiere el título, y a fin de regulari- 
zar completa y definitivamente sn m machín, <e presentaron á la 
Corporación denunciándole el hecho y pidiéndolo que, previa la 
mensura del caso, les otorgase por el precio estipulado, la corres- 
pondiente escritura de venta del exceso que resultase, á lo que 
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1;l Municipalidad accedió inim dictamen te, sin restricción ni re- 
serva de ninguna especie y el terreno fué medido por el Ayri- 
mensor designado. Que según esa operación había « sobrante » 
p<>r el fondo y por ti n costado y entonces !a Municipalidad vol- 
viendo sobre sus pasos, se negó á escriturar el sobrante de cos- 
tada, comunicando á lo-; demandantes que sótn les re «o nucía de- 
recho respecto al exceso ñor e! fundo. (¿te- después ilo varias 
conferencias ron t i Abobad" ciasultor de la MmiiejpaÜdad, se 
convino en escriturar !a parte sobre que esta reconocía el dere- 
cho, debiendo traer tiostf! Juzgado la resolución de ias dudas ó 
contradicciones que surgían sobre el otro punto, es decir, sobre 
si tenían los demandaiit" s también derecho para que se les es- 
criturase ¡ or el precio primitivo el exceso que resultaba sobre 
el otro rumbo. Tal es la forma en que se lia producido la de- 
manda y p^r (a que ><■ pide que en vista de los antecedentes del 
asunto y de las consideración*** jurídicas legales que apunta, 
se declare ese derecho y se ordene ¡a e>er.turaciun resistida. Ci- 
ta en apoyo de sus pretensiones lo- artículos íaüy 1315 del Có- 
digo Civil. 

2" Que corrido traslado de la demanda á la .Municipalidad 
de Zarate, su representante lo evacuó á foja 71 dieicmlo: que la 
cuestión puede este Juzgado resolverla con las escrituras pre- 
sentadas por los actores y los documentos que acompaña y las 
escrituras que se reserva presentar en copia una vez que lle- 
guen á su poder. Conviene con los actores en que la cuestión 
se reduce á interpretar la cláusula contenida en la escritura de 
22 de Diciembre de 1873, y qu>* lie luí en te copiada dice: mresér- 
vqíuhse al ¡solicitante el derecho á comprar en tmfa tiempo y 
¡h»' eí mismo ¡pecio actual ot exceso de terreno, si ta hubiese, 
hasta lindar con la ribera itel Paraná <¿ue los senures Cobj 
y FTalbach, como sucesores de Itazm y niel, solicitaron en com- 
pra bis terrenos A lodos los costado* del terreno comprado pot 
lüel, en tres fracciones sucesivas; poro la Municipalidad Mfa 
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eoncéüió la fracción lindando con el fondo hasta ta riberadel Pife? 
rauá, compuesta de 77. i93 varas cuadradas, cuya conces'.on hacía 
por cíeef áií oumpiir la cláusula estipulada, por bailarse este 
terreno entre el ya adquirido p«r líiel y ta ribera de] Paraná: 
pera que de ninguna manera se comprend* en la cláusula reie-- 
rida el derecho de los demandantes á adquirir por el mismo 
precio, los sobrantes de lo» costados del terreno poseído por 
aquellos, como lo pretende demostrar en las consideraciones que 
hace. 

3" Que corrido traslado de este escrito y documentos acom- 
pañados a los demandantes; estos contestaron por e.l escrito de 
foja 81, sosteniendo su derecho alegado en la demanda. 

y considerando; 1 Que diados los términos de la demanda y 
contestación, quédala cuestión reducida :i la lijaciou del alcau- 
cí- que debe dársele á la cláusula establecida en favor de los de- 
mandantes en la escritura de foja i". 

2" Que los términos de la eláu>nla en cuestión al emplearse 
en ellas las palabras -exceso de terreno*, demuestra claramente, 
que al acordarse al c ¡mprader ese derecho se le bacía bjgicamen- 
te,stn restricción de rumbos, tratándose de terreno municipal, y 
la limitación hasta lindar con la ribera del Paraná, debe enten- 
derse por lo t mío por todu la extensión del t rreno concedido. 

3 o Que no puede alegarse reserva por parte de la Municipa- 
lidad, desde que la concesión se ha hecho sin más condición de 
que si hubiere sobrante, y por lo tanto no puede interpretarse 
esa cláusula restrictivamente como Lo pretende, pues aun cuan- 
do ella cause hoy legión enorme al Fisco Municipal, ha podido 
ser legítimamente establecida desde que no se herí t ni lesiona- 
ba ningún derecho privado. 

V Que se ha alegado por parte del demandante ta posesión 
del terreno cuya escrituración preteude. cuya posesión no ha 
sido contestada ó negada por la Municipalidad, ni siquiera ha 
alegado que la haya tn'tKrumpido ó estorbado. 
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5° Qut' por lo tanto, se demuestra por la cláusula que trae á 
juicio esta cuestión y la posesión continuada del actor un el 
ti rmio cuya escrituración -se pide, y no interrumpida, que la 
voluntad de la Municipalidad lia *idu cumplir esa cláusula cu 
toda la extensión de su expresión, puesto que si hubiera queri- 
do hacer reserva alguna hubiera puesto restricción en sus 
términos, y antes, por el contrario, acuerda ese dereclu en todo 
hv/nftu y pin' rl ituvn» /¿reo o. 

(>" (¿ii.' la Municipalidad lia podido legítimamente constituir 
esa obligación desde que, como persona jurídica, es susceptible 
de contraer derechos y obligaciones, sin más restricciones que 
las que establece el derecho común. 

7" Que, reasumiéndolos anteriores considerandos, resulta que 
a! vender la Municipalidad de Zarate á 1). Hipólito lliel el te- 
rreno que figura en la o-crilurade foja primera, reservó al com- 
prador, el di-rechu ¡i comprarei- odo tiempo y pi«r el mismo pre- 
cio el exceso de terreno, si iü hubiese hin reservas ni condiciones; 
que consintió en la posesión que no interrumpió ni esturbó y 
boy, por lo tanto, demandada la escritura-ion, no puede preten- 
der la alteración de esa cláusula sin vulnerar un derecho per- 
fectamente adquirido y consagrado por esa posesión. 

L'or estos fundamentos, y eonco rdantcs de los escritos de foja 
\'.\ y 81. fallo; declarando perfecto el derecho gestionado por los 
demandantes en virtud de la cláusula contenida, de reserva en 
su favor, en la escritura de foja primera, y en su cousecui-iicia 
ciuideno á la Municipalidad de Zárate á escriturar, dentro de 10 
días de ejecutoriada la presente, ú favor de los señores Halbachy 
Cubo, el terreno que lia motivado el presente juicio, y por el pre- 
cio lijado en la referid a escritura de fojapri mera, sin especial con- 
denación en costas, Nottfíquese con el original y repónganse 
los sellos. 

Wtu iauu S. *h .\nrrt'cot>c/ira. 
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Hilónos ÁÍtcs t Julio ¿5 de 1801 • 

Vistos y considerando: Que del texto de la escritura do com- 
pra-venta* corriente Afoja primera, que sirve de base ú la deman- 
da, no resulta qncel inmueble en ella expresado haya sido ena- 
jenado por U Municipalidad do Zarate cuno un cuerpo cierto y 
de límites lijos y determinados, expresándose sólo en ella que se 
vende á don Hipólito liiel, causante de los demandantes, una án a 
do terreno bañado interpuesta entre el rio Paraná y ni terreno 
de su propiedad de doscientos vuin tic i neo varas de frente al Sud- 
I leste con ciento cuarenta varas de fondo al Nord-Kstu hacia el 
río L'ar:iná, ó su equivalente a ciento noventa y cuatro metros 
óohóeientos cincuenta milímetros por el primer rumbo, pur 
ciento veintiún metros doscientas cuarenta milímetros por o! 
fondo, con reserva al comprador del derecho de adquirir en todo 
tiempo y por el precio estipulado el exceso de terreno, si lo hu- 
biese, hasta lindar con la ribera del Paraná. 

«¡nenoes, por tanl-, de aplicación al preséntela disposición 
del artículo mil. rescientos cuarenta y cinco del Código Civil, 
qu^ serenero al caso de venta db un inmueble cierto y deter- 
minado. 

Que sin dar mayor ni n mor extensión de la que en si tiene, á 
la cláusula de la escriturado venta que acuerda al comprador 
eidereclio de adquirir el exceso que hubiere en el terreno ven- 
dido, ^orsu fondo, no puede éste, del punto de vista do olla, pre- 
tender el ejercicio de un deruebo análogo por lo que respecta á 
las superficies mayores exigentes á los contado* del terreno 
aludido y por rumbos distintos al previsto en la escritura. 
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Que la circunstancia de las adquisiciones hechas con anterio- 
ridad por el misino don Hipólito Hiél de terreno municipal do 
igual extensión en su frente á la determinada en el contrato de 
foja primera, sirve como otro elemento á determinar que lo ven- 
dido en este último, no era sinú la posesión material expresada 
en el mismo y que esta venta fué hecha tul mvimtntm y no tul 
cárpuSé 

Por e*l"> fuiuíauunlo*. se revoca la sentencia apelada de 
foja ochenta y siete y se declara n o haber iugftt á la demanda 
interpuesta; y repuestos loa sollos, devuélvanse. 

depuamih vnrronicA. — c. s.nt 

l.A TUKIIK. — 1 11S V. VAHELA. 
— AI1EI, IM XAS. —LUIS SAENZ 
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/km Angel Cahomay oíros, contra fian Esteban .1 . lUuUtrarru y 
Lorenzo Vánate $ hijo, por cobro dejmos; sobre (alta 'ir per- 
sonería y defecto legal eti ta demanda. 



Sumario.— i° La falta He derecho opuestas" la acción del 
demandante, no autoriza la excepción dilatoria de falta He per- 
sonería. 

2" El defecto legal en él mmlode proponer la demanda, con- 
siste únicamente en la omisión (|o los requisitos establecidos en 
el artículo 53 de la Ley de Procedimientos. 



Cuso.— Don Angel Cabo asa, patrón d. 1 pontón nacional «Mi- 
nistro IV, por sí y por los demás tripulantes del mismo, • ta- 
Uló demanda par paos 3800,46 importe de salarios y manu- 
tención, contra Don Martin Castelltort, expresando que este, 
era el propietario del buque. 

Antesde Mate tirse la demanda, raboasa desistió de ella, ert 
cuanto era dirigida contra t'astelltoit, y la il ¡rigió contra Don 
lis levan A. iladaraceo y Don Lorenzo Táñale é hijo, aumentan- 
do lo reclamado hasta peso* por haoerae devengado 
tuolilo-í con posterioridad á su primera presentación. Dijo: (¿ue 
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ha bía interpuesto la d fin a mi a contra Custtditoit por creerlo 
prupieturio del bur[ut-. habiendo sabido después que dicho í'as- 
telltort inia era finó un intermediario y que los . ropietarius 
« rau Hadaracco y (.'únale, cuino lo comprueba el hecha de ha- 
berle dirigido éstos el memorumdtiui ■ 1 foja 10. en que le comu- 
nicaban i|ud SO pusiera a las ordenes de Don Angel l'eruigoti, 
Quedeapuoa de esta órden, sus relaciones fueron directas 
con Hadaracco y Cana le; y con Pernigatí, designada por aque- 
llo^ entendieron para el >alvaiajc del buque cuando se fin" 1 
¡i pique. 

YA Juez admití el desistimiento y corrió traslado de la nueva 
demanda. 

Don Kstévau Hadaracco y Don Lorenzo Canale recoiio-ién- 
dose dueños del buque Mini-tro P.» expusieron; 

Qu6 ellos no habían solicitado los servicios di»! capitán Cfl- 
bou-a ni contrataron el que dice haber prestado al buque; 

Qvtv como lo demuestra la cu [da que presentan, en 25 «le Kne- 
ro INttO, dieron en arrendamiento el buque á Don Julio 
Torres j Don Martin (* istflltorl, stii más obligación que la de 
entreoírlo pronto para la navegación y con SUS anclas, menos 
el ve 1 á me üj 

<¿ue la tripulación fué contratada por los arrendatarios y 
con éstos se entendió siempre el patrón; 

ijue es curto que hicieron el salvataje del buque cuando se 
fue ú pique; pero ésto lu hicieron á pedido de los arrendatarios 
y esta circunstancia no puede obligarlos á pagar salarios á una 
tripulación que ellos no han contratado; 

l¿uo s tan cierto que el demandante se ha entendido con los 
arrendatarios, que ellos le dieron ta órdóli de foja 9% para que 
entregara la carga que contenía el buque cuando se fué á pi- 
que, á los señores L'rmencta y Santiago; 

Que la demanda ju» ha podido dirigirse contra ellos conjunta- 
mente, sinu por separado, y [wt este motivo es defectuosa; 
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Que el buque es de propiedad de Don Esteban Badaracco y 
Don Lorenza Cúnale, y entretanto, la demanda e> contra Bft- 
daracco y contra Lorenzo Cúnale 6 hijo, razón que nada tiene 
qae nacer en este juicio. Dijeron que oponía Con carácter prMó 
las excepciones de falta tle personalidad y de defecto legal en 
el modo de proponer la demanda; y pidieron que ésta fuera re- 
di azud a con costas. 

Corrido traslado ile las excepciones, pidió el demandante 
que nose hiciera lugar á ellas, con o .stas. Dijo: Que la de falta 
de personalidad es improcedente, desde que los demandados re- 
conocen que soft dueños del buque, que se han prestado los ser* 
vicios cuyo importe se demanda, y desde que el artillo ^TH y 
siguientes del Código de Comercio, impone á los dueños la obli- 
gación de retuunerai'lost puesto que han sido prestados en bene- 
flCtO del buque; 

Que el contrato de arrendamiento celebrado entre los deman- 
dado* y Torres y Castclltort no puede oponerse! tereerosj por- 
que según lo dispone el artículo 866, Código de Comercio, debe- 
ría para eso revestir las formalidades de la escritura pública; 

Que la improcedencia de esta excepción se demuestra ade- 
n:is t con lo que expresa en la demanda; 

Que on cuanto al defeoto q«e se imputad la demanda, debe 
decir que ella es dirigida precisamente contra Don Estovan A. 
líaduracco y don Lorenzo Canale; y si dijo Lorenzo Canale ó 
hijo fué para distinguir á éste de su padre que tiene el niismo 
nombre; 

Que esta excepción no procede, desde que los dueños ú copar- 
tícipes de ese buque son conjuntamente responsables de las 
deudas contraídas en beueücio «leí buque, según lo dispone el 
Código de Comercio. 
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rail*» del Juex IV. I*- rül 

Bucpos títfíi, Abril 1<> de 1891 

V victos : l*or los fundamentos aducidos eu el escrito de foja 
30: y lunsidernndo además; 

t° Que tos demandados apoyan Id primera de las éxi melones 
opuestas en, el escrito de foja 25, cu el precepto tlrl inciso 
artículo 73 de la ley nacional •!»- Procedimientos, que se relie- 
re ti la falta de personalidad en el demándame o su procurador. 

_ Que entretanto, del tenor del escrito mencionado ito upa- 
recé puesta en telado jaicio la capacidad legal tlrl demandante, 
por -í, u cuiuu repre.-entaiih- d«- ..tro*, que es lo que Constituye 
la mencionada excepción, síoósu falla de acción para cobrar 
los -alario* que reclama á los demandados, lo que constituye una 
excepción perentoria, que sólu puede oponerse como contestar 
ctoná la demanda; y de ningún modo como artículo prévío. 

3* Que además, los demandados reconocen e-plíeiluiurute ser 
los propietarios del pontón nacional «Ministro l\>, en el cual 
prestaron mis servicios les demandantes, r< mi lando del contrato 
exhibido por aquello*, que loa únicos gustos ¿cargo de ¡os arren- 
datarios sen los impuesto* de pUertO y muelle y lis despachos 
de aduana, de donde se deduce que los salarios de la tripula- 
ción quedaban á cargo delo> propietarias. 

4" Que en Cuanto al defecto legal atribuido á U demaudu, - ,.u- 
sistente en haberse demandado conjunta y no S"paradameule ú 
Badáracco y Canal e, debeobserv irse, en primer lugar, que (Helia 
circunstancia, no constituye el defecto I ejjal que autoriza á no 
conteatarla, pues este se ritiere á la omisión: de los rcrpiisitos 
establecidos en el artículo de la ley de procedimientos; y en se- 
gundo lugar, es perfectamente esa forma tTat lindóse de una uc- 
r \* n 
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cion dirigida contra los copartícipes de un tiuque, ntentolo dis- 
puesto en los artículos 878 y siguientes del Código de Comer- 
cio. 

' Por estos fundameiíiios, fallo: rechazando con costa* las excep- 
ciones opuestas, y J»u*« m conteste ta demanda en el término 
hgal. 

V ira i 1 10 >/. Tedht. 



rallo o> In MuiirrniH « «rtr 

Hítenos Ain*s, Julio ttJde Wl . 

Vistos: Por los fundamentos ¿ontChWs en el auto apelado de 
foja treinta y tres vuelta, relati vanante á la excepción de defecto 
en el modo de proponer la demanda, y los contenidos en t i pri- 
mero y segundo con-iderando del mismo auto, relativamente a 
la excepción de fttUii de personalidad, se contii ma urju-l, con cos- 
tas; y repuestos lus sellos, devuélvanse, 

UE>JAJIlN VICTOUlCA.— C. S. t>E 
J.A TOI1UK.-LUIS V. VARELA. 
— AIIEt. liAKAS.— LUS sAENÍ 

peSa. 
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Von Curios A ualos, contra doña Muña de González; sobre 

tnei tstira. 



Sumario, — i * Protesiada una mensura, y ejecutoriado el mi- 
to por el cual se ordena que los interesados hagan valer sus 
derechos por la vía ordinaria, correspondo que se timmJe forma- 
lizar la oposición. 

2' Antes de esto no puede pedirse so deseche la oposición co- 
nv> improcedente y se apruebe la mensura, por razón de haber- 
se admitido una demanda de jactancia del prologado, y de no 
haber el protcstant" interpuesto la acción exigida. 

Caso.—Eü l:> de Mayo de 1890 Uon Carlos Avalo* se presentó 
at Juez Letrado del territorio nacional del Chaco, pidiendo men- 
sura de tiu lote de terreno rural. 

Kl Juez accedió y fueron citados los lindo ros que el actor 
manifestó ser: al X, K., la viuda de Dim (Jervacto fionzalez; at 
X. <>., o] Dr. Fermiu É, Alsiiia; al S.K., el señor áquisi, y al 
S.O, el señor Odor ¡ce. 

Hedíala mensura, don Manuel Zamora, apoderado de la se- 
ñora González, declaró que el terreno mensurado correspondía 
ásu representada. 
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El Juez, por decreto de 28 de Junio de 18ÍH), ordenó se hieic- 
se saber á los interesado* que podían deducir las pretcnsiones 
que juzgaran pertinentes, para ser substanciadas y decididas por 
los trámites del juicio ordinario. 

En 12d*- Julio, Aralos su presento entablando contra Don 
Alanuel í Xamor^ apodferado (Je doña Haría t. de « loiv/alez, 
demand jactancia, fundándose en la manifestación hecha 
m ■ ., ¿,. |a mensura, 

Pidió que cnnfesara o negar| lo espítesto en dicha manifesta- 
ción, y luegu se leconfiriciu vista. 

El J ncy proveyó de conformidad, y Zamora manifestó (jaé lo 
manifestado en la diligencia de mensura es cierto y se ratihea 
ni el. 

Avalos, con vista de esta diligencia, pidió se ordenase al jac- 
tancioso une entablara su aocioii con todos los recaudos del caso 
dentro de 10 días, bajo apercibimiento. 

Kl Juez proveyó como se pide. 

Zamora, acompañando el poder de Uuña María Larra nde iltt- 
da de González, expuso que pon Carlos Avalos molestaba d su 
representada en la posesión del Cuarto lote, húmero IOS), ocupa- 
do actualmente por Hon Sebastian -Maque. 

l¿ue los actos materiales que Lt inquieta cu la posesión 
son la mensura (¡m- ha hecho practicar, y la demanda de jactan- 
cia que. ha entablado. 

Hizo la historia de la casa que actualmente ocupa Maque: 
comprada por el marido de lu González en remate judicial en 
1881, y poseída ahora por su representada, y entabló contra 
Avalas el interdi- to de retener. 
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tuto ilrl Jury, liflrml» 

ltrsi>ii-«cfn. Si'tifiiiht" t* da I**!-»). 

Pura que pueda inteittars: 1 el interdi-do de retener preciso es 
que m' enuncien actos atribuidos al demandado, parios cuales 
éste hay i tratado de inquietar en su posesión il actor. 

La mensura tacita por el perímetro no lo lia mol untado un la 
posesiou; y tan es así, que iJojá tranquilamente que se ejecuta- 
ra; y sólo una vez terminado cenata tú su oposición; y signe po- 
se y- tirio muy par ítiivi mente. 

L;i acción de jactancia no es un acto material que le moleste 
en su posesión . 

Xo existiendo, pues oí extremo prevenido en el ineis.t 2" Jel 
articulo 571: no lia ltigar, á la convocación solicitada. 

ParútlU. 

Avale-, se presentó cu 1 ri- octubre, y alegando que Zamora 
no había deducido ma* aceto» que el interdicto, que había sirio 
rechazado, pidió se condenara con costas á su r< presentada, or- 
denándole que guardase perpetuo silencio, y se aprobase la men- 
sara practicada por el iriííeiiu ro Muti. 

Fu lio ilel Juf» lii"! rutilo 

Ih-sísieiicin. iiciolirc 11 ilc Inüu, 

Y vistos: estos obrad»*, iniciados por Don Cario. A ratos atri- 
buyendo á Duna María L. de Rónzale/,, por intermedio de su 
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apoderado H«iii Manuel A. Z a inora, manifestaciones preten- 
siosas £ infundadas á un terreno que dice aquel ser de su pro- 
piedad. 

Resulta: que el señor Avalos entabló acción de jactancia y el 
Sr. Zamora expresó en diligencia que es muy curto que su 
mandante e^ propietario del terreno de que se dice dueño 
aquel. 

Intimado para que dedujera acción, en virtud de tal pretcn- 
sión, el señor Zamora expresó: que hacen más de di< 1 /. años que 
su instituyen te es propietario del terreno en discusión y que so 
halla en quieta y pacífica posesión, teniéndolo actualmente 
arn'iidado á un entono. 

Que é\ señor A va Jos la viene molestando en la posesión des- 
de algún tiempo» atrás, pretendiendo que use cuarto de lote es 
k \ que él ha comprado á Doña Juana C. de Sieardi. 

ttue en su consecuencia interponía el interdicto de retener; 
expresando que los hechos materiales que le inquietaban en ta 
posesión eran: la mensura practicada y la acción de jactancia 
deducida. 

Él Juzgado no h\io lugar á esta acción posesoria, soste- 
niendo que la mensura ya practicada por e! perímetro y c-un- 
pletamcnte consumada no había molestado y menos molestado 
al poseedor; que ello no era pues et acto material requerido en 
el 2" inciso del artículo 57-i y que mucho inunos lo era la ac- 
ción de jactancia. Kjecutonado el auto, el señor Avalos se 
presenta pidiendo: que < n virtud de no haber deducido acción 
el jactancioso se le condene, ''ou costas, á guardar perpetuo 
silenciu, j que se apruebe la mensura practicada en el espe- 
diente respectivo por el señor Muty. 

De este expediente resulta: que praclicadu la mensura á pe- 
ticiondel actor, una vez consumada, el señor Zamora expuse: 
que el terreno medido correspondía a* su representada. 

En virtud de tal opoMei-m, en auto ejecutoriado, el Juzgado 
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declaró, en conformidad al artículo que los interesados <le- 
bían deducir las pretensiones que juzgaron pertinentes. 

Ahí que ió ése ftXpédicnte; y *e fonu'i t:iege el de jactancia. 
Considerando: que el artículo 425 del Código de procedimien- 
tos concde la acción de jactancia centra quien se atribuye de- 
rechos propios ú bienes que conjvtHnyen el patrimonio del re- 
currente. 

íjue éste im ha probado qm* te halla en pesesion del terreno 
cuestionado, pareciendo más bien que la posesión la tiene lase- 
ñora de Gañíale*; á estar á lo caten saínente expuesto cu el es- 
crito en que interponía el interdicto de retener, y al silencio 
que sobre tal posesión guarda aquel, 

titi* 1 al actor le hubiera correspondido probar que tiene tal 
posesión; pues sin ella, ¡lunque tenga el más justo título 
imaginabJe, tendrá un dertrhuTi poseí r para lo cual necesitará 
pedirlo de quien corresponda; pero jamás podrá alírmar que es 
parte constituyente de sn patrimonio loque no posee, por sí ó 
por intermedio de un poseedor precario. 

No habiendo, pues, justificado que ol bien discutido sea parte 
de su patrimonio y habiendo más bien confesado quede, él se 
encuentra en posesión Doña María L. de González: se declara 
improcedente la acción de jactancia deducida por Don Carlos 
Avalos. 

Kn cuanto á la aprobación de la mensura que incorrecta- 
mente se so'ieíta en este expediente, se declara: que ( lio tam- 
poco corresponde, pues existe oposición; y en tal caso, el ar- 
tículo 021 del Código de Procedimientos en lo Civil establece: 
que el Juez substanciará, por los trámites del juicio que corres- 
ponda, las pretensiones quu se deducán; y basta hoy éstas na- 
die las ha deducido. í&póngase el papel; y si esta resolución 
quedase ejecutoriada; archívese. 

Alfredo Parodié* 
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A va los úpelo y si» le concedió el recurso übr amenté, 

Kxpresandu u^ravi -s el ij octor -1 - ■ n M. (I. Méndez, por Ara- 
los, pidió lu re Tocación déla sen (encía apelada. 

Después ilo Lecha la historia do los mitos, dijo que la actitud 
asumida por la señora de 'íon zules provoca estas convicciones: ó 
ella ha deducido la acción ¡I que se la aprimaba por el juicio 
de jactancia, ó no lo ha hecho. Si lo primero, la acción ha sí- 
rio rechazada, y el Juez debió aprobar la mensura d< clarando 
improcedente su oposición; si lo secundo, vencido el término de 
los 10 día*, la lev imponía al .Juez el deb'*r d.- hacer efectivo 
iipcreibimieu. o de la demanda de jactancia, y declarar caduco 
el derecho pretendido por la señora de liouzulez. 

Que el Juez letrado ha prescindido de ésto y ha aducido he- 
chos y consideraciones no alegadas, que además no son aten- 
dibles. 

Que* en efecto, no puede discutirse que el terreno en cuestión 
sehallaenel patrimonio < de Aralos, pues li ■ probado su dominio 
con los títulos de propiedad, sin los cuales no había podido or- 
denarse la mensura. 

Que el origen de los títulos esineonti stuble, pues procede del 
Gobierno nacional, y se hallan en escritura pública. 

Que dicho título prueba también !o posesión, pues la escritu- 
ra expresa que se ha Cumplido lo ¡que dispone el artículo 02 do 
Ja ley de Ti de Otubre de I87t> sobre inmigración y colonización, 
loque importa que < l concesionario tenía el terreno poblado 
y cultivado, y por lo tanto ojie tenía su posesión. 

Que ante esta prueba, nada vale el argumento de que parece 
que tiene la posesión la señora de 'íonza le?. , ¡i c^tar á su escrito 
y al silencia de Aralos, á quien no sele corrió traslado de oque! 
escrito, y no tuvo por tal razón oportunidad para impugnar las 
acciones do la señora üuuzaíez, á las que nunca ha asentí (o. 

Qt;u lo que la señora González trae como título es que el 
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Juez de Primita Instancia do í'orrá-ntvs aprobó en los untos 
testamentarios «le Don Agustín Tasque?, una venta hecha á fa- 
vor de Don Gervasio Gnnzal. z cíe una « usa y terreno en líesís- 
t encía, da^OO vera* cuadrada*, exf^rtoftifó que Vasquez no 
tenía título. 

Que de esa venta no se autorizó escritura publica, 
(¿ii aun ptesein^iéíído de estas dos circunstancias que qui- 
tan todo valor á la preteniion de la señora [González, resulta 
que el área y la ubicación del terrino que este pretende son db- 
untas «luí de A va los. 

Quei-ii elWto, se^iiu el t—tituoiuo ¡¿t señora González, 
apárete que el terreno vendido i González Unía por el K, con 
terreno posL-Mo jmrliuñ i Juana (1, de Sicardi, que es hoy el 
de A va los. 

Que por otr¡i paite ¡a -efiora Larraude nu lia; acreditado que 
el terreno que dice poseen huya plisado A ser suyo. 

Que la demanda de jactancia es pr- ceriente, y el Jaez ha de- 
bido proveer sobre la electividad del apercibimiento* 

<íue declarado caduco el dereého de la señora González, ú 
rechazado, la protesta di* la mensura careee de base, y ésta de- 
be aprobarse. 

*jue protc-tada una mensura, incumbe al protestante probar 
lo- fundamentos de la protesta. Si no lo hace, ó si lo hace re- 
cbaziíndose estos, la mensura debe ser aprobada- 

En rebeldía de la parte apelada sedi.-tú el 



■<*'•*» ilr li* *Mi|irrnm 4 orle 



Dinenoá Air.-,. Jolio de \wt\. 



\ ístos y Considerando: que en el estado actual de !u causa, 
eou-entiday ejecutoriada la resolución por la cual el Juez Le- 
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t nido del Chaco ordenó á los interesados hacer valer sus dere- 
c ios por la vía ordinaria en vista de la prutesta dédUcidá por 
Doña Haría L. de <¡ouzalez úsu apoderad" i contra la mensura 
practicada á solicitud ile Don Cirio* Avalo; y reeL azada, como 
lo fué, la demanda de interdicto deducida por la primera, sólo 
resta, de conformidad á lo dispuesto por el artículo sciseL*ntus 
veinte y cuatro de la ley de procedimientos, el cumplimiento de 
Ja resolución referida, que no se lia ejecutado aún, y que se for- 
malice, en consecuencia, la oposición deducida, en cuya oportu- 
nidad la señora González podra hacer valer los di rcclios que 
crea tener contra la petición de mensura, y las acciones que le 
correspondan, at nta la calidad que se atribuye de poseedora 
del terreno mensurado. 

Por esto, y sin juzgar de la procedencia do la acción de jar- 
tan oía deducida, por no ser ello necesario en las eircunstancius 
de la causa, y por el mérit». mismo de la presente resolución: se 
coulir macón costas el auto apelado de luja diez y ocho vuelta 
en cuanto no hace lugar á la aprobación deja mensura practica- 
da; y á los efectos indicados, vuelvan los autos al Juez a t/uo 
con reposición del papel. 

flEVJASHN VI CIO RICA.— C. S. IIF, 
LA HUIRE.— LUS V. VÁRELA. 
— AREL RAZAS.— LUIS SAE>Z 
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Vnrrit y Morvmi mntrmí Fermmrrtt Gran Oeste Argentino, />or* 
eohrt) thi ¡watts; sobre competencia 



Sumario. — En las causas sobro transportes por ferrocarriles 
nacionales, rjne no sean de propiedad déla Nación, debe acredi- 
tarse el fuero federal por nzuu de la distinta nacionalidad ¿ ve- 
cindad (lelas partes. 



Caso.— Elevada por apelación á la Suprema Corte la causa 
seguida por los señorea Carril y Moreno contra el Ferrocarril 
Gran Ueste Argentino, por cobro de pesos, procedente de trans- 
porte de mercaderías, se mandó acreditar que el caso correspon- 
día tí la jurisdicción federal. 

Ed ci reclamo du los interesados recavó el siguiente 



I «lio de la Mu|ir*ma Corle 

Buenos Aires, julio :J0 de 1881, 
NosicndodeaplicácL'jna) presente casóla resolución ú que esta 
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parte se refiere fl), por no tratrrsede un ferrocarril de propie- 
dad de la Nación, ni ser ¿¿ta, parte en los autos, aunque la Em- 
presa demandada pueda tener el caréete* de nacional u los otee- 
tos de la ley de policía de los ferrocarriles; y tratándose además, 
du las obligaciones meramente do un contrato de transporte, re- 
gido por las disposiciones del derecho común, estese a lo rosu*| T 
to á foja cincuenta y cu ¡Uro. 

BENJAMIN VJCTOUICA,— C,S. I>E 
LA TOUKF.— AIIEL RAZAK.-- 
M IS SABKÍ f'FSA, 



t.USi í « YI.V 



D. Satítüigo AílcfiUecotilra /i. Pedro Chi'tstopltBrí&n, tir/ente del 
vapór "Hourn «; sobre cobro tit> averías 



Sumario. — 1" Kl daño procedente de presión de estiva, de- 
bida á hechos no imputables al Ciipitan, no hace parte de la in- 
demniza clon de averías sufridas por la carga. 

2' De la suma que se manda abonar por dicha indemnización, 
se deben loa intereses ú contar desde el día en que debió hacerse 
la entrega déla carga. 

(1) La resolución referida por lo* interesados es la de la smc 2, 
tomo 19, página Uü) ik los Fallos <|,> l;i Suprema Corte. 
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3" Son ríe cargo del responsable de las averías, las costas 
causadas en el juicio pericial sobre la existencia ó importe 
del .laño. 



Caso.— M [M 4e Biieío 4 o <H87, D. Franciseu í";il;1í A<*, por 
D. Santiago Allende, se presento al Juzgado de Secci«n t expo- 
niendo: 

Qüe ñor id rapor tiRoneíij habían fcnidoá ta consignación de 
su representado 271 pipas , ^medias pipas y 52 cuarterolas de 
vino tinto español; y como tuviese conocimiento de que se ha- 
bía sustraído y agnado el tino, y deque se había efectuado 
robos de pipas, pedía un reconocimiento judicial di' la carga. 

.Vconipañúel eonociiuiento, suscrito en Valencia, y cuyo arti- 
culo i" dke: MI Capitán no responde, sea como conductor, sea 
como contribuyente á ]¡i avcrín grites;),,. , de Lh averias ocasio- 
nada* por insuficiencia de los embalajes. .. del derrame dolos 
líipiidns... d«- los daños causados,., por el contacto de "ñas 
mercaderías con otras». 

VA artículo Ü\ dice: «Kl capitán, en caso de perdida de que 
él sea responsable, afilo estará obligado;! pagar el valor intrín- 
seco de las mercaderías* . . sin dañas y perjuicios... i 

Posteriormente, las partes mmifcstaron que habían convenido 
en que se revisara la carga por tíos peritos, los que constatarían 
la existencia de daños y su monto. 

Practicado el examen, los peritos informaron: 

íjue había cuarenta pipas, 7 medias y una cuarterola con I7Í)7 
galones de falla» originada por la (tres ion de estiva y 390 galones 
de falla originada por espiches, tapón movido y golpes, más 25 
nae ¡olíales de desmérito en las dos pipas número 2t¡0 y 579 con 
tapón movido y aguadas; 

(¿ue opinaban que la presión de estiva fuera originada por los 
malos tiempos que debía haber sufrido el vapor durante el viaje ; 
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Que las pipas eran de capacidad de 124 galones cada una, las 
medías de 62 galones y de 36 las cuarterolas; 

Que la merma natural y fíe uso comercial era de tres por cien- 
to; y el precio corriente en los dí;is que practicaron la pericia 
era, término medio, de 120 nacionales la pipa de vino de «sa 
clase, rehenchida y despachada, con descuento de A °/ al con- 
tado. 

Ampliando su dictúincu, los peritos manifestaron: 
Que habían omitido hacer constar que faltaba una pipa; y que 
A consecuencia do nuevos informes, hablan constatado que el 
vino deesa marca se vendió á la llegada del vapor ;í 126 nacio- 
nales la pipa, rehenchida y despachada, con descuento de i " 
al contado. 

El perito nombrado por el Juez para practicar la liquidación 
de los daños, tomando por base les datos suministrados por los 
peritos nombrados por las partes, hizo la siguiente avaluación, 
en la que deducía el -i correspondiente á las ve n tas al con- 
tado: 

Fallas originadas por la presimi de estiva S m n IMíO. Ü 

Fallas originadas por golpes , 200. ÍH) 

Fallan por empiches 118.3!) 

Fallas por tapa movida 0.00 

Bes mérito por vino ajinado 4 25. 00 

Falta de en l reg í . \ 17.00 

Tutu!. . .sftm n 2t 00,70 

Kl representante do Allende observó esta liquidación, di- 
ciendo: 

Que el descuento de t 11 „ que haeía el perito era inaceptable, 
porgue suponía una venta al contado, y en esc caso no ha lúa tal 
venta, ni el precio de los artículos se recibía al contado, pues 
el juicio que perseguía su ab mo tenía ya cerca de seis meses; 



1>E JUSTICIA NACIONAL 



175 



Que en cuanto al vino aguado, era igualmente inaceptable la 
eslhnacion pericial, poiqui- no era posible saber qué valor ten- 
dría en pinza un vino qiu- no era puro, siendo el procedimiento 
más correcto, que el tientan rindo abonara ei valor riel artículo, 
como bueno, (ornándolo para sí. 

Posteriormente, el representante tle Allende entablé deman- 
da en forma contra Di Pedro Cristopliersi n, para el c«>brode las 
averías. 

Repitió los antecedentes del asunto y sus argumentos res- 
pecto al descuento del -í ° „ y ¡í la estimación del vino aguado. 

Respecto del último punto, decía que no había más que dos 
soluciones: la venta en remate por cuenta del demandado, ó el 
abono íntegro del precio, quedando de su propiedad el artículo 
en cuestión. 

A','reg.i que el artículo 1037 riel Código de Comercio estable- 
cía la responsabilidad del dueño del buque por la indemnización 
en favor de terceros á que hubiera dado lugar la culpa del ca- 
pitán cu la guanta y conservación de los electos que recibió á 
bordo; 

Que la indemnización debía comprender los intereses deven- 
gados con anterioridad á la demanda y los pastos judiciales 
ocasionados, según lo establecían la ley y la doctrina; 

Que el artículo 1009 riel Código Civil estatuía que el daño 
comprendía no sólo el perjuicio efectivamente sufrido, sinó tam- 
bién la ganancia de que fué privado el damnificado por el ac(o 
ilíeito; 

Que los gastos judiciales debían considerarse como una con- 
secuencia inmediata del "laño: y los intereses devengados con 
anterioridad á la demanda, desdé el momento que se soportaba 
el daño, constituían la ganancia do que fué privado, siendo 
equitativo que et cálculo se hiciera computando el interés de 
plaza sodm el valor en dinero de las mercaderías ;í indemni- 
zarse; 
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»Jue según Liiurrnt, número ¡Í27, el principio de que los in~ 
tcreses no se deben sinó desde el día de ta dem unln, no es apli- 
cable á tos daños: y perjuicios que resultan de los cuasidelito?, 
pues el Juez puede comprender en ellos los intereses de la in- 
demnización, que no ion inh-resess moratorias, sinó perjuicios {• 
intereses que cu tupen san el daño causado. 

Que desde que la luirte contraria no había objetado la Liqui- 
daciou p ra>" t U'U'J u, era liVjtu suponer que, por tu menos, >e re- 
conocía deudora por el importe de di -ha liquidación. 

l'idiñ que se condenara á Cristophersen i pagar en el térmi- 
no de diez ¿fas: 

1" La stiina de 2I0IJ jm.íos ei.n "ií ei-utavos importe de tit li- 
quidación pericial, ron más el aumento del i" „ qu- lo- peritos 
excluían; 

*£' importe de las dos pipas aV vino aguado, á razón de 126 pe- 
gos cada pipa, según el precio lijado por los peritos, -i ti perjuicio 
de que el demandado los luciera Tender, sí lo entintare conveniente; 

3" Los intereses legales subre e 1 capital; 

4" Los costos y gastos del expediente sobre el reconocimiento 
pericial de las mercadería:- * loa costos y gastos de este juicio. 

Conferido traslado de ta demanda, írMoplursen expuso: 

Que las dos observaciones hechas ¡í la liquidación carecían de 
fumlatuento: la primera, referente al descuento de -i 1 ,., porque 
si bien no se trataba de una venta al contado, se trataba de pa- 
gai el imp rte al contado, no pudiendo pretender et contrario 
que, so protesto de indemnización, se le entregase más de lo que 
percibiría si vendiese la mercadería por dinero de contado; co- 
mo lo probaba el hecho de cobrar intereses; 

Que si el contrario hubiera vendido mi mercadería al contado, 
habría tenido que liacer descuento; y ü ; la hubiera vendido á 
plazo, no habría hecho descuento; pero tampoco habría cobrado 
intereses: luego no podía acu mular contra él dos cosas que lio 
concurrían nunca; 
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Respecto i La observación relativa al precio del vino aguado, 
decía que no veía por qué los peritos no habrían podido hacer 
esa avala ación, cuando elb>s eran personas competentes que dia- 
riamente hacían pericias semejantes y su piocedi-r se ajustaba 
á la práctica constante; 

Agregó que la contraparte fundaba su pretensión en el artí- 
culo 1037 dt-1 Código de Cómeme, que trataba de la indeiutiiza- 
cíou á que diere lugar ia culpa del capitán, la que sólo compren- 
día la* fallas procedí ntis de golpes, espiches, tapa movida, vino 
aguado y falta de entrega que, según la liquidación, sólo im- 
portaba 500 pesos moneda nacional con 35 centavos. 

Que no entraba, ptt -s, en la prescripción de ese artículo, ni 
de ninguno di- los otros citado* pul el actor, la falla procedente 
de la pre>ion de estiva y, además, el actor no alegaba que las 
mercaderías hubieran sido mal estivadas, por cuya rauon debía 
desestimarse su pretensión; 

<¿ue esta falla, qué debía c >ns id erarse como vicio propio de la 
cosa ó fuerxa mayor, estaba exceptuada de la indemnización 
P'*r el artículo 1007 del citado Código; y era sabido que ella era 
materia dé indemnización por parte de los seguros, ó del cul- 
pable del mal embalaje; 

(¿ue además, el vipor «Roñen* sufrió fuertes temporales en 
su viaje, loque constaba en ti extracto del diario náutico agre- 
gado á ¡os autos quo había seguido con 1). Domingo Uolleri, so- 
bre pericia, al que so remitía; y que Uolleri, reconociendo la 
existencia de la fuerza mayor, ocurrió a entenderse con los ase- 
guradores. Dijo que su intervención en ¡a pericia uo importaba 
uu reconocimiento tácito de su responsabilidad, pues el artículo 
Í24G decía que esta diligencia, aunque fuera solicitada por el 
capitán, uo perjudicaba sus medios do defensa; 

Que, además, si no observó la liquidación, fué porque le pa- 
reció bien hecha, porque en ella, no se decía quo él quedaba 
obligado á pagar su importe total; y porque hasta entonces 

T » ú 
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Allende o o había pretendido, por medio de un;i demanda en for- 
ma que le pagase lo que no le debía; 

Que había ofrecido abonarle al actor el importe de las fallas 
procedentes de golpes, espiche, tapa movida, vino agnudo y 
falta de entrega, y si este no quiso recibirlo, no era suya la cul- 
pa: |ior cuya razón no dcbú abonarte intereses algunos, pues no 
había incurrido en mora; 

Que en el caso unís desfavorable podría obligársele a pagar 
los intereses desde la fecha de la demanda; 

Que la condenación en costas procedía contra el demandante 
por haber incurrido en la plus petüion (ley 43, título 2", parti- 
da 3"; serie 2", tomo 8", página 255, y tomo 7% página 389 de 
los fallos de la Suprema Corte). 

Pidió que se declarase que sólo debía 500 pesos moneda na- 
cional con 35 centavos, y se condenase encostas al actor. 
Posteriormente Cristophersen manifestó: 
Que Allende había depositado en el líancoú laúrden del Juez 
la suma de 1035 pesos con 35 centavos oro sellado, como im- 
porte del ílete de tas mercaderías que le vininieron consignadas, 
cuya suma lo cor respondía percibir como ag.nle dei vapor 
«ILouen»; y pidiúque se librare oficio al Banco para que se le 
entregase. 

En un otrosí dijo: que su responsabilidad era conocida y que 
garantía aboniir todas aquellas fallas que llegaran á ser decla- 
radas judicialmente ácargu del buque, hasta la concurrencia de 
la suma cuya extracción solicitaba, por euya razón esperaba que 
MI levantara el embargo que pesaba sobre dicha suma. 

Acompañó el certificado de depósito en el Banco. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



1"í) 



Auto dH Jura Federal 



Hitónos Aires, Srtianibre 10 du 18H7. 

En lo principal, líbrese oficio al Banco Nacional para qae 
con la intervención del aduanóse entregue á D. Pedro Cristo- 
pneraen la suma de 1935 pesos con 35 centavos depositados á 
la orden de este Juzgado pur D. Santiago Allende. 

Al otrosí, como se pide. 

Virgilio I/. TvtUiK 

N'-tilicada de esta resolución, la parte de Allende dijo que no 
estaba conforme con ella: 

Que habiendo justilicado la existencia de perjuicios, recono- 
ces en parte por Cristophersen, pudía exigir que la suma obla- 
da se retuviese hasta la terminaron del asu,ito y también po- 
día solicitar un embargo preventivo; 

Que el depósito fué hecho bajo la expresa condición de res- 
ponder á las resultas del asunto, y que m condición no fué 
observada, aceptándose tácitamente; 

Pidió revocatoria del auto del Juez j que, en caso de consi- 
derarlo necesario, se decretase el embargo preventivo de ta su- 
ma depositada, interponiendo subsidiariamente el recurso de 
apelación . 

Conferí lo traslado, Cristophersen pidió el rechazo, con costas 
de lo solicitado por la parte de Allende, 

Dijo: Que 16 más que esta podía pretender era que quedara 
depositada la suma que él había declarado adeudar; pero no el 
resto, porque déla pericia practicada resultaba que la causa de 
la falla era la presión de estiva, y porque para impedir que el 
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fletante recibiese el importa del Dote, por considerable «l"" fue- 
se, les bastaría á los lletadores reclamar suma* iusigniOcuntes; 

Que sti responsabilidad ora notoria; que el embargo preventivo 
no procedía, pues la pericia en que pudiera fundarse sólo arroja- 
ba en su contra la suma que él había reconocido, ni tampoco 
procedía eí recurso de apelación, por no ocasionar el auto ^ra- 
vúmen irreparable. 



Auto drl Jim'í. P«d«r»l 

Buenos Aires, Noviembre 1" áe 188?. 

Vistt-3: Atento lo resucito en esta misma fecha en el inciden- 
te sobre pago de averías j por los fundamentos aducidos en el 
precedente escrito, d achirase que sólo debe quedar depositada 
en el hunco Nacional la cantidad que en dicha resolución se 
manda pagar á favor de Ai I ende, debiendo cumplirse la resolución 
de foja... por p! sóbrame. 

VirgiUé U. TwIíh. 

Proveyendo sobre lo principal, íl Juez dictó el siguiente: 



t itilo del Jtiea redrrnl 

11ii. ii.i- Air*-. NoiL'-nilir"' -I- 

Yistos y considerando: 1 Que el Agente del vapor «Houen> 
1>. Pedro f'ristopbersen, está conforme en reconocer ásu cargo y 
pagar el importe de las averias procedentes de golpes, espiches, 
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remoción de tapones, vino aguado y falta de entrega, que por su 
misma naturaleza acusan dolo ó culpa grave del Capitán ú de la 
tripulación, cuyo .valor, según la estimación pericial hecha á 
Tuja 12 y tlqitídacion do foja 3i, importa 500 ^esos con 35 cen- 
tavos. 

2" Que por consiguiente ta única cuestión á resolver es, si 
son también á cargo del mismo Cristophersen los daños causa- 
dos por presión de estiva, que según Jos antecedentes mencio- 
nados importan 000 pesos con 50 centavos, lo que constituye 
una cuestión de puro derecho, pues no se discute ni el origen ni 
el importe del daíio, únicos hechos que podrían ser materia de 
prueba. 

3" (Jue á este respecto la opinión de los peritos de ambas 
partes es que la presión de estiva notada en general en el car- 
gamento (leí «líoueu» lia sido originada por malos tiempo que ha 
debido sufrir el buque durante el viaje, circunstancia que se ha 
comprobado debidamente por medio de los asientos en el diario 
de navegación, que prescribe el artículo 1 i «5 del Cúdign de Co- 
mercio, según consta en el extracto agregado ú foja 34 del expe- 
diente seguido por 1). Domingo Holteri de que ha hecho méri- 
to el demandado. 

4" (Jtie déla rospunsabilidad que incumbe al Capitán por los 
efectos recibidos á bordo, están expresamente exceptuados los 
daños provenientes de vicio propio de la cosa ó fuerza mayor, 
conforme al artículo 1010 del Código citado, á cuyas circuns- 
tancia* es forzoso atribuir el derrame ocasionado pr*r la pre- 
sión de estiva, cuando por otra parto no se ha insinuado siquiera 
qm- el cargamento haya sido estiva Jo, contrariamente á lo que 
prescriben las reglas del arte, según ta condición de la merca- 
dería. 

5 o Que no puede clasilicarse comj baratería daños de esta 
especie, pues por tal se entiende únicamente todo acto por su 
naturaleza criminal ejecutado por el capitán en el ejercicio de su 
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empleo ó por individuos de la tripulación, del cual resulte daños 
graves al buque 6 la carga (artículo 1370, inciso 11, del Código 
de Comercio), del modo que las partes han podido pactar lícita- 
mente sobre larosponsabílidad procidcntede ellas, rigiendo por 
lo tanto la cláusula primera del conocimiento acompañado ú fo- 
ja primera, en cnanto exceptúa de aquella al capitán por los da- 
nos procedentes del contacto de unas mercaderías con otras ú 
insuiieiencia de embalaje. 

O 1 Que por la cláusula tercera del mismo conocimiento se lia 
convenido que en caso de pérdida, de la cual tenga tjue respon- 
der el Capitón, sólo deberá pagar el valor intrínseco de la mer- 
cadería sin daños í intereses, lo que importa excluir toda in- 
demnización que no sea el justo valor del nbjeto ó mercadería 
fallante, a cuyo precepto deben sujetarse las partes, con arreglo 
¡í lo dispuesto en el artículo 209 del Código de Comercio y de- 
biendo admitirse como justo precio el que los peritos han fijado 
según su ciencia y conciencia, porque se les presume competentes 
en la materia desde ei momento que las partes depositaron su 
confianza en ellos. 

Por estos fundamentos, fallo: declarando que el agente del 
vapor «Kouen*. I). Pedro Cristopliersen. sólo esta obligado apa- 
gar la cantidad de 5lK) pesos con 35 centavos moneda nacional, y 
lus intereses moratorios desde la fecha de la demanda. 

['irgilio .V. Tedin, 



Fallo de la (hiprnim Carié 

Üucuoü Aires, Julio .10 dv Ifeíll. 

Vistos: Atento el reconocimiento del demandado, du que ha- 
ce mérito el considerando primero de la sentencia apelada de 
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foja noventa y cuatro; y considerando, por lo que respecta a* las 
fallas procedentes de presión du estira, que de la prueba testi- 
monial y documental producida en esta segunda instancia, resul- 
ta que ella no procede ríe m;il arruina je de la carga si nú de 
hechos no imputables al capitán: se confirma dicha sentencia 
con declaración de que loa intereses de ta suma mandada alo- 
nar por ella al demandante deben contarse, atenta la naturale- 
za de los hechos de que procede la -Aligación, desde el día en 
que.se hizo ó debió hacerse á aquel entrega de la c.trga; de que 
son ademfo, de cargo del demandado, las costsis de la diligen- 
cia pericial de foja doce. 

En cuanto al incidente del retiro de la consignaron hecha 
á Toja ochenta, pro-ígase según corresponda al mérito y ejecu- 
ción de la presente resolución; j repuestos los sellos, devuél- 
vanse, 

BEIOAMIfl VlCTOKICA.— C 8- l»E 
LA TORRE. — ABEL BAZA». — 
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ihn Miguel Tóreelía, contra ta Municipalidad de la Capital 
por interdicto de réíener; mitre rom/teie.icin. 



Su tfiímo.— El desalojo ordenado por la Municipalidad de la 
Capital, por razón de higiene, pertenece ú lo conteneioso-admi- 
nistrativ«\ y los Tribunales Federales son incompetentes para 
conocer en él. 



Caso.— Habiendo ordenado el Intendente municipal, el desa- 
lojo de la casa do inquilinato calle Victoria número 2459, po- 
sada por don Miguel Torcella, ¿ste entabló en 27 de Julio de 
1889, el interdicto de retener. 

En el juicio verbal qne tuvo lugar, el Procurador munici- 
pal opuso en primer término la excepción de incompetencia del 
Juzgado, sosteniendo qne el demandante debió ocurrir ante la 
Municipalidad, sin perjuicio de los recursos que hubiera contra 
lo que ella resolviese, desde que el Intendente había procedido 
en su carácter de tal y en uso de las atribuciones que la ley le 
conliere. 

.Se procedió en seguida ¡i recibirlas pruebas; y en este estado 
Don Miguel Torcí-lla se presento exponiendo: (jue á pesar de 
estar pendiente el juicio, el Intendente había dirigido nueva- 



DE JtJSTICIÁ NACIONAL 185 

mente oficio ¡í ta policía para que hiciera desalojar la casa; 

Que el Intende nte no tiene facultad para ¡ntiorarel estarlo de 
las cosas durante el juicio, cuino no la tiene ningún litigante; 

Que si ere., que el Juez no es competente, dcW esperar á que" 
se resuelva este punto y á que se resuelva en grado de apelación 
por la Suprema forte. Pidió que so librara ollcio á la Policía 
para que se le niaafcnja en la posesión 'en que se halla de la 
casa hasta nueva resolución judicial. 

Él Juez mandó que 9e librara oficio al Intendente para que 
en caso do ser cierto el hecho rclat. vo, se abstuviese de pro- 
ceder. 

Librado el olido ordenado, Torcella se presentó nuevamente 
exponiendo- Que el Intendente había dado órdenes A la Policía 
cuaque clausurara Ja casa y pidió que se librara olido á la 
Policía pura que no cumpliera esas ordene*. 

KUucz mandó que informara la Policía. 

Torcella ocurrió de nuevo exponiendo: Que el jefe de policía, 

cumpliendo las órdenes del Intendente había lu cho desalojar la 

casa mientras se hal laba al despacho su escrito anterior. Pidió 

que*, librara oficio al jefe d- policía para que informe y re- 

ponga inmediatamente las cosas al estado que tenían. 

Kl im mandó que corriera el escrito con el informe 
pedido. 

U Policía informó que en i de Mayo de 1801, se recibió nota 
Ojala Intendencia municipal pidiendo eJ auxilio de la fut-rza 
publica para que la inspección genera! municipal procediese ni 
desalojo de la casa de que se trata, nota que en la misma fecha 
posó a la Sección 1Ü" para sil cu nipti miento. 

Unndado agre -ar este informe, pidió Torcella que en mérito 
de él se proveyera pomo lo tenía ^licitado, dirigiendo oficio á 
la Policía p;l ra que lo reponga inmediatamente en posesiun de 
la casa, reponiendo las co<as al estado que tenían antes del 
desalojo. 
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Fallo del Juez Feti«-r*l 

Buenos Aires, M;ivn i do 1K91. 

Resaltando del informe de 1¡i Policin que la úrden de desaló- 
lo procede de la Intendencia municipal a tuya repartición se li- 
bro el olicio de 21 de Noviembre del año 89, puraque se abstu- 
viera de todo procedimiento, precédase enmo se solicita por la 
parte do Torcella en su precedente escrito, librando el corres- 
pondiente oficio á la Policía. 

tlgarriza. 

El Procurador municipal pidió revocatoria de este auto y ape- 
ló insutmtlum. Dijo: Que lia negado al Juzgado desde el primer 
momento, competencia para ordenar la suspensión de las órde- 
nes municipales referentes á higiene y seguridad pública, 
aparte de lo que hizo valer en el juicio verbal, para demostrar 
la improcedencia de la acción deducida por Torcella; y sin 
embargo, por simple petición de éste y sin resolver la cuestión 
pendiente, elJuzgado persiste en mantener una órden que la 
Municipalidad no se halla en el deber de acatar, pero que fui- 
causa deque se suspendiera todo procedimiento centra Torce- 
lia á la espera del fallo que no podía demorar sinó pocos días; 

Que habían transcurrido próximamente dos anos sin qne el 
Juzgado fallara el asunto y Torcella pretende nuevamente 
continuar burlando órdenes perfectamente ajustadas á las fa- 
cultades de la Intendencia municipal. 

Corrido traslado, Torcella pidió que no se hiciera lugar á 
los recursos deducidos. Dijo; Que .'1 auto rechazado no es sinó 
la consecuencia del ejecutoriado que en el mismo se cita; 
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Que él se dictó en virtud del principio inconcuso de ouc las 
partea no pueden mudar el estado que las cosas Unían al tiem- 
po dt- iniciarse el juicio; 

Que es atentatoria la pretensión (lela Municipalidad de que 
puede proceder sin control, así como su manifestaron de que 
no se cree en el deber de acatar las ordenes del Juzgado. 



AiitodcUu» »>4n»l 

Buenos Aires. Mayo líí do 1891. 

Y vistos: por las consideraciones aducidas en el precedente 
escrito y fundamentos del auto Tecurrido, no lia lugar á la re- 
vocatoria solicitada por la Municipalidad y en cuanto al recurso 
de apelación interpuesto concédese en relación y al solo efecto 
devolutivo, debiendo, en su consecuencia, llevarse adelante el 
procedimiento; y remítanse loa autos á la Suprema Corte en la 
forma de estilo, dejándose el testimonio necesario. 

Andrés ligar riza. 



VISTA URL SESOH PROCURADOR GENRRAI. 

Hui'uos Aire», Julio 31 de 1891. 

Suprema Corte: 

La justicia federal es incompetente para conocer y decidir en 
el interdicto deducido por Don Miguel Torcella contru el señor 
Intendente Municipal de esta Capital. 
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Ordenado por dicho señor Intendente el desalojo de la casa 
de inquilinato que ocupa Turcella, por razones de seguridad y 
de higiene, díehu propietario ú inquilino principal dedil ce el 
interdicto de amparo en la posesión, fundado en que dielin or- 
den viola las disposiciones de los artículos 17 y 18 de la consti- 
tución nacional; en que no existe ni puede existir una jurisdic- 
ción coiitencioso-adiuinistrntiva, que seria repugnante ti la 
misma constitución; y en que no ha sido oido ni vencido en 
juicio, como debía serlo, para que tal orden pudiera tener de- 
bida ejecución. 

El apoderado del señor Intendente, por su parte, lia alegado 
la incompetencia del señor Jiuz Federal, ante quien se elevó el 
referido interdicto, fundándola en las siguientes razones: que 
la Municipalidad, en ejercicio do la jurisdicciun administrati- 
va que ejurce como autoridad pública, ha podido dictar y ha 
dictado la órdun que ha dado lugar á la acción de Torcella; que 
segun el artículo 52 de la ley orgánica de la Municipalidad de 
la capital, no puede admitirse acción alguna contra el cumpli- 
miento de las resoluciones que dicte en uso de sus atribwiunes 
en lo tocante i seguridad é higiene; podiendo sólo los particu- 
lares que se consideren damni llcados, ejercitar su derei-ho en 
juicio contencioso-administrativo, ante el Tribunal designado 
por la ley; que no puede decirse inconstitucional esta disposi- 
ción, porque sin ella no habría .Municipalidad p >sible, ni se lle- 
narían los objetos ile su institución; y que ésta es la jurispru- 
dencia constantemente establecida por nueslrns tribunales, 

En efecto; no solo ia Ley orgánica de la municipalidad ha 
creado la jurisdicción contencioso-adtninistrativn. Hila resul- 
ta también establecida por la disposición del articulo 2titi del 
Código Civil, que establece que: «Las restricciones impuestas 
al dominio privado sólo en el interés ¡mblko, son regidas por el 
derecho administrativo». 

Explicando esta disposición el codiücador, en la nota con que 
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acompaña (Hi-ho artículo, so expresa en los siguientes términos: 
tLus restricciones impuestas al dominio por sólo el interés pñ- 
b\\oo f pov la Salubridad 6 segur nlad del pueblo, ú en conside- 
ración a" la religión, aunque, se venen todos los Códigos, son ex- 
trañas al derecha ririt... Las leyes ú ordenanzas sobre la ali- 
neación de los edificios, establecimientos de fábricas, baques 
propios para la marina, cultivo del tabaco pura el estanco de 
ese ramo de comercio, etc., no crean relaciones de derecho entre 
los particulares, y no pueden par ta tanto entrar en un (odian 
Civil». 

Si pues el caso no está referido por las disposiciones del de- 
recho civil, no es de la competencia del Juzgado Federal. 

V. K. ha declarado implícitamente que uolo son. Kn la can- 
sa promovida por Don Kmilio Yillanuera contra la misma Mu- 
nicipalidad de la Capital sobre ineonstitucimalídad de tina or- 
denanza que reglamentaba la altura de los edificios particula- 
res, que se halla un el tomo U, página 2i8 de sus fallos, deci- 
dió el señor Juez Federal Doctor Tedín que, «para Jos casos en 
que ía Municipalidad denegase administrativamente lo que un 
particular cree su derecho, la ley de Congreso de 15 de Di- 
ciembre de i 881 ha establecido en su artículo 71. incisoi^ un 
recurso para ante la Cámara de lo civil de la capital, de modo 
que la jurisdicción nacional está totalmente excluida en ellos». 

V. K. confirmó por sus fundamentas el auto del señor Juez 
Tedin. 

Él artículo 7i , incido 3", de la ley de 1881 1 citado en el fa- 
lto que acabo de indicar dispone que: «La (.'limara délo civil 
conocerá cu última instancia... 3" de los recursos contra las re- 
soluciones de la Municipalidad en asuntos de carácter conteucío- 
so-adininistrativG>,y esta disposición ha sido textualmente re- 
producida en el artículo 80 de la ley orgánica de los tribunales 
de la capital de i880, actualmente en vigencia. 

Xo creo, pues, que pueda declarar V. % inconstitucionales 
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las leyes que quedan mencionadas; y partiendo de esta base re- 
sulta incompetente en esta cansa U jurisdicción que ejerce el 
inferior. 

Antonio /■:. Malavtr, 



rallo de Im Suprema C'erlr 

rindió* Aires, Agosio 1» de 1NÍH. 

Vistos: De conformidad con lo dispuesto por los artículos 
cincuenta y dos de la ley orgánica de la municipalidad do la 
Capital, y setenta y uno, inciso tercero, de la ley de organización 
de los tribunales de la misma y lo pedido por el señor Procu- 
rador General en su precudentj vístanse dudara incompetente 
la justicia federal para el conocimiento de esta causa, y sin 
efecto, en consecuencia, lo actuado en ella. líepúnganse los 
sellos y dera»' transe. 

IIKMAMIS VICTO IUCA. — C. S, DE 
LA TORRE.— LUIS V. VAIIEIA. 
—AREL RAÍAN, — LUIS SAKIU 
PEÍ t. 
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Don. Juan flautista Homero, por ttrfrauitacwn al risco; sobré 

competencia . 



Sumario.— V.\ Juzgado Federal de la Capital no es competen- 
te para conocer en ta defraudación al Fisco *ue si> denuncia ha- 
btr sido cometida en el territorio nacional de Misiones. 



Cuso.— Lo explica la 



VISTA li K I. Sh$Oll lUlOCLItADOH GEKERAL 

Utl.-uns Ajrcí. Jtili.i IT ili> 1HHJ 

Suprema Corte: 

Don Juan Bautista Homero» manifestó al inferior en su es- 
crito fie foja |", haber deducido ante el Poder Ejecutivo por 
intermedio del Ministerio de Hacienda, la denuncia de un fraude 
al Fisco por un valor que según él, no laja de 200.000 pesos de- 
curso legal; y espresa que, la tramitación de esa denuncia no 
termina después de muchos meses,? tiene visos de no terminar, 
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si sigue en el Ministerio ile Hacienda; por loque, interesa al 
Juzgado púa que tome en tales hechos la participación que le 
compete, con arreglo á la ley, «llamando á sí los antecedentes 
referióos, que criden iarán cuanto deja referido, y algo mis que 
se propone demostrar, cuando se le dé vista del estado en que se 
encuentren dichos expedientas». 

Según su contenido, el referid o escrito importa un recurso 
que, como lo dijo el procurador Fiscal en su vista de foja 2, 
ninguna ley autoriza. 

Y no podía lomarse ese escrito como una nueva denuncia 
traída ante el señor Juez Federal, con preseindencia de la ante- 
riormente deducida ante el Poder Fjeentivo, poi que, como lo 
dice también en la citada vista, dicho escrito no cumple con los 
requisitos exigidos en el artículo IíjG del Código du Procedi- 
mientos en lo criminal, 

Según dicho artículo toda denuncia debe contener: 
i» La relación circunstanciada del hecho reputado criminoso, 
con expresión del lugar, tiempo y modo cómo fué perpetrad o; 

2 "Los nombres de los autores, cómplices y auxiliadores en él 
delito, así como de las personas que lo presenciaron ó que pu- 
diesen tener conocimiento di- su perpetración; 

3" Todas las indicaciones y demás circunstancias que puedan 
concurrir á la comprobación del delito, ú la determinación de 
su naturaleza ó gravedad y á la averiguación de las personas. 

Nada de esto contiene el es rito di» foja i"; y en consecuencia, 
el Juzgado, por su providencia de foja 3, no hizo lugar ú lo que 
en él se solicitaba. 

Recurrida esta providencia en el escrito de foja 13, se ha 
pretendido haberse cumplido las disposiciones del artículo 150 
citado, con las cmnunieacioues dirigidas por el denunciante al 
señor Procurador Fiscal, y con las publicaciones á que se hace 
referencia, y de las que se acompaña el folleto de foja 22 y si- 
guientes. 
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En mi opinión, por tales medios, no están cumplidos los re- 
quisitos que debe revestir toda denuncia. Exigidos ellos pro 
fhrma, debe resultar su cumplimiento del mismo escrito de de- 
nuncia, con las especificaciones ¿ indicaciones que la lev exige. 

No carece de objeto esta exigencia de la ley, «El denuncian- 
te, según el articulo i(>8 del Código citado, no contrae obligación 
que lo liguen al procedimiento judicial, ni incurre en responsa- 
bilidad alguna saltíü el caso de caiitmnitt». 

La única acción que queda al denunciado, sí lo ha sido fal- 
samente, es la de calumnia; y es entúuces indispensable, para 
que ella pueda ser ejercitada oportunumentc, que pueda eviden- 
ciarse comparando los capítulos de la denuncia con los de la 
sentencia pronunciada como consecuencia de ella. 

Soy por esto de opinión, que la resolue* i apelada debe ser 
confirmada por V. E. 

Antonio K. Malaver. 



Fallo «V la Supremo Corle 

It uenos Aire*, Agosto 1* tic 1801. 

Vistos: KeGriéndose la petición de foja primera y demás que 
te siguen en estos autos, á hechos de defraudación que se dicen 
cometidos en el territorio de Misiones, en cuyo caso si^ alguna 
acción judicial procede, debe ser ventilada no en ésta capital 
sino ante las autoridades judiciales de aquella circunscripción , 
con arreglo á las disposiciones de las leyes comunes y especial- 
mente á la d -I artículo tercero, inciso tercero de la ley sobre ju- 
risdicción y competencia délos tribunales nacionales: déjase 
sin efecto lo actuado en esta causa, y devuélvanse estos autos 

T ST 13 
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con reposición del papel al Juzgado de sección, ¡i los efectos 
consiguientes, 

REMANIS VICTORICA. — C.S. DE 
LA TORRE. — Ll lS V. VARELA. 
— AREL RAZAN- — LUIS SAEN7. 
PESA. 
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La MumeiptíUMd de /<? Capital, contra Gteofe IfflS de Ayaia y 
compañía, por cobro ejecutivo del imparte de patentes; sobre 
competencia. 



Sumario.— Lns acciones por cobro ú defraudación de rentas 
fiscales 6 municipales que sean exclusivamente para la Capital, 
están excluidas de la jurisdicción de los Tribunales Federales, 
cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad del demandado. 



Caso.— En 5 de Marzo del año 1890, se presentó ante el Juz- 
gado de i " Instancia en lo Civil a cargo del doctor Méndez Paz, 
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B. Sementino Sañudo, en representación de la Municipalidad; 
exponiendo: 

Que los señores 0leafe Mas de Ajala y compañía adeudaban 
:í la Municipalidad de la Capital la suma de 20.500 pesos por 
Ja patento y multa correspondiente fi su casa do apuestas de 
íuegg de carreras por no haber alionado la del afín 1880, que te- 
nía establecida en la callo de Cangallo número 771 ; 

Que acompañaba la patente y multa respectivas con el visto 
bueno del señor Intendente; y que en vista de lo dispuesto en 
los artículos 64 y G5 de la ley orgánica municipal de 3 de Oc- 
tubre de ÍHH% en que se establece la vía de apremio para el co- 
bro de estas deudas, pedía al Juzgado librase mandamiento de 
ejecución y embargo contra dichos stñores MasdeAyalay 
compañía por el principal, intereses, cosías y costos del juicio. 

M Juagado proveyó de c informidad librando mandamiento 
contra Mas de Ayalu y compañía. 

Requerido el pago, el ejecutado manifestó que no lo verilica- 
ba en razón deque cuando teníala casa de Remates de Carre- 
ras pagó la patente industrial designada por el Congreso de la 
X'arion, correspondiente a la mencionada cas», la que fué liqui- 
dada en los primeros días dd mes de Noviembre de 1887. 

Un e.te estado, 1). Cleofe Mas de Ayala, se presento ante el 
Juzgado Federal de laCapUal á cargo del doctor Cgarriza enta- 
blando competencia por medio de la inhibitoria. 

El incidente siguió todos sus trámites, y el Jun do primera 
lustaucia se declaró incompetente remitiendo los autos al Juz- 
gado Federal . 

Ante éste, el Procurador Sañudo, por la Municipalidad, re- 
produjo la demanda. 

Dictado el auto de soliendo y trabado embargo en una fine* 
situada en la calle de Artes números 720 y 724, de propiedad del 
ejecutado, se le cito de remate. 

1). Carlos (¡arcía, por D, Cleofe Mas de Ayala, opuso ta ixcep- 
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c ion de inhábil id ad del ti lulo, pidiendo el rechazo con costos y 
costas de la demanda, dejando á salvo la acción por los daños 
y perjuicios que se ocasionaban á su mandante con id embargo 
mandado trabar en una linca déla exclusiva propiedad del 
señor Mas de Aya 'a y no de la razón social demandada. 

Hijo: <¿ue basta la simple lectura de lo¡» artículos 6iy 05 de la 
ley orgánica de Octubre de 1882. en que la Municipalidad fun- 
dabas» acción, para convencerse de la completa falta de derecho 
con que ella pretende- cobrar lo que no se 1" debe, lo que uo tie- 
ne razón para exigir; 

Que el artículo Üt invocado establece que el cobro (le las deu- 
das por impuestos *j recursos municipales, se hará efectivo por 
vía de apremio judicial, sirviendo de título suficiente parala 
ejecución la boleta retentiva con el visto bueno del Intendente , 
y el 05 siguiente enumera prolija y detalladamente lo que su 
declaran impuestos ?/ renitis de la Municipalidad; 

Que para que la Municipalidad pueda hacer valer legalmente 
el privilegio que se le acuerda con la disposición del artículo G4, 
os necesario que se trate de hacer efectivo el cobro de los im- 
puestos y recursos que menciona el artículo 05 siguiente, que le 
están expresanum declarados. Que no le basta, pue.^ que se man- 
de un empleado hacer una boleta cualquiera y le ponga su 
visto bueno el Intendente Municipal, sino que esa boleta con 
sus requisitos ha de ser por impuesto que su ley orgánica au- 
torice a" cobrar. Que en el artículo 05 uo se encuentra la auto- 
rización á la Municipulidad p;ira imponer á las cusas 

de remates y correrás; 

Que siendo esto así, la Municipalidad no puede hacer valer 
en sn favor la disposición del arlículo 04 sínó en el caso que ella 
tute de hacer efeeti fulo que legítimamente se lo adeuda, lo 
que tenga derecho á cobrar, y que como en el caso presente no 
tiene derecho á cobrar, resulta que nada se le debe y que es 
improcedente la acuon ejecutiva é inhábil su pretendido título; 
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Que la Muñid pal Mari tiene su ley dentro de cuyos límites 
debe obrar, st ti que le sea chulo ultrapasarlos, y si así lo liiciero 
lo obrado eu ese sentido no puede producir efecto alguno. Que 
no tiene absolutamente facultad para erear impuestos de nin- 
gún gúnero ni bajo protesto alguno, puesto que un tiene auto- 
ridad para legislar sobre esta materia, que es de] resorte exclu- 
sivo del Congreso á quien la misma debe su organización), ittl- 
vo los casos preYistos en la Constitución Nacional, Que ella 
sólo puede hacer efectivo en la forma que la ley de su creación 
le traza, el cobro de aquellos impuestos que el Congreso ha que- 
rido declararle como renta propia y exclusiva, que puede au- 
mentar y también disminuir el monto de sus impuestos declara- 
dos, pero que no puede en manera alguna crear nuevos y mecho 
menos de la índole <M que motiva este juicio; 

Que la ley nacional de patentes sancionada por el Congreso 
para el año 1889, en su artículo 3\ clasifica como una industria 
las casas de reinales, y que es efectivamente una industria qnc 
tiene su origen exclusivamente entre nosotros, pues es comple- 
tamente desconocida en Europa, donde sólo existen las casas 
denominadas de «Sport» y t Apuestas mutuas», que siendo una 
misma cosa, son distintas de las casas de remates de que se 
trata; 

Que, por otra parte, estas cas;is no existen entre nosotros de 
poco tiempo á esta parte sitió que, por el contrario, son de crea- 
ción antiquísima, y que ni ta antigua Municipalidad de Jiuenos 
Aires, ni la actual déla Capital se han creído con derechos para 
gravarlas con patente, pues desde 1882, eu el raso actual, hasta 
J889, la Municipalidad ha bocho caso omiso de esta fuente de 
recursos tan importante; 

Que esta omisión tiene su explicación clara y sencilla, y es, 
en que al haber procedido así, era indudable que ha reconocido 
su falta de derecho para recurrir a esa fuente y aumentar sus 
recursos; 
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Quo un 1888, al tratarse en el Congreso déla ley de patentes, 
se tuvo en vista el alarmante desarrollo que tomaba la afición 
al juego de carreras de caballo* y el aumento siempre creciente 
de las casas du Sp>>rt y de Remates, y se impuso á estas últi- 
mas la respetable patente de 20.000 pesos, patente que al año 
siguiente fue aumentada á 50.000 pesos, á ''aiisa de que la pri- 
mera no había bastado a los fines que se tuvieron en cuenta al 
establecerla ■ (¿ue fué entonces que el Cencío Deliberante 
Municipal, al sancionar su presupuesto incluyó en su cálculo de 
recursos la patt-nte que boy pretende hacer efectiva, idéntica «i 
la impuesta por el Congreso; siendo de notar que al discutir, en 
el seno de osa corporación la facultad de la misma para impo- 
ner esta patente, se llegó ú rec onocer su falta de derecho para 
ello por no estar comprendida en el artículo 05 de su ley or- 
gánica, que declara cuáles son sus impuestos y rentas. 

Que si a pesar de estola patente fué sancionada, lo fué como 
una medida estratégica, do Tuerza, haciendo suyos los m'jviles 
que impulsaron al Congreso, pero sin la pretensión de hacerla 
efectiva, que se proponían simplemente por este medio evitar et 
establecimiento de nuevas casas de ese género y atemorizar ¡i 
los propietarios de las muchas que existían en la Capital: 

Que la discusión sobre este punto, que tuvo lugar en el Con- 
cejo Deliberante, consta en el Diario de Sesiones del mismo, co- 
rrespondiente al año citado. Que en ella se vé que e! mismo 
Concejo ha desconocido el derecho para pretender hacer efectivo 
el cobro de esta patente, y quo al sancionarla encubría, disfra- 
zaba por decirlo así, un derecho dudoso, según se desprende del 
discurso del Concejal doctor llamón González, pretendiendo con 
su imposición aparente, poner valla á la instalación de nuevas 
casas que no pueden entrar ni ser cía si Meadas como una de las 
comprendidas en el artículo 66; 

Que esto era loque la Municipalidad pretendía incluyendo 
entre las enumeraciones del artículo citado eu su inciso 7" a las' 
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casas de remates de dirruías, para po ler así gravarlas coa la 
patente Je la referencia, poro que contolo lie dicho, consta en su 
Diario de Sesiones les verdaderos móviles que. indujeron a san- 
cionar lo que no tenía derecho; 

Que el artículo 05 que se invoca como fundamento de ta acciou 
instaurada, establece prolijamente lo que la ley declara impues- 
tas y rentas municipales, y ijue por su simple lectura se vé que 
no se encuentra consignada la patente que con tanta injusticia 
pretendo hacer efectiva. Que entre los diez y ocho incisos de 
dicho artículo uo se mencionan las casas de remates. Que- él 
autoriza a la Municipalidad ¡i imponer patentes, entre otra" ca- 
sas, a* los circos, canchas de pelota, juegos de bochas y demás 
establecimientos </<» diversión y rerreo', 

Que sería un lamentable error de la Municipalidad preten- 
der que la patente que pretende cobrar ¡í la casas de remates de 
carreras esté comprendida en la enumeración del inciso 7 como 
nao de los tantos establecimienosde diversión y recreo; 

Que. una casa de remates no es un establecimiento de diver- 
sión como ña teatro, café cantautu á un centro análogo, cual- 
quiera que sea su denominación, que es á !o que se refiere el 
inciso citado, sitió un juego donde prima el lucro, el azar y en 
el que no existe la diversión y él recreo, como no existe ea la 
líolsa de Comercio, en donde se compra un'tftulo esperando el 
alza para iin de mes; 

Que la ley nacional de patentes clasifica á las casas de re- 
mates de carreras como una industria y las grava con la paten- 
te mayor que existe en ella; que Ja Municipalidad no tiene facul- 
tad para imponer patentes industríales en el municipio, ni tam- 
poco observar la cJasilicacion hecha por el Congreso; lo prime- 
ro, porque además de lo que deja dicho lo resuelve también el 
inciso 17 del artículo fi5 invocado por la Municipalidad, y lo se- 
gundo por ser absurdo; 

Que por este inciso se acuerda á la Municipalidad solo el 20 
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poT ciento del producto de las patentes comerciales ¿industría- 
les del Municipio, como asimismo el anterior, el 20 * „ del pro- 
duct*) de la contribución directa. Que no puede entonces sos- 
tener la Municipalidad en buena ley, quu además del 20 • „ que 
está expresamente declarado pueda imponer una patente idén- 
tica y a una industria, pues siguiendo semejante criterio po- 
dría también cobrar, como pretende ab ora, alas casas de rema- 
tes una contribución directa ú gravar con patente a* la Bolsa de 
Comercio; 

Que es evidente que al acordársele sólo el 20 por ciento de 
estas patentes no tiene autoridad para imponerlas íntegras; 

Que su derecho está limitado al 20 1 \, que debía cobrar si no 
lo había hecho de la dirección de rentas de la Nación, á 
quien su mandante pagó la patente, como lo comprueba el docu- 
mento que acompaña; 

Que prevé las objeciones que hará el ejecutante sosteniendo 
que no obstante la patente nacional, puede á su vez imponer una 
propia, pero que si el Juzgado abría la causa a prueba las des- 
truiría; 

Concluye haciendo presente al Juzgado que la casa de rema- 
tes del señor Mas de Ayala y Compañía funcionó tan sólo diez 
meses, después de cuya fecha se liquidó y que el embargo man- 
dudo trabar á solicitud de la Municipalidad, lo ha Bido en una 
linca de la exclusiva propiedad de su mandante, por loque pro- 
testaba de los daños y perjuicios. 

Kl documento acompañado es del tenor siguiente: «Año 188!*, 
líepública Argentina, Patente Industrial, sección 3", partida 25, 
por 10 meses, número 15.950, señor C. Mas de Ayala y com- 
pañía ha abonado 1G.G67 pesos, que le corresponden por el im- 
puesto del presente año, con arreglo á lo que establece la ley de 
la materia por su negocio de Remate de carreras, establecido en 
la calle de Cangallo 771. Hay un sello que dice, Dirección Ge- 
neral de rentas de la Xacion y otro que dice asi: A. Dirección 
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General do Contribución Directa y Pateóte, sección 2", 
Mayo 89, Y. Sttimkr. — Xota: Esta patente debe colocar- 
se en lugar visible para ser visada por el empleado encar- 
gado de su inspección.» 

Conferido traslado de la excepción, el Procurador Sañudo, 
por la Municipalidad, pidió su rechazo con costas. 

Hijo: <¿ue la excepción opuesta sólo puede alegarse respecto í 
la falta de las Tormas externas del documento ejecutivo, y que 
las ..hjeciones que hacen en el escrito que contesta se refieren a 
lasustanciadel mismo documento, por lo que consideraba impro- 
cedente la excepción, apoyando esta opinión en repetidas sen- 
tencias de nuestros Tribunales; 

Que el documento acompañado se halla revestido de todas las 
formas externas requeridas por Ja ley. Que no se lian cometí- 
doerrores ni alteraciones de fechas, nombres, clasiücacion, etc., 
ni carece de las lirmas y sellos de los funcionarios que intervie- 
nen necesariamente en su expedición; 

Que no hay omisión de Jos requisitos indispensables para que 
revista el canicter ejecutivo que la ley le atribuye, y que por 
eso sin duda el Juzgado intimó primeramente el pago y des- 
pués decretó mandamiento de embargo; 

Que se niega que entre los impuestos y rentas municipales 
se halle comprendido el que se cobra al señor Mas, sostenién- 
dose a* la vez que la denominación de casas de diversión y recreo 
no corresponde i las casas de Sport; 

Que para contestar este argumento le bastará hacer notar 
que el mismo interesado clasifica como juego las casas de Sport, 
que efectivamente lo son y que nadie puede sostener que la Mu- 
nicipalidad no puedo imponer patente á estas casas, pues las 
tienen las mismas canchas do pelota, de bochas, etc. , que entran 
en esa misma denominación; 

Que por otra otra parte, la Municipalidad al poner patente á 
las casas de Sport, ha hecho uso de un derecho perfecto, pues 
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este impuesto ha sido sancionado con la concurrencia de tos ma- 
yores contribuyentes, que es lo que le da fuerza legal y carácter 
ejecutivo; 

l¿ue la cita que sr hace del discurso del doctor González, que 
no ha verificado, no serviría sinú para dar la razón ií la Munici- 
palidad, puesto que á pesar de ese informe fué sancionado el im- 
puesto reconociendo la necesidad que se tenía de gravar con una 
patente :i las casas de Sport, pues que ya tenían una del Go- 
bierno Nacional y tienen ahora una más elevada que basta y 
sobra para clausurarlas, si por este medio hubieran de supri- 
mirse. Que el hecho do que la Dirección de lientas Nacionales 
clasifique ¡t cstus casas como industriales, no las exonerará ja- 
más de la patente municipal, que es la que legítimamente de- 
ben pagar; 

Que en estas casas uo se ejercita industria de ninguna natu- 
raleza ni se elabora materia prima, que sería por lo único que 
pudiera llamárselas casa de comercio ú industriales; 

tjue en cuanto á que la Municipalidad recibe el20 " ,. del pro- 
ducto de las patentes comerciales é industriales no tiene un fun 
dainentu serio, pues la Municipalidad no ha negado ni niega 
que recibo esa cuota, ni ello tampoco la exoneraría de imponer 
una patente, como en el caso presente, que cae bajo su juris- 
dicción; 

Quetas patentes municipales son anuales y que para la cor- 
poración está igualmente obligado et contribuyente ¡i pagar la 
patente integra, ya sea que funcione un raes ó un uño. 

» del Jtiex redera 1 

Buenos Aires, Mar/o 5 de l**91- 

Y vistos : por las consideraciones expuestas en el presente es- 
crito, que el Juzgado considera arreglados á derecho, fallo: no 
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haciendo lugar, con costas, á la excepción de inhabilidad d el tí- 
tulo opuesta por el ejecutado y en consecuencia llórese edelnnte 
la ejecución hasta hacer trance y remate del bien embar- 
gado por el completo pago de capital, intereses y costas. lie— 
pónganse los sellos. 

Andrés I 'ya eriza. 



VISTA ÜEL SE.XOll MlOCl H U>nH CKMHAL 

Suprema Corle; 

Discutiéndose en la Honorable Cámara de Diputados del Con- 
greso la ley orgánica de la Municipalidad de la Capital, actual- 
mente en vigencia, al tratarse del artículo 45 (-ti do la ley), el 
señor Diputado Leguizamon pidió que la facultad de rotar las 
contribuciones municipales no pudiera ser ejercida por el Con- 
cejo Deliberante, sinó por dos tercios devotos, como exigía para 
la enajenación de las propiedades municipales ó para contraer 
empréstitos. 

VA señor Roja?, miembro informante le contestó en los siguien- 
tes términos: .Si ála Municipalidad de la Capital pudiese dejar- 
se la facultad de fijar ad lihttnm los impuestos, determinando 
cuáles habían de ser las materias imponibles, si se fe autori- 
zara para crear nuevos impuesios 1 además de los que por esta 
ley se especifican, encontraría fundada la observación del señor 
Díputadorpor Entre- liios, 

cEn el proyecto de ley que sancionó esta Cámara el año pa- 
sado, había un artículo por el cual podía entenderse que la Mu- 
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nicipalidad, además do los recursos que se le asignan por la ley, 
sobre los cuales ella puede designar su máximum ó su míni- 
mum } podría establecer otros impuestos. 

«Pero estando al contexto de todo este proyecto, se vé que la 
facultad tic ta Municipalidad se encuentra restringida a deter~ 
ntitmr.fi máximum » el mínimum de los impuestos qtíe se ex- 
presan en el articulo 7-i (65 de !a ley vigente), 

cDe manera que el fundamento que el señor Diputado por 
Entre-Ilíos aduce para apoyar su indicación desaparejo, por- 
que no había peligro de que la Municipalidad pudiera abusar tío 
la facultad que esta ley le acuerda de establecer los impuestos.» 

«El artículo 45 (44 de la ley), en su inciso i a dice que el Con- 
cejo Deliberante tiene la facultad de fijar las contribuciones 
municipales y establecer reglas para su percepción. Se entien- 
de que son las que están designadas par el artículo 73 (05 de la 
ley). De manera que, determinándose por esta ley cuáles son 
los impuestos y rentas de que la Municipalidad Ua de disponer 
para sufragar los gastos que el servicio administrativo demande, 
el peligro que el señor Diputado indica no se encuentra, puesto 
que aquella, al dictar su presupuesto y ocuparse de las leyes do 
impu estes, lo hará de conformidad á ta que establece el arti- 
culo 70* (65 de la vigente). 

El señor Lagos üarcíadijo: ese acuerda al Concejo Deliberan- 
te la facultad de establecer impuestos ; pero se le acuerda den- 
tro de ciertos limites sobre cosas que forman el objeto de lo que 
es actualmente materia imponible*. 

El señor Funes dijo: el señor Diputado que deja la palabra 
hace observaciones á la facultad de lijar los impuestos. Yo creo 
que si la ley da facultad á la Muntcipalidrd para lijarlos, no hay 
nada de inconveniente ni contradictorio, eu el artículo 73 se de- 
terminan tas materias 6 ramos que son imponibles. En el ar- 
tículo 45 (ii de la ley) que está en discusión, se dice: poner ta 
calidad, fijar no se determina la manera en que debe ¡¡jarse». 
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L'or fin el É06Í í i oye na en )a misma sesión, se expresó en 
estos términos. 

«Comenzaré por observar al señor Diputado por Iíuc nos-Aires 
que si no e^toy equivocado, es fácil contentará las observaciones 
en que ha insistido mostrando que el proyecto de ley propuesto 
por la comisión no es congruente entre los artículos que él cita, 
el 45, en que está incluido el inciso materia del debate, y el 72, en 
que se enumeran los impuestos y contribuciones municipales, 

eLa explicación mu parece sencilla: el artículo 72, contiene 
la enumeración dolos impuestos y contribuciones r¡ue t7 Con- 
greso entiende y sanciona con carácter de municipales', el artí- 
culo 45, en su inciso atribuye á tu corporación municipal la 
facultad, no de inventar impuestos sino de fijar las cotitriOucto- 
n&t, es decir de fijar el monto del impuesto, A>í, el Congreso 
dirá. La Contribución directa (no so si está incluida en el in- 
ciso; la tomo por ejemplo, por ser esencialmente municipal), tie- 
ne el carácter. Pero ¿ cuál es el tipo con arreglo al cual se ha 
de hacer la percepción de ese impuesto V ¿cuáles sou sus condi- 
ciones de percepción y recaudación? 

*EstQ es lo (¡ue corresponde ti la Municipalidad \ según el sen- 
tido claro del inciso en discucion. 

tFijur quiere decir determinar el ¿ "uto. . . 



«Si, pues, no se discute que bu de haber una .Municipalidad. 
Si, pues» se supone, y A eso tiende la ley, que ha de haber una 
corporación municipal, me parece innegable, del punto de vista 
de la naturaleza de esa institución, y de l.i conveniencia en sus 
procedimientos, que se le debe atribuir la facultad de lijar el 
ni" uto. el tipo del impuesto que el Congreso, en uso de sus altas 
facultades, ¿tecla ra dé carácter municipal.* f f)i*rio de sesio- 
nes /8S2, tomo 1", páginas 858 á 870). 

En el Honorable Senado no se suscitó discusión á propósito de 
esto parte de la ley Orgánica Municipal, 
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Como V. E. vé, quedó establecido que el artículo 65 decla- 
raba cuáles eran los impuestos y rentas que Labia de tenerla 
Municipalidad de la Capital, pudiendoella lijare! montodccada 
uno, en virtud de lo dispuesto en el artículo 45, inciso f\ Pero» 
quedo también claramente establecido, que h misma Municipa- 
lidad, no podía crear ningún impuesto ni contribución nuera, 
además de lns designadas en diebo artículo 65, porque según el 
doctor Cayena, esto correspondía al Congreso, en uso de sus al- 
tas facultades. 

En la presente musa, se trata, por el representante de la 
Municipalidad de ta Capital, de cobrar un nuevo impuesto: el 
de patente de agencias de apuestas de juego de carreras y de 
pelota (documentos do foja %. Esta patente se funda en 
una disposición de la Ordenanza de impuestos para el año 
de 188!), que se halla impresa al pié de la patente citad! de 
foja 2. 

Pero esta patente constituye un impuesto nuevo, no enu- 
merado entre los que están angnados á la Municipalidad en el 
artículo 65 de su ley Orgánica y que puede lijar de acuerdo con 
el artículo 4* de ta misma ley. 

E* inciso 7° del artículo 05 establece lns partes que puede co- 
brar la Municipalidad; y entre ellas no se expresa la que se im- 
pone á una casa y agencia de apuestas de juega cíe carreras y 
de pelota; y no puede decirse comprendida entre lasque pueden 
imponerse *Ú fas tientas establecimientos de diversión y recreo» f 
porque una agencia ó casa de apuesta-* no es en manera alguna 
de diversión y recreo, si nú do juego de azar . 

Kstas casas lian sido definidas por la ley nacional de patentes 
para 1889 con el carácter de industria; y asi, el artículo 2" 
de la ley numero 2110, dispone: «Pagarán patentes lijas las 
siguientes industrias, .. 

«9» Las casas de remates de carreras, de partidas de pelota y 
apuestas mutua*. . 20.000 pesos.* 
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11 denunciante pagó esta patente, como lo prueba la que co- 
rre á foja 38. 

En estas patentes que cobra la Nación, tiene la Municipalidad 
el 20% según las disposiciones del inciso 17 del artículo 65 de 
de su ley orgánica, antea citado, Xo puede tener más; y me- 
nos crear un nuevo impuesto de patentes» cuando la ley sólo le 
señala la quinta parte del producto de las que percibe la Xa- 
cion. 

El artículo G4 de la ley orgánica de la Municipalidad, auto- 
riza á ésta para cobrar por la ría de apremio judicial, las deu- 
das a su favor por impuestos, sirviendo de título suficientepara 
la ejecución, la boleta respectiva con el visto bueno del Inten- 
dente » 

Según el nrtículoíMS de la ley de Procedimientos, no es admi- 
sible la excepción de inhabilidad del título, que el articulo 270 
déla misma admite en el juicio ejecutivo: y así lo fia declarado 
Y. E. en lacausa que se halla cu la serie 2\ tomo 5 r) , página 
30-i de sus fallos. 

Pero esto sólo puede aplicarse, en mi opinión, mí cuso eu que 
la vía de apremio procede legalmente; y no procede así en el 
presente, porque el artículo 04 de la ley orgánica Municipal sólo 
la acuerda para el cobro de impuestos legítimos, esto es, para 
aquellos impuestos que, establecidos en el artículo G5, sean li- 
jados y cobrados de acuerdo con lo establecido en el artículo 
ti La ría de apremie no puede alcanzar a comprender im- 
puestos que no le han sido asignados á la Municipalidad. 

Por estas consideraciones, soy de opinión que, V. E. debe re- 
vocar la sentencia apelada. 

,4» tomo E. \talavcr. 
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Falle de tu SupreM» < ortr 

llik'iio* Aires, Agoslo I iiv 1891 

Vistos: Estando excluidos de la jurisdicción de los Tribuna- 
les Federales las acciones por cobro ó defraudación de reutas 
fiscales ó municipales, que sean exclusivamente para la capital y 
no generales para la Nación, cualquiera quesea la naturaleza ó 
recindad del demandado, con arreglo á lo dispuesto por los artí- 
culos ciento cuatro, inciso quinto, de la ley de Organización de 
los Tribunales de la Capital y veinticinco, iiicbo tercero, del Có- 
digo de Procedimientos en lo Pena), y á lo resuelto por esta Su- 
prema Corteen el caso que se registra en el tomo veinticuatro (I ), 
página doscientos cunrenta y seis desús fallus, lo cual no se 
opone ti la disposición del artículo cien de la Constitución» por 
hallarse el Gobierno y régimen de la Capital sujetos exclusiva- 
mente á la legislación del Congreso, con arreglo á lo dispuesto 
por el artículo sesenta y siete, inciso veintisiete de la misma 
Constitución: se declara que el conocimiento de esta causa no 
corresponde á la justicia federal y sin e.ecto, en consecuencia, lo 
actuado en ella . liepúnganse los sellos y devuélvanse . 

ÜEWAIÜN VICTOIIICA.- C. S. UE 
LA TOBRE.- -LL'IS V. VARE- 
LA. — ABEL UAZAW. — LL'IS 
SAEM i'ESA. 



(1) Tumo 15, svrie sí 1 . 
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thn Francisco A. fíelUzia contra Don Müjuet Totcella.por res- 
cisión de un emirato; sobre ilesercion tic recurso y adhesión 
f¡ la apelación . 



Sumario,— i El apelante que ha interpuesto el recurso pi- 
diendo se deven los autos en la forma de estilo, y lu ha obte- 
nido en tjstos mismos términos, queda virtualmente citado á 
comparecer ante el superior dentro del plazo de ley. 

§ Declarada la deserción del recurso de apelación, deja de 
subsistir la adhesión á éste deducida por el apelado. 



Caso.— Don Francisco A. Dellizia interpuso el recurso de 
apelación libre de una sentencia de 1" Instancia, pidiendo 
elevasen los autos en la forma de estilo. 

El recurso le fué concedido mandando elevar los autos en !a 
forma de estilo. 

No habiéndose presentado á mejorarlo «leutro del pia?.o legal, 
el apelado, Don Miguel Torcella, acusó rebeldía, y se adhirió 6 
la apelación, * 

La Suprema Corte declaró desierto el recurso, 
ííellizia reclamó alegando que el inferior había omitido la 

1, 

- 
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citación y emplazamiento prescrito por el artículo 2H de la 
ley de procedimientos. 

Torcella pidió se resolviera sobre la adhesión á la apelación. 



Fallo «1+ I* Supreiim l ortf 

Buenos Aires, AroéIo i A* 1891. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que la apelación deduci- 
da a foja doscientos cincuenta y una por el recurrente Don 
Francisco Bellizia, ha sido interpuesta pidiendo que los autos se 
eleven á esta Suprema Corte en la forma de estilo, que no es 
otra que la determinada por el artículo doscientos once do la 
Ley de Procedimientos. 

Que en esta misma forma resulta haber sido concedida por 
el Juez de Sección, ordenando la elevación de los autos en los 
mismos U'riuinos solicitados poT el recurrente. 

Que por consiguiente, la citación y emplazamiento prescri- 
tos por el artículo citado debi'n entenderse comprendidos vir- 
tual y necesariamente en el auto respectivo del Jues de Sección, 
y no es dadu á la parte escusar su falta de comparecencia con la 
omisión de una citación esplfcita, que su propia solicitud hacía 
i ii necesaria - 

Por estos fundamentos, se declara nohabiT lugar á la reposi- 
ción del auto de rebeldía corriente á foja doscientos sesenta y 
cinco vuelta. 

Y considerando en cuanto ó la adhesión a la apelación dedu- 
cida ;i foja doscientos sesenta y siete : que ella no es proce- 
dente, con ¡irreglo a los términos del artículo doscientos diez y 
seis de la Ley de Procedimientos en el caso en que medie senten- 
cia judicial declarando la rebeldía do la parte y consentida en su 
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mérito ta resolución apelada do contrario : se declara no ha- 
ber lujar tampoco á dicha adhesión y hílase así sabor con re- 
posición del papel, 

BENJAMÍN VICTO RICA.- C. 8. DE 
LA TOUflE. — LUIS V. VARELA. 

AUEL DAZAS.— LLIS SAESZ 
I'E$A. 



* Al HA t « L 



Don Ce/erino Ferreira, mitra Don Jorye Espinosa, por resci- 
sión de contrato; sobre autenticación tíe un exhorto. 



Sumario. —has disposiciones de Ui ley de 26 de Agosto de 
IH03no son aplicables á las comunicaciones directas de las au- 
toridades judiciales de m;a provincia e n otra. 



Caso.— El Juez de i" Instancia de la ciudad de Cúrdoba, en 
Ja causa iniciada por Don Cefcrino J. Ferreíra contra Don Jor- 
ge Espinosa, sobre rescisión de contrato, libró exhorto ai Juez 
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de I* Instancia de la Capital para que notificara á Don Jorge 
Espinosa, domiciliado en la calle liustamante númeru532. 

El Juez exhortado, Dr. Méndez Pa^ no hizo lugar al cumpli- 
miento del exhorto ñor no venir de acuerdo á lo dispuesto en la 
ley nacional de 1863 respecto ata autenticidad de las firmas que 
lo suscriben. 

El demandante Ferreira se presentó al superior tribunal de 
justicia de Córdoba cou el exhorto, solicitándose autenticara. 

Dijo: que aunque la Suprema Corte nacional en su fallo 58, 
serie l^toino 1 página 385, había resuelto que las actuaciones 
judiciales no necesitan autenticación, el Juez de la Capital no 
lo entendía a;í, y pura evitar di! aciones solicitaba la autenti- 
cación. 



¿OTO 

Oirdot.n, Abril 30 de 1891. 

No ha lugar. 

Yunques de .Xovoa. 

Ferreira, exponiendo que le era imposible adelantar el pro- 
cedimiento para obtener la imtilieaciou del demandado por la 
negativa del Juez exhortado para diligenciar elexhortosin au- 
tenticación, y por la del superior Tribunal ü llenar esta for- 
malidad, dijo que se veríaen la necesidad de interponer recurso 
de apelación para ante ta Suprema Corte, por tratarse de la 
interpretación de una ley especial del Congreso ^artículo 14, in- 
ciso 3*. sobre jurisdicción y competencia) y pide se le concediera. 
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2Í3 



VISTA DEL FISCAL 



Superior Tribunal : 

El infranscrito, en otra oc;,sion. ba tenido oportunidad dema- 
nifestar su opinión sobre si 'os exhortos que los Jueces de una 
provincia dirigen dios de otra, deben ó no sor autenticados; y 
conforme con lo resuelto por la Suprema Corte Federal, en dis- 
tintos fallos, aconseje á É, que no debía de autenticarse; 
puesto que si bien el artículo 7* de la Constitución nat.onal al 
prescribir que los actos públicos y procedimientos judiciales, de 
una provincia deben merecer entera té en otra, d* jando i la vez 
al Congreso la facultad para determinar, por leyes generales, la 
forma que aquellos actos y procedimientos debían revestir/és- 
te, en virtud de esa facultad, dictóla ley de 26 de Agosto de 
1803, en la que se determina por el artículo 2% que los proce- 
dimientos judiciales, sentencias, etc., serán tenidos por auténti- 
cos siempre que lleven las atestaciones que ¿1 mismo prescri- 
be; este artículo ha sido interpretado en distintos fallos por Ja 
Suprema Corte como lo lie dicho, declarando que aquellas ac- 
tuaciones * deben ser autenticadas solamente cuando se lleven de 
una provincia á otra, para hacerlas valer como comprobantes 
de un derecho; no á las comunicaciones entre Jueces de distin- 
ta provincia que se dirigen encargándose el desempeño de dili- 
gencias relativas a asuntos de que conocen, de cuyo género son 
los exhortos, los que no necesitan de más formalidades para ser 
tenidos por auténticos, que la suscricion del exhortante y la ates- 
tación del escribano con que actúa» (tomo i% serie 1*. causa 58, 
Fallos de la Suprema Corte). 

En cuanto al recurso de apelación, creo que el es procedente 
y V, E, á mi juicio debe concederlo. 
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Se trata de tm caso comprendido dentro de los términos del 
artículo i A déla ley de jurisdicción de los tribunales naciona- 
les, puesto que la negativa de % E. á la solicitud del señor 
Terreira lo hasido interpretando la lej nacional de 26 de Agos- 
to de 1863; cuyo recurso la Suprema Corte lo ha declarado pro- 
cedente en un caso idéntico, como V, E, puede verificarlo en el 
fallo antes citado. Esta i-s la opinión de este ministerio, salvo 
la más ilustrada de Y. E. 

S. SU ra. 



Al TO líEL TH1MJNAL 

CTmlobn, Mayo Sil uV 1891. 

Autos y vistos: Concédese en relación el recurso de apelación 
interpuesto para ante la Suprema Corte de la Nación, de la reso- 
lución de este tribunal, por la cual no se Lace lugar a la auten- 
ticación del vilorto mencionado. En su consecuencia remítanse 
los autos bajo lie certilicadu, emplazándose al interesado para 
que en el término de cinco dias comparetca á proseguirlo. 

Vázquez tk> ftovm. 

Ante mí: 



A, Viritmonte. 
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VISTA Dtl SESOIl PROCURADOR CESEhAL 

Uui'iioa Aires. Jimio 23 o*> tSñh 

Suprema Corte : 

Habiéndose resuelto por V. EL en la causa que se vé en el 
tomo I o ile sus fallos, pagina 385, *que los procedimientos ju- 
diciales de que habla el artículo 2 rt de la ley nacional de 26 de 
Agosto de 1803 son aquellos que obrados por un tribunal de 
provincia se quieren hacer valer ante los Jueces de otra como 
comprobantes ó como títulos de algún derecho, no las comuni- 
caciones entre los Jueces de distintas provincias, de cuyo géne- 
ro son los oxkortos ú oficios que se dirigen encargándose el de- 
sempeño de diligencias relativas á losasuntos de que conocen; 
pues estos ni necesitan de tnás formalidad para ser tenidos por 
auténticos nue ta suscnvionM exhortante y ta atestación del 
escribano con que atina, ni ha sido costumbre revestirlo de 
otras solemnidades especiales*, soy de opinión que V. E. no 
debe modificar la resolución apelada. 

Antonio E. Malaver. 



Fallo d> la Suprema Carie 

Buenos Aires, Agostó 4 de 1891. 

Vistos: No siendo de aplicación las disposiciones de la ley de 
veinte y seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres a las 
comunicaciones directas de las autoridades judiciales de una 
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provincia con otra, según así resulta de su texto y lo tiene resuel- 
to esta Suprema Corte eu el caso que se registra en el tomo 
primero (1), página trescientas ochenta y cinco de sus fnllos, se 
confirma, con costas, el auto apelado del Superior Tribunal de 
justicia de la provincia de Córdoba, corriente á foja tres vuelta ; 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

DES J AHI* VICTOHICA. — C, S. 
DE LA TORIIE. — LCÍS. V. YA- 
HELA. — AltEL BAZAS. — LUIS 
SAES1 PESA, 



« AUNA < < | J 



Don Andrés Chinno. contra et Ferrocarril de Hítenos Aires al 
Pacifico, por cobro Ue pesos; sobre competencia. 

Sumario. —El Juez que se ha declarado incompetente, tiene 
jurisdicción para resolver sobre lo relativo á las costas causadas 
en el incidente de incompetencia. 



Caso.— Don Andrés Chirino entabló demanda acte ol Juzga- 
do Federal de la Capital á cargo del Juez en lo criminal y civil 

(1) Toiuú I-, avtit I'. 
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contra el Ferrocarril do lineaos Aires al Pacífico, por cobro de 
250 pesos por mi casco de Tino que debió transportar desde San 
Jian, yno 1 había entregado. 

Acreditaba la competencia federal por ser argentino el actor 
y extranjera la empresa del Ferrocarril, óstasin contestar la de- 
manda, opuso la incompetencia del Juzgado federal por ser re- 
putada como argentina la sociedad anónima del Ferrocarril de- 
mandado, y por ser inferior de 500 pesos la suma demandado, y 
ser de competencia de los jueces de Paz aquella suma. 

Contestado el traslado de la excepción, el Juez se declaró 
competente por tratarse de una cuestión comercial, cuyo co- 
nocimiento correspondía al juzgado federal do lo Comercial. 

La empresa del Ferrocarril apelo de este auto por no haber 
condenado en costas a Clririno. 

Se lo concedió el recurso, y la Suprema Corte por fallo de 17 
de Marzo de 1891 declaró que las costas debían ser pagadas por 
el demandante. 

Devueltos los autos, el abogado del Ferrocarril presentó su 
cuenta de honorarios estimándolos en ÍJOO pesos. 

El Juez ordenó que Cliirino manifestara su conformidad. 

Esta manifestó que no estaba conforme con la cuenta, por ser 
sumamente elevada, y expuso que habiéndose el Juez declara- 
do incompetente, lo era también para conocer en lo relativo á 
las costas. 



Falte del Juct Fedcrul 



Bueooa Airesj Mar*o 23 á^mtl. 



Habiéndose declarado incompetente est« Juzgado para enten- 
der en el presente juicio, hágase como se pide en el anterior 
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escrito, pasando el espediente al Juzgado federal en lo couu-r- 
cial. 

i'ijarrizu. 



titilo «Ir l«* *M|»renin L'orle 

Iludios Aires, Agosto 1 de 1K1I1, 

Vistos: Siendo la ujecucion por las costas un incidente de ju- 
risdicción del Jue?, que las ha impuesto, cualquiera que sea la 
competencia en cuanto a! fondo del pleito, su reroca el auto 
apelado ch i foja cuarenta y cinco vuelta, j se declara que el 
luezfl quú debe conocer y resolver en lo relativo A la estimación 
de los honorarios reclamados. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

OEWJAMIK YICTOfilCA.— C. S. HE 
LA TOlttlE. — LL'IS V. V AULLA. 
— AÜEL UAZAN.— LI IS SAE*7, 

i'tSA. 
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«MUÑA 



thm Casimiro ¡tobíes, contra hon Luis CasagranUc, por cobro 
rffi ¡tesos; sobre deserción de recurso. 



Suma no. — Concedida Inapelación ordenándose, sin observa- 
ción pulparte del recurrente, la elevación de los autos á la Su- 
prema Corte en la forma de estilo, se entiende virtnahnente 
emplazado aquel ú mejorar el recurso dentro del termino que 
la ley señala como máximum. 



Caso.— En la causa seguida por líobles con Cusagrnnde, se 
dictó por el Juez Federal de la Capital sentencia definitiva, y 
se concedió libremente el recurso de apelación interpuesto, or* 
denáudose por el decreto relativo la elevación de los autos á la 
Suprema Corte en la forma do estilo. 

Pasado el término de tres días, sin presentarse el apelante, 
el apelado acuso rebeldía, y la Suprema Corte declaró la deser- 
ción del recurso. 

Se pidió reposición, fundándose en que ene! auto de concesión 
de la apelación no se había hecho la citación y emplazamiento 
prescrito por el artículo 211 de la ley de procedimientos. 
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t ulla de In *upr«m« Corle 



Humos Aires, Agoslo A de 1891. 



Vistos en el acuerdo: Habiéndose concedido la apelación de- 
ducida a foja veintiuna ordenándose, sin observación alguna 
del recurrente, la elevación de los autos á esta Suprema Corta 
en la formado estilo, que no ea otra que la determinada por el 
artículo doscientos once de la Ley de Procedimientos, por el 
cual se señala como mtíximutn para la comparencia de la 
parto aute el Superior, ol termino do tres días, en los casos de 
apelación de providencias de los Jueces de Sección que tienen 
su asiento en esta Capital; y por los fundamentos de la resolu- 
ción recaída en esta misma fecha en el caso de don Francisco 
A.Kellizia con don Miguel Torceüa, de la cual se agregan! 
copia testimoniada á estos autos : se declara no haber lugar il 
la reposición solicitada del auto de foja veinte y cinco vuelta, y 
repuestos los sellos, devuélvanse como está ordenado. 



KENJAM1> VICTOMCA.- C. S- l>E 



LA TORitE. — LI'IS V. YAHELA. 



— ABEL BAZAS.™ MIS S A EN ¡E 



rt;ÑA . 
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i ton t'ettro J. Astnrfjit t-ontrn t>'»¡ Jesús Tenreiro, por cubro eje- 
cutivo fie pesos; sobre competencia, 

$ttmtinv. — \h>hQ darse por acreditada la naturaleza argentina 
del actor, que se reconoce por el demandado en el instrumento 
de obligación, se declara por los testigo» de la información su- 
maria y resulta de la partida de bautismo lío redargüida dé 
falso. 



t'aso.— J>on Pedro J. Astorga entabló contra Don Jesús Ten- 
Teiro demanda ejecutiva por cobro de 20.000 pesos, con base de 
un documento público de obligación. 

Acreditó la competencia federa! por información de dos testi- 
gos que declararon ser argentino el actor Astorga, y español el 
demandado. 

Despachado el auto de solvendo, se presentó Tenreiro decli- 
nando la jurisdicción federal por ser chileno el señor Astorga, 
como lo justificaría. 

Conferido traslado, Astorga, acompañó la siguiente partida 
de bautismo: 

«Pedro Biondí, Cura Rector de la Iglesia Parroquial de la 
Merced, en San Juan de Curo, certifica que : en el correspon- 
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dimte libro de bautismos que obra en el archivo á sn cargo se 
baila la siguiente partida que dice: En el riño del señor de 1828 
á 19 del mes de Octubre en esta Snnta Iglesia Matriz do Han 
Juan y parroquia de San José, el Presbítero Doctor Don Ma- 
nuel Astorga, con mi licencia, bautizó, puso óleo y crisma aPí- 
dro José, del día, noble, hijo legítimo de l>ou José Manuel As- 
torga y de Doña Antouia Videla; fueron padrinos Don Vicente 
Videla y Doña Mercedes Merlo, á quienes advirtió el parentesco 
espiritual y para que conste, firmo. José Manuel Eufemio de 
(Ja troya Sa mt ten t n. — Es copi a . 

* San Juan, Abril 1* de 1891. * 

X dijo que no se explicaba cómo podía decir Tonreiro que él 
babía nacido en Chile, cuando era notorio que había nacido en 
San Juan y que siempre babía sido considerado coma argentino 
y gozado do los derechos que le da su ciudadanía nativa. 

Que la fe do bautismo que adjuntaba comprobando su aserto 
evitaba el entorpecimiento que el ejecutado quería causar con 
la excepción extemporánea é infundada quo\o ponía, insinuando 
el propósito de rendir prueba en el extranjero. 

• alio Ju«*/ reileral 

S.ui .lu.'in, Ahnl Si <U' iHít] . 

Vistos y considerando : r Que según el artículo 77, ley nacio- 
nal de procedimientos, en las excepciones dilatorias como en el 
presente caso, el artículo se recibirá A prueba, xi el Juez lo es- 
timase necesario. 
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2? Que en el caso sub judice la recepción de prueba es innece- 
saria, porque Uon Federico Aguilur, en representación de Don 
Pedro José Astorga,|presenta, contestando la excepción, la par- 
tida do bautismo de su mandante, de foja 18, con ta que acre- 
dita que es argentino natural de esta provincia, única causa de 
Ja excepción alegada, pues el demandado señor Tenrciro confie- 
sa ser extranjero y por consiguiente es el caso del inciso 2", 
artículo 2", ley sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales. 

Por estas consideraciones : f.illo no haciendo lugar a la ex- 
cepción deducida, con costus, y ordenando se cumpla el auto 
de fecha 10 del corriente. 

Hágase saber y repónganse los sellos; notificándose con el 
original. 

L. Ertu'ijttnty. 

m 

VISTA llEI, S ES 1)11 l>UOCUlUDOU GENERAL 

BqoúOs Aire?, Junio ¿0 de 181)1, 

Suprema Corto: 

La información producida á fojas 6 imita y 7 ratilicada por 
la partida de bautismo do foja M, en cuanto ú la nacionalidad 
de Don Pedro J. Asíc-rga; cuya partida aún cuando no lia sido 
expedida de urden judicial, ni ratificada posteriormente, tam- 
poco ha sido redargüida de falsa por la parte de Don Jesús Ten- 
reiro, justifica, en mi opinión, que dicho Astorga es eiudadauo 
argentino; así como la nacionalidad española de Tenreiro apa- 
rece justificada por la misma información y por su declaración 
en la escritura de obligación do foja 2. Por todo ello, creo que 
el auto de foja 10 debe ser con firmad o por V. K. 

Antonio B. Mataver. 
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FmIIo ta Suprema Carie 

BuedOs Airi'í, Agoslo i de lsíH. 

Vistos: ^un el mérito de la información producida á foja seis 
vuelta y foja siete, el de la partida de bautismo de foja cator- 
ce, y considerando, además, que la nacionalidad argentina del 
demandante se hulla afirmada y aceptada por el demandado en 
la escritura misma de obligación que sirve ele base á este jui- 
cio. Por estos fundamentos, y de confurmidad a lo expuesta y 
pedido por el señor Procurador General en su vista de foja 
veinte y nueve, se onlirma, con costas, el auto apelado de f« ja 
diez y seis; y repuestos los sell-is, devuélvanse . 

BENJAMIN VICTOUICA,— C. S. DE LA 
TOIUIE. — l.EIS V. VA HELA. — ABEL 
HAZAS,— LLIS SAEV7. t*E\A . 
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? 

¡ion Jtmn jüne$ contra Don Ignacio Ammlmnt; sobre interdic- 
to de despojo, 

^maim—Ejccutoriada y cumplida la demanda dictada en 
juicio de despojo, el vencido no puede demandar por despojo ai 
vencedur, alegando la nulidad dejla sentencia, opuesta en dicho 
juicio, máxime si la nulidad invocada es de las susceptibles do 
renuncia y confirmación. 



Cmo.—lla 28 de Agosto de Í800, se falló un interdicto de 
despojo deducido por Don fgniMsia Arambnru contni Don Juan 
Junes, respecto de una hta, ante et Juez del Territorio nacional 
del líío Negro. 

En 2 de Diembrede J890, Donjuán Jones, ante el mismo 
Juez, dedujo interdicto de despojo contra Don Ignacio Arambu- 
ru| fundándose en que el demandado se había introducido el 
año de 1880 y ejercido actos de posesión en la isla de los «Lo- 
ros», que el demandante ocupaba como único poseedor y con 
derecho de dominio desde el ánodo 1807, 

Dijo : que había sido despojado por Arambnru en virtud de 
sentencia de 28 de Agosto de 1890 en el interdicto de despojo de 
la misma isla instaurado por Arambnru en contra de él, quien 
en dicho juicioso halló imposibilitado depresenlar pruebas pa- 
ra acreditar su mejor derecho á la posesión y dominio de la 
isla. 

1 * v i'i 



g2f> v.xli.OS DE LA SUPREMA COIlTE 

Que dicha sentencia ile 28 de Agosto recajó en juicio que era 
nulo por dos razones: 

i« Porque Aramburti WMa sido representado en él por Don 
Guillermo Iribarne, A mérito de un poder autorizado por id es- 
cribano OtArola, casado con una prima hermana de dicho Iri- 
barne, loque viciaba do nulidad el poder; 

2" Porque actuó en ej ju¡ !o el citado escribano < Marola, con 
violación del artículo 158 de la ley orgánica de los tribunales, 
según el cual todo lo actuado ante el escribano pariente de la 
parte ó de su abogado ó procurador, es nulo. 

Que por lo tanto la mencionada sentencia, que según el artí- 
culo 139, Código de Procedimientos. debía entenderse que era 
sin perjuicio de las acciones de posesión y dominio que podían 
rorrewponder á Jones, no obstaba al ejercicio de su acción, y 
debía declararse nulo todo lo obrado, condenándose en costas al 
escribano secretario, y hacerse lugar al interdicto de recobrar 
que deducía. 

Citadas las partes ¡i comparendo quedó establecido en él, por 
declaración del actor, que la isla materia del interdicto, era la 
misma que fué materia del otro interdicto fallado el 28 de Agos- 
to de IHOO. 

El demandante presentó en el juicio varias declaraciones de 
testigos y un certificado del Juez de Paz sobre su posesión, y 
un testigo que también declaró sobro su posesión. El deman- 
dad, i presentó unas actuaciones hechas ante el gobernador del 
l!í<i Negro concediendo la posesión, y pidió se tuviese por prue- 
ba todo loobradu en ei juicio en que recayó la sentencia de 28 
de Agosto, presentando también á un testigo que declaró sobre 

sU JiO-e^lUT! . 

Agregó que debía rechazarse la nulidad de la sentencia de 28 
de Agosto invocada por el actor: 

i* Por ser extemporánea y haber sido deducida á los tres me- 
ses de dictada, habiendo pasado ya en cosa juzgada; 
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noT;::r:r;'S:r' uo9 ***** ****** 

* JNBWri R«dér ;< *»s«to í Irihamo, el juicio 

He interdicta contra Jones, era válido. 

Kn otra audiencia cada «na délas parte, presentó j h¡10 cxa _ 
minar a varios testigos; respecto do la posesión 

Después de al g^o por ellos sobre el mérito de la pruebi el 
JW, pa mejor pr^r, ordenó sepres.ntara copia testimonia, 
J «• la sent,ncia de 28 de Agosto de 1890. j se informara por 
el BeerefcariO si había quedado ejecutoriada 

£ secretario informó que Ja sentencia se hallaba ejecutoriada 
desde el < de Setiembre de 1890. 

U sentencia de 28 de Agosto fué agregada en testimonio y 
es del siguiente tenor: ' * 



VüfeUma, Agosto 2* de im». 

V vistos: esto, autos posesorios . ügljj Jos á instancia y pn r ac- 
cion d^oídapof Don Ignacio Aramburu, ré^tado por Don 
Gwitermo Iribarne, hijo, contra Don Juan Jones, sobre inU-r- 
«licto de despojo de una isla. 

Y considerando: \ > Que para que proceda el interdicto de des- 
pojo se requiere que el que lo intente baya estado en posesión 
4e a cosa de la que ha sido despojada (artín.lo 581 del Códi^ 
do 1 focedimientos) y qUÜ ia uccion Stí dctea (Ie|)tro 

que se ejecuto el hecho, debiendo el actor probar su posesión 
«««ido menos de uu año, el despojo y el tiempo en que el de- 
mudado (o cometió (artículos 2i7íi, v2íí)i del fódim 
ml>. Además, el acto, para que inporto despojo, ha de tener 
POr objeto hacer poseedor de la cosa al que lo ejecuta, con ei- 
clusmn del poseedor actual, el cual no está Obligado ú producir 
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título alguno contra el despojante, aunqueéstc sea el dueñ¿MÚ 
inmueble y aunque su posesión sea viciosa, porque, cualquiera 
que sea la naturaleza de ta posesión, nadie puede turbar! i ar- 
bitrariamente. 

2" Que el actor ha probado loa extremos exigidos por la ley; 
pues los testigos Gusioi, á foja 7 vuelta y fojpi 8, y León, 
a fojas 23, declaran, ojie desde más flfl un año atrás co- 
nocieron al demandante como poblador ó poseedor de la Isla 
en cuestión, y que después se introdujo < n ella el deman- 
dado y construyó un rancho y ejercitó otros actos de pose- 
sión, agregando Cusich que tales hechos se ejecutaron lia- 
ría cuatro meses, y el mismo Jones, no los niega, más 
bien confiesa los hechos, manifestando que su proceder fué 
así á título de primer ocupante del indicado inmueble. La ins- 
pección ocular y el informo délos peritos, de foja 30 ni el ta á fo- 
ja,., corroboran acabadamente los fundámérttós dé la acción in- 
tentada, y dicho informe merece plana fé en sentir del suscri- 
to, tanto por seí hábiles los peritos, ciudadanos Don Miguel 
E. Vidal y Don Zenon Ferreyca, como porque los antecedentes 
y dictamen de su informe se hallan en perfecta armonía con 
las constancias de la inspección ocular ya mencionada: consta 
pues, de ella, que en la Isla se encuentran plantaciones y edifi- 
cios que demuestran la posesión demás de un año de Aramburu, 
postsion real y efectiva á título de primer ocupante y con áni- 
mo de adquirir dominio, según acuerdan las leyes de tierras y 
colonización nacionales que rigen la materia; y tamb-en se 
constata el hecho de haberse introducido Jones en la misma 
isla (denominada Caqtiticniz) y ediíicado un rancho y ejercido 
otros act-ts con ánimo de poseerla y con posterioridad á aquel, 
que como él mismo confiesa, A foja 6 vuelta, fué en Setiembre 
que hizo el rancho, y en Abril último lo que cortú árboles; pe- 
ro no es presumible que estando en Setiembre en posesión de la 
Isla, en Octubre hubiese permitido á Aramburu construir otro 
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rancho, como lo asevera: es niás lógico que, como asevera el tes- 
tigo Cusich j se desprende de la inspección ocular, que cuando 
dice Jones trabajaba en Abril, fué loque edificó dicho rancho. 

3" 1 Que el demandado no ba justificado los hecUs opuestos 
como excepción i la demanda, pues en el juicio verbal do que 
se instruya la diligencia do foja C dice: Que tenía pobla- 
da la mencionada Isla desde el año 1807, y que edificó en 
ella, cuyo edificio había sido derruido por los indios, y 
que siempre bahía estado en posesión do aquella; y cu jus- 
tificación de tales hechos sólo ha producido la declaración 
del testigo liadelan, á foja 25, el que refiriéndose ú una isla que 
denomina de «Los Loros», dice que la ocupó y la ocupa actual- 
mente el demandad.»; pi n esta declaración á mds de ser singular 
envuelve las eotitradiccíones notadas por el representante del 
actor, quien arguyo que la isla Ú que este teatigose refería era 
otra distinta, argumentación ésta que no ha. sidu y que ha debi- 
do ser destruida, ya por otra prueba, ya aún más conja presen- 
cia del mismo testigüen el acto de la inspección ocular; tal de 
claracion, por adolecer de los vicios anotado*, no merece fé en 
sentir del suscrito, y como el demandado no ha producido mas 
prueba no obstinte hibórseie acordado para la defensa desu de- 
rocho toda la amplitud posible, se desprende que su excepción 
carecía de f u ud ama u to . 

Agrégase á esto, que del informe pericial y vista ocular cons- 
ta que no hay en la Isla vustígio alguno que demuestre haber 
existido la construcción anterior ya destruida á que Jones se 
reliere, ni más obra que patentizo la posesión de éste que las 
que el actor demanda como despojo. 

4 o Que los documentos do fojas ü. 10 y II, como emana- 
dos de la gobernación del territorio merecen fé, y con ello se 
acredita las gestiones que el actor hizo en Mareo de 89 para po- 
blar la isla en cuestión, resultando de dicho* documentos que á 
esta fecha Aramburuya estuvo en posesión de ella y había po- 
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bladocoii un rancho y plantaciones: loque viene á corroborar 
la posesi un pública y real deque antes solía hecho mérito. KI 
documento de foja i2 no hace fe, m puedo ser tenido en con- 
sideración por ¡ser un informe privado de vecinos. 

Los documentos de fuja 28 a fuja 32, presentados por el de- 
mandado, tampoco mereceu íé, ya por ser declarad mes produ- 
cidas auto clJuez incompetente, como porque ni se hallan au- 
torizadas por el iuncionarío que las recibió, ni revisten forma 
alguna legal. 

Por estos fundamentos, y leyes citadas, t allo: condenando al 
demandado Juan Jones á restituir la posesión de la isla Cni- 
pnicru?. ai demandante Aramburu, CÓti indemnización de daños 
y perjuicios, que por falta de prueba relativa se lijará su im- 
portancia en otro juicio, y á las costas ocasionadas en ti lit io, 
hasta la total ejecución do la sentencia artículo 58» del Código 
de Procedimientos, y segunda parte del artíeulu 2404 del Códi- 
go Civil ; d cuyo efecto y eu atención a" los trabajos procurato- 
rios ejercidos, tanto aquí como en la inspección ocular por el 
apoderado scirur Iribarne, regulo -ti honorario eu 125 pesos, te- 
niéndose presente la distancia de 28 leguas que ha tenido que 
viajar, representando activamente á *u parle ante el Juzgado; y 
en iníritodr no haberse lu cho observación á la cuenta de hono- 
rarios que cubran los peritos, si-gun consta de! informa di l se- 
cretario, de foja... 

Y considerando que para desempeñar , su cometido han tenido 
que recorrer la misma distancia, confirmo y apruebo eu ruauto 
buya lugar el mencionada honorario eu la cantidad de 200 pe- 
sos nacionales y en la for naque lu determinan. 

[brüham ére$> 

Ante mí; 

Silvano Qtárola. 

1-ítTÍImtio Si'iTL'Uiriu. 
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Concuerda con la sentencia original de su referencia ii laque 
me remito en caso necesario y en fe de estar conforme, «pido el 
presente de Órden judicial para el interesado señor Ignacio 
Aramburu en Vldcnia a 29 de Knero de I8ÍM. 

SifotyW Ufó mía, 
iVrihauo Secretarlo 



rniU* «1*1 Jufz l^rlrmlw 

Vledmn, Febrera IT ( j t * ifsdl. 

Y ?ist¡Os: estos autos seguidos á instancia de Don Juan Jones 
contra Don Ignacio Arauiburu, sobre interdicto de despojo de 
una ígla en el Río Negro, de los que resulta: 

I o Quoel demandante funda su acción en el hecho de haber 
el demandado ititroducidosc el año 1889, y ejercido actos de 
posesión en la islfbdf» «Xos Loros* que aquel ocupaba ú titulo de 
único poseedor desde el auo I8fi7, y con derecho de dominio, de 
la cual dice haber sido despojado por Aramburu i mérito de una 
sentencia dictada en su faror por este Juzgado en 28 de Agos- 
to de 1890, en el interdicto de despojo de la misma isla instau- 
rado por dicho Aramburu contra el mencionado Jones; que co- 
mo la expresada sentencia recayó ¿obre un juicio que adolecía 
de nulidad, debía declararse nulo todo 1» obrado y reponérsele a 
éste en la posesión de la isla; porque según el artículo 579 del 
Código de Trocedimientos, la sentencia recaída en el menciona- 
do interdicto, ya fallado, so debía entender que era siempre sin 
perjuiciode las acciones de posesión y dominio que podían cor- 
responderá! mismo Jones; que las causales de nulidad alegadas 
eran dos, la una haber sido nulo e¡ poder por el cual ejerció per- 
sonería el representante del actor Aramburu, por haber sido 
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otorgado por uu escribano de registro que era pariente aíiu den- 
tro del 4* grado del mandatario, y la otra, porque en dicho juicio 
actúa como secretario Don Silvano Otárola que era pariente del 
apoderado del mismo actor dentro de los grados que determina- 
ba el artículo 158 di- la ley de organización do los tribunales; 
que habiéndose tramitado y fallado el referido juicio , con estos 
vicios de nulidad, debía declararse nulo todo lo actuado en él, 
condenándose en las costas al escribano secretario, y fin ^u 
consecuencia hacer lugar al interdicto de recobrar que en t i pre- 
sente juicio deducía, é 

2 Ú El demandado pidió en el juicio verbal de que instruye la 
diligencia de fojus 23, 2 1 y 25, que el actor aclarase si en este 
juicio se trataba de la misma isla que por sentencia se ordenó 
al mismo Jones que la restituyera al mismo Aramburu; y ma- 
nifestado por el actor Jones, que la demanda se dirigía por la 
misma isla sobre la que recayó sentencia contra él, el deman- 
dado espuso: 

Que para acreditar que dicha isla le pertenecía, presentaba 
los títulos que corren agregados de foja... a foja 9, que además 
pedíase le tuviese por prueba todo lo obrado en el juicio que el 
mismo siguió contra el actor Jones, sobre despojo; que, además, 
según resulta de la exposición agregada de foja 10, la nulidad 
deducida, debía rechazarse de plano: 

I o Porque era extemporánea, pues de ella debía interponer- 
se conjuntamente con el recurso de apelación y en el mismo 
juicio, dentro de los cinco días siguientes al do la notificación 
de la sentencia, según el artículo 228 del Código de Procedi- 
mientos, y no á lustres meses de dictada aquella en el juiciu 
de despojo que ya había pasado en autoridad de cosa juzgada, 
sin que en ningún caso se pueda interponer dicho recurso de 
nulidad por separado, se-un el trticulo 230 del misino Có- 
digo; 

S* Torque el artículo 158 'lela ley de organización de los 
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tribunales en que se fundaba la nulidad, ora inaplicable y ex- 
traño al incidente; 

3' Porque la ley general sólo se refería á tus parientes coo- 
sangaineos y nú á los aliñes; 

4' Porque el poder argüido había sido otorgado con todas las 
lülemniJaóVs de ley. sin adolecer de las causales de nulidad ex- 
presadas en el artículo lOOidel Código Civil. 

Y considerando: i" Que la acción deducida se refií re á la po- 
sesión de la misma isla, entre las mismas personas y sobre el 
mismo Ínter '¡etc. de recobrar, que fué tramitado y failado con- 
forme á la ley y también ejecutoriada la sentencia', según cons- 
ta de¡ informe del secretario de foja 42 vuelta y foja 51 y del 
testimonio de la sentencia relativa agregado -le foja 53 A foja 
56, en cuyo juicio, habiendo. Jom-s, como demandado, compare- 
cido y contestado y presentado pruebas, se resolvió que restitu- 
yese, ta posesión de dicha isla al actor Aramburu; que ejeeuto- 
riadn dicha resolución, en 7 de Setiembre de ITOel mismo de 
mandado Jones, se presentó en nuevo juicio ya como actor, con 
fecha 2Í> de Noviembre del mismo ano, deduciendo igual inter- 
dicto de recobrar la posesión de ía misma isla contra la misma 
persona, y fundándose cu que la expresada sentencia había re- 
caído sobre un pro íimient nulo. 

2"Quc la nulidad deducida de un juicio cuyos trámites han 
sido consentidos, es improcedente en otro juicio: pues las nuli- 
dades deben reclamarse en la misma instancia en que se produ- 
jeron y en su caso, ante el superior, previos los recursos ordina- 
rios, según se establece en la Sección 3-, artículo 3" del Código 
de Procedimientos; sin que pueda ser aceptable que, aunque 
existieren motivos de nulidad de una causa que se tramitara en 
el mismo Juzgado, fuese permitirlo juzgar de la legitimidad de 
ellos en otra cansa distinta, ya porque sería establecer la anar- 
quía en el procedimiento, como violentar las disposiciones de la 
ley. 
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3" Que una causa fenecida y ¡tasada en autoridad do cosa juz- 
gada, por uü ser susceptible su falto de recurso alguno ordina- 
rio ni extraordinario, no puede ser atacada do nulidad, ni revi- 
sión alguna, porque reviste tal fuerza obligatoria entre las par- 
tt'S que comprende la sentencia que de Une sus derechos, que no 
hay legislación que no le consagre los respetos que merece la 
verdad, para evitar los peligros de un debate sin ñu, y *que 
está en la razón del interés público la presunción de verdad que 
la ley atribuye á lacusa juzgada», según dice el Ductor Mala- 
ver en su obra de procedimientos, página 421 . * /fes judtenta, ¡tm 
veritate futbrtur, había prescrito el Digisto; y la ley 32, título 
ai, partida 7: tvirosiitvrtm^ yin* h rusa i/ue <•* inztjnita por 
senfencunlc tftte w>nxc fHHufen alzar, auc ta tíéfawi i&n?r ¡>or 
verdad*. «Permaneciendo en el estado civil, diee el juriscon- 
sulto citado, se somete como á que lus magistrados decidan las 
diferencias que con otros pueda tener; y está obligado á respe- 
tar y cumplir desde luego las decisiones legalmente pronuncia- 
das contra él, auuque las reputo injustas, y aun cuando lu sean 
en electo. No podría sustraerse á ellos sin turbar el úrden pú- 
blico, sin destruir las leyes del Kstado, que quedarían desauto- 
rizadas, si cualquier individuo privado pudiese, según su inte- 
rés y su caprichu, desobedecer impunemente los mandatos del 
magistrado establecido para hacer efectivos los de la ley. Si los 
Jueces declarasen falso un hecho verdadero, pasará por falsu a 
los ojos de la ley. La fuerza de la cosa juzgada es tal que do- 
mina á la verdad misma, y la somete a su autoridad. La senten- 
cia, aunque contrariad la verdad y á la justicia, no quedará per 
eso sin ejecución: así lo exige el úrden público.» 

Y existe cosa juzgada enel caso presente porque el juicio ar- 
güido de nulidad y sobre el que recayó sentencia definitiva y 
ejecutoriada por consentimiento de partes, tuvo por objeto ta 
misma .sla, esto es, idéntica cosa demandada, la misma acción 
de despojo, esto es, idéntica causa entre las mismas personas 
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Aramburu y Jones, y con idéntica calidad, esto es, primeros po- 
seedores ú pobladores de dicha isla. Así es que, ni el suscrito 
tiene jurisdicción para variar n¡ uiodilicar dicha sentencia, según 
el artículo 222 del Código de Procedimientos, ni, i-omo dice el 
autor aittes citado, prigina422. «ningún poder alcanza ú des- 
truir la presunción de verdad que representa la cosa juzgada en 
los efectos civilesi; lo contrario, sería establecer un semillero 
de pleitos interminables, sí las decisiones judiciales jarais hu- 
biesen do tener una aplicación práctica. 

La autoridad, pues, decusa juzgada, adquiuda por laseuten- 
cia recaída en el juicio argüido de nulidad, hace que sea impro- 
cedente el fundamento dolsi acción demandada. 

Lo dispuesto en el artículo 57í> del Código de Procedimientos 
que el actor alega en su apoyo, es inaplicable al caso subju- 
titcc. Las acciones posesorias áquo dicho artículo se reiierc, son 
para el juicio especial de retener y conforme d la naturaleza de 
la causa ó del derecho que se gestione, sin que de aquí se pueda 
desprender la facultad de revisar procedimientos y actuaciones 
selladas con sentencia ejecutoriada, ni que un litigante vencido 
en el interdicto de despojo pueda reconvenir al vencedor con 
otro interdicto, por el despojo que dice le ocasiona del mismo in- 
mueble, la sentencia que le condenó á su restitución; y no puede 
haber despojo ocasionado por sentencia, cuando el vellido ha 
sido condenado después de haber sido oido enjuicio con arreglo 
á la ley. 

■i" Que délo expuesto resulta que ha sido bien deducida la ex- 
cepción de cosa juzgada opuesta á la demanda, y comprendida 
i*n el articulo 05 del Código de Procedimientos; que no habien- 
do sido esta excepción alegada como de previo pronunciamiento, 
sino al contestar la demanda, debe ser considerada al presen- 
te, porque se dirigía á destruir la acción intentada. 

5 tk Que no procediendo la nulidad demandada, tampoco pro- 
cede la condenación en las costas, gastos, daños y perjuicios, 
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que eu su alegato, y á foja 38 vuelta, solicita el actor contra el 
Escribano secretario Don Silvano Otárola. 

6 o Que un el caso de no hacerse logara! interdicto se conde- 
nara en costas al actor, artículo 583 del Código de Procedimien- 
tos y el demandado asi lo solicita A foja Á\. 

IV estos fundamentos y leyes citadas, fallo : absolviendo a 
Don Ignacio Araiüburu de la demanda, la que rechazo por ser 
contraria á la autoridad desoía juzgada, con costas al actor 
Don Juan Joños , 

Rep4ngarí8e los sellos. 

Abra /tu i a Ara.'. 

9 

Ante mí: 

Silvana Otárota. 
Escribano Secretario. 

i alio «le l« gu|»r4mn Corle 

Bnenoa Aires, Agosto l tic 1891. 

Visto:: Siendo las nulidades que se alegan m la demanda 
susceptibles, por su naturaliza, de renuncia y confirmación, y 
no habiendo sido ellas opuestas en el juicio en que ¡?e dicen co- 
metidas, en cuyo c¡iso no pueden servir do fundamento ¡i una 
nueva acción con perjuicio de la autoridad de la cosa juzgada 
recaída ep, aouel. 

Pur estos fundamentos, y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja cincuenta y siete vuelta, se confirma ésta, con 
costas, y repuestos los cellos, devuélvanse. 

11EMAMIS VICTO MCA. — C. S. DELA 
TOilllE. — LUÍS V. VAHELA. — AREL 
I1AZAX — LL!S SAEüZI'ESa, 
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//. Olimpio Rosado Silva, contra la sorúntatf «Vitivinícola», 
pur rubro üe ¡tesos; sobre incumfted'ncía 



SttfnGtrÍo»-^if Kl empleado contratado por año, destituido 
antes del ano, por hechos cometidos cu el ejercicio de su em- 
pleo, que. han mo t ¡vari o uujuici" criminal cont ra é¡ por parte del 
principal, no puede pedir que éste 1" pague b>< gastos hechos en 
el desempeño de sus fu no iones y oí ó neldo anual, mientras no 
esté resuelto el juicio criminal intentado, 

2' La disposición del artículo HOi del í'ódigo Civil Ps apli- 
rable al caso en que el actor en el juicio criminal obre como tal 
en el juicio civil, como al en que siendu en el primero deman- 
dante sea demanda do en el segundo, con tal que lo* hechos que 
dan origen a ambas acciones, sean b>s mismos. 



Cojo.— En 30 do Setiembre de 1800, Olimpio J. Rosado Silva 
acompañando varios documentos y una cuenta corriente con 
saldo A su favor de 1870 pesos 21 centavos, demandó a la coni- 
pafiía anónima ^Vitivinícola Argentina» por el pago de dicha 
cantiJa-l, gastos de permanencia en esta y costas del juicio. 

Dijo: Que el U de Julio de 1890 había sido nombrado Ecóno- 
mo del establecimiento cLa Dormida», que la sociedad tenía en 
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la provincia de Mendoza, con sueldo de 2400 pesos, que él en- 
tendía lijado por año, y que en 8 de Agosto fué destituido sin 
causa justificada ; 

Que importando esto un contrato de locación de servirlos por 
un término por lo menos de un año, según el artículo 1507 del 
Código Cívil.se le debía el sueldo do un aña, con los gustos he- 
chos por él, de cuyo importe, descontando unos 500 pesos reci- 
bidos de la Gerencia de la Sociedad y otras Mimas recibidas por 
él como ecónomo, se le quedaba debiendo la suma demandada. 

Acreditada la competencia federal, por ser extranjeio el actor 
y argentina la Sociedad demandada, y conferido traslado, ésta 
opuso la excepción de Íncompetenci;i. 

Dijo: que tratándose de la expulsión de un empleadode un es- 
tablecimiento mercantil, el Juzgado Federal tendría jurisdic- 
ción para conocer de la causa si los hechos no constituyeran 
delitos cuyo juzgamiento corresponde á otro Juez, y no estu- 
viera ya iniciado el correspondicntejuieio criminal, que ha sido 
iniciado contra Rosado con anterioridad á esta demanda ante 
el Juez del Crimen de Mendoza, por faltas y delitos cometidos en 
el deseuipeñ" de su empleo; 

C¿ue hiendo los teísmos hechos ios que vendrían á constituir 
la materia de este juicio, la acción instaurada no puede conti- 
nuar, y el Juzgado Federal carece por el momento de jurisdic- 
ción para conocer en él . 

Que al tratar el Código Civil del ejercicio do las acciones por 
indemnización de daños causados por los delitos, establece que 
si la acción criminal procede á tu. civil, ó se intenta pendiente 
ésta, no habrá condenación en id juicio civil antes de la conde- 
nación di 1 acusado en el juicio criminal, y después de este uo se 
pudrá contentar en el juicio civil la existencia del hecho penal 
que constituye el delito, ni impugnar la eulpa del acusado, su* 
caliendo lo mismo m el caso de absolución (artículos HOI, 
\ |02 y 1 103 del Código CkJlJi 
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Que siendo así prejudicial el juicio criminal, el Juzgado debía 
declarar que no estaba obligado .4 contestar la demanda, mien- 
tras no so resolviera arpie!. 

Conferido traslado, Rosado Silva pidió el rechazo, con costas, 
de la excepción. 

Dijo: Que la jurisdicción federal surgía por la distinta nacio- 
nalidad de tas partes; 

Que la excepción opuesta podría entenderse si hubiera sido él 
que hubiera iniciado acción criminal contra la sociedad, pues 
enlúnees no habría podido entablar acción civil sin apresar el 
resultado del juicio criminal; pero pretender que se pu -da para- 
lizar una acción civil porque sellara deducido acción crimi- 
nal contra 1 1 actor en el juicio civil, es estableceré! sacrificio de 
los derechos privados; 

Que para que exista la acción prejudicial se requiere que haya 
identidad de causa, de objeto, y de partes, y en el caso no se 
han alegado estos extremos, y las acciones son diversas en su 
objeto, y enl-s propósitos que los determinan , 



('«lindel Juci l Vil ^t-«l 

Rueños Aires, Abril ¿i de inhj 

\ victos : por his fundamentos aducidos en eí escrito de foja 
H% y considerando además: I Que la competencia déla Justi- 
cia Nacional de la Capital para conocer en esta causa está acre- 
ditada por la distinta nacionalidad Je las partes de acuerdo con 
el inciso 2-, del artículo 2 de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Federales de it Je Setiembre de 
I8ISÍÍ, y por tener aquí su domicilia la parte demandada. 

2 Qucé.ta no desconoce esos hechos al declinar la jurisdic- 
ción del Juzgado, pues su excepción es más bieti de litis penden- 
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cía, por haber demandado criminalmente al actor ante los Tri- 
bunales ordinarios de Mendoza, por faltas y delitos cometidos 
en el desempeño de ¡u emplea comofactor ó dependiente de ella; 
entendiendo que ¡se trata de un juicio prejudicial. 

3 U Que la acción deducida, según lia sido planteada en la de- 
manda, tiene por antecedente un contrato de locación de servi- 
cios, el ci>al lia >ido rescindido por actos exclusivos de la com- 
pañía demandada, y sedirige á obtener las indemnizaciones con- 
siguientes a su falta de cumplimiento, consistentes en el saldo 
Que arroja á favor del actor la cuenta corriente ú fujas, 2 y 3, 
faltando por consiguiente un elemento osen -ial para que liava 
litis pendencia, que es la identidad de acción ó de objeto, por- 
que el juicio criminal no puede tener otro que el castigo del acu- 
sado por luí hecho i que se le imputan , 

4M¿ue los artículos del Código Civil en que i! demandado 
funda su defensa serían aplicables si los invocase el actor Silva 
*n el juicio civil que puede promover con ocasión ú tomo conse- 
cuencia de la falta de delitos que son materia del juicio cri- 
minal, porque evidentemente, las reparaciones é indemnizacio- 
nes procedentes de un delito están subordinadas á la de- 
claración de culpabilidad en el misino delito; pero ih pueden 
invocarse por la compañía demandada, porque c ntra ella no 
hay ninguna acción criminal deducida . 

5" Q:o9 la sentencia que recaiga en el juicio seguido ante los 
Tribunales de Mendoza, en cualquier sentido que sea, no pue- 
de resolver ningún punto relativo á ta legitimidad ilegitimidad 
de la cuenta presentada por el actor; y si bien en la hipótesis 
de ser éste condenado puede haber lugar al juicio civil de indem- 
nizaciones, será entonce- la oportunidad de compensar lo debido 
6 repetir lo indebidamente pagado. De \> contrario le basta- 
ría á un deudor promover un juicio criminal con 6 sin funda- 
mentí para paralizar indefinidamente la acción de su acree- 
dor. 
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Por esto, no ha lugar con costas, a la excepción opuesta y con- 
téstese la demanda en et término legal. 

Yirijitio M. Ttufitt. 



VISTA DKL SESOH PROCURADOR GK>E HAL 

iiin'ijo.- J unió 11 iji? Ifcúl. 

Suprema Cortv: 

Creo que la resolución apelada do foja 87 debe, por sus fun- 
damentos, ser con firmada | or V, K. 

Antonia E. Mataiwr, 



rnllo d> lo Nuiirriim Curie 

Buenos Airt'í. Agosto üdt I8PJ, 

Vistos: Resultando de autos que existe entru las partes un 
juicio criminal pendiente ante los Jueces locales de la provin- 
cia de Mendoza, por querella instaurada con anterioridad ¡i la 
presente, ti nombro d t ta Empresa demandada ¿La Union Viti- 
vinícola Argentina» contni el demandan te don U. J. líosado 
Silva, por hechos de fraude y dolo atribuidos á este último., que 
se dice han dado lugar á su expulsión y destitución de sus futí- 
« iones de ecónomo de dicho establecimiento y aún motivado 
una prisión en su cout-a, según se expresa por el propio de- 
mandante lí foja cincuenta y nueve. 

Y considerand >: Que la acción deducida de daños y perjuicios 

T xv JO 
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tiene por base precisamente los Lechos de expulsión y destitu- 
ción aludidos, que se reputan y son acusados de inf undados y 
arbitrario* por parte del demandante. 

Que la base de una > otra acción es por consiguiente la mis- 
ma y la decisión de ta presente depende necesariamente de la 
solución que se dé ¿ la cuestión promovida en el juicio criminal 
sobre la existencia de los hechos que le sirven de fundamento. 

Que con arreglo al artículo mil ciento uno del Código Civil, 
la acción civil debe quedar en suspenso toda vez que durante 
ella ó con anterioridad je deduzca ó haya deducido acción crimi- 
nal, sóbrelos mismos hechos que dan lugar ¡í aquella hasta que 
recaiga sentencia lirme en el juicio criminal. 

Que esta disposición es aplicable lo mismo al caso en que el 
actor en el juicio criminal obre como tai en el juicio civil, que i\ 
aquel en queriendo en el primero demandante sea en el segundo 
demandado, con tal que los hechos discutidos en ambas causas 
y que dan origen á ambas acciones, sean los mismos. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
ochenta y siete y se declara procedente la excepción dilatoria 
deducida á foja setenta y ocho, debiendo en consecuencia sus- 
penderse i i prosecución de esta demanda ha* ta la decisión del 
juicio criminal pendiente de que antes se ha hecho referencia. 
Repónganse los stllos y devuélvanse. 

IIENJAHIS VICTOltlCA.— C S. 1>E 
LA TOKB.S, — LUIS V. VA HELA. 
—ABEL nAZAS.— LUIS SaEHZ 

cesa. 
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CAUSA €«'I,YI 



l'J fiatim Hipotecario .\ttvwitttl t contra ¡i .huta Hmiiiú Gofti 
por mitro depejtos; sobre tnhtbiaun general 



&nmário. — í" La inhibición general dé bienes, no está auto- 
rizada por la lr-y de Procedimientos nacionales como medida 
preventiva. 

Ks distinta la Inhibición <i r nibarjo de un bien t.úz de- 
terminado. 



Caso, — I), Alberto Peralta liamos, por el Hunco Hipotecario 
Nacional, se presentó ante el Juzgado eiponiendó: Qkie D. Juuu 
B. Goñi hipotecó á favor del mencionado Hanco, en 10 de Hc- 
t ubre de i 888, ante ©1 Kseribano 1). Víctor io A. Márquez, un 
terreno ubicado en .San José de Flores, por la cantidad de 
N0.0Q0 posos en cédulas de la serie D. 

Que no habiendo el deudor pagado losservicioácorrespondieii- 
te¡s ( el Directorio del Haneo, usando de las facultades que le 
confieren loa artículos 50 y 51 d«> su ley orgánica anunció el re- 
mate de la propiedad para el 7 de Marzo del corriente año: v, 
cuino no hubo postar, el 1 lauco se halla en el caso de poder 
ejercitar la acción personal - ontra los demás bienes del deudor, 
según el artículo 4fl do ta ley, 
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Que por lo expuesto y atento lo dispuesto por el artículo 143 
del Código de Procedimientos, pedía que decretase inhibición 
general de los tienes del deudor, prohibiéndole disponer de ellos 
coa las convenientes anotaciones en el registro correspondiente. 



K*ílo «el Jun Federal 

llu-nos Aires, Mayo 3¿ de 

Por presentado en cuanto ha lugar por derecho y constituido 
(I domicilio legal, su le tiene por parte al recurrente á mérito 
del poder acompañado que le será devuelto bajo constancia en 
autos, y bajóla responsabilidad del Itaiico Nacional 11 ¡poli cario 
decrétase i n ti inicio i general de bienes contra id demandado, á 
cuyo efecto se librarán h>¿ olidos nete-sarios, debiendo esta par- 
te deducir sus acciones en forma, en el término de diez días. 

Vtrgilm M. fédiñi 

D. Manuel I!, Laborde, por 1). Juan U. Goñi ? se presentó ex- 
poniendo: Qm? al ir su repr'-sriiUdo a escriturar una linca ven- 
dida, ha tenido conocum-nto de la inhibición general decre- 
tada con carácter preventivo, porque no se le ha notificado de- 
manda alguna; 

tjue el Juzgado ha sido sorprendido al dieta: una medida 
improcedente que cuna Marios perjuicios sí su representado; 

Que i i on i vendió la propiedad que afectó al Manco á *La edi- 
ficadora de la Florestas por escritura myn copia se presentó al 
liando; <¿ne >cgnn parece la ¿Edificadora de ia Floresta » no 
ha hecho el servicio d** la deuda, y el Manco dejando ,\ un lado 
al nutvo adquin nte La pedid" la inhibieion contra Gofii, sin 
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que para ello lo autorice ni la ley de Procedimi .utos, ni el Có- 
digo Civil ni la misma Carta orgánica del lianco; 

Que el artículo 3i63 del Código Civil autoriza para reclamar 
el pago del que contrajo la deuda y si tfste no paga, para ocurrir 
contra el poseedor; 

Quesea que La acción se dirija contra el deudor 6 contra el 
tercer poseedor, la ejecución debe hacerse en el bien afectado, 
ya por el cobro del capital, ya por los intereses ó por ambas co- 
sa.-?; y mientras no se enajene el bien efectado, la ejecución no 
puede extenderse a otns bienes; 

Que el artículo 42 de la ¡ey orgánica del 1 Janeo, sólo autori- 
za á estopara cobrar del deudor el excedente que pueda resultar 
do la deuda, cuando enajenado el bien, su precio no cubriera el 
capital ó intereses; 

Que mientras la enajenación no se haya hecho, el acreedor 
hipotecario no puede perseguir oír os bienes del deudor ni me- 
nos inhibirlu, porque no se sabe si hay excedente ni ¡i cuánto 
accieude; 

Que esto no se altera porque la propiedad haya sido sacada á 
r mato y no se haya rendido portal ta de postor; 

i'ue no habiendo ley que autoríce la inhibición en este caso, 
el auto del Juez es nulo, l'idiú que se revocara el auto ó se 
le concediera los recursos de apelación y nulidad que interponía 
contra él , Por otrosí, manifestó: quu deseando tíoñi dar a em- 
bargo bienes suficientes para levantar la inhibición, pedía se 
ordenara al lianco manifestase dentro de 24 horas, el monto de 
ta suma que reclama y por la cual ha pedido inhibición . 

Kl Juez conüriú traslado en lo principal, y mandó que se hi- 
ciera la manifestación solicitada en el otrosí. 

Contestando la parte del Banco, expuso: Que el deudor del 
Lianco esD. Juan Benito Qoñl; 

Que en la escritura de hipoteca se estableció, como lo dispone 
el reglamento del lianco, que en ciso de venderse la propiedad 
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era necesario que el deudor obtuviera precisamente el acuerdo 
del Directorio para que la obligación continuase á cargo del com- 
prador; 

(,¿ue Gofii solicitó este ;::¡ii»rdo como lu demuestra el docu- 
mento que exhibe (foja 10), puro como el comprador era una so- 
ciedad anónima se pidió la presentación de !»>> estatutos y como 
estos no se exhibieron, el Directorio no dió el acuerdo; 

(¿ue la enajenación que haya podido hacer (fotii no lo libra 
pues déla obligación, no siendo exacto por otra part», como >e 
dice, que la copia de la escritura de venta liaya sido presentada 
al Banco; 

Cjueen la escritura de hipoteca, I loñi afectó su propiedad >in 
perjuicio du la garantía general de >usdemás bienes; omitido el 
servicio de la deuda, se sacó á remate aquella cun la base drl 
importe dolo adeudado, y el hecho de uo haber habido postor 
demuestra que el bien hipotecario no alcanza para cubrir la 
deuda y que es el caso de hacer efectivas las responsabilidades 
del deudor á sus demás bienes; 

t)uc el Banco se encontraba en la? condiciones de lus artículos 
443 y 448 del Código (le I'rocedim.;utos, que autoriza el em- 
bargo preventivo, y como no le conocen bienes al deudor so- 
licitó la inhibición general, de acuerdo ftm lu que dispone el ar- 
tículo 40 1 del mismo Código; 

ijue lo que adeuda (ioiii importa 80.000 pesos en cédulas serie 
I>, menos 81 i pesos que tiene amortizados, y por servio i os atrasa- 
dos, iutereies penales, etc., 11.575) pesos máslos gastos y costas 
que le causa, en la forma que demuestra la planilla que presenta; 

Que aunque el llanco tenía derecho de cobrar todo lo ed ciudad o 
el Hanco limita la gestión a los servicios atrasados, intereses 
penales, es decir 1 1 .579 pesos mis los gastos y costas que opor- 
tunamente se estimarán . Pidi .'■ que el Juzgado mantuviera la 
inhibición de -retada, siempre que Goiii uo pretiera oblar ta ex- 
presada cantidad. 
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lltu-noi AJrcS, Mayo 6 de 189J 

V vistos: Por los fundamentos aducidos en el presente escri- 
to, no lia lugar al recurso de reposición deducido en el de foja. . . 
mandando inhibir á líoñi, y se concede en relación el de apela- 
ción y nulidad subsidiariamente interpuesto para ante la .Supre- 
ma Corte á donde se remitirán los autos un la fortn;i de estilo. 

titilo |n»íu|irtiiiH('oríc 

Ifie-Ui^ Ains. Aíío-lot'nSr 1**1 

Vistos: Sin perjuicio de las acciones personales del lia neo 
Hipóte* ario contra don Juan li. «roñi, y de los derechos que pue- 
da hacer valer, en genera», sobre sus bienes; teniendo, empero, 
en consideración que la obligación de todos los bienes del deu- 
dor, en el contrato de préstamo, no importa la constitución de 
un derecho real sobre ellos; y lo resuelto en veinticuatro de 
Mayo del corriente año, por esta Suprema Corte, en el caso del 
Banco Nacional contra don redro (Jarcia, de lo cual se agrega- 
rá copia testimoniada á estos autos: se revoca el auto apelado 
de foja cuatro, y se declara no haber lugar A la inhibición gene- 
ral solicitada, dejándose á salvo las acciones referidas del Ban- 
co, sobre bienes determinados del deudor, que pueda designar; 
3 repuestos los sello*, devuélvanse. 

BENJAMIN VLCTORICA,— C. 8. 1>E 
LA TORRE.— ( LIS V. VARELA. 
— A II EL RAZAN,— LUIS SAEN7, 
l'ENA. 
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4 ALNA « 4 I.l ll 



Contra Eduard» Áckeriey y C\ por defraudación de rentas-, 
mat mecían de mercaderías, falsedad y tentativa de esta- 
fa; sobre competencia* 



Sumaria, — I" Kl delito conexo ijne con arreglo ul artículo 
I0G0 do las Ordenanzas Je Aduana, some'le varias acciones ni 
conocimiento (id Juez Federal, comprende t i caso en que de 
un mismo delito ó de delitos diversos, pero ligados entre gL co- 
mo resultada do una r&solucion única, procedan acciones di- 
ferentes de las que una sea por delito común sujeto á la 
jurisdicción ordinaria, y otra por su defraudación de la renta. 

2" Si el delito de defr ¡nuiacion.de la renta no tiene vincula- 
eion alguna con los otros delitos ^metidos á \ : íuris^iccion de 
los Tribunales, y resulta de hechos iiid pendí- .tt ^ Je los que 
constituyen estos, las piezas relativas deben r mitirse a la 
administración de Aduana para el conocimiento J juicio que 
las ordenanzas dilieren al respecto a la jurisdicción adminis- 
trativa. 



€$$0. — I*o explica la siguiente; 
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PETICION 

BtiÉllOS Airen. Juniit tii» Itíftl, 

Domingo Toro y Zeluya, por la representación <jue ejerzo 
en el j ii icio instaurado por la Aduana de esta Capital c otra 
loa señores KM u ardo Ackerley y Compañía, sin ser visto eva- 
cuado el traslado conferido do la acusación fiscal» a V. S. co- 
mo mejor proceda en derecho, digo: 

I. Que el señor Administrador de Aduana de esta Capital 
resolvió á foja 21 de estos autos, se remitiera ¡i esto Juzgado 
un expediente que envuelve dos cuestiones totalmente distin- 
tas, porque el fallo de tt.ia es de competencia exclusiva de la 
Aduana, correspondiendo el conocimiento de la otra á la Jus- 
ticia Nacional. 

hl primero de esos cargos contra la casa de Ackerley y Com- 
pañía procede por existir errores en varias copias de facturas a 
depósito, errores r J( - d?beu ser penados, >egun lo pretende Ja 
Aduana, porquo se pidió la rectificación con posterioridad al 
parte de foja primera. 

La otra cuestión se refiere á la falta en los depósitos de trece 
cajones de mercaderías, cuya sustracción, por los partes de fo- 
ja 51 y foja TA, be imputa á los consignatarios -cfiures Acker- 
ley y Compañía. 

II. Suponiendo la Aduana que V. S. tiene jurisdicción 
para resolver, en una misma sentencia, dos cuestiones tan dis- 
tintas, ha formado, de todo, un expediente que, á ini juicio, y 
por tas razones que voy á exponer, debe devolverse, en parte, 
á la Aduane. 

La ley de Ifi de Octubre de 18G3, dispone que los Juzgados 
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de Sección, conocerán de t ulas las cuestiones que interesen al 
Fisco Nacional; pero en las de contrabandos, deben ajustarse á 
las leyes respectivas. 

Las Ordenanzas de aduana, que es lo vigente al respecto, dis- 
ponen en sus artículos 1035 y 1054, que los administradores 
de aduana deberán fallar administrativamente todas las cues- 
tione*, condenando ó absolviendo a¿ tvxmereiante.. 

Pjara que pueda conocer privatiraineiutc la Justicia Federal, 
es Indispensable cualesquiera de eftai dos circunstancias: 6 que 
la mercadería hubiere salido déla jurisdicción de la aduana, 
(artículo 1035), ó que el contrabatido .se efectuast' conexo emi 
un delito común (artículo 10GO). 

En los errores de calidad en los artículos manifestados en 
una copia de factura á depósito, podrá, si se quiere, suponer 
que ha existido un propósito fraudulento, que tiende á dismi- 
nuir la la renta fiscal; pero en esto no existiría jamas el delito 
C"imiü, necesario para que pudiera entender o>ti ( Juzgado cuan- 
do, por otra part.\ Jas mercaderías permanecen aun en la 
aduana, por no haberse pedido el despacho de ellas. 

De manera, entonces, que el asunto del cual V. S. puede 
entender originariamente es el que i mi ¡can los partes de fo- 
ja 51 y foja 73, por referirse á mercaderías que salieron de la 
jurisdicción de la aduana. 

111. Por las razones anteriormente explicadas no pronede la 
acumulación ordenada á foja 121, y cuyo decreto recien co- 
noce mi parte, porque, lo repito, en una de esas cuestiones es 
indispensable un fallo previo déla aduana, prescrito por los 
artículos 1035 y 1051 de las Orden.*. .zas y, porque, ademiU. 
esos dos asuntos están sujetos por la ley á distinta tramitación, 
es decir, auno, los trámites de un juicio c>n sus respectivas 
instancias, y á la otra, si el fallo administrativo fuera apelado 
por el interesado, con un escrito de cada parto quedaría con- 
cluido el juicio (artículo 1070 de las Ordenanza-;). 
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La acumulación que ha decretad» La aduana, á pesar de 
nuestro escrito de foja... silo podría tener lugar, cuando así 
lo hubiese exigido la Continencia de la causa, entendiéndose por 
tal latinidad y conexión que debe haber enlodo juicio, relati- 
vamente á la acción, á la cosa litigada, á la persona del Juez y 
ni Tallo definitivo. 

En los casos ocurrentes son distintas las mercaderías, dife- 
rentes las acciones, y el fallo delinitívo de una, puede sertu la 
sentencia administrativa, desde que es inapelable si fuese ab- 
solutoria (artículo 1002) y el fallo de V. S. en la causa que le 
rorres ponde, súlu produciría instancia. 

En conformidad con ustos principios, puedo citar una senten- 
cia de V. S. mismo y que fué coulirmada por la Suprema Corte 
(serie 2\ tomo 10, página 2 18 de sus fallos), por la que se 
resolvió que, cuando las mercaderías no han salido de la juris- 
dicción déla aduana, es el administrador ó quien compete cono- 
cer, en I* Instancia, de tedas las causas de contrabandos ó de- 
fraudaciones. 

IV. Kv ¡deliciado, como queda, que la aduana no ha podido 
confundir, en un solo proceso, cuestiones que corresponden a 
jurisdicciones distintas, puedo agregar aun que, -n la que per- 
tenece al fuero de la aduana, se podría deducir, prescindiendo 
del recurso de apelación que acuerda el artículo 1003 de las 
(Jrdinanzas para ante el Juez Federal, el recurso administrati- 
vo para ante el Ministerio de Hacienda; qm; faculta el decreto 
del (¡obiemo, de fecha 20 de Diciembre de 187ÍÍ, y que puede 
verseen la página 148 de las leyes fiscales coleccionadas el 
año 1880. 

Y yn que trato de resoluciones administrativas me permitirá 
V. ¡S. transcribir otra que se registra en la misma colección, 
página t50, que, junto con corroborar el principio sostenido 
por V. S. en la sentencia que he recordado, explica mejor 
nuestr derecho, para oponernos ú la confusión de espedientes, 
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por más que la aduana voluntariamente quiera de3prendeise de 
la jurisdicción que 1c acuerda la ley. 

t Unenos Aires, Noviembre 10 de 188¿, Mientras las mer- 
caderías no hayan salido de la jurisdicción de la aduana, aun- 
que sea un kilo de alambre del cargamento denunciado, el que 
quedara pan ser entregado, bastaría para conservar toda la 
fuerza jurisdiccional que le acuerda la ley. 

«Xo debe, entonces, pasarse este expediente á los Tribunales 
Nacionales, sinó seguir la tramitación que hastn ahora se Le 
ha impuesto.» 

En virtud de la disposición tan terminante d< l articulo 103-1, 
no comprendo c¿mo la Dirección aconséjese remita este asunto 
á los Tribunal <s Nacionales, quedando ú la aduana un ¡trivíle- 
¡fiti tan importante, como es «1 que le acuerda la ley, etc., etc. 

V. Si uo puede ponerse en duda la irregularidad cometida 
por el Jefe de la aduana, formando un cuerpo homogéneo de 
p¡trtes ú ruciamos de naturaleza distinta, tampoco tiene explica- 
ción alguna, que, a pesar de declararse incompetente, ¿foja 121 
para fallar el juicio de defraudación, sin embargo de ello, rc- 
suelre no h.icer lugar á 1 1 solicitud de rectificación presentada 
por la casa de Ackerley y compañía, y, al remitir a V. S, todos 
los autos, declina toda la jurisdicción, prorrogándosela ú este 
.1 tugado. 

Sabe V. S. que por el artículo primero de la ley de 1 i de 
Setiembre de 1803, concordante con el JO del Código en lo Cri- 
minal, la jurisdicción de los Tribunales y Juzgados Nacionales 
no es ifrorroi/ahie sobre personas y cosas, ajenas de ella, aun 
cuando las partes litigantes convengan en la prorrogación. 

Sabe también V. S. que el artículo tercero de esa misma 
Ley obliga al Juez á desechar de ¡tlano y stn más actuaciones 
siempre que aparezca claramente, qm* la causa no corresponde 
á la Justicia Nacional. 

Kn virtud de este principio imperativo de la ley y demostru- 
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do, como queda, que en lo concerniente á las defraudaciones 
que se suponen por errores en las copias á depósito, sólo co- 
rrespondería conocer á este Juzgado, en grado do apelación, pi- 
do á Y. S. ordene ta división del expediento, quedándose con 
las actuaciones y demás diligencias relacionadas con los partes 
de foja 51 y foja... 

VI* Renuncio, señor Juez, á producir otras citas y com eta- 
rios en materia tan chrisiuia y que el Juzgado debe resolver, 
prescimtiemh de toda vista al Procurador Fiscal, desde que en 
el asunto que versa sobre la defraudación, est<- funcionario sólo 
vendría ¿ ser parte, cuando se afteínru de la sentencia adminis- 
trativa, optándose por la vía contenciosa, ¡i lo* efectos que in- 
terviniera en la forma proscripta por el artícul.t 1070, de las 
citadas < (rdenarmis do adunna. 

Ku conclusión, señor Juez, y á fin de que el Juzgado ordene 
la devolución á la aduana, del proceso sobre defraudación en el 
que ellí* tíebe exelusiv ámente fallar, así cuno uotilic.tr á las 
partes, vengo ;i indicar cuáles son las piezas de aut -s qne, sin 
relaoion alguna con la ■sustracción de bultos deben desglosarle 
del expediente, y ellas son las siguientes; 

De foja 1" á foja 53 inclusive. 

De foja 71 á 72 inclusive; 

De foja 100 á 112 inclusive; 

lk- foja HOá 120 inclusive. 

Por tanto á V. S, suplico que, sin ser visto evacuar el trasla- 
do dé la acusación tiscal, se declare incompetente para conocer y 
fallar el juicio que versa sobre defraudación, impuiada á la 
cusa que represento, por lo que deben desglosarse de autos Jas 
piezas anteriormente relacionadas, devolviéndose á la aduana 
para que dicte la respectiva sentencia. 

Es justicia etc. 

D, Toro y Xrtaya. 
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VIS ( A FISCAL 

Buenos Airv> Junio lfiil»? 

Señor Juez: 

Todos los partes, los referentes á la turra difraiidiiciou a la 
renta como los relativos ií los delitos cunexus, han sido pasados 
con motivo y en cumplimiento de la revisaeion do los mercade- 
rías de la casa de Ackerley y compañía, practicados por la Ad- 
ministración de Reutas, en uso de la facultad que ie acuerda el 
artículo Mi 1 de las Ordenanzas de aduana y constituyen el re- 
sultado de la inspección practicada. 

Formado el sumario con esos antecedí-utos, y las demás ac- 
tuaciones que obran cu autos, como constara* de esas piezas 
que no habían cometido delitos conexos, ta Administración de 
lientas, absteniéndose de resolver, elevó á V. S. el expediente 
y \\ S. dispuso la instrucción correspondiente, adelantando-e 
la tramitación hasta la acusación. 

Este procedimiento se amolda el) un todo á las prescripciones 
d.- las Urde nan zas du aduana, las que, eu el artículo HIGO esta* 
tuyendeunu manera íntegiversnbie que, cuando del sumario 
resulti un delito conexo, la adininistraeiun de lientas estará 
inhibida para resolver y deberá pasar e' sumario al Juzgado 
Federal, á objeto de que la instrucción de las dos acciones so 
haga simullám-ameute y en un mismo juicio, substanciándose 
todo ;i la vez. 

En presencia del precepto legal que acabo de recordar, ^re- 
cepte qüi- legisla sobre un caso especial, y que es precisame uto 
el que ocurre, no es posible hacer la sep iracion que pretende la 
casa de Ackerley y compañía á fin de organizar dos expedientes, 
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dos juicios, que han do substanciar**, el uuo ante la administra- 
ción di' lientas y el otro ante V. S. 

La ley no habla de separaciones, muy lejos de eso, preceptúa, 
é i ¡D[j' [ ateamente, que el mañano, todos lo-» autos se pasen al 
Juéz de sección, y aaí se ha precedido, 

La Administración de lientas, al verificar las mercaderías de 
la casa de Atkerley y compañía ha encontrado que se habían 
cometido transgresiones á las Ordenanzas de adu nia, calificadas 
unas sólo da defraudaciones á la renta, y otras de delitos co- 
munes, y ha enviado el sumario á filien única mentí puede sen- 
tuiciar la causa. 

Antes de terminar, debo llamar á V. S. la atención, acerca 
del fallo que se in rara en el escrito de foja... Esa decisión no 
ha recaído en una causa en que apareciera la existencia de deli- 
tos conexos, sinú en una de simple contrabando y, p«*r consi- 
guiente, no tiene parda l alguna con la sith ¡tulirv. 

Debo también decir que las disposicium-- de diversas leyes, 
que eu el mismo escrito se citan, son todas de carácíer general 
y que no destruyen, en lo mas mínimo, la fuerza y eficacia del 
precepto del artículo UlíH) de 1 as Ordenanzas de aduana, con su- 
jeción al que tiene V. S. que resolver el punto debatido, por 
razón de ser especial y el único aplicable. 

Pensando en el sentido que queda expuesto, solicito de V. K, 
se sirva no hacer lugar á lo pedido por la casa de Acfcerler y 
compañía, dejando así evacuado el traslado conferido. 

FmIIu del Jur» I Vilcrul 

Buenos X\n¿, Junio ti de lttul. 

Y vistos: IV los fundameiltus de la vista fiscal r^ue antecede, 
que el Juzgado encuentra ajustador, no ha lugar al desglose 
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pedido por la casa de Eduardo Ackerley y compañía, debiendo 
correr los unios según >u estado. 

Andrés ifjnmza. 



VISTA DEL SESOÍI l'HUUllAIlOEl (iENfcJlAI. 

Doeooi Aireé, Julio |4 de 

Suprema Carie: 

«Considerando, dice el señor Director de lientas a* fuja 127. 
de la resolución que empieza á foja J2I. quede esto sumario 
resultan dos acciones diferentes, la primera de falsa manifesta- 
ción, hecha expresamente para defraudar la renta; pues lo* 
cajonea de las mercadurías falsamente manifestadas, Tienen 
preparados al efecto, trayendo los géneros inferiores colocados 
de manera, que, al abrir un cajón el A'ista se encontrará cu» 
ellos, pasando desapercibidos los de superior calidad, por ha- 
bérseles acondicionad-» intencionalmente en el centro, por lo 
que no ora fácil apercibirse, máxime cuando el artículo tiene un 
:*olo aforo en tarifa y está avaluada al pes-, por lo que la única 
verilkacion que correspondía era la del peso, y este es igual en 
todos los cajones; que, ademiís, teniendo la mejcadoria uu solu 
aforo.es, por esa causa, de que los Vistas despachan en con- 
fianza. 

«Que las solicitudes de adición presentadas por las casas. lo 
ban sido después de haber habido principio de Verificación, 
no desvirtuando el hecho, la fecha en que se pasó el primer 
parte, pues el jefe de Vistas, en vez de partes parciales pudo 
pasar uno solo, al terminar su comisión, dando cuenta de su re- 
bultado; y esto no era posible que lo hiciera, sin '> después de 
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muchos días, puesto que se trataba do la verificación de mu- 
clios bultos diseminados eu diversos depósitos de las aduanas de 
Lanúá y Catalinas.,. 

cQueestA debidamente comprobada la sustracción, de los de- 
pósitos de aduana, de los trece cajonea mencionados, lo que 
constituye un delito previsto y penado en el artículo 959 de las 
Ordenanzas de aduana y la ley Xacimal de 1803 á la que, 
sin duda, se reliere el citado articulo, cuando dice: que la pérdi- 
da de la mercadería se impone sin perjuicio de las indemniza- 
ciones }j ¡icnas f/ue torees jtomlen con arreglo ni derecho. 

«Que hay, ademas, ei delito de adulteración ó falsilicacion 
de un documento; pues para sacar los tres cajones marcados 
"\ II, hiinsulo estos agregados en ti parcial número 63562, 

«Que, por último, resulta una tentativa de estafa, declarada 
por el misino Ackerley. al confirmar en su declaración de foja 
107 vuelta las pretensiones de su apoderado Doctor Toro líela* 
ya, quien maniliesta que va á cobrar al Fisco los cajones sus- 
traídos... 

«i'or estos fundamentos se resuelve: 

«1* Xo hacer lugar a las solicitudes de adición presentadas y 
que obran á fojas 23, 27, 30, 35, 31); 

<2* No hacer lugar á lo solicitado á foja.,, de que el inciden- 
te sobre sustracciou de bultos, se tramite por separado del 
de falsa manifestación, por cuanto el artículo iOOOde las Orde- 
nanzas, inhibe, en este ca>o, entender il esta administración, 
por tratarse de un delito conexo, perfectamente comprobado; 

«3" Remitir al Juzgado Federal este espediente, conforme á 
lo establecido en el citado artículo, para que. previos los trá- 
mites que Corresponda, proceda á la aplicación de las penas 
respectivas etc. etc.. 

<S. ttniinenv. 



i; 
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Como lo Té V. E., el presente sumario ha sido formado para 
la investigación de tres delitos diferentes, que se dicen per- 
petrados contra la aduana de esta Capital: el V> de falsa mani- 
festación hecha para defraudar la renta; el 2 o de sustracción de 
trece cajones de mercaderías de los depósitos de la misma adua- 
na; y el 3" de tentativa do estafa. 

¿j señor Administrador de Rentas, el señor Procurador Fis- 
cal, y el señor Juez Federal han creído, fundados en la dispo- 
sición del artículo 1060 de las Ordenanzas de Aduana, que ha- 
bía conexidad entre estos delitos, y que, por consiguiente, en 
tolos ellos debía conocer y fallar el Juzgado Federa 1 * y no la 
Aduana. 

El representante de los señores Aclterley y compañía ha sos- 
tenido, por el contrario, que, tratándose de diferentes delitos, 
el de defraudación de la renta, á que se refiere el artículo 1035 
de las Ordenanzas de Aduana, debía ser resuelto exclusivamen- 
te por el señor Administrador de Rentas, con sujeción al artículo 
1054 de las mismas Ordenanzas, pudiendo súlo entender en tal 
delito el Juzgado Federal en el grado de apelación á que se re- 
lie r- el artículo 10Ü3 siguiente. 

Por no haberse hecho lugar á esta pretensión, han venido 
estos autos cu apelación ante V. E. 

La vista fiscal ríe foja 198 vuelta y la resolución apelada de 
foja 1 Oí* vuelta tienen por fundamento el artículo 10G0 de las 
Ordenanzas de Aduana, que dice así textualmente; 

«Cuando en el sumario resulte un delito conexo, es decir, 
cuando un mismo hecho de transgresión á las le^es de aduana 
dé lugar á dos acciones diferentes, de las que una sea por delito 
común, cuya acusación corresponda al Ministerio Público, y 
cuyo fallo compete á los Tribunales ordinarios y la otra á la 
administración, por la defraudación de la renta, el administra- 
dor pasará, sin resolución, el sumarió al Juez de Sección á que 
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pertenezca, para que las dos acciones sean instruidas simultá- 
neamente y falladas por un soln y mismo juicio.» 

La cuestión promovida por la casa de ios señores Ackerley y 
compañía tiene por fundamento la creencia de qu^ no se trata 
de delitos conexos; pues, á admitir lo contrarío, no podría negar 
que el artículo 10G0, que |uMa transcripto, sería de estricta 
aplicación al caso. 

Los delitos cuya averiguación ha dado origen A este sumario 
¿ son ó no, delitos conexos? 

Cr i que lo son indudablemente, a estar á los termines de 
dicho artículo 1060 de las Ordenanzas. ^Cuando en el sumario, 
dice, resulte un delito conexo, es decir, cuando un mismo hecho 
de transgresión á la-i leyes de aduana da lugar á dos acciones 
diferentes, é> fas t¡ ae una sea por delito común, cuya acusa- 
ción corresponda al Ministerio Público y cuyo fallo compete a 
los Tribunales ordinarias, y la otra á la administración, por 
la defraudación de la renta»; en tal caso hay delitos conexos 
y es indudable que la sustracción de cajones de mercaderías 
de los depósitos de la aduana constituye un delito común, pre- 
visto y castigado por el artículo 81 de la ley de I I de .Setiem- 
bre de 1803, que declara los crímenes cuyo juzgamiento 
competa i los Tribunales Nacionales, mientras que, la falsa 
manifestación do mercaderías á la aduana, con el único fin de 
perjudicar á la renta, constituye otro delito diferente, cuyo 
juzgamiento y castigo corresponde al administrador de esa 
misma renta. 

Sin duda, el representante de los señores Ackerley y compa- 
ñía no considera incluido el presente caso en la disposición 
del artículo 1000 de tas Ordenanzas de Aduana, porque para 
establecer la conexidad, dicho artículo supone la existencia de 
títi soto dciitOt y que él dé lugar A las dos acciones diferentes 
que expresa. Do suerte que, resultando de la misma resolución 
del Administrad or de Rentas, de foja I2G, que se han cometido 
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delito* diferent s, como son los que antes quedan expresados, 
y de los cuales nacen distintas acciones, y están sujetos á di- 
versa jurisdicción, ha creído que su juzgamiento correspondía 
á la juristiicion competente en cada uno de dichos delitos. 

Pero hay que obserrar, que, probablemente por error, se ha 
supuesto en A artículo i 000 citado, que la conexidad puede 
hallarse en un solo delito, cuando do ¿I nacen acciones diferen- 
tes. Así, habría conexidad en todo delito, cuando se encuentran, 
¡í la vez agraviados por él la sociedad y un individuo, y cuando 
de el nacen dos acciones, üua pública y otra privada. 

í*ero los criminalistas explican que, para que huya conexidad, 
se requiere la eiistenc a de dos delitos, por lo menos. «Se lla- 
man conexas dice Haus, las infracciones unidas entre *i t por 
un lazo común, que liga la existencia de la una con la existen- 
cia de la otra. La conexidad, que su¡mue muchos delitos, sea 
que esos delitos huyan sido cometidos por una misma persona, 
sea que hayan sido cometidos por mucha», difiere desde luego, 
de la complicidad (sensu taitón) que une en nn solo delito á 
los agentes que en él han tenido participación... 

«Según los términos del Código de Instrucción Criminal, ar- 
tículo 227, lus delitos son conexos cuando han sido cometidos 
al mismo tiempo, por muchas personas reunidas, cuando han 
sido cometidos por diferentes personas, aunque en diferen- 
tes tiempos y en diversos lugares; pero, como consecuencia 
de un acuerdo prévio entre elfos; cuando los culpables han 
cometido, los unos para procurarse los medios de cu meter los 
otros, para facilitar ó pura consumar su ejecución ó para asegu- 
rarse la impunidad (t)n*it Penal ttelge, tomo 1% números 406 
y 408, páginas 303 y :*04). 

«La pluralidad de delitos puede ofrecerse al criminalista, dice 
Ortolan, con Ja circunstancia de que delitos múltiples — sean 
ellos cometidi'S por un solongenle, sea que hayan sido cometi- 
dos cada uno por na agente disiinto,— se encuentren unidos en- 
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tre si, por cierto lazo que refiera lógicamente la existencia M 
uno á la del otro. Esta especie de relácense designa con el 
nombre de conexidad... La conexidad seTcíiereá un lazo exis- 
tente entre varios delito**. (Eivments de Droií Penal, número 
1239, página 551). 

Si aplicamos á los delít-.s denunciados en este expediente los 
principios consagrados por la ciencia penal, tendremos que de- 
ducir, necesariamente, que existo entre ellos verdadera conexi- 
dad; porque, para la sustracción de loa cajones de la aduana, 
han debido intervenir varias peraunas, ligadas por un acuerdo 
previo entre ellas; porque tales cajones sólo pudieron sacarse 
de ios almacenes Fiscales, para escusar el pago de los d rechos 
de importación, almacenaje, etc., y porque, por lin, si tal delito 
se cometió, tiene con el do falsa manifestación de mercaderías 
hecho ¡í la aduana, et lazo común que los une, de ser perpetra- 
dos con e! único fin de no pagar tales derechos, ó de pagarlos 
menores, de los que, en realidad, correspondía (Haua. obra y 
loe, eifc.). Sólo difieren en que se han buscado, por el une, 
libertarse totalmente del pago de tales derechos? mientras que, 
por el otro, se ha buscada sólo su disminución. 

Existiendo conexidad entre dichos delitos, su conocimiento 
y juzgamiento corresponde al mismo Juez; no sólo porque así 
lo establece el mismo artículo iOGO do las Ordenanzas de 
Aduana, ainó porque también así lo enseña la doctrina jurí- 
dica. Los delitos conexos, dice el mismo Haus, estando uni- 
dos ente sí, por un lazo, más ó menos estrecho, deben ser en 
tanto que sea posible, instruidos y juzgados juntos, para que 
tas tures adquiridas sobre el uno puedan ilustrará la justicia 
respectiva del otro. La conexidad tiene, pues, por efecto, la 
reunión de los procedimientos y una prorrogación de jurisdic- 
ción, es decir, una extensión de la jurisdicción del Tribanal, 
al que se difiere el conocimiento de los delilos conexos, en el 
caso en que talts delitos, considerados aisladamente, sean de 
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la competencia de Tribunales diferentes- {obra cit., u limero 
497, página 304). 

Por las razones expuestas, soy de opinión que V. K, debe 
servirse confirmar la resolución apelada. 

Antonio Matare r. 



Fallad* I* Buprfma Corte 



Buenos Aires, Agosto H de 1SÜ1. 

Vistos y considerando: Que, según lo espresa el señor Pro- 
curador General en su precedente vista y resulta del examen do 
estos uutos, en el presente sumario se comprende la investiga- 
ción de tres delitos diferentes, que se dicen perpetrados por los 
procesad.^ contra la aduana de esta Capital, á saber: primero, 
el de falsa manifestación hecha para defraudar la renta; se- 
gundo, el de sustracción de trece cajones de marcailerús de los 
depósitos de la misma aduana: y tercero, el de falsedad y ten- 
tativa de estafa. 

Que de estos hechos, el primero con los dos últimos, no tie- 
nen entre sí relación ni vinculación alguna, habiendo sido prac- 
ticados en distintas épocas, respecto de cargamentos y mani- 
fiestos diferentes, y en circunstancias independientes las unas 
de las otras, dando lugar cada uno por sí, á acciones de distinto 
úrden y de diversa naturaleza; aunque todos so hayan descu- 
bierto ú venido a conocimiento de la aduana, con ocasión de la 
inspección 'general que ésta ordenó de las mercaderías de la ca- 
sa de Ackerleyy compañía, existentes en los depósitos focales 
y hayan venido á ser comprendidos, por tal causa, en un solo 
y mismo sumario. 

Que, con arreglo al artículo mil sesenta de las Ordenanzas de 
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aduana, súlo en ol caso de que, de un mismo delito ó de delitos 
diversos, piro ligados entre sí, como resultado de una resolu- 
ción única, resulten acciones diferentes, de las que una sea 
por delito común, cuja acusación corresponda al Ministerio 
Público y cuyo frllo competa á los Tribunales ordinarios, y la 
otra á la Administración por la defraudación de la renta, el si 
ínario deberá pasarse al Juez de Sección para que las dos accio- 
nes sean instruidas simultáneamente y falladas por un solo y 
mismo juicio. 

Que así resultado los términos explícitos de dicho artículo, 
cuyo teitoes: cCuaudoen el sumario resulte un delito conexo, 
es decir, cuando un mismo hecho de transgresión á las leyes 
de aduana dé lugar ú dos acciones diferentes, de las que una 
sea -ioT delito común, cuya acusación corresponde al Ministerio 
Público y cuyo fallo compete á los Tribunales ordinarios, y la 
otra á la Administración de la renta, el administrador pasara, 
sin resolución, el sumado al Juca de Sección a que pertenezca, 
para que las dos acciones sean instruidas simultáneamente y 
falladas por un solo y mismo juicio». 

Que, en consecuencia, no es de aplicación al presente caso la 
doctrina de este articulo, ni puede, en su mérito, proceder el 
Juez de Sección, á conocer y fallar <?n primera Instancia y si- 
multáneamente de todos los hechos que dan lugar á esta causa, 
con perjuicio y prescindiendo de la jurisdicción administrativa 
que las Ordenanzas establecen para el conocimiento y juicio de 
los que se refieren puramente á la defraudación de la renta, pre- 
vistos en las mismas ordenanaas, y que no dan lugar á acción 
común. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
ciento noventa y nueve vuelta, y se declara que deben desglo- 
sarse de estos autos y remitirse á la administración de aduana 
4 los efectos de la resolución que corresponda, con arreglo a 
los artículos mil treinta y cinco y siguientes de las ordenanzas 
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del ramo, los antecedentes relativos á los manifiestos en que 
se ha cometido sólo el delito de falsa manifestación, y He- 
larse adelante la causa por el Juzgado, en lo que se refiere á 
lo demíls que fundan la resolución de esta Suprema Corte, 
corriente á foja ciento cuarenta y tres. Repónganse los se- 
llos y devuélvanse. 

BENJAMIN VICTO UICA.—C. S. DE 
LA TORRE, — Ll'IS V. VARELA. 
—AREL RAZAN.— LL'IS SAEF¡Z 
PENA, 



I ALMA < « XYllá 



¿7 albacea de ¿a Testamentaria del doctor don Manuel /avalla , 
contra don Zacarías Barbosa; sobre cumplimiento de man- 
dato. 



Sumano.—¥A comprador de unas casas, que reconoce haber 
recibido encargo de comprarlas para otro, y que no prueba el 
retiro posterior del mandato, existiendo por contrario hechos 
que confirman la subsistencia y la ejecución del mismo, está 
obligado á hacer el traspaso de las cosas compradas í los cau- 
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sa-nabientes del mandante, y A rendirles cuenta Je la inver- 
sión uV la totalidad de los fondos recibidos de e"ste. 



Cíiaü.— Eu 27 de Agosto do 1 887, se presentó ante el Juzga- 
do de Sección de la Capital el doctor don Angel Pizarro Lastra 
en representación del albaceade la testamentaría del doctor don 
Manuel M. Zavalla, exponiendo: 

Que el doctor Zavalla, antea de venir á esta capital, en su úl- 
timo viaje, comisionó al doctor don Zacarías Barbosa, domicilia- 
do en ¿sta, para que le comprase la propiedad situada en esta 
Capital, o*Ile de Artes números 709 y 712, que quería donar á 
su señora hermana, doña Mercedes /.avalla de Iriondo; 

Que conliado el doctor Zavalla en que Barbosa cumpliría fiel- 
mente su mandato, dióle sus instrucciones verbales; y comen- 
zó éste á cumplir con las obligaciones que babía contraído, te- 
legrafiando le dándole cuenta de la operación y consultándole 
sobre la misma; 

Que según resultaba de los telegramas dirigidos por Barbosa 
ul doctor Zavalla, que acompañaba, era evidente que este señor 
compró las propiedades deque en ellos hace referencia como 
simple mandatario de aquel; 

Que la responsabilidad jurídica del que hace transmitir despa- 
chos telegráficos es la misma que la del autor de una carta 
(artículo 41, ley de Telégrafos Nacionales), pero que esta res- 
ponsabilidad era aún mayor que la de los que firman cartas, por- 
que un telegrama autenticado por las oficinas nacionales, re- 
viste el carácter do una confesión, pues en las oficinas telegrá- 
ficas de la Nación, cuando se trata de telegramas de la natura- 
leza de los indicados, se constata la identidad de las personas 
por bs oficiales encargados de 8 u transmisión (artículo 82 de la 
ley citada); 

Que no era esto sólo lo que comprueba el mandato de Barbo- 
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sa. Que según la exacta relación del señor don Pedro Pereyra, 
vendedor, él vendió al doctoi don Manuel M. Zavaila las casas 
indicadas, hecho confesado espontáneamente por Barbosa, 
quien le manifestó ser un mero intermediario en esta operación 
que quería realizar de la mejor manera posible, para así satis- 
facer á su mandante, de quien era íntimo amigo; que muchas ve- 
ces al reclamarle por su demora en pagar el precio, lo expresó 
que era necesario que riese personalmente al doctor Zavaila pa- 
ra obtener que fuese satisfecho; 

Queel corredor del señor Pereyra, D. Luis F. Gómez, espe- 
sa también que la compra fué lucha por Barbosa para el doctor 
Zavaila; que quizo pagarle con un documento firmado por ¡ti 
flores Delíin Vieiray Dr. D. Teófilo García, á la órden del Dr. 
Manuel M. Zavallu, y, finalmente que el nombre deUompTador 
fué dejado en blanco en la escritura para que oportunamente 
fuese firmado por el Dr. Zavaila evitándose así una doble escri- 
tura de traspaso de esta propiedad; 

Que abur> Jando en datos, expresaba también que e>ta opera- 
ción la conocían por confesión del mismo Barbosa y referencias 
del Dr. Zavaila, Jos señores Teófilo García, Dr. Isaías Gil, Dr. José 
Galvez.Dr, Alejo López Lecube, Dr. Agustín Cabal, señor Dellin 
Vieira, D, Mariano Aeosta. D. Agustín Torrens, D. Elíseo Vi- 
dela y el escribano n«e escrituró la propiedad, D. Auacleto Kes- 
ta, los inquilinos de la casa calle de Artes 70!) y muellísimos 
otros testigos que haría declarar oportunamente para constatar 
el estelionato cometido por Barbosa quu se negaba á entregar lo 
pertenece á la sucesión del doctor Zftvalla, y que por un abuso 
de coniianza había hecho poner las escrituras á nombre propio; 

Que el doctor Zavaila, para la compra de estas propiedades, 
dió á Barbosa un documento lirmado á su favor por D. Teófilo 
García y D, Delfín Vieira, valor de 50.000 nacionales. Que 
cnando el documento le fué entregado, estaba suscrito sólo por 
el señor Teófilo (¡arcía, porque Vieira se encontraba en Santa-Fe"; 
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que Barbosa tomó el documento y lo liizo firmaren el Rosario 
por el señor Delfín Vieira como lo compruébala carta que acom- 
paña dirigida al doctor /avalla, fechada en el Rosario el día 2 
de Marzo. Que al siguiente, 3, firmaba las escrituras de com- 
pra según se desprendía de los telegramas enunciados antes y 
cumplía con el encargo Á que se refiere en la carta fecha 2 de 
Marzo; 

Que Barbosa vino á esta Capital y supone que entregó el do- 
cumento en caución al señor Vieira y obtuvo de él un anticipo 
para pagar las casos; 

Que posteriormente ese documento fuá descontado en el Ban- 
co de la Provincia, recibiendo Barbosa el diaero para cumplir 
su cometido; 

Que de los antecedentes que deja expuesto* se desprende la 
obligación de Barbosa de rendir cuentas á la sucesión del doctor 
/avalla; de entregar la casa comprada con sus respectivos títu- 
los y los alquileres percibidos después de la muerte del doctor 
Zavalla, que indebidamente retiene, con los intereses y demás 
que por derecho corresponde, de conformidad ú los artículos 
1909, 19li y 1913 del CódigoCivil; 

Que la obligación en este caso era de dar y debía llenarla en- 
tregando las casas con sus frutos y accesorios como lo observa 
el doctor Segovia «nía nota al artículo 1911, responde de la 
conservación de las cosas que quedan en su poder como á titulo 
de depósito; 

Que aunque las escrituras de esta compra están concebidas á 
nombre propio de Barbosa, ella fue* hecha por el doctor Znvalla, 
quien pagó su precio en la forma relacionada y á quien por lo 
tanto pertenece la casa en propiedad y dominio, desde que Bar- 
bosa fué un simple mandatario que adquirió la propiedad para 
su mandante hasta que el doctor Zavalla entró a poseerla per* 
sonalmente con sn familia como propietario y dueño de las mis- 
mas (artículos 2394, 9395, 239G, 2397 y 2398); 
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Que fundada en estas consideraciones demandaba á D. Zaca- 
rías Barbosa paTa que cumpliera el mandato que le fué confe- 
rido por el Dr. D. Manuel M. Zavalla, entregando las escrituras 
de la casa comprada, los alquileres percibidos con sus intereses 
y las costas del juicio. 

En otrosí, dijo: Que de conformidad al artículo 55, inciso 3<\ 
de la ley nacional de procedimientos, solicitaba como medida 
esencial para conservar los derechos que representaba, el em- 
bargo preventivo de las propiedades calle de Artes 709 y 711, 
bajo su responsabilidad y la del doctor don Néstor de Iriondo, 
albaceade la testamentaría del doctor Zavalla. 

Acreditada la competencia del Juzgado por la diversa vecin- 
dad de las partes se conGrió traslado de ¡a demanda, y se de- 
creto el embargo preventivo, que fué confirmado {fallo de la Su- 
prema Corte de 10 de Julio de 1888, foja 122). 

D. Zacarías Harbosa evacuándolo, pidió su rechazo, con cos- 
tas, dejándosele á salvo la* acciones civiles y criminales que pu- 
dieran corresponderá. 

Dijo: Que si bien era cierto que el doctor Zavalla to encargó 
de buscar una propiedad, ofreciendo darle más tarde los fondos 
necesarios para comprarla, así como que practicó las diligen- 
cias necesarias al efecto, lo era también que la compra no pudo 
realizarse posteriormente por resolución del mismo doctor Za- 
valla, como lo comprobaba con et telegrama que bajo el núme- 
ro 5 acompañaba, contestación del doctor Zavalla á una carta 
en que, habiéndole del asunto, le manifestaba ciertos inconve- 
nientes para obtener fondos; 

Que este telegrama tiene fecha 15 de Marzo de 1887, y que 15 
días después recien se otorgó la escritura de venta ¿su favor; 

Que llegado el doctor Zavalla á esta capital le manifestó no 
querer por el momento llevar á cabo la operación de ta compra 
délas referidas propiedades y quo de común acuerdo las tomó 
II, manifestándole al mismo tiempo al doctor Zavalla que si 
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más adelante se resolvía A comprarlas se las cedería gustosa- 
mente por el mismo precio que le había costado; 

Que la escritura se hizo el I o de Abril y no el 3 de Marzo, co- 
mo se afirma en la demanda y que el pagaré lo hizo descontar 
el doctor Zavalla en el Banco de la Provincia recién en e! mes 
de Mayo, más de un mes después que él había pagado las casas 
y percibido alquileres; 

Que esto lo sabía nosóloel doctor Zavalla sinó también la se- 
ñora Mercedes Z. delriondo, parque aquel se lo comunico y tila 
se lo transmitió á 61, constando esto mismo de los papeles del 
doctor Zavalla que tenían y «o presentaban; 

Que era completamente falso que él hubiera pretendido pin- 
gar al vendedor el precio de las propiedades con un documento 
firmado por por los señores Delfm Vieira y Teófilo García, con- 
cebido á la urden del doctor Zavalla, como asimismo que el 
nombre del comprador fué dejado en blanco en la escritura con 
el objeto de evitar una doble escrituración, y que el señor Hei- 
ra le bubiera hecho anticipo de dinero para comprar las casas 
¡i cuenta dul valor de la letra; 

Que era falso que los sucesores de Zavalla se encuentren po- 
seyendo las casas compradas á título de dueño, que del docu- 
mento de lianza que acompañaba resulta que una de dichas pro- 
piedades la tenía alquilada a la señora de Seguí, viviendo en la 
otra una hermana de Zavalla á título de Jot-ataria; 

Y que, finalmente, era incierto qua el doctor Zavalla le baya 
exigido en ningún momento la entrega de los títulos délas 
propiedades, pues éste no le hubiera hecho tal exigencia 
sin antes haber cumplido con las obligaciones de todo com- 
prador; 

Quede los documentos que acompaña resulta claramente que 
las casas de la referencia han sido de su exclusiva propiedad y 
que ha ejercido en ellas todos los derechos que confiere el do- 
minio pleno, desde la fecha del oturgamienio de la escritura, 
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habiéndosele vendido hace algún tiempo ¿ otra persona con pac- 
to de retroventa; 

Que además, en la época en que se continuó la escritura, 1 
de Abril y no 3 de Marzo, el doctor /.avalla se encontraba pre- 
sente en esta ciudad y su inacción y silencio revelan claramen- 
te que por su parte había desistido de la operación que tuvo in- 
tención de efectuar, desligándose de toda obligación paracnn él, 
si es que hubiera podido existir un mandatoen el presento caso; 

Que de los hechos expuestos resulta que no ha existido coa- 
trato de mandato en ninguna de las formas que establece el Có- 
digo Civil, puesquu ¿1 no se obligó con el doctor Zavalla á re- 
presentarlo en el negocio de la compra de las casas en cuestión, 
sinó que tan sólo se ofreció, como un amigo, á buscarlo una 
linca que 1- conviniese n los fines que él se proponía; 

Que tampoco le facultó para que lo representara al efecto 
de ejecutar en su nombre y de su cuenta el acto de la compra de 
las propiedades; ni que él se creyó habilitado para proceder 
como su mandante; 

Que si el doctor Zav.íla hubiera tenido la intención de cele- 
brar con él un verdadero contrato de mandato te hubiera con- 
ferido un poder con c ííusula especial para adquirir bienes como 
loexige nuestro Código, y que el no haberlo hecho así revela que 
no ha habido tal mandato; 

Que, aún admitiendo en hipótesis que las diligencias que 
practicó en bnsca de una propiedad para el doetnr /avalla cons- 
tituyeran un mandato tácito; este hubiera quedado sin efecto: 
l u en virtud del telegrama á que se había referida; y 2" porque 
habiéndose hallado presente en esta ciudad el presunto man- 
dante en la época de otorgarse la escritura y no habiendo hecho 
la entrega de los fondos para la compra, el mandato hubiera 
quedado ipSO fado, sin valor ni efecto, en razón de la imposibi- 
lidad en que se encontraba pura realizar la operación enconun~ 
dada; 
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Que el solo hecho de encargar á una persona la busca de 
una casa para comprarla, sin otras facultades, no constituye un 
mandato en la acepción legal de la palabra. Que podrí «rosto 
un sBmcio di mayor 6 menor importancia, atención amistosa 
si se quiere; pero nunca un verdadero mandato. 

r«llo del Juez Ffd«ml 

Buenos Aires, Febrero « de IK90. 

Y vistos: estos autos iniciados por el doctor Angel Pizarro 
Lastra, como apoderado de loa al buceas de la* testamentaría del 
doctor don Manuel 51. Zavalla,' contra don Zacarías Barbosa, 
reclamando la escrituración á favor de la expresarla testamen- 
taría, de dos lincas calle de Artes, números 709 y 711 antiguo, 
compradas por Uarboaa como mandatariodel doctor Zaval!a, de 
los que resulta: 

i" Que la demanda se funda en que las expresadas ca- 
sas fueron compradas por et demandado por encargo y cuen- 
ta del doctor don Manuel &L ¡¡avalla, negándose éste á 
esciiturarlas a favor de su demandante, y se dirige á obligar al 
demandado por la acción directa de mandato á que haga la es- 
crituración Ú favor de la testamentaria del doctor ¡íavalla, á cu- 
yos herederos pertenecen las expresadas lincas en la forma tija- 
da en las últimas disposiciones del difunto doctor /.avalla. 

2° Q u0 el demandado niega haber recibido mandato del doctor 
Zavalla para comprar las referidas fincas, so^eoiendo que fuú 
un simple encargado para buscarle unas cosas en Buenos-Aires, 
que no revestía la forma de un mandato por no habérsele su- 
jetado á instrucciones algunas al respecto, no provístole de los 
fondos necesarios, para llenar su encargo y que este mismo ha- 
bía sido retirado después, cuando, viniendo el doctor ünvalla á 
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esta ciudad, se persuadió de que no podía disponer de los fondos 
necesarios para efectuar la compra que turo antes en vista. 

3* Que recibida la causa á prueba sobre los capítulos fijados 
en eUiito de foja 98 se ha producido por una y otra parte, A 
más de los documentos con que se ha acompañado la demanda 
y contestación, las declaraciones y demás documentos corrien- 
tes de foja 98 ú foja 274. 

Y considerando; i' Que el mandato conferido por el doc- 
tor dan Manuel M. Zavalla i D, Francisco Barbosa, para la com- 
pra de las dos casas en esta ciudad, calle Artes números 709 y 
711 antiguos, resulta comprobado evidentemente pur los tele- 
gramas de foja 251 á foja 254 y por las declaraciones contestes 
<le los testigos Delfín Vieira, f*ja 147, Pedro Pereira, foja 15Ü, 
D. Isaías Gil, foja 158 ruelti, Agustín Cabal, foja 108, Juan 
Agustín Torrent, foja 170. Luis V. Gomuz, foja 174, Alejo 
López Lecube, foja 178, Mariano Acosta, foja 193, informe de 
José Gal vez, foja 200, Elíseo Videla, foja 216 y D. Teófilo 
García, foja 255, pues todas ellas dan á conocerlos detalles de 
este negocio, tanto los precedentes como consecuentes del mis- 
mo, y todos se- relieren, non una compra indeterminada de pro- 
piedades en Unenos-Aires sinó especialmente a las dos casas si- 
tuadas en la calle de Artes números 709 y 71 1 antiguos, cuyo 
precio y condiciones babían sido propuestos, aprobados y acep- 
tadas por el doctoT Z aval la. 

2" Que la provisión de fondos resulta igualmente comproba- 
da muy especialmente por las declarii^iones contestes de Jos 
testigos IJellin Vieira, doctor Teófilo García ú informe del Hin- 
co de la Provincia de foja 242, pues de ellos resulta que el doc- 
tor Zavalla entregó A don Zacarías Barbosa una letra á su úrden 
y cargo de los señores García y Vieira por valor de cincuenta 
mil pesos moneda nacional, con destino á la compra de tas es- 
presadas fincas, cuyo precio resulta de la liquidación de foja 
43, de cuarenta y nueve mil pesos moneda nacional. 
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3" <¿ue el mandato no necesita formas especiales para su ce- 
lebración, pud i end o, según expresamente lo disponen los a r tí - 
enl'jsISTÍ ¡i I87ñ del Código Civil, eunferirsc y aceptarse par 
instrumento público ó privado, por cartas, verhalmente, 6 re- 
sultar de los hechos que hagan suponer un consentimiento tá- 
cito sin más limitación que la qm- establece para todos los con- 
tratos el artículo I IÍH del Código Civil y en este caso los tele- 
gramas emanadas del dwnand nln iniput'tan el principio de 
prueba por escrito que exigí" el inciso 2" del artículo lt(¡2 del 
Código Civil . 

4" Que mi se opone al hecho de la provisión de fondos, el he- 
cho articulado por la defensa de que la leí ra á la orden del doc - 
tur Zuvatla puesta en manos del mandatario 1). Zacarías Barbo- 
sa, fuese d.-scontada en el Hunco do la Provincia recien en la fe- 
cha de fíde Mayo, cuando la escrituro fué íirmadu en Abril I o 
del año 1887, pues á más do que la letra entregada ;il ¿eiior 
Uurbosa era un título negociable y su entrega importaba auto- 
rización para negociarla, resulta evidente que lo hizo reciñiendo 
do los señores Vivirá y Carda un anticipo de treinta mil pesos, 
con losque pudo atender A lu escrituración que según se des- 
prende de la liquidación d<* foja 42 no importaba para Ilarhcsa 
sinó mi desembolso efectivo de veintisírti- mil nnevecieiitus <iu- 
cuenta y cinco pesos con ochenta renta vos. 

5 o Que dirigiéndose la acción de los sucesores del mandante á 
exigir del mandatario O. Zacarías Barbosa las obligaciones que 
directamente *<• desprenden del mandato, á saber, que dé cuen- 
ta de lo invertido en el mandato y entregue tod<> lo recibido y 
adquirido en razón de él, obliga- ¡iones expresamente consigna- 
das en los artículos 1909 y 1011 del Código Civil, está en la 
necesidad de cumplir leal mente con el encargo aceptado por su 
parle de dejar expeditos los derechos de la testamentaría del 
doctor don Manuel M. Zavalla escriturando ásu favor, ó de las 
personas á quienes declarase en sus últimas disposiciones logai- 

t. vv , a 
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mente manifestadas, las dos ca^as calle Artes números 709 y 
71 1, antiguos. 

Por estos fundamentos, fallo: resolviendo que los demandan- 
tes han probado su acción no habiendo justificado el demandado 
sus excepciones y defensas: en su consecuencia y de acuerdo á 
las disposiciones citadas, se condena a l). Zacarías Ifarbusa a 
dar cuenta a la testamentaria de! doctor don Manuel M. /-ava- 
lla procediendo á escriturar á su favor los dos casas calle do 
Artes números 709 y 711 antiguos, compradas i lega) mente á 
nombre propio n 1), Pedro Pereíra: ó en su defecto, ú pagar lu-v 
daños y perjuicios que resulta de su falta de cumplimiento y ú 
más las costas del juicio. Hágase saber, notifíquesc con el 
original, y repónganse los sellos. 

indrés Ügarrim. 



fr'Mltik de I» Ku|irrma t or«r 



Bueuos Aires, Agosto W (fu 18&L 

Vistos y considerando: (Jue aun prescindiendo de la prueba 
documental y testimonial de que lia ce mérito el Juez de Sec- 
ción para allí mar la existencia del mandato conferido al de- 
mandado ;i objeto de ¡a adquisición de las [iropiedadcs á que se 
reliero la demanda, este hecho puede y debe t<-uerso como ave- 
riguado en presencia de las propia? nlirmaciones de. aquel, el 
ciuil ^sp lícitamente reconoce la verdad del encargo aludido cu 
su contentación á la demanda, manifestando que es cierto que 
el doctor /aval !a Je encargó buscara una propiedad en com- 
pra ofreciendo darle más tarde los fondos necesarios para su pa- 



DE JUSTICIA NACIONAL 275 

t;o ( así como también que él, t-l demandado, practicó las Mi- 
gMafaz necesarias á la ejecución de t¡il encargo. 

Que si bien aquel agrega que al mandato le fué retirado por rr- 
solueinjiposU-riur del doctor Zavalla, no Injustificado, ni resulta 
de ant >s, acto alguno que acuse la verdad di* tal afirmación exis- 
ti-Mido por el cintrarlo Indios y circunstancias que confirman 
no sólo la .subsistencia do ese mandato, .si nú su ejecie ion, lales 
ooiiio el haber el doctor /avalla. ;í su llegada a" esta capital, ocu- 
pado y tratado rumo dueño las propiedades de su referencia. 

Que la provisión de fondos para la ejecución iJel encargo de 
laadqúiiiciói délas propiedades mencionadas resulta pjena- 
raente acreditada por el tenor de la carta de foja cinco, no con- 
tradicha por el de iiaii lado, com-> p->r la declaración de los tes- 
tigos Delfín Viuiray doctor don Teófilo (¡arcía. quienes afir- 
man que el demandado recibió y negoció á tal efecto un pagaré 
pOf valor de cincuenta mil pesos que te entregó al d.ictor Z ava- 
lla, y con cuyo valor cubrió ^1 precio de aquellas. 

Que contra la fuerza de estos antecedentes no puede oponerse 
la declaración de don Francisco S. Capurro, en que apoya sus 
di-negaciones el demandado, por ser ella singular y no tiene en 
su favor ninguna circunstancia en el proceso. 

Qoeá no ser así el demandado habría debido explicar tanto 
el objeto de la entrega de los fondos que recibió del doctor Za- 
valla, cuno su destino ó inversión y no lo ha liechv sin embargo. 

Que justiheada la verdad del mandato y su aceptaron por 
el mandatario y justificada también la provisión de ios fon- 
dos necesiirios para la adquisición de jas propiedades de su 
referencia, es ineludible la obligación del demandado de escri- 
turar aquellas en favoi d.- los demandantes rumo causa-habientes 
del mandante y hacer á los mismos el traspaso de ellas, rindiend,» 
ademas cuenta de la inversión do la totalidad de los fondos 
recibidos del último. 

Por estos fundamento,-, y por Jos concordantes de la senton- 
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cia apelada de foja trescientas cincuenta y cinco se confirma es- 
ta, con costas, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN VtCTOIlICA.— C. S, HE 
LATORItE.— LC1SY. YAltELA. 
— ABEL HAZA».— LLIS SAENZ 

I'eSa. 



Útma Mercedes S. de Lefiu(¡stim % mntrn íhn Siuttm ¡tomín 
gucZy sobre inlerduto deubra nueva. 



Suitntriü.— V.n el caso de haberse practicado actos posesorios 
por las dos partes, la posesión debe reputarse de aquella á cuyo 
favor aparece haber sido el último estado de ta misma, máxime 
si esta parte tiene los títulos de propiedad, y la otra no. 



í'«*j.— Uon Emiliano T. Luqui por li señora de Levingston, 
se presentó ante el Juzgado exponiendo: Que su representada 
adquirid en INtHtes terrenos de la Kstanznela, situados, parte 
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en el partido del mismo nombro y parte en el de Naschel, depar- 
tamento í.'haeabuco, por compra que para ella ti izo su hermano 
político Don Samuel Levingstou ;í los herederos de Don Xenón 
l.*rhistundo, en San Juan, á lü de Febrero, según escrituras 
que no presenta por hallurse agregadas al expediente de reivin- 
dicación que siguí- contra Don líamon S. Várela, lo que bace 
presenté de conformidad ú lo dispuesto en el articulo 10 de la 
ley de procedimientos; 

Que en seguida de la compra, la señora Lcvingstmi adquirió 
la posesión y propiedad de ios terrenos» b.tbiendo entrado á ocu- 
par con trabajadores parte de ellos, ñero extendiendo su pose- 
sión con el ánimo á toda la zuna comprendida dentro de los lin- 
deros que le marcaban los títulos, posesión que ha rjercido y 
continuado quieta y pacíficamente; 

Que posteriornn-nti-, con el lin de deslindar los títulos en los 
rumbos que se hallaba dudosa la lím-adivisoria y para conocer 
con exactitud el úrea que 1c quedaba, por baber vendido algunas 
Tracciones, solicitó en 1887 m* usura y deslinde judicial, sien- 
do comisionado el agrimensor Don Federico Agardb; la men- 
sura y deslinde se practicó y aprobó en el mismo año, según 
consta del expediente respectivo, que se halla archivado en la Gli- 
cina conservadora y en el citado de reivindicación; 

Que con el propósito de evitar que ganados extraños pasta- 
ran en su campo y para impedir que los vecinos explotaran los 
montes como ya había sucedido en alguüos puntos, la señora de 
Levingston resolvió establecer puestos en distintos lugares 
hasta conseguir rodearen pequeñas poblaciones casi en su ma- 
yor pártela circunferencia de su estancia; 

Que muy cerca de uno de los puestos y dentro de los linderos 
de la mensura aprobada judicialmente, Don ísímon Domínguez 
por intermedio de Don EleuterioOrtiz, en su calidad de capataz 
de aquel, ha comenzado á construir un polo de balde y á cortar 
madera para vender y para varios otros trabajos de corral, etc.; 
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Que el lugar en que Domínguez liucc ejecutar estos actos 
posesorios que constituyen lo obra nueva denunciada, se deno- 
mina «Costa «leí Monte del pozo de los Chañare* largos», y 
hulla comprendido dentro de la fracción marcada en el mínu ro 
II en el plano de la mensura ya citada; 

t¿nr como lo* actos de Domínguez revelan su propósito de 
adquirir b posesión del inmueble con perjuicio dol-i señora de 
Ijevingsion, que ha ejercido y ejerce como propietaria y posee- 
dora lns actos conservatorios y do administración inherentes :i 
su derecho, de conformidad á In dispuesto por los artículos 585 
déla ley de Procedimientos y 2i!»8. 2i!B». 2500 y 2501 del G <"- 
digo Civil, entabla el interdicto de obra nueva, |iar;i que se or- 
dene ¿i Dominguczla suspensión prov-oria de la obta empren- 
dida, y oportunamente ¡í la demolición de ella, ron los daños y 
perjuicios y las cortas. 

El Juez convocó ajuicio verbal, y ordenó la suspensión provi- 
soria de l.i obra. 

Knil juicio verbal, Don José Alejarte Caminos, ¡por el deman- 
dado, expresó: <¿uc negaba á la señora de Levingstm Lodo dere- 
cho» no sólo de propiedad, sino también de poses hm t pues nunca 
la ha tenido; 

<¿ae es verdad, como lo dicen los título*, qm* sus derechos al 
campo déla Kstanzueia, le correspnnden por transferencias qu-- 
se han venido haciendo desde el señor Crbisíondo; pero también 
es cierto que desde esa época, ni Crbistondo, ni Levingston, ni 
su hermana la demandante han ejercido dominio en toda esa 
extensión; 

Que este hecho lu comprueba el (in siniestro que tuvo l'rbis- 
tondo, píen pretendiendo ejercer derechos en toda la extensión 
de la Kstanzueia, persiguiendo á los pobladores, fué, según voz 
pública, asesinado; 

<¿uti después de esto, posesionándose el comprador señor Le- 
vingston de una parte de Ja Kstanzueia que estaba libre, dicho 
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>eñor respetó todos los pobladores que había en el campo sin 
mol oslarlos; 

* i¿ue coaanode esos pobladores, Don Rosario Domínguez, la 
scíWu-a de Leviti^slnn nohiiso ésto,sinó que lo demandó por acción 
reivíiulicaturiii ante el mismo Júzgalo de Sección, siendo ella 
vencida en I*j 2" instancia, cuyo juicio debo tenerse á la 
vista; 

iJueDuu Sim.>u Domínguez es propietario y poseedor desdo 
muchos años atrá-. del campo materia, de este juiei-»; y sí no pre- 
senta los títulos es porque se Ir han extraviado siendo originales 
oUrgados ant* el Juez de L'az de ll-nea ó del partido de Nas- 
etael, que antes no conservaban registro de las esirituras que 
ante ellos ¡ufaban; 

Qao sin embargo, tratándole un juicio posesorio, le basta- 
ba el testimonio de testigo* y Jos informes de las autoridades 
del distrito que demostrarán la posesión y actos de dominio que 
desde tiempo atrás viene ejerciendo Domínguez en el campo 
-Costa del Monte del pozo de Chañares largos*; 

Que hay otro hecho que demuestra la inexactitud de la pose- 
sión y propiedad de la señora de Levingston sobre todo el terre- 
no de la Kslanzuelayes este: pretendió un crédito m el líanco 
Hipotecario Nacional y sólo se le acordó por la parte del cam- 
po que no era litigiosa y laúnieu que la señora ocupaba y ocu- 
pa sin contradicción, según todo puede comprobarse pidiendo 
informe á aquel Banco, aunque la demandante ha confesado el 
hecho en el juicio que sigue contra varios poseedores colectiva- 
mente ante el misino Juzgado. 

Pidió que no se hiciese lugar, con costas, daños y perjuicios, 
al interdicto deducido. 
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Vmltn «1*1 Jury. r*d*r»l 

San-fe*^ Marro ¿1 fíe 18W. 

X vistos: por lo que resulta de autos y considerando: Qui- 
la denuncia Je obra nueva está comprendida entre las accio- 
nes posesorias y debe resolverse en la forma determinada pa- 
ra el interdicto de recobrar, de conformidad eou el artícu- 
lo 3&S do la ley de Procedimientos, concordante con los ar- 
tículos y 24D8 del Cúdigo Civil. Hay que examinar de 
consiguiente, si se encuentran cumplidos los extremos que ellos 
señalan como indispensables, pura la procedencia de la acción 
deducida. 

Kn cuanto al primero, esto es, que el actor ha tenido la po- 
sesión ó tenencia de la cusa demandada en el momento de la tur- 
bación, de la prueba instrumental é informativa que se ha pro- 
ducido, no resulta plenamente satisfecha esta exigencia de la 
ley; pues aun cuando délos títulos, plano y demás diligencias 
que en copia legalizada corren de fojas i á 72 dsl expediente 
traído aií effeptutn videndi, lo mismo que de las declaraciones 
de testigos de fojas 51 vuelta á 71 , se haya podido constatar, 
que poco tiempo después del año 1887 en que fué practicada y 
aprobada judicialmente la mensura del campo de «La Estanznc- 
la*. de propiedad de la señora U-vingston, los encargados de 
ésta hicieron construir un rancho, habitado desde entonces has- 
ta hoy por un puestero suyo, dos ó tres cuadras del punto don- 
de existe la obra nueva, y que han cortado varias veces y ex- 
traído maderas del lugar llamado «Costa del monte del Pozo do 
los Chañares largos», no se ha conseguido evidenciar, con ta- 
les hechos, que dicha señora fuera poseedora ó tenedora del úl- 
timo terreno, en el sentido propio de esta expresión, por medio 
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de la aprehensión de la cosa con la intención de tenerla como 
suya, de Ja percepción exclusiva ilo sus i rotos y de su ocu- 
paeion efectiva y real. Él demandante tampoco menciona, oí 
sus testigos determinan, con la debida precisión el liempo en 
9P? íom & y en 1»é forma la posesión del inmueble de que se 
trata, circunstancia muy esencial pura puder apreciar sus ca- 
racteres ü cualidades y resolver con ese antecedente sobre la 
legitimidad de la acción entibiada, concretándose á afirmar que 
se encuentra dentro de la mensura y plano de la «Kstanzuehu; 
mas sin designar la ubicación, extensión y límites exactos que 
comprende la posesión que aquel invoca, no puiliondu por lo 
tanto, conocerse los puntos íijos en que ella se hubiera ejer- 
cido. 

Una diligencia de mensura, aun judicialmente aprobada no 
produce ejecutoria ai por si sola importa reconocimiento dé do- 
minio ú posesión sobre el área medirla, desde que esa operaciuu 
pericial está subordinada a la calidad del título que le sirve de 
base y con sujeción al fuml ha debido set ejecutada. La men- 
sura no quita ni da derechos, es sólo aehirativay no declara- 
tiva del dominio ó de la posesión. 

De donde se inliere que al amparo de los títulos de propie- 
dad, mensura y demás documentos presentados con la demanda, 
tendrá la señora de Levingston un derecho ú la posesión mis- 
mo, pero no el hecho, y la prueba sobre aquel es inútil, trutáiw 
dose de acciones posesorias, según el artículo 2472 del citado 
código. 

El estudio combinado de la ley \\ título 30, partida 3" y de 
los artículos 3351, 2373 y 237-i del Código Civil, demuestra 
que páralos efectos del interdicto de recobrar, es necesario te- 
ner la posesión actual, real y física de Ja cosa, al consumarse 
la turbación. La Corte Suprema á este respecto ha establecido, 
que cel que do tiene ni ha tenido la posesión, no puede deducir 
el interdicto de retener ni el de recuperar»; que «el que tiene 
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justo título» debe eu ose caso intentar un juicio ordinario, en 
el cual debe ¡ser oírlo e] poseeifó^ y que de otro modo, la pose- 
sión dad» ¡i consecuencia del interdicto, serla un verdadero de>- 
pojo , ( série 2*, lomo 1;¡, página 10 de los fallos); así tomo 
que «enliis acciones posesoria^ es necesario tener la posesión 
material y probar que se tenía en el momento del htelro queda 
tugar a la demanda, y no probándose por el demandante el he- 
cho de la posesión, el demandado por interdicto posesorio debe 
ser absnelto» (série 2\ tomo 2 J , página 452), 

Si bien 1» manutención en la posesión, pómpete ni poseedor 
(te un inmueble, turbado en ella, con tal que ésta no se hiciera 
respecto del demandado, y que soto habrá turbación en fo pose- 
sión, cuando contra la voluntad del posedord.d inmueble, al- 
guien ejerciere, con intención de poseer, actos posesorios délos 
que no resultase unaexclusion absoluta del poseedor (artículos 
2495 y 2 106, ( íódigo Ctof% no es menos cierto que el actor no ha 
acreditado encontrarse en ninguno de esos casos, pues que si no 
existe la posesión que pretende, según queda sentado y consta 
de autos, tampoco puede haber turbación en ella, quo es la otra 
condición señalada por «■] precitado artíeulo 3*M. 

Frente á la prueba del demandante y en oposición con ella. 
s.> encuentra la rendida por el demandado; y de Jo.s seis testigos 
de que se ha servido, cuyas declaraciones corren de fojas 23 ¡í 40, 
en hu casi totalidad y contestes aseveran que Don Simón Do- 
mínguez posee desde 10 anos más ó menos, á título de propie- 
tario, el campo denominado *C»sa de Piedra», como también 
se le llama «Atonte del Pozo de los Chañares largos », ubicado 
eu el partido de Nasehcl, que la obra nueva denunciada queda 
dentro del área de ese campii, y que no saben ni han oido decir 
que lo baya poseído ó lo posea actualmente la señora Levings- 
ton, ejercitando en él actos de dominio. 

Estas declaraciones se hallan corroboradas por las notas de 
fojas 43 á 46 del Comisario de Policía de Henea, informe del 
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Juez de i'az, de foja 18, y sumaria de fojas 80 i 87, en las que 
consta que el señor Domínguez e>> dueño.» poseedor do un cam- 
po en el partido rio Naschel.de nueve ¡i diez años atrás, y que 
son ciertos los hechos de ¡uva-i. m y atropellos, destrucción y 
eortesde monte, cometidos por parte de los señores Levingsto» 
en el campo del demandado, y ;í que se reitero su representante 
en los escritosde fojas 1ü y 18, lo* cuales no lian sido desconoci- 
dos por el demandante ni tachados deotros fieios, para pedir 
no sean tomadas cu consideración al faltarse la causa, que elfos 
han sido producidor fuera y antes de la audiencia fínica que 
prescribe la ley, hecho aceptado por él sin observación al ser 
decretada la diligencia, y por emanar de autoridades incompe- 
tentes por falta de jurisdicción, olvidando que estos procedían 
en omisión del Juez proveycute, 

l'or tales consideraciones y de acuerdo con lo pedido por el 
demandado: no lia lugar, con costa*, al interdicto deducida. No- 
tifiquen con el original y repónganse los sellos, debiendo le- 
vantarse la suspensión provisoria decretada en 3 de Octubre 
del próximo pasado (foja 7 ) y desglosarse los documentos man- 
dados agregar adeffeetton vidcnHL 

í\ E. ¡Migues. 



ritllA ilr In Suprimí» Curtí» 

Buenos .Uí«s. Agosto 13 de 1891, 

Vistos y considerando: (Juesi bien de antas resulta que una 
y otra de las partes han practicado actos posesorios en el terre- 
no en cuestión, el último estado de la posesión aparece sin em- 
bargo en favor de la demandante, según resulta de la prueba 
producida relateramente á la operación de mensura llevada á 
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cabo por su parte, A ]¡i construcción de un rancho y colocación 
envide un puesteTo y ni corte de maderas praticado repetida- 
mente por la misma parte en dicho terreno. 

Que esta posesión resulta, además, caracterizada por los títu- 
los de propiedad presentados por la demandante, en oposición ¡i 
los cuales ninguno ha producido el demandado, lo que aun en el 
caso de ser dudosa la posesión litigada, constituye uu elemento 
de juicio favorable .í aquella , con arreglo al artículo dos mil 
cuatrocientos setenta y uno del Código Civil. 

Por estos fundamentos y de conformidad ú lo dispuesto por el 
aTtículo dos mil cuatrocientos noventa y ocho del mismo í'údigu: 
se revoca la sentencia apelada de foja ciento once y so declara 
que la demandante debe .ser restituida á la libre posesión del in- 
mueble en cuestión, con destrucción de las obras llevadas ¡í ca- 
bo en él por el demandado é indemnización de pérdidas é intere- 
ses, siendo además de cargo de éste las costas causadas en el 
presente juicio, Jíepónganse los sellos y devuélvanse. 



C. S. DE LA TOKIlE.— LL'IS V. VA- 
RELA.— ABEL KAZAN. 
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4 Al ISA <cr\ 



t)on Ambrosio Vhicíitsota, raittrtt thm Antonio ftísttlitzi t ¡mr 
cobro de posos; sobre nmtpdmrin 



Sumario. — MI extranjero demandado por nn argentino ante 
la justicia Federal, no puede declinar la jurisdicción de ésta, 
alegando que renuncia al fuero nacumal. 



Caso. — 1 Km Hernia ii Méndez, | lor Don Ambrosio Chichisola, 
entabló demanda Contra Don Antonio l'asalim, exponiendo: 

Qni' ésto alquiló á su representado la casa calle Pasco esqui- 
na Constitución; 

(¿uc pendiente eí contratp dft locación, Casaluzi enajenó la 
finca, y el adquirunte le exigió 430 pesos de alquiler en lugar de 
42 pesos que lijaba el contrato; 

tjne esta diferencia, en 33 meses y 1;) dús que debía durar 
dicho central", ascendía a la cantidad de pe.-os 807.20. á cuyo 
pago pedíase condenara á CnsátuZÍ, con costas. 

Presentó el cont rato que aparece celebrado entre Casaluzi y 
Ambrosio Chic bisóla y G*. 

Kl Juez inandc que se expresara quiém-s formaban esta so- 
ciedad y cuál fuera la nacionalidad de sus miembros. 

MI demandante expusn, cu consecuencia, que don Ambrosio 
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Chichisola había tenido sociedad con su Jk rmatio don Domingo, 
argentino también, sin documento; 

t¿ue esta sociedad se il í o ( v i ú de común acuerdo desde antes 
de celebrarse el contrato, habiendo sido éste firm ido por la ra- 
*¿un sor ¡al por error y por costumbre. 

Corrido traslado de la demanda, Uon Lucila liaros, por Casa- 
Inzi, declinó la jurisdicción dil Juez, sosteniendo que siendo su 
representado, el ex! ranero en el co«o, podía renunciar al fiiero 
y así lo hneía, teniendo su residencia en este país desde mía de 
20 años atrás. 

Tórrido traslado, pidió el demandante 411c no se liiciera lu- 
gar á la declinatoria. Dijo: Que según el artículo 12, inciso 4", 
de la ley sobre j urisdicción y competencia de los tribunales fe- 
derales, la jurisdicción de Provincia se entiende prorrogada si 
el extranjero demandado ante ella contera la demanda, cosa 
muy diferente de loque f'asalusti pretende; 

Que si su pretensión fuera procedente, el ciudadano que en- 
tabla demanda contra un extranjero tendría que ocurrir ante 
las dos jurisdicciones, pin<sde las dos podría declinar el de- 
mandado. 



fr'ftllfl drl Jurar, t>drml 

llueuos Aires, ilnyo ;'T da lhíil, 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito: 

I considerando- además: Que el solo Iiecbo de la residencia 
del demandado durante 20 años en el país, no le quila su cali- 
dad de extranjero; 

Que en tal virtud sus jueces naturales en cuestiones roñar- 
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gentinos, .son los federales, de «cuerdo al inciso 2-, artículo 2» 
<le la lev de 13 de Setiembre de 1803 sobre jnriadicrion y iom- 
petenciade diclios tribunales; no siéndole pur lo tanto permiti- 
do declinar de la jurisdicción de ello s; 

Que Iuü razones que han determinado en ta constitución na- 
cional hi creación del fuero y justicia federal puní las causas 
entre argentinos y extranjeros, no son úii¡cttMeÍl$e \m de fa- 
vorecer ul extranjero sinú otras de orden público muy elcra- 
das. 

Por esto, no lia lugar, eon costas, ftlítfeclíñatoria de jurisdic- 
ción, y contéstese el traslado de la demanda en el término le- 
gal. 

Wf&tio V. Tedin. 



FhII» il* In Mnpi-ritin Corte 

llie-ihi- Aires, Ak(»s10 l.í de 1*91, 

Vistos: Confirme á la jurisprodoncía de esta Suprema Corte 
establecida entre otros numerosos Casos, en el que se regis- 
tra en el tomo doce {I), página siete de sus Failos: se confirma 
con costas el auto apelado de foja quine*; y repuestos los sellos 
deruélvanse. 

C. S. II E LA TnilHX. — LUIS V. 
VARELA, —AflEL BAZAN. 



< 1 ionifj IV, <rña U". 
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MISA itLXI 



Ihn itarfntmnr Sarraw, contra el llanca Cotliiructor de ÍM l'ta- 
ti r par wbm ífe pesos; ¡¡obre embargo prepmtim. 



Sumario. — L] recmioriiuirulu de las hechos en 4110 se funde 
el crédito demandado, autoriza el emb«ryo preventivo, bajo la 
responsabilidad del soticitaiUe. 



Caito. —Don José Lebrero,, por Sarcone. entabló demanda con- 
tra el Banco Constructor de La l'lati, cobrándole la cantidad 
de 7MH pesos con Hi centavos, importe del relleno de 6220 
metros cúbicos ron 70 cent í tóeteos en ana manzana de terreno 
de dicho Uanco, siLuadaen Incalí** I2JJ entre lírundzen y Progre- 
so, á razón de pesos 1.30 cada metro cúbico, precio convenido 
con el agenté del Banco. 

Corrido traslado de bt demanda, la eoutest'i e! apoderado del 
Ji.m'-u ('mistructur pidiendo que fuera ella rechazada con eos- 
tas. 

Dijo: Que e3 cierto q.Qe Saccorte trabajé en el relleno de la 
manzana, qqe itidiea por e! precio convenido de p«30S 1.30 por 
metro cúbico; 

Qoe este asunto se habría arreglado y procedidos á la medi- 
ción, liquidación y pago del irabnjo sí no hubiese mediado una 
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cuestión con Don lí.imulo Otaincndi, que pretende que la tierra 
trasportada ¡i dicha manzana, ha sido sacada ¡í un terreno de 
8U I'^l'i'-lad y por tai razón ha demandado al Itaiico ante el 
Juez señor Dr. Garay para que le pague la suma de 12.000 
p esos moneda nacional; 

Que ante las pretensiones di- Otame nd i. el Ka neo exigió de 
Sacconc que si el hecho al eado por aquel era cierto, tomase so- 
bre sí el pleito ú garantiese las fistos y el resultado, puesto 
que en tal caso, el pleito sería debido á su culpa en la ejecución 
del trabajo, desde que la extracción de la tierra corría por su 
cuenta, y el Banco, para darle facilidades, le había concedido 
permiso para sacarla de sus mismos terrenos; 

Que Saecone, sin negar el hecho ú atribuyéndolo ■ sus carre- 
ros, no quiso liaetT nada ni siquiera verse con Otamendi para 
arreglar i;i cuestión; 

Qtie ajeno el Banco á lo hecho por Sazone en la ex trac* 
cion de la tierra, ha puusto en duda en el pleito, las aleacio- 
nes de Otamendi y se ha defendido con todas las excepciones que 
le corresponden por derecho; 

Que si realmente Sacconc ha sacado la tierra del terreno de 
Otamendi sin el consentimiento de éste, el trabajo lia sido mal 
ejecutado y Saccone sería responsable délas coneccuenrins, pu . 
diendo el lianco retener loque pueda deber por el trabajo ejecu- 
tado hasta que se resuelva el pleito de Otamendi; 

Que el líanco entiende que la cantidad de metros cúbicos de 
relleno hecho por Sjecuiie, es mucho menos de los 0220,70 que 
cobra; y para establecer la cantidad exacta es necesario practi- 
car la medición correspondiente que Saccone no dice haberse 
hecho de acuerdo cou el líanco. 

KIJuez llamó autos, y en este estado, el demundaute pidió 
que se decretase un embargo preventivo en el terreno rellenado. 

l>ijo; Que en la contestación se reconocía el crédito recla- 
mado; 
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Que nada tiene que hacer él con el punto referente al lugar 
de donde se sacó la tierra desde que el crédito procede sólo de 
acarreo y relleno, y la tierra se sacó de terrenos designados por 
el liancoeomo suyos, contó lo expresa el capataz del mismo en 
el documento de foja 1, que la contestación no ha desconocido; 

Qne el Banco demandado está on mu! estado y está rematan- 
do propiedades y aún el terreno rellcnudo. 



ralla del Juex Federal 

Unenos Am-s, Abril 29 do 1891. 

Y vistos: atentos tos términos en que ha sido contestada la de- 
manda recíbese la causa á prueba por quince días comunes y 
prorrogables para que el actnr justifique el número de metros de 
relleno hecho en el terreno del demandado. Y atento lo ex- 
puesto y pedido en el precedente escrito, trábese embargo pre- 
ventivo sobre el mismo terreno rellenado, librándose los oficios 
necesarios, 

Virgilio M. Tedin 



Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Airas, Agoito 13 de 1891. 

Vistos: Con arreglo á lo dispuesto por ti artículo cincuenta y 
cinco, inciso tercero, de laley nacional de procedimientos, y de- 
biendo entenderse el embargo ordenado por el auto apelado de 
foja treinta vuelta, bajo la responsabilidad del solicitante y 
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hasta la concurrencia de su crédito, se confirma nicho auto, cuu 
declaración de que el demandado podrá exonerarse del embargo 
referido, dando Bu riza suficiente en su reemplazo; y repuestos 
lus sellos, devuélvanse. 



C. S. »E U TOIlRE._i.us V. 



causa nx\ I| 



Oon fhtmngfi Fcrnnndez contra don Julián Socas, por desalojo; 

sobre costas. 



Sumano.~-U$ costas de la demanda traída ante Juez inhi- 
bo de conocer por autos ejecutoriados en juicios pendientes 
entre tas mismas partes, son de cargo del demandante. 

Casu.-Kl Procurador Coronado, por el Dr. Fernandez, se pre- 
sentó en el juicio concluido entre las mismas partes, sobre en- 
trega de una fracción del mismo campo, con fecha 9 de Enero 
uel corriente ano, exponiendo: 
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Que el contrato du arrendamiento celebrado entre las partes, 
lo fué por ti termino de siete años ú contarse, desde t|ue Fernan- 
dez cercase el campo y diese aviso de ello al arrendatario Socas. 

Que por expresa convención loa interesadas lijaron el día i a 
de Knero de 1884 para que comenzara A regir el contrato; 

Que habiendo el Juzgado, en el juicio referente á la entrega 
de tina fracción, considerado la citada fecha como la del prin- 

l 

cipio del contrato (foja 30), y habiendo además la Suprema 
Corte confirmado el auto en que dicta fracción se mandó entre- 
gar ^fojas 5 y 70), resultaba que el contrato había vencido el 31 
de Diciembre de 1890; por lo que pedía queso ordenase á Socas 
la restitución del campo y se le condenara á la indemnización de 
pérdidas é intereses. 
El Juez dicto el siguiente auto: 

Unenos Aires, Kin ro !J dr 

Por presentado en cuanto ha lugar y constituido el domicilio 
legal. Tratándose de un contrato de arrendamiento de plazo 
vencido, intímese al locatario D<iii Julián Socas el desalojo del 
campo arrendado dentro del término de treinta djas, bajo aperci- 
bimiento, y por loque respecta tí la j pérdidas é intereses de 
que hace mérito en el segundo punto del precedente escrito, ha- 
ga valer esta parte su derecho á ellas por l.i acción correspon- 
diente. 

Tedín. 



Don Avelino Uolon, apoderado de Don Julián Socas, pidió re- 
vocatoria de este auto y para el caso denegado interpuso los re- 
cursos de apelación y nulidad. Se fundó: 

Í° En que el contrato no había vencido, pues como cousta en 
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el expediente seguido por las mismas partes sobre cumplimiento 
«le sentencia, agregado á otro sobre cobro de arrendamientos en 
que conoce el Doctor Fgarriz:!, consta que Socas fué puesto en 
posesión del c:im»o con fecha 3 de Diciembre de I8ÍU, de donde 
resulta que el contrato vence reden en igual fecha del corrien- 
ti* ano; 

2" En que el auto era nulo, porque en el expediente seguido 
por Fernandez sobre cobro de pesos, el Juez Doctor Tedin fué 
Tecusado por Socas por haber emitido opinión sobre la feeba en 
que comenzaba á regir el contrato de arriendo, recusación que 
la Suprema Corte declaró procedente. 

Pidió además por otrosí que el Juez se declarara impedido 
para conocer en la causa. 

El Juez dictó el siguiente auto: 



Falta 4*1 Juci Fcdmi 



Ha-nos A iri s. Mayo 1'dclKHl. 

Atento lo expuesto en el otrosí del precedente escrito y te- 
niendo en - ^sideración: 

i" Que la acción deducida por e! representante de Don Do- 
mingo Fernandez eu el escrito de foja 112 *e di rige ¿obtener el 
desalojo y recuperar la posesión del campo , La Clodomira», ocu- 
pado por Don Julián Socas en virtud de un contrato de arren- 
damiento por siete años, con el concepto de haber principiado á 
regir dicho contrato con fecha 1" de Enero de 1884 y hallándo- 
se, por consiguiente, vencido i la fecha de! referido escrito 

* Que en el auto de foja 30, el Juagado, refiriéndose ó antece- 
dentes de carácter fehaciente, acompañados por el representan- 
te de Fernandez para justificar la acción que dedujo en el es- 
crito de foja 3, estableció que el contrato había empezado i regir 
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desde la fecha á que se refiere el actor, lo que fué considerado 
por la Corte Suprema como un prejuzgamiento substancial en 
otro juicio promovido por el mismo Fernandez contra Socas por 
cobro de arrendamientos del campo en cuestión, bajo la base de 
que el contrato empezó á regir en la fecha antes indicada, se- 
gún resulta del referido expediente que el Juzgado ha tenido á 
la vista en este acto. 

3° Que en el presente caso militan las mismas razones de im- 
pedimento aun ouando se trate le una pretensión diferente, por- 
que el pedido de desatojo se basa en la expiración del contrato 
de locación, lo que desconoce el demandado, pues sostiene que 
no empezó á regir desde el 1 ' de Huero de 1884, si nú desde otra 
fecha posterior. 

Por estos fundamentos declárase impedido el Juzgado para 
entender en el reclamo de foja 112, dejándose sin efecto la pro- 
videncia de foja 114, y pásense los autos conolicio al otro señor 
Juez, 

Virfjitto .W. Tctlitt. 

r«ll» de I» »npreMa('«rlf) 

lint-nos Airas, Agosto 13 de ltBl. 

Vistos: Siendo Las costas de este incidente causadas por he- 
cho del demandante, en razón de haber traído su demanda ante 
un Juez que se halla inhibido de conocer en ella por declara- 
ciones judiciales pasadas en autoridad de cosa juzgada, en jui- 
cios pendientes entre las mismas partes: se declara que aque- 
llas son de cargo del demandante; y repuestos los sellos de- 
vuélvanse. 

C. S. DE LA TORRE, — LUIS V. 
VAl'ELA. — ABEL BaZaN. 
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Iton Ramón Yornet, contra et Ferrocarril Gran Oeste Argentino, 
por cobro tle pesos; sobre competencia. 

Sumario. — Los contratos de transporte por ferrocarriles aou 
regidos por el derecho común. 



Caso, — Dictada sentencia en los autos seguidos por Don Ra- 
món Yornett contra el Ferrocarril Gran Oeste Argentino, por 
cobro de pesos procedente de transporte de mercaderías, la Su- 
prema Corte, en grado de apelación, mandóse acreditase que la 
causa correüpondía al fuero federal por razón de las personas. 

Reclamado el decreto, se dictó el 



Falla a> la Mu p rema Corte 

■ 

Buenoi Ajrei, Agosto 13 de 1881. 

Vistos en el acuerdo: No siendo de aplicación al presente ca- 
so laresoluoion á que esta parte se refiere {!), por no tratarse de 

(I) La «solución referida pnr el inlereiado ea la de la jéric 2\ tomo 18, 
página 419 de los Fallos de la Suprema Corle. 
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la aplicación de una disposición especial de la ley nacional de 
Ferrocarriles, sino de las relaciones jurídicas de un contrato de 
transporte, regidas por las disposiciones del derecho coiuud: es- 
tése á lo proveído á foja sesenta y seis. 

C.S. HELA TOARE.— LUIS V, 
VARELA. — AREL RAZAN, 



CAUSA « CX\IV 



Don Carlos ,lf. fjttcrcitcio, contra Don Gregorio Itenitcz, por 
liquidación de sociedad y cambio de, administrador; sobre 
competencia. 



Sumario,— Sometidas por convenio de partes, todas las cues- 
tiones entre socios á la decisión de jueces árbitros, la promovi- 
da durante su liquidación, sobre cambio de administrador de 
la sociedad, correspondo al conocimiento de esto», y no al del 
Juess federal. 



Caso.— Los señores Carlos Querencio y Gregorio Benitez ha- 
bían celebrado na Concordia una sociedad pastoril desde 17 de 
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Setiembre de 1867, por seis años, en la que continuaron hasta 
Junio de 1880. en que Don Carlos M. Querencio se presentó al 
Juzgado Federal del Paraná, pidiendo su liquidación y el nom- 
bramiento de arbitros, con arreglo á lo estipulado en el contrato 
social. 

Acreditada la distinta vedndad del demandante y demanda- 
do, el Juez conlirió traslado d<> la demanda. Ucnitez la contestó 
expresando estar conforme con el nombramiento de arbitros y 
conla liquidación pedida, siempre que se le diera un término 
prudente para presentar los antecedentes que exija la liqui- 
dación. 

El -Juez lijó audiencia para el nombramiento de arbitros, y 
en 22 de Enero de 1890 se convino en lo siguiente: 

1 "Se nombraron arbitros para resolver: D. José A. Pérez por 
parte del actor y D, Juan Morales por parte del demandado; 

2* Los arbitros debían expedirse dentro de90 días a contarse 
después de 45 días que se concedían á Benitez (administrador 
de la estancia ) para presentar las cuentas á los arbitros; 

3 o Los arbitros debían nombrar al tercero en caso de dis- 
cordia; 

*• Se lijó una multa de 500 peso, para el que se alzase del 
laudo, 

Los arbitros nombrados aceptaron el cargo en 5 de Febrero de 
1890. 

Kn 31 de Octubre de 1890, el apoderado del señor Querencio 
presentó al Jaez una carta dirigida por Ilenítcz en Abril de 
1876 en la que le daba cuenta de la hacienda que babía en el es- 
tablecimiento; diciémlolu que más 6 menos había 700 vacas, 150 
yeguas, 3000 ovejas, 25 caballos. 

Presentó también un telegrama de su arbitro José A. Pérez 
(parece en 30 de Junio de 1890) que dice: 

«Con los libros y explicaciones que da Don Gregorio IJenttez 
losárbitros no tenemos más elementos para cumplir debid amen- 
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te nuestra misión. Todo es confuso y presenta muchas dificul- 
tades para esclarecerlo. Creemos que si eí Doctor Querencio 
acepta, puede concluirse este asunto dividiendo por mitad las 
existencias del establecimiento que son 1900 vacas, 100 yeguas, 
80 caballos, 23 bueyes. Sírvase contestarme si les parece 
aceptable ó no este arreglo, pues Benitos lo aceptará, retirándo- 
se del establecimiento». 

Con estos documentos, sosteniendo el apoderado de Queren- 
ció que fienitez administraba mal, habiendo hecho desaparecer 
las orejasque había en 1 876, y dispuesto deotras existencias que 
enumera, y que tos arbitros nu habían podido recibir las cuen- 
tas, porque las explicaciones de Benitez sólo servían para que 
no se entendiera nada, ¿invocando lo dispuesto por los artícu- 
los 1700, 1ÍKÍG y 1084 del Códigu Civil, y losfallos de la Su- 
prema Corte en los casos f!e Pinero con Xufiez, sobre rendición 
dementas (tomo 21 , sónoS*, página 500) y de Ortíz con Camere 
dobre nombramiento de administrador provisorio (tomo 19, se- 
rie 2', página ¿27), pidió se ordenase á Benitez la rendición de 
cuentas, y se nombrara administrador interino á Don Onrlos 
Anderson, para lo que entablaba la correspondiente demanda, 
que pertenecía al fuero federal, según se había acreditado en la 
demandado liquidación. 

El Juez confirió traslodo. 

En 27 de Enero de 1891 el apoderado del Dr. Querencio acusó 
rebeldía á Don Gregorio lienitez y acompañó una exposición de 
tres vecinos relativa á la mala administración de éste. 

El Juez tuvo por acosada la rebeldía, ordenaudo que se con- 
testara el traslado dentro de 24 horas, y mandó ratiücar á los 
firmantes de la exposición. 

Esta dice así; tlm abajo firmadas Juan González, Cayetano 
Yelazqucz y Dionisio Villulba declaran: 



«Que en varias ocasione;* han visto animales vacunos y yegua- 
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rizos contramarcados con la marca que al mdrgcn se diseña, que 
es la que actualmente rige en los ganados del establecimiento de 
Don J uau Gregorio Benitez; y los referidos animales marcados 
con una marca que se dice ser de la señora de Fíen i tez. 

«Libertad, Diciembre 2f> de I»*)», 

De los firmantes se ratificaron González y Velasquez, no ha- 
biendo podido ser habido Villalba. González dijo que los ani- 
males contramarcados que había fisto eran sólo cuatro leche- 
ras. 

La parte de Be ni tez, contestando el traslado, negó la competen- 
cia del Juez para resolver sobré la rendición de cuentas y nom- 
bramiento de administrador, que, según él, correspondía á la 
jurisdicción arbitral, y negó los hechos relativos á la mala ad- 
ministración. 



Fallo del Juei Federal 

Paraná, Marzo 7 de 1891. 

Vistos y considerando: Que según el telegrama del árbitro 
Pérez, de foja. . . , que sirve de antecedente a este incidente, el 
señor Benitez ha rendido las cuentas á que estaba obligado como 
administrador de la sociedad; 

Que ai esas cuentas son confusas é ininteligibles, no es al Juez 
ordinario á quien compete ni está en su poder hacer ±\ie se les 
dé mayor claridad: 

I* Porque tratándose de una obligación de hacer no hay me- 
dios eficaces de forzar al deudor a su cumplimiento, 

2" Porque debiendo resolverse por árbitros todas las cuestio- 
nes í que de" lugar la liquidación de una sociedad y muy es pe- 
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eialmentc la Tendicion de cuentas, según ta ley, y estando cons- 
tituido el tribunal arbitral, en el presente caso, es él el único 
competente para entender y Tesolver sobre las cuentas rendi- 
das, ya ordenando el cumplimiento de cierto» requisitos, man- 
dando que ias explique ó aclare el que las ha rendido, que com- 
pruebe sus partida» ó en todo caso liquidando según lns dntos 
suministrados y comprobados por una y otra parte. 

Considerando respecto de la administración provisoria de los 
bienes sociales: 

Que la circunstancia de no presentar el socio administrador 
sus cuentas en debida forma y los hechos justificados en la in- 
formación sumaria, colocan el caso en las condiciones del artí- 
culo 1684 del Código CiviL 

Forestas consideraciones, declaro: que la parte de Querencia 
debe ocurrir ante los arbitros, en todo lo relativo a ta rendición 
de cuentas; y resuelvo suspender provisoriamente á Don Juan 
dregorio Benitez en la administración dé la sociedad, nombrán- 
dose administrador de la misma durante la liquidación, al pro- 
puesto don Cario* Anderson, respecto del que ninguna observ- 
ación sd lia hecho. 

T. Pinto. 



F*ll* de la Nuprrwa l'vrte 

lliitmos Aires, Af/oslo 18 de 1891. 

Vistos: Habiendo diferido las partes á la decisión de Arbitros 
arbitradores todas las cuestiones que se susciten durante la exis- 
tencia ó á la liquidación déla sociedad habida entre ambos, se- 
gún Tesuttadel contrato de foja primera y del compromiso ar- 
bitral corrientí á foja treinta vuelta; consistiendo además sobre 
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esto panto el auto de foja ochenta y ocho, y careciendo en t;il 
virtud el Juez de Sección de jurisdicción para resolver sobre la 
cuestión promovida, relativamente al cambio de administrador 
de la sociedad, se revoca en la parte apelada, aquel auto, y se 
declara que las partes deben ocurrir ante los arbitros á los efec- 
tos d«j lu resolución que corresponda en la cuestión mencionada, 
líepúiir-anse los sellos, y devuélvanse, 

O. S. DELA TOftRE. — LLIS V. 
VARELA.— ADEL Iia/aN. 



• AINA i* XAY 



¡tan Carlos M. Querencia contra Hmt Juan Cofaina y Oíros, par 
mejor derecho á un campo; séí>w auto oV prueba. 

Sumaria*— -DI auto abriendo la causa ;i prueba y lijando los 
puntos sobre que debe versar, es inapelable. 



Caso.— E n 28 do Enero de I8ÍM el señor Don Carlos M" 
Quereocio entabló demanda contra los señores Juan Colonia, 
Juan Sosa, Juan y Agustín tíodoy sobre derecho á una frac- 
ción de campo de pastoreo ubicado en el departamento de Va- 
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runú, distrito Antonio Tomás, y pidió se declarase que sti 
derecho sobre la frnccioo mencionada era superior al de los 
demandados. 

Dijo: Que Dea Domingo Ríos compró ú mediados del siglo 
pasado alas temporalidades de Santa-Fé, esa fracción de cam- 
po, )■ que sus herederos se la v.-ndieron; 

Que en el deseo de que el Poder Ejecutivo líe diera el título, 
que en lenguaje local se Huma de nuera creación, solicitó la 
mensura; la que fue" hecha y aprobada por el Departamento 
Topográlico en la parte científica, y protestada por los seño- 
res Col orna, Sosa y Godoy, que ocupaban y defendían como 
suya ana parte ó el todo del campo mensurado; 

Que citadas catas ú mejorar la protesta, expusieron que ha- 
bían comprado el campo «.-upado, al Gobierno; 

Que oído el Fiscal, este opinó que la cuestión de mejor dere- 
cho al campo salía de las facultades del Poder Ejecutivo; y el 
Poder Ejecutivo proveyó « n-t ha lugar, por estaT bien rendido 
el campo *, loque el señor Quereneio creyó serte favorable, por 
tratarle de la venta de los herederos Kí-is a él; 

Pero que, habiendo expli-acioiies posteriores indicado que la 
venta de que se trataba érala del Gobierno & los demandados, 
había pedido el desglose de los documentos de compra y mensu- 
ra para entablar la presente demanda. 

Acreditada la competencia federal por ser vecino de la ('api- 
tal el Doctor Quereneio, y extranjeros ó vecinos de Kntre-Kíos 
los demandados, estos, después de citado de eviccion el Gobier- 
no, contestaron la demanda pidiendo su rc-hazo, con costas. 

Di jetón: Que de los miamos documentos presentados por el 
actor se desprende que no teñí i derecho alguno al campo en 
cuestión; 

Que suponiendo que ést« huya sido de Domingo Uios, no re- 
sulta ja que los vendedores al Doctor Quereneio eran loa herede- 
ros de aquel; 
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Que según la propia declaración de los vendedores existían 
otros herederos de Ríos, y entro ello* un incapaz, que no inter- 
venían en la venta, lo que la viciaba de nulidad; 

Que el tftnlo presentado como de Domingo R;os, mi prueba 
la propiedad del campo, porque no ditennin» la cosa vendida, 
ó sea su ubicación, tanto más cuanto que niel actor, ni sus ven- 
dedores no lo lian poseído nunca, habiendo ellos, los demanda- 
dos, co u ti n u ¡ido una posesión do más de 90 anos; 

Que tenían, además, sobre el campo un derecho de dominio 
perfecto por la compra hecha ni Gobierno en 1882 ,despues de 
haberlo poseído di?sde 1802; 

Que la acción deducida por el Doctor Querencio era improce- 
dente y no estaba autorizada por la ley. 



* «lio del Juu Federal 



J'.irni ( ;i, Maya 1] ,].> ]K91. 

A prueba por 20 días .sobre el dominio del actor en el campo 
que reivindica. 

Pinto, 



El Doctor Querencio pidió revocatoria y apeló de este auto, di- 
ciendo que le desfavorecía, porque él no había demandado por 
reivindicación, ni cuestionaba un dominio que no tenía, porque 
no estaba en posesión, Binó quién tenía mejor derecho al campo, 
si 61 ó los demandados que habían comprado á quien no era 
dueño, mientras él había comprado á los que habían adquirido 
la propiedad. 

Que con ese auto se le saca de la cuestión desde que se le 
obliga ájustilicar el dominio á que no se refiere la demanda. 
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Básaos Airt-s. Agesto 1N «u- lsn|. 

Vistos: Xo siendo apelable el auto recurrido, según los térini- 
■nos del articulo doscientos >iotede ta kj nacional de Procedi- 
mientos, mi ha lugar ál recurso interpuesto; y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

s. jie la TimitE. - luis v. 

VAl'.hl.A. -AREL B.\ZA>. 



< MM *4 i.\\§ 



El Ferrocarril Central i r íf entinó contra don Urbano Turres; 

U(i/}tr expropiación 



Sumario.— Siendo equitativa, debe aprobarse la avaluación 
hecha por el Juez od juicio de expropiación, 
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rallo «Irl i«» »>4mi 

Visto* Jos autos seguidos por el Ferrocarril Central Argenti- 
1,0 contra don 1 >»"o Torres, .obre expropiación 

KesulU: I* Que Don Marcelo T. Bosch se prese » U á foja 
Mete, en representación de dicho Ferrocarril demandando á don 
l rbano Torres sobre eipropiacion de cincuenta y seis mil se- 
tenta metros cuadrados, ofreciendo r or todo precio é indemni- 
zaron, la S u raa de seiscientos pesos moneda nacional; en virtud 
di- esa consignación, piuiú y se le concedió la posesión provi- 
surja. 

a-Qu- habiéndose convocado alas partes, de acuerdo con lo 
tmwm por el articulo $ de ta ley nacional de expropia- 
ción a juicio verbal, éste turo lugar como consta i foja 25, pro- 
ced.éud.sc al nombramiento de peritos, por no Haberse avenido 
las partes a un arreglo amistoso. 

3" Que Iqg peritos se expidieron como consta a fojas 35 y 38 
- sumando, el déla parte demandante, en la suma de quinientos 
pesóse! terreno., y en mil los daños y perjuicios, por estorbarle 
a vía férrea la salida de un puesto de dos piezas.-El perito de 
la d< fensa, por su parte, estima en ocho mil pesos moneda na- 
cional el valor del terreno y el de los perjuicios. 

i* Que en vista de esa disconformidad de los peritos el 
■fuzgado resolví, nombrar uno especial, para que con el Secre- 
tario se trasladase al lugar de la expropiación y verificaran la 
reat.dad de los perjuicios, estimando el especial, el valor de 
estos a¡>í como el valor del terreno. 

5° Que como consta á foja 67, el perito especia], previa la 
"ata ocular de foja 65, estimo en la suma de cinco mil pesos 

moo,da nacional el valor del terreno y los perjuicios por razón 
de la expropiación. 

T. XV 

80 
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» 

Y considerando: I a Que en cuanto al precio del terreno, ios 
datosoliciulesqueel Juzgtdo ha tenido ¡í la vista y que exis- 
ten en Secret aría, el valor asignado para el pago de la i-ontri- 
hacion directa A la l'rovincin, en et año de la expropiación, es 
de ^ñarentrt pesos; pío ueda nacional la cuud - i cuadrada. 

2 o Que á Mía de medida pará lijar el preeiO, tiene fiue estar- 
se al que se determina por la demanda ó al que se baya lijado 
por peí soiuis buenas ó impuestos directos (léase: Fnll»«,série 
segunda, tomo primero, página cuatrocientos veintiuna). 

3» Que lo-? peritos dol demandado y especial, no han estimado 
el valor del campo por separado de l.»s* perjuicios sinó engloba- 
dos el uno con el otro. El perito del demandante Iva estimado 
por su parte én^uioíeutos pesna el valor déla tierra ú expro- 
piar. 

vi" Que siendo este precisen mucho, mayor que et determi- 
nado pava el pago del impuesto >le contribución, c* ju^to y equi- 
tativa tomar en consideracian esto precio, y que el -Juzgado no 
encuentra en los autos razón para vanarlo: por consiguiente 
se lija el valor del terreno a* expropiar, en la suma de qSiüieil- 
to* pesos moni' la naciouul. 

5" Que la indemuiíaciOH debe comprender to«los Uis graváme- 
nes que sean consecuencia ferrosa de aquella y tanto más uuan- 
ilo ocasiona la imperfeceípií del terreno y la segregación del 
m ¡ smo — la propia obra á construir (Véase: Fallos, lomo 
cuarto, página enaltecientes sesenta y cuatro; serie segunda, 
tomo segundo, página t escientes veinticinco). 

G> Que en cuanto á !us daños y perjuicio* provenientes de la 
expropiaron, ellos sonde consideraron y deben estimarse, poi- 
que he se ha desconocido q-ic la vía férrea corta diagonulmen- 
te los dos loies, formando pequeños triángulos que quedan se- 
gregada dé su parte mayor y sin poder dárseles el destino que 
antes tenían. Poique los pasos á nivel no podrían atenuar el 
perjuicio ocasionado en la segregación. 
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7* Que también dobe tenerse prasente que na hunde consi- 
derárselos perjuicios hipotéticos, sinó los que resulten eoiu- 
probadas ó tío contradichos. 

8" Que si se nota exeeder el valor de los daños tusados al 
valor del terreno expropiado , no es de extrañarlo cu el pr< - 
seute cas..; pues .1 valor asignado áia tierra no podría siibordi- 
narse á tos daños y perjuicios, por su naturaleza y por las 
ventajas deque el expropiado se ré priva ¡o, así como la inutiJi- 
zaqion de una pane del terreno y la depreciación del resto. 

9" Que sí en el c,tso ocurrente debiera el precio, lijado al te- 
rreno ú expropiar, supeditar al pé se asigna por daños y per- 
juicios, se tallaría de una mane, a flagrante á I is más triviales 
base-i en que se funda la razón J la justicia* 

10" <íiu_< el .Juzgado cree por confuiente, que éstees uno de 
los «■¡isos.-xft-peionales al superar ¡os daños al valor del terre- 
no expropiado, estinjandoel valor de los perjuicios causados por 
ta expropiarían, mayor que el asignado por precio al terreno á 
♦ -x pro piar. 

Tur lo expuesto, fallo: lijando en la suma de tres mil pesos 
moneda nacional el valor de los perjuicios causados por la ex- 
propiaeioo, que con la de quinient as pesasdé igual moneda que 
se ha lijad o peí el terreno, deberá pagar la Kmpresa del Ferroca- 
rril < entral Argentino, denlro de diez días de ejecutoriada esta 
sentencia, sus interesesy rostas, reducidas éstas A los gastos 
de actuación y honorario de los peritos, con arreglo á lo re- 
suelto por la Suprema- Corta en casos análogos porque se háde- 
positado ¡uenos suma que la qué se manda pagar. Notifíqueae 
i>n el original, regístrese y repóngaselas tojas. 

Dada y firmada en la Sala del Juzgado en la ciudad de La 
Plata, á los cinco día> del mes de Noviembre del año mil ocho- 
cientos noventa. 



Mariano Si de Aurreco ehéa. 
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Folla de I» Suprema I «rte 

Rueños Aires, Aí?o!stn atidc 1891. 

Vistos: Siendo equitativo tanto él precio lijado por la senten- 
cia apelada á tos cincuenta y seis mil setenta metros cuadrado 
de terreno á expropiara . como ta indemnización de dafnia y per- 
juicios fijada por la misiiui sentencia, se confirma ésta, y re- 
puestos los si'ltos, devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOMCA. -C. S. DE 
LA TIÍHRE. — LUIS V. VAIIELA. 
— A DEL BAZA?¡. 



fhm Isaac H. Lecuona contra Coltet y Uambí, por cobro de petos; 
sohmtfafcrtú teyal en ¡a dematMa* 

Stwiario.—]*n omisión de partidas en la cuenta acompañada 
áta demanda, n-> constituye defecto legal en ul modo de propo- 
nerla. 



Caso.— En 31 de Enero de 1801 1 Don Isaac Ii. Lecuona se 
presentó al Juzgado Federal de la Capital exponiendo; 
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Que lo.s señores Tomás y Adolfo Collet y Agustín Llambí, socios 
cié lu razón Collet y Llambí, le liabííin encargado la refacción de la 
casa en que dichos señoría tienen su establecimiento tipográfi- 
co, en la calle Huleare* entre Moreno y Alsina, siendo condición 
de que la obra debía st r hecha por él á comisión; 

Que en tal concepto principió y terminó las obras pagando el 
importe de los materiales en su mayor parte, alo* operarios y 
demás gastos, todo por úrden de los señores Llambí y Collet, que 
so recibieron de la casa refaccionada en los primeros días de 
JtayodcISíK); 

Que en 28 de dicho mes, Lceuona pasó á los señores Collet y 
Llambí la cuenta de gastos, importando por todos conceptos la 
suma de 21.524 pesos 52 centavos, do la cual se había abonado 
á cuenta la df 9000 pesos, según consta de la copia adjunta, 
cuyo original tienen los demandados; 

«.¿lie posteriormente á la presentación de dicha cuenta, Le- 
cuooa recibió 2584 pesos, resultando así un Mildo á su favor de 
0940 pesos 52 centavos, salvo error ú omisión, 

Que cu virtud de no haber podido cobrar dicha cantidad, y 
con arreglo a" los artículos 1627, 1036 y 721, Código Civil, de- 
mandaba ú los señores Colleft y Llanibi por el pago de la suma 
pesos 52 centavos, intereses)* costas. 
Acreditado el fuero federal por la distinta nacionalidad de las 
partes, y conferido traslado de la demanda, loa señores Collet y 
Llambí dijeron: 

Que Lecuona había sido un simple comisionista, y no un ver- 
dadero constructor, según él mismo lo dice, y en tal caso su 
derecho estaría limitado á cobrarles una comisión por su tra- 
bajo de dirección; 

Que sin embargo incluye en la cuenta partidas ae jornales, y 
de cuentas i pagar, de lo que debe deducirse que ha satisfe- 
cho por cuenta de ellos esas partidas, y toma a su cargo las 
cuentas impagas aún; 
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Que ellos no se negarán á abonártelo q«t- hubiese desem- 
bolsado, poro tienen derecho á" exigirle la cuenta detallada fie 
los gast os para súber hasta donde son responsables; 

Que según la demanda, la cuenta pesada en 28 de Marzo de 
18ÍH), quedaba reducida á 12524 pesos 52 centavos, por haber- 
se satisfecho 9000 pesos y con posterioridad fué disminuida de 
2584 pesos, por pagos hechos en diferentes fechas; 

Que sin embargo verificando los asientos respectivos no es 
posible formar la cuenta que el actor indica, confundiendo, sin 
duda por error, la suma q.ie confiesa haber recibido con la en- 
trega que por valor de 2453 pesos le hicieron en 2*J de Octu- 
bre de 18ÍK) con el impone de un terreno que para ese fin ven- 
dieran de acuerdo con elacreedur; 

Que nada (le esto habría pasado si Le c non a hubiese Consig- 
nado en la cuenta, las cantidades entregadas con posterioridad 
al 17 de Mayo, pue-to que así no se hubiera operado la confu- 
sión que los inhabilita por el momento para apreciar el alcance 
del dereelioqiie se ejereita por la demanda; 

Que en su consecuencia, mientras no se subsanen ^dificul- 
tades enumeradas, un ¡medí n contentarla, y oponen la esc ^icion 
de defecto legal en el modo de proponerla. 

Conferido traslado, Ucuona pidió el rechazo de la excepción, 
con costas. 

J>¡jo: Que lita rosones que aducían lo* demandados concernían 
más al fundo del asunto, que ¡í la forma; 

Que no se alegaba la falta de i-. ¿una de las circunstancias 
que podían fu miar la excepción opuesta; 

Que oponían no haber-ve consignado un ja cuenta las cantí- 
dades entregadas después del 1 íl de Mayo de 1090, sin tener 
presente que la rúenla presentada es copiado la original que 
ellos tienen desdi* 28 de dicho mes, y han reconocido desde 
que entregaron con posterioridad cantidades que no habrían 
pagado si hubiesen tenido inotivude impugnarla; 
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Que ellos habría» debido afirmar y detallar fie un modo con- 
creto i' miles fueran las entregas bochas con posterioridad, ha- 
ciendo cut linces ii un verdadera excepción perentoria, en lugar 
de ln dilatoria opuesta; 

(¿ue no adoleciendo la demanda de ninguna omisión de los 
requisitos establecidos por el artículo 57 de la by de Proce- 
dimientos, los señores Collet y Llambí estaban óblenlos ¡i 
contestarla der echa mente. 

Fttll» del Jurx ■ >«!«• r»l 

Itwrios Aires. Abril 33 de 1891. 

Y vjstos: Por las consideraciones aducidas en el presente es- 
crito, que el Juzgado los considera arreglados a derecho, y re- 
saltando Ojie la demanda reviste todos bis requisitos preseritos 
por el arlícul» 57 de la ley do Procedimientos, no ha lugar ■& la 
excepción de defecto legal opuesta por los demandados, quienes. 
qq su consecuencia, deberán contestar derechamente la demanda 
en et término legal, y siendo á su cargo las cu^ta> de este inci- 
dente, 

Andrés f't/a triza. 

rallo «I* Im Muprem» t'orlr 

Hílenos Ain'ü. Agosto :KMn iHftl, 

Vistos: Por sus fundamentos» se confirma con rostas* el auto 
apelado de foja veinte y dos vuelta; y repuestos loa sellos, de- 
vuélvanse. 

BEIUAAIM VlCTfmiCA. — Q, S. Ü¥, 
LA TiHUttL —Mis y. %'AI1ELA. 
— AUEL ÜAZAN. 
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« AITHA < C I, 4 VIII 



/.« Municí/uifidud de ta Capital rontra tkfflá Luisa Carranza 
de Itotlrii/uez, por desistimiento de juicio de expropiación; 
sobre costas. 

Sumario. — El expropiante que desiste del juido de expro- 
piación, debe pagar las costas causadas en él. 



Vaso,— La Municipalidad de la Capital entabló contra doña 
Luisa Carranza de Rodríguez, en 29 de Noviembre de 1890, un 
juicio do expropiación de parte de su casa calle Victoria núme- 
ro..., parala avenida 25 do Mayo, con arreglo á la ley de 31 de 
Octubre de 1884. 

Tramitado el juicio, con el comparendo de las partes, y las 
pericias, la Municipalidad, con fecha 17 Noviembre de 1891 , pre- 
senté escrito desistiendo de la demanda, y pidiendo se dejara 
sin efeclo el juicio, archivándose el expedienta. 

Falle 4*1 Jhm Federal 

Huí-nos Ai rus, Marzo 1U d¡; l*yi . 

Téngase por desistida la presente acción y en consecuencia 
archívense los autos. 

t rjurriza. 
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La señora de Rodríguez dijo que no podía consentir en que 
cnel auto anterior no se declarara!] de cargo de l¡i Muni'ipali- 
dad las costas y gastos que bahía pausado, como correspondía 
contra todo actor que desiste de la demanda; y p»r esto apelaba 

relación de dicho a ato. 



Aillo del Jiicx tVderml 

Buenos Airtí> Abrir 11 «k> 1M91. 

No habiéndose hecho declaración alguna en el auto recurrido 
respecto á los gastos causídicos, no ha lugar al recurso de ape- 
lación interpuesto, f pida esta parte lo que corresponda. 

Ugarriza, 

ralla de %m Suprema Carie 

Baenos Aires, Agosto de lwoi. 

Vistos: Siendode ley el pago por ta Municipalidad deman- 
dante de las costas causadas en este juicio, atento el desisti- 
miento que ba hecho de él, con aceptación de la parte demanda- 
da: se declara que son de cargo de dicha Municipalidad las cos- 
tas referidas, quedando en estos términos mcditicado el auto 
apelado de foja veinte y siete vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

BES JA MIS VlCTOlUCA.— C. S. DE 
LA TOItKE, — LL'IS V. VARELA.— 
AOKL BAZAS. 




CAIN* ««XXIX 



¡ton Emilio Vnrrm eaíiíMífóí) fhwtnnMtuttilltt^wrnntt^iiitn-'i- 

to tic rnntfuio: wftteprwhm 



Suntttrit*.— Ks imptitíibUí ¡í la partí' que n<» presentó ta lista 
<te testigos, Í'i no recepción de la prueba testimonial dentro del 
término. 



CaiOs- Vñ 7 dtí Octubre Je i8!H) Pon Ivmilio Correa se pre- 
sentó ante el Juzgado federal de Catam a rea, exponiendo 

Qrifl habí a otorgado una boletn de venta de una casa, á favor de 
lion Kanioii Mantilla, quien se comprometió á pagar él precio al 
contado, dándole un cheque ú cargo del Hamo Provincial de 
i a tama rea; 

Que Correa descmitócl cheque en el Bañen Nacional de Chi- 
lecito y éste remitió la letra al Banco Nacional de Catara arca 
para su cobro; 

<¿ue el Banco Provincial no aceptó el cheque, ni lo pagó por 
no tener Mantilla fondo* y sel deud-r de dicho Banco, y que -1 
Banco Nacional protestó la letra» liabLndo (lebido Correa pagar 
el cheque, causándosele grabes perjuicios; 

según el artículo «16 del Código Civil, era aplicable el 
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artículo 005 en mi i'ilt ¡ma [«¡irle, es decir la reseicitm Jul coníi si- 
to con más los danos y perjuicio*; 

Que un obstante entablaba demanda contra Pon llamón Man- 
tillu para que se le ordenase el cumplimiento del contrato y él 
pago de daños y perjuicios, conforme á la cuenta que acompa- 
ñaba. 

Acreditada la competencia del fuero federal por la distinta 
vecindad de las partes, y conferido traslada, Mantilla dije: que 
estaba conforme con la re».:i si ii 11 tkd contrato, mas no con los 
ilaños y perjubtos, alegando que el cheque debía ser cobrado en 
el Hanco Provincial en Tinogasta, que le habría pagado con de>- 
CUentO de la comisión. 

Abierta la causa ¡i prueba, la parte de Mantilla presentó un 
interrogatorio p.ira examinara SU tenor, ó testigos que ofrecía 
en Tinogasta, 

YA Juez mandó recibir bis declaraciones, señalando la audien- 
cia del 15 y 20 de Knerode 180 I. 

Mantilla pidió prórroga del término y solicitó se cometieran 
las declaraciones al Juez partidario de Tinogasta. 

El Juez accedió por auto de 26 de Eneró de 18Q1 . 

En 25 de Abrilde I8!M el Secretario dió cuenta de baber ven- 
crio el término probatorio, 

Maní illa, en Abril ti. dijo que no se había librado basta entón- 
eos el oficio al Juez de Tinogasta; y que habiéndosele notifica- 
do el día auti rior que los autos estaban en la olinna para ale* 
gar, pidió, de conformidad á la doctrina estable -ida en varios 
fallos de la Suprema Corte, se suspendiera la publicación de 
pruebas y se mandara cumplir la órden de 2(i de Enero. 

El Juez mandó informar sobre la fecha en que venció el tér- 
tuino, lafec'-a en que se decretó la recepción de prueba en Ti- 
nogasta, y por qué no se libró la orden de la referencia. 

El secretario informó: 

1 o Que el término de prueba venció el 28 de Febrero de i89l ; 
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2'' Que ol decreto de la recepción de la prueba en Tinogasta, 
fué oí 26 de Knero J80I; 

3" Que la causa porqué no se libróla urden, fin' porque Man- 
i ¡11» no reclamó la expresada providencia, ni proveyó el papel 
hellad.i para su reducción. 

Para mejor proveer, el Juez dió traslado al actor, y éste 
se opuso, por no alearse ui probarse causa justificada, y dijo 
que Mantilla no había presentado en Secretaria la lista de tes* 
tigos, por cuya razón ei secretario no despachó Ja nota. 



Fulla drljur» IXrMl 

Caumar^a, Abril ¿í oV ÍB8U 

Vistos y considerando: í* Que las diligencia»; de prueba que 
se solicitaron y decretaron coufi cha 25 de Enero, no s< ( han des- 
pachado porque la parte inleresada no lo reclamó como era su 
deber, según cwista de la diligencia de foja. . porque son las 
partes interesadas lasque deben despachar i la campaña los 
oficios para las actuaciones de prueba, no habiendo en el cuso 
actual dado ni siquiera el papel correspond ¡ente, ¿ii aun pie- 
sentado la acta de testigos que se ofrecía. 

2'ijue el término de prueba venció el 28 do Febrero y el 
secretario, con fecha 2 de Abril, recién puso el certificado cor- 
respondiente, habiendo ¡aparte, de Mantilla p resentido se recién 
con fecha (i del corriente, pidiendo se despachara á Tinogasta 
los olidos para la recepción de pruebas decretadas en Knero, 
cuando ya el término probatorioestaba vencido con exceso, lo 
que importa reabrir el término do prueba* 

3* Que no siendo imputable al Juez ni al secretario, sitió á la 
misma parte interesada el que no se baya despachado á Ti- 
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nogasla hi nota correspondiente, y no habiéndose reclamado por 
otra j.arte su envío .turante el término de prueba, no &ii n apli- 
cable al caso sub-judice los fallos de la Suprema Corte que 
se inmma por la parte, no ha lugriT a lo solicitado. 

F, C. í'ttftíi'roa. 



I «II» ilr t*» Mu|irriiiii t'nrlr 

Buenos aí¡re>í Agoitri íío dú 189}. 

Vistos: dependiendo del hecho del demandado e) no haberse 
producido oportunamente la prueba ofrecida por su parte, en ra- 
m de no haber presentado en ta oportunidad debida la lista de 
testigos que debían ser examinados, so confirma, con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta y dos vuelta ; y repuestos los 'se- 
llos, devuélvanse. 



MttJAHIN VICTOHIííA,— C. S. HE 
LA TUIIHE.— UIS V. VAHELA. 
- ABRI. HAZAS. 
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« AI NA ií LW 



Contra Sebastian Tomasani. pur ({'tic&m fraudulenta; ¡robre 

eximdiciou 



Sumario. \ YA del ¡tu df quiebra fratlduletltu, es (le los que 
autorizan el pedido ti-- < xiradieinn. 

2" No os necesario para admitir el pedido de. extradición, el 
d^spaeho rogatorio d- bis Tribu ríalos rófliitífltítes. Basta él t^s- 
timmiio autorizado de la re-oltieion ordenan Iti la extradición 
emanada del Tribunal competente. 



tVtóo."—Lo explica el 



i'ali» del Jitrx l->«ler»t 

Itncnos Aires, Julio IT iU* \HHl. 

V íiatos: éstos autos iiiiciadospor requUiebuidt 1 Ministro de 
Italia, soíiisttaaiiii ta detención preventiva del Mibdito italiano 
Sebastian Tomasoni, baju la acción de un decreto de prisión ex- 
pedido por la* autoridades compelí ates de ¡>u paiá, por razoi de 
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quiebra fraudulenta, y cotí promesa ile pteséiitaT, Afutro del 
h'rmino sWialadopor lfl« leyes He la República, los justiüVati- 
tus necesarios para fundar mi so licitud do eltf adición; pidiendo 
al misino tiempo, el embarco v detvHciun en la Aduana da diez 
y nueve bultos de mercaderías, expedidos porTomasoni por el 
vapor cYitioria* ¡i la ^asignación de Manos Vendrami- 
nelli. 

Considerando : f'Que baM|n4osO provisto oportunamente á 
las medidas preventivas de la requisitoria del Ministr de Ita- 
lia, fué, en.su conafloueaciii, reducido A prisión Toma^oui, oída 
su dedaradon, de acuerdo ¡il artículo G53 del Cfidigu de Proce- 
dimientos (resultando justilicada la identidad de su persona) 
y detenidas las iiiercaderiiis nnbai Hadas en la aduana. 

a** Que dentro del término legal, se presentaron las piezas 
justilicaMvasde loja 33 á foja resultando de ellas que lus 
Tribunales competentes dePadua, á (adido de vanos acreedores, 
han elasilieado de fraudulenta ta quiebra de SebasttanTuma- 
soni, en razón fie su fuga con abandono de sus créditos y sus- 
tracción de mercaderías en perjuicio de la masa, proveyendo 
en eon-ecui neia á su prisión. 

a Que los ¡ir líenlos del Código Italiano aplicable al caso en 
cuestión, y en l<»s que ¡Je funda la declaración de la quiebra, y 
autorizan la prisión de Touusnni, se. encuentran citados y 
transcritos á foja 2$, en cumplimiento del artíeulo tt"i1 de nues- 
tro i'údigu de Procedimientos. 

A° tjue i-l deliiode quiebra fraudulenta vs del número de los 
comprendidos en ti artículo (J ifi de nuestro Código de Prouedi- 
in ¡e u tos, y más aún cuando, entre los motivas determinantes 
de la elasilieactoii de la quiebra, se encuentra la ocultación ó 
sustracción fraudulenta ála masa. 

5" Que los fundamentos de la defensa, consistentes en no ba- 
bero: llenado, en la solicitud de extradición los requisitos exi- 
gidas por loa artículos 051 y (553 del Código de Procedimien- 
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tos, por cuanto no se encuentra entre los documentos agre- 
gados á «la requisitoria, el despncho rogatorio da ¡os Tribu- 
nales de Italia ¡í lo» He la lie ¡h'i Mica, no son aceptables; porque 
este despacho en la forma precisa que lo exige la defensa, no se 
encuentra espresado en los artículos citados; mientras que á fo- 
ja se encuentran, en perfecto ::euerdn con nuestra ley (artí- 
culo GM). Código de Procidiimentos) la resolución que la Corto 
ile Apelación de Venecta expide ordenando la extradición 
de Tomasoni: resolución tomada, como el mismo documento 
lo expresa, á pedido de los Tribunales de i'adua, ante quien 
pende la causa de Tom.asoni> 

Por estos fun lamentos, y de acuerdo á lo pedido por el 
Proeurndur Fiscal, declárase babor lugar á la extradición., á 
título de iveiprocidji , pedida por el Minia tro de Italia con- 
tra 1 1 siihililo italiano Sebastian Tomasoni. como igualmen- 
te a poner á disposición de los Tribunales Italianos, que co- 
nocen do la cansa de quiebra, los diez y nueve bultos de 
mercaderías detenidas en embargo en la aduana; en su ranac- 
cuenciay de acuerdo al artícnln 659 del Código de Procedi- 
mientos elévese original este expediente al Ministerio de lie- 
lac iones Exteriores, común tquese a la Aduana y hagas*- saber 
y notifíquese original. 

,1 mlrrs l'tfttrriztt. 

VISTA UVA. SESOIt rnOCL'RAIMIII GOKIUL 

IIumios Aír.-s, Agnsln T <)r ]KUl. 

¡iitprema forte 

YA defensor de Sebastian Tomasoni, sólo lia opuesto contra 
la sentencia de foja 100, que acuerda ta extradición solicitada 
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por S. K. el Señor Ministro de Ital a, la falta del exhorto que 
contenga tal solicitud, dirigido por los Tribunales de aquella 
nación á hi Ue esta, pretendiendo que tul es liorto es exigido 
¡tro forma por ios artículos Ü5I y (>G3 de nuestro Código de 
1 'roe el i míen tos en lo criminal. 

No cr o que esta oposición esté legal mentí* fundada. 

Kl artículo 051 citado eiige que ta comunicación en quo s«- 
solicite la extradición vaya acotn puñada, entre "tros recaudes 
coi* un «testimonio literal del auto que decrete esta diligencia» 
(tu de la extradición); y tal auto judicial, que en este caso lo 
constituye el de la Corte de Ve necia, corriente ú foja Üíi y tr¡i- 
dm-ídoá foja lia sido acompañado por el señor Ministro de 
Italia, 

I-a disposición del artículo 051 se encuentra, pnes, cum- 
plida. 

Kl articulo OUíi, también citado, dispon"* que: 'los exliortos 
entunados de una autoridad extranjera competente en mate- 
ria criminal. n»> política, se introducirán por la vía diplomá- 
tica y serán transmitidos á tas autoridades judiciales compe- 
tentes». 

lista dispuso ion permite, no exig.*, que la autoridad judicial 
extranjera pueda librar un exhorto ¿ nuestros J ü eeei ó Tri- 
bunales, en d'-ruauda fíe extvad leion; y para tal caso, Ordena que 
tales exlmrtos deban % >i introducidos por la vía diplomática, y 
no de Juez á Juez. 

Concordando este artículo con la disposición del ti51, se ob- 
serva fácilmente que nuestra Ley de Procedimientos tí xi*<e sola- 
mente qu toda petición de extradición tenga por liase indis- 
pensante, un acto ó resolución judicial de un Tribunal 
competente extranjero; y una resolución emanada solamente 
del pudor po litio i que ia solicite, evitando así, que ella pueda 
ser acordada en otros caso-, que en los admitido-! pur la prácti- 
ca uniforme de las naciones < artículo IHG, filtra inciso). 

T* W ja 
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Por esta* consideraciones, y las ex p rus ¡idas en la sentencia 
apelada, soy de opinión que ésta debe ser confirmada porV. E. 

I titanio E* Main ver. 



Fallo ttf Ia *m ¡irruía « ortr 

lineaos Aires. AgOSlO 'Ji üi; 18ftl, 

Vistos: Pur sus fundamentos y de coiifonuiilad ion lo cspiios- 
t«" y pedido por el señor Prnuiirador Üeueral: so confirma la 
sentencia apelada de foja ciento cincuenta y cinco; hágase sa- 
ber y dfTuélvasi'. 

ittNjAMis vi(rri»nif.A.— o s. t>e 

IA IIIKIIK. ABEL HAZAS. 



< WSi <<I,\\I 



("mitra ilon Tomás XI. Barty got¡ro$ t ¡lúr sttstiurriint de ntvrrade- 

Hm de los depósitos aduana; íqUm desglose démtuaeíoaes, 

Sumario. — No procede el desglose (le actuaciones que forman 
parU- integrante y elementos necesarios del proceso. 



Mi^HE^^^^HNMHI^HHNI^^HII^HHBHII^V^H^HiHI^BSHHI^HB 



DE JUSTICIA \ACIOSAL 



Cnxu.~l») explica la siguiente 



illli;ií>\ 



Señor Juez Federal: 

Domingo Toro Zelaya, defensor de l>on .luán Iioland, en el 
Mimado seguido contra don Tomás M. liarry y otros, ante V. 
S., como mejor proceda, digo: 

Que al hai erme cargo de la defensa del señor K o latid y pt$* 
ceder al estudio del expeliente, rae he encontrado con que se 
aglomeraron á enjuicio actuationes y procesos extraño* á la 
causa iniciada con motivo del parto do la administración do 
Aduana de fecha (O de Octubre da IHKíly que origino el expe- 
diente titulado «liarry, Don Tomás M„ sobre sustracción de 
mercaderías». 

Desde la foja 47 » foja 08 de este expediente figura un su- 
mario formado ante la misma Aduana referente á 3 cajones 
encontrados en infracción y que venían consignados ¡i Don Ha- 
mon Duffoai y F. Hernmnn. 

I>e la misma manera >e lia anexado el espediente que tiene 
por carátula ^Sumario contra los gualda almacenes pon Ma- 
nuel J. Sarmiento, José M. Nie res y otros, por faltan los depó- 
sitos números ¿2 al 50 de varios cajunes de mercaderías-. 

Esta aglomeración de distintos procesos estaría justificada y 
por ello procedente la petición liacal de foja 72, si sieudo 
una la causa originaria del proceso, fuera!) también unos mis- 
mos todos los procesad us, 

Pero en nuestro caso, señor Juez, cuque sólo está acusado 
mi defendido por imputársele participación en los hechos que 
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denuncia el ¡miedo foja I de fecha 10 de Octubre ile 1889; sin 
que ningún otro cargo se halle formulario en su contra respecto 
;i las piral dos do ii uncías de la misma Aduana, y aglomcrarios 
á aquella en virtud de lo pedido pur el señor Fiscal á foja T k 2, 
no es posible que consienta por mi parte en ta referida aglome- 
ración de procesos extraños en t-v sí. iniciados en ocasiones di- 
ferentes y contra un crecido número de [personas, que ni direc- 
la 6 indirectamente figuran como ¡nitores ú cómplices en esas 
causas anexadas. 

Tal agí uniera*- i on afecta ú perjudica ¡i mi defendido, des tra- 
je la contingencia misma rio la única acu-*aci«m pendiente y 
trae, por último, perturbaciones Ala defensa, desde que ni es po- 
sible comprender la misma aeit saciña Fiscal, ruando pide la 
pena de comiso contra varios de los acusad os sin que determine 
con precisión de qué comisus »e trata y cuál sea, en fin , la mer- 
cadería penada por esa misma acusación . 

En esta virtud á V. S. suplico, se sirva haberme por presenta- 
do pidiendo el desglose de las dos pausas que se acumularon 
p»r pedido del seiiur l'roeuradur Fiscal, de foja 72, ja que 
ellas, por ser procesos diferentes y distintos Icrs acusados, no 
tienen relación alguna con la causa que se ventila, con ocasión 
del parte de foja 1 de fecha 10 de Mctubrt- de 1880 y que luce 
en él expediente caratulado *Harry, Don Tomas M. etc.? Pido 
ú V. S. ordena que esta solicitad se tramite como artículo de 
préviu y esp nial pronunciamiento. 

Ks justicia. 



/>, Tam Zeiaya . 
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t'ltllnilrl Jun K*<ler*l 



Tratándose de resoluciones conocidas y consentidas por esta 
parte, 110 ha lugar á h solicitado. 



SttftiviHit Corte: 

A foj;i IH, a utos corrí cutí- s, el defensor de Juan B. líoland, 
solicitó el desgloso de las actuaciones que indica, formando de 
esta petición artículo de previo y especia! pronunciamiento; y 
por haberle sido denegada por la providencia de foja H2 vuel- 
ta, dedujo á foja \\A lettf recursos de reposición y de apelación, 
de los que, el último le ha sido otorgado para ante V. E. 

El articulo 443 del to tigo de Procedimientos en lo criminal, 
señala las únicas excepciones ó articulaciones que pueden pro- 
ponerse en forma de previo pronunriamietitu; y entro ellas (ja 
lisura la deducida en el esotíto de tuja iii. 

Bastaría esto para que la enunciada solicitud se declarase 
improcedente. 

Pero el señor Juez Federal lia fundado su denegación á foja 
1 12 vuelta, en el hecho de que trataba de dejarse sin efecto, 
«resoluciones conocidas y consentidas» por la parte peticio- 
nante; y así resulta efectivamente. 



I'tftit" iza. 



VISTA DEL SESOH PltOCUIt AÜOh CESKUAI. 



Btienos Aires, Agosto 10 de 1$BÍ. 
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El escrito de foja 111, en fue se forma la articulación (tone- 
gada, lleva por ficha de su preso litación la de 27 de Mayo ñlti- 
timo, según !a noli del sern-tarindo foja 113. 

Pero» en 5 do Diciembre de 18ÜÜ. se notificó al señor l'rocu- 
rndor Fiscal haberse proveído la agregación solicitada por él 
{ío'jú 72); eu 21 de Huero, Rolam! pidió, por medio de su defen- 
sor el Doctor Pouce, se le entregaran los autos; los que le fue- 
ron entregados en ta misma fecha, según consta de la notifica- 
ción y diligencia linnada por él á foja 81 vuelta. 

De suer toque, desde el 21 de Enero del corriente año, « I 
defensor de Koland liene conocimiento de ia acumulación or- 
denada á foja 72 vuelta; y no es posible entonces admitirse con- 
tra ella una reclamación ojia recién se presenta en 21 de Mayo 
último. 

Por estas consideraciones, creo í[ue V. K. debe confirmar el 
auto apelado. 

Di fon i o )hturrr. 



Ful lo de I» Si|irriiiH (orle 

BuCUOS *in-s. Vgoslo 20 de 1801. 

Vistos: No procediendo el desglose solicitado á foja ciento 
once, por fnrmar parte integrante y elementos necesarios de es- 
te proceso las diligencias de su referencia: se con tirina con 
costas el auto apelado de foja ciento doce vuelta; y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

RESJAM13 VICTOHICA .— C. S. DE 
LA TORRE.— AREL RAZAN. 
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€ AI NA < < rwn 



fil Fisco Nacional contra ífanteijazza y C"; tutor* f ¿osificación 
th' firtirttlw ij />(un> tlv (hftlfs tít'rtrttus. 



Sumario, -i" Las rurstituies sobre clasificación de artículos 
Miji-tos ¿i derechos de aduana, son de la exclusiva competencia 
de la Dirección de lientas. 

2" Kl recurso que se interponga do la resolución administra- 
tiva, fundad" en el mor de la elasiliraeion, es improcedente. 



Caso, — Lo explican los siguientes partes 

Bueno* Aires, Setiembre S de iw*". 

Al señar Jefa d? vistas: 

Comunico á Vd. qne los señores $, Mantegaziaj C\ han pedi- 
do i despacho, entreoirás mercaderías, 300 cajones de vino 
espumante de cidra con 12 botellas cada cajón, del vapor «Ado- 
no>, procedente de liurdeos, entrado Octubre :ti, maniliesto 
58,853: verificado su contenido en el día de ayer, á la una pa- 
sado Dier ¡diario, en los depósitos de Lanús, resultó ser vino 
Champagne, cuyas botellas vifn.'i] sin etiq.net i con el propósito 

i 
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de ponérselas aquí. Derechos pesos 8; derecho específico 25 
centavos. Por tanto y de acuerdo con las Ordenanzas (1 28 y 
930) he suspendido el despacho. 
Dios guarde a Vd. 

A. Arnztiytti. 



BuCnOa Aire-. Noviembre 19 de ^ 

Señor Ji'fi' rfc vistas: 

Kemilo una botella de Champagne de muestra* debiendo ha- 
cer presente que lo que los señores Mantegazza quieren pasar 
por cidra es el Champagne que venden eou la etiqueta de tHen- 
ri Clicot», como he tenido la oportunidad de hacerlo ver al se- 
ñor Jefe y puede verseen todas las confiterías y almacenes de 
esta ciudad . Además, hago nntorin el valor de lo que se pre- 
tendo pasar por eidra y que así lo aíirraa la factura hecha á 
placer presentada por Los señores Mtintegazza, cuyo valor so^uu 
su declarai ■ion es de once pasos oro, ú sean t reinta y tantos pe- 
sos papel, que no hay cidra que pueda valer. 

it. \rozlctjtti. 



llEsOLLTlOTV HE LA IIIHECtUON III. HENTAS 

Jltii rius Aires. Febrero .'i i|»; \ti?Jl. 

Kxaminada la muestra de vino y oida la opinión de varios co- 
merciantes del ramo, la Dirección Tcsuelve: Clasificar bajo «1 
número Trecientos trece (313) de la Tarifad el ano 1890. 



I>B JUSTICIA EUCtOIUL 329 

A sus efcetos pase á la Aduana de la Capital can la muestn 
acompañada. 

Saravia. 

«KSOLLC1UK IíK LA Al II ANA 

Visto la ti suelto por la Dirección Kencral d-- lientas y con 
arreglo al artículo 930 de las Ordenanzas de Aduana, resuelvo 
se paguen dobles derechos, sobre la diferencia del valor entre 
vino espumante de cidra que so pidió A despacho, y vino Cham- 
pagne embotellado quu resulto de la verificación practicada. 
Hágalo s¡ib. : y pase a la Contaduría á sus efectos, y reposición 
de sellos, 

S. líaihicne. 



F»tl« dtoIJuex Federal 

Buenos Aires* Jimio ¿o ilt* 1891. 

Y ristos: resultando di-l informe de foja 5 expedido por la 
Dirección de Rentas que ésta ha declarado que al artículo soli- 
citado ;i despacho corresponde el número 313 déla tarifa del 
ano I89U; que según los artículos 135 y siguiente» de las orde- 
nanzas de Aduana, toda duda entre ¿I comerciante y el vista so- 
bre la partida de tarifa correspondiente il un artículo debe ser 
resucita por la Dirección General de Aduana, siendo esta reso- 
lución obligatoria é inapelable, circunstancia por la cuales inú- 
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lil recurrir al examen químico que se solicita en el escrito que 
antecede; siendo, además, esta operación completamente inútil, 
pues él solamente podría dar por resultado la clasificación téc- 
nica «le ia substancia examinada y no la do la tarifa, que es la 
que corresponde averiguar; que según el artículo 1070 de tas 
ordenanzas la substanciación de la apelación ante el Juzgado Fe- 
deral queda terminada cun un escrito de cada parte, no podien- 
do aceptarse otro género de prueba ni substanciación ulterior. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo a los de la resolución 
de Aduana de foja 5 vuelta, no haciéndose lugar al nombra- 
miento de químicos analistas, se ton firma la resolución ape- 
lada y en consecuencia devuélvase este expediente á la Aduana 
para que lleve adelante sus procedimkntos, etc. 

. I mirrs Vgarriza, 



1 ni lo o> In ttupremn Corle 

Jim-nos Aires. Agosto 12 di- lKHü. 

Vishis y considerando: *.¿ue atentos los términos de los artí- 
culos ciento tieitita y cinco y siguientes délas Ordenanza* de 
Aduana, todas las cuestiones referentes a la aplicación de la ta- 
rifa de avalúo y calificaron y aforo de mercaderías, se bailan 
exclusivamente deferidas á la jurisdicción administrativa, sin 
que 1' Tribunales de Justicia puedan suspender ni desconocer 
el efecto de sus decisiones di sustituir su apreciación ó ludí- 
otros peritos sobre puntos que han sido ya materia de juicio y 
resolución por parte de aquella. 

Que en estas disposiciones se bailan comprendidas las dife- 
rencias údudasque se susciten lo mismo sobre la especie que 
sobre la calidad de los artículos manifestados, puesenla numen- 
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cintura de las Ordenanzas, la glabra telase, que en dichas dis- 
posiciones se emplea es sinónima de «especie* , usándose una y 
otra indistintamente en todos los artículos di- aquellas en con- 
t ra posición :í «calidad». 

Q«o el solo punto puesto en cuestión en ta presente causa, ha 
«ido el do la clusilicatiou y afrro de tas mercaderías ¡í que se re- 
fieren estos autos, descansando tanto ta resolución de la Adua- 
na como las excepciones del apelante pura y exclusivamente en 
consideraciones relativas á la clase j calidad de dichas merca- 
derías. 

Que dependiendo, en consecuencia, toda la cuestión, de ave- 
riguar el articulo de la tarifa correspondiente á Tas mercaderías 
mauifestadas, son de estricta aplicación al presente easo los ar- 
tículos ciento treintay sietey ciento treinta y ochode las Orde- 
nanzas de Aduana. 

Poi estos y los fundamentos concordantes de la sentencia ape- 
lada de ftija relate vuelta, y de' conformidad con la jurispruden- 
cia establecida por esta Suprema Corte en numerosos fallos y 
entreoíros en el que se registra en el tomu treinta y siete (1), pá- 
gina setenta y dos de sus fallos: <p declara improcedente el recur- 
so inlerpnesto y devuélvanse estas actuaciones ¡i la Administra- 
ción de Rentas puraque llevo adelante sn resolución, siéndolas 
cost;is causadas decaigo del apelante; y repóngase el papel. 

BENJAMIN VLCTOKICA.— «. S. I>£ 
U TORRE.- M ISV. VARELA. 
— ABEL BAZAS, 



1; Tomo 7'. serie :i\ 



,'?32 Fallos DE la slpiieka omite 



fkm Míifueí González contra tfon AtíiOñio Zivünjcn, por Gitm~ 
pHfniénto Úé vontrat»; sobiu* iu/tit/itio» tfoncntl 



Sumario. La ley nacional üV procedimientos no autoriza la 
inhibición general de bienes. 



CfíSO, — 1>. la en usa seguida por d o ir Miguel González cotra 
don Antonio Zwingen, sobre ctimpl ¡miento de contrato, en 
L 2r> de tict ubre ríe 1890, se dictó sentenda definitiva, que 
quedó ejecu tonada en 23 de Noviembre siguiente, por de- 
serción de recurso, por la que se declaró a González obligado ¡i 
escriturar, cuino comprador, un terreno de Zwingen, dentro 
de iO días bajo apercibimiento de quedar rescindido el con- 
trato y pagar danos y perjuicios. 

La sentencia se mandó cumplir por decreto de 20 de Ntviem- 
brede \H<H). 

Suscitádose varios incidentes que demoraron su ejecución, 
la parte de Zwí rigen, en H de Abril de i i, pidió embargo con- 
tra González, y por no conocerle bi. ..es, inhibición general. 

Uijú: que tanto en el procedimiento de apremio, como en el 
ejecutivo que correspondía en el cumpliniitiJito de sentencia, 
procedía el embargo, y que también era autorizado el arraigo 
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con escritura | úbltca ú otra prm-ba fehaciente, como lo ^ra una 
siiuten .ia ejecutoriada, segim i-i iu-Uo 3" artículo 55, ley de 
I'rocediinieutu». 



. ful lo (Ir JtiW-X ► «-«Irruí 

Buenos Üre», vl.rji 11 de LfiSt. 

Bajo la responsabilidad del recurrente y previa canción ju- 
ratoría trábase el i-nibargo que se >uliuita, líbiándos»! al i'fucl o 
los correspondiente- olji 

t tjnrrizu. 



I hIIo dr l« *ii|»remu Carie 

Bueno* Air.-s. Agosto -i i So LVfflL 

Vistos: No procediendo la inhibición general decretada c on 
arregid a la ley nacional de procedimientos, según lo tiene re - 
>uclto esta Suprema Corte en otros cuses, se revoea el auto 
apelado de foja ciento veinte y cinco, y se declara no haber 
lugjir á l;i medida solicitad;! , dejándnse ;i salvo las acciones que 
correspondan al acreedor sobre bien<*s determinados del deudor. 
Repuestos les sellos, de vuélvanse. 

ittMAMiv yi,cfroRtCA.— c. s, he 

U TOHRE. — um V. VAKE- 
I.A. — AREL ISa/A V 
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Kt f'f i-rota mt lísff \rffrntino tunlru Vfark tj Compañía, ¡mr 



Sumario. — Kstipuiadii il lugar del pago, eíte debe d> ■mau- 
llarse ante Jas autoridades de dicho lugar. 



Caso. — La compañía del Ferrocarril ISte Argentino y loa se> 
ñores Clark y compañía celebraron en Buenos Aires, en II de 
Abril ilc l SMS. h d mntralu por conducción de materiales para la 
euiislriiri.'.iun d* 1 l\ rru< arril Nordeste Argentino de Concordia 
á Montea Caseros ói>tbo, por el ruul Clark y compañía debían 
entregar el material «*n C»m urdía, y el Ferrocarril Kste Argen- 
tinu conducirlo A Monte raseros o Ceibo (artícolos i u y 2"), ha- 
bit' ud«>se estipulado en un artículo aiiiciuual que Ciarle y eom- 
pañía di'bj'an eorrer ron Ja .l< se.irga y afiladura de materiales 
en i*l recinto del terreno del Ferrocarril Nordeste Argentino cu 
Monte Caseros pagando á la Compañía del Ferrocarril F-'.c ar- 
gentino el fíele y la caiga en Concordia única mente. 

Clark y compañía se presentaron al Ju/gado Federal de Co- 
rrientes, diciendo que la Cumpa jifa del Ferrocarril Kste Argen- 
tinu bis había demandado ante el Juez de 1" Instancia de Con- 
cordia por cobro de 5<5,70i pesos centavo;, y pesos '15 
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centavos por caenta ci *> iletes; y alegando que et Juez compe- 
tente para couorcr en la demanda era el F-.-'J eral •! o Corrien- 
tes, pidieron que avocara a sí |;i cansa por inhibitoria al Juez 
de Concordia. 

Dijeron: qiK» L-l lo-í eran extranjeros y la compañía demandan- 
te argentina, p<>r >er suciedad anónima, por lo que correspondía 
el conocimiento do la cuestión ú la justicia federal; que según 
vi contrato en virtud ¡Ü$j cual se les demandaba, él lugar donde 
debía rimiplinse, y por lo tauto demandarse, .-u cumplimiento, 
era Monte Caseros, lugar de la descarga de lus materiales que 
eí Ferrocarril Kste Argentino se obligó á transportar desde Con- 
cordia, y lugar donde se daban los certificados para el pago de 
los fletes. 



Fu Mu ti « i Ju«i I Vdrrn! 

•:<>rrtfiil*s, Junto N oV Ixul. 

Vicios: La contienda de competencia por la vía inhibitoria 
dedu. ¡da por Clark y compañía pidiendo se dirija al Juez de i ' 
Instancia de la ciudad de f 'onc <rdia, provincia de Kntre-rRÍOfi, 
para que se inhiba y reinita el expediente furraadode la deman- 
da interpuesta contra di* hos señores por don Oiivcrlíudye, coiu» 
atiintaistrador General del Ferrocarril del Kste Argentino, por 
cubro de pesn>, procedentes de Ib-tes. 

\ eoasídéfando: Que según los términos del artículo adi- 
cional del contrato presentado per el postulante para justi- 
ficar su solicitud, específica «pagando á la Compañía del 
Ferrocarril del Kste Argentino al :, -te y la carga en Con- 
cordia únicamente», se establece eat. gúricumenie que el con- 
trato lebía tener su cumplimiento en Concordia y por nui- 
bigaicnteese es el lugar donde debe Cfigirge el pago (artículo 
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747, Código Civil), sea ante el Juez Federal si *f-s de su 
competencia, como afirma el solicitante ó ante el Juez provin- 
cial. Que por otra parte las acciones que resultan del contra- 
to de tr¡i 11 s por te, y tratándose de caminos «le hierro, como en el 
presente ca*-o, la autoridad competente es l.i j'idii-iul del lugar 
en uue se encuentre la estación de pirtila ú la de arribo (artí- 
culo 205, Código de Comercio), habiendo sido ya deducida la 
demanda en f'oncor-lia, que es donde y desde donde arranca el 
Ferrocarril Kste Argentino. 

Por estos fundamentos, declarándose incnmpetente este 
Juzgado, no líate lugar á la inhibitoria, llágale saber J repon- 
g.isc.- Al segundo otrjsí, como se pide, 

E . A. f ujnttthio. 

VISTA DEL SKSíM PUfiCUlUUOn r;E*EIUL 

Biu-nos AiWí, Julio i ú>- \>u\. 

Suprema Vorte: 

Por los fundamentos del unto apelado, creo qin* debe ser con- 
liriii.i lu t»or A', I. 

Átihmiu /:'. \hihtn-r. 

rnllwdr ';. Knprrm* 4 or«c 

Ht|t-i)Os Airrs. Agosto i;' de lNMl, 

Vistos: Habiéndose estipulad*- pagaderos cu t'oiKordia los Ilu- 
tes, cuvu cobro se demande, y produciendo este hecho la com- 
petencia de las autoridades judiciales de Kntro-Ki-rs, se conür- 
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macón co>tasel auto apelado (Je Toja diez y seis vuelta- y 
repuestos los -sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN V1CTOIÍICA.— C. S. Dg 
LA TOBftE.— LUIS V. VARELA.-— 
AtlEL RAZAN. 



« AUNA (<H\V 



Don Usandro Lloreras contra ¡ton Uotnj //. Salvador (Moten- 
ghii sóbre embargo de una /inca hipotecada. 

Sumarh.-Los actos importantes disminución de valor de la 
lincíi hipotecada, no autorizan el secuestro y doaposesiou de la 
misma. 



'«w.-Don Lisandro Lloverás pidió al J„,* de Sección que 
como medida precauciona!, deeretara embargo preventivo en los 
bienes, acciones, derechos, fundos pertenecientes á los señores 
Salador y León Otiolmghi para garantir su crédito hipoteca- 
no, bajo su responsabilidad y de conformidad coi» los artículos 
552 y «07 del Código de Procedimientos de la Provincia 

Fundando su petición, dijo: Que lo* señores Ottolenghi leerán 
deudor^ entre otro* valores, déla cantidad de doscientos v 
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tantos mil pesos con intereses procedentes de parte de precio 
de las propiedades de ¡íondu que les había vendido, según la es- 
critura hipotecaria que ha presentado ante el mismo Juzgado 
en una ejecución contra los mismos UttolengLi; 

Que el hecho de estar pendiente de la Suprema Corle Federal 
la cuestión de competencia entre el Juez de la Provincia y el 
d* Sucoon con mutivo de la misma ejecución por inhibitoria pro- 
movida por los Ottolengbi, uo impide que el expoijteííte solicite 
con derechoel embarga preventivo; 

Que en l,i seguridad los si ñores üttolenghi, de que uo podrán 
conservarlas propiedades, por carver de fundo.-, y amparados 
porta demora de laejecuciót», han empezado ¿destruir tos fini- 
dos para sacar lucro, corlando grandes cantidades de álamo* 
miev.is, arruinando los plantíos deviñas, destruyendo lo.s alam- 
brados, habitaciones, etc., y 110 reponen las tapias caídas, nt 
cuidan las acequias. 

Para probar los hechos ofreció una información de testigos al 
ti ñor de un interrogatorio que presentó. 

Acreditado el fuero federal, el Juez mandó recibir la infor- 
mación, y producida éste decretó el embargo. 

Los señores Ottidenghi pidieron reposición del decreto. 



t itilo ilrl Jucx lectora! 

San Juan, Junio >¡ik- imh, 

fisto él recurso de reposición iaterptiesto por \>->n Salvador 
Ottolenghi, de la providencia fecha 30 de Mayo del corriente 
ano decretando el embargo preventivo de tas fincas de Zonda, á 
solicitud del acreedor hipotecario Don Usaudro Lloverás. 

Y coustdt-rando: Que el recurso interpuesto está autorizado 
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por el artículo 203, ley de Procedimientos nacíonalei, que dice 
así: «Dentro de tres días, contados desde lanoUÜcacion, la parte 
aquien perjudique podrá solicitar ia reposición de las providen- 
cias puramente interlocutorias». 

2" Que teniendo las medidas precaucionaos por objeto única- 
mente garantizar los derechos dd acreedor que los solicita, 
■■Has deben limitarse á este objeto, sin causar perjuicios inú- 
tiles al dueño de los bienes, contra quien se dictan estas medi- 
das; y en este caso es un perjuicio inútil el que se causaría al 
deudor, señores OÉMcnghi, desapoderándolos délas lincas de 
Zonda cuando el acreedor I leñaría su objeto pidiendo la garan- 
tía que autorizan ¡os ar líenlos ¡i 157 al 3 ICO, ('.'«ligo Civil. 

3 " Que, por otra parte, la Huurtwá Corte en su fallo, causa 
49, 8? sitie, pagina m t lia resuello: <Jue la disposición de la 
ley de Procedimientos déla Capital sobre embargo preventivo 
en su artículo US, inciso *» no está autorizado por la U 7 de 
Trocedimieutos nacionales por consiguiente, si aquella ley na- 
cional no es supletoria de la ley nacional de Procedimientos de 
los Tribunales Ted.-ral.-s, tanipeco Jo stría para el caso pre- 
sente, las loyt-.s de Procedimientos Provinciales. 

Porestas consideraciones, se deja sin efecto la providencia 
reclamada de lecha 30 de Mayo del corriente año, dejado á 
-alvo al señor Lloverás iiacer uso de las facultades que le acuer- 
dan los artículo* citados dd Cúdigo Civil, En su consecuencia, 
precédase aj desembargo délo que se hubiese embargado y can- 
celacion de la lianza rendida, llagase saber con el original y 
ropúngaiiíG los sellos. 



A. Eckegaray. 
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f'all* #r la NuprrniB forte 

Horno* Aires, Agosto ¿2 do 1KU. 

Vistos: No siendo los hechos acreditados por la información 
ti e foja diez y ocho y siguientes, su lición tes por so naturaleza 
A autorizar el secuestro y desposeeion de los bienes hipotecados, 
y dejándose ¡i salvo al demandante las ac iones á qne se refiere 
el Juez de Sección y lasque derivan del juicio ejecutivo pen- 
diente, se confirma con costas el auto apelado de foja cincuenta 
y sieti ; y repuestos Los sillos, devuélvanse. 

BESJA111S VICTOMl A.— C. S. HE 
LA TORRE.— LUIS V. VABBU. 
AKEI. DAZAH. 



Contra Carlos ltt).*t'titha¡ y C* .¡tur n'rttrsn contra una n*$olurton 
de ía átllriinistracion de Aduáiia; sobre pruebas . 

Sumario,— YA procedimiento de Jos recursos ^outra las resolu- 
ciones de la Administración de Aduana, no excluye la recepción 



DE JUSTICIA NACIONAL 



34f 



do la cansa A prueba, cuando la naturaleza do los hecbos alega- 
dos la Laya necesaria. 



Caso. — Lo explica la siguiente 



PETICION 

■ 

Jim-lio* Aires, Khoto Jü dv 1891 . 

Señor Juez de Sección! 

Carlos Roscnthal v C", en ei expediente promovido por la 
Administración de Rentas, sobre supuesta falta de mercaderías, 
á V, S. decimos: 

Que este expediente lia venido en apelación ante V. S. por 
considerar la resolución del señor Administrador agraviante de 
nuestros derechos, á fin de que V. S., teniendo en ctu-nta nues- 
tros alegatos y haciendo mínto de ellos, se sirva abrir la causa 
:í prueba para demostrar , como lo b aremos, que la falta rto es 
la que supone el sofior Administrador, que el cumplido del 
trasbordo na es exacto y que la verdadera falta no es imputable 
A ninguno de los qm- han intervenido en la operación del tras- 
bordo por tratarse de un caso de fueraa mayor que no arroja 
responsabilidad sobre ninguno y por tratarse de un asalto ¡i 
m tno armada. 

Por todas estas consideraciones pedimos a V. S. se sirva pro- 
ver como solicitamos. 
Ke justicia etc. 



C. Hose)tíhat tj C*. 



342 



FALLOS D£ LA SUPREMA COUTE 



r*ll« del Juri Federal 

Bu.'im Airón, Abril Ü de 

Autos y ristos; Estando establecido por el artillo f OTO de las 
Ordenanzas de Aduana fine las apelaciones de las resoluciones 
del Administrador, deberán substanciarse con un solo escrito de 
una y otra parte, después de los cuales queda la causa en estado 
de ser fallada, no ha lugar á la revocatoria solicitada y concé- 
dese la apelación en subsidio, debiendo elevarse cu oficio los 
autos ante la Suprema Corte. 

Andrés i'tjaniza. 



F»llo de In Huprem» t orte 

ííuejiOf Aire.*. Agosto 11 <Jn l8*H. 

Visteis; N'o excluyendo el artículo mil setenta de las Ordenan- 
zas de Aduana, la recepción de la causa A pruiba cuando la na- 
turaleza de los* lu chos alegados la haga necesaria: se revoca el 
auto apelado de foja cincuenta y tres vuelta y se declara que 
expresado agravios por los recurrentes, el Juez de Sección dube 
proveer a las peticiones deducidas según corresponda al mérito 
de los hecho: que se aleguen. Repónganse los sellos y devuél- 
vanse. 

BEMAM1X V1CTOHICA. — C» 5. DE 
LA TOIME. - l US V. VARELA . 
— ABEL BAZ.\?í t 
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lian Hilario ¡trun», contra don Mantón Catre, por cubra ile pesos; 

sobre embargo. 



Sumario. — So puede embargarse la eo^a que está en poder 
de tercero, ni, sin previa citación j audiencia detste, proceder- 
sed probar riue la cosa pertenece al deudor. 



Caso. —Don Julio Tort, con poder de don Hilario Bruno, se 
presentó al juzgado nacional del Oran Chaco con un pagare fir- 
mndo el 3 de Febrero de 1891 por Don Román Caire á la órden 
de Bruno, por 350 pesos pagaderos á los 90 días de la fecha. 

Pidió el reconocimiento de firma, que fué reconocida, y en 
seguida el mandamiento que fué despachado. 

El oficial de justicia intimó el pago, y Caire contestó que no 
tenía dinero, pero ofrecía á embargo un galpón de madera techo 
de zinc, una pieza de madera techo de zinc, unos postes y alam- 
bre, que Torman parte de un potrero, y un corral, un mostra- 
dor, una mesa, otra para la carnicería y algunos tirantes, todos 
bienes que se hallaban en la Colonia Benitez, 

El oficial de justicia no trabó el embargo ¿obre las fosas 
ofrecidas, por habérsele opuesto que estas eran de Costa Molió 
y O, en cuyo nombre las tenían Billetta y hermanos. 
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La parte de Bruno insistió en que se trabara embargo Pobre 
ellas, alegando que si eran de los señores Costa Molió y C«, es- 
tos deducirían tercería de dominio. 

A la negación del Juez, pidió se lu admitiesen pruebas para 
justificar que los bienes ofrecidos eran del deudor. 



i-all» «el J lie» I.rlr.d» 

Kt-sisluida, Junio 15 tic 1801. 

De la diligencia del oticíal de justicia resulta que un tercero 
se halla en posesión délos bienes que se pretende embargar. 

Toda resolución pronunciada sin su audiencia, toda úrderi 
dictada desposeyéndolo de bienes sin previo juicio en que fuera 
vencido, sería atentatoria. 

Por con siguí ente, la prueba que se ofrece no Éienr aquí obje- 
to. 

I'arotlié. 

Ante mi: 

Enrique Cuevas. 
Secretario, 



Fallo d«i Suprem» lirle 

Hílenos Aires, Agosto 35 de 1H91. 

Vistos: Resultando que los bienes ofrecidos i embargo se ha- 
llan en posesión de un tercero, y no procediendo las diligencias 



DE JLST1CIA RACIONAL 



de prueba solicitadas, sin previa citación y audiencia de la per- 
sona contra quien &v dirigen, se confirma con costa» el auto 
apelado de foja diez y nueve vuelta, y repuesto* los sellos, de- 
vuélvanse, 

BEMAHIK VÍCTOIUCA.— C. S. 
OE LA TOIlllE. — LlIS V, 
VA HELA. — ABEL BAZAN. 



t'AUSA 4<XX*VIII 



(¡ardeila y Monss.it oh contra Rovelli y tlmnntmi, por cobro de 
pesos', sobre deserción de recurso 



Suríiaria—Xo mejorándose en tiempo el recurso de apela- 
ción, debí- declararse desierto á la primem rebeldía que acuse 
el apelado. 



Falla de I» Duprt mm Corte 

HueiiOM Aires, Aposto 25 de 1891 , 

Por loque resulta del precedente eertilicado, atenta la rebel- 
día acusada y de conformidad á lo dispuesto por el artículo dos- 
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cientos catorce de la ley de Procedimientos, declárase desierto 
el recurso de apelación interpuesto. 
Itepu estos los sellos, devuélvanse, 

■ 

BENJAMIN VICTOR IC A. — LUIS 
V. VARELA- — ABEL BAZAS. 
—LUIS SAEHZ PEÍA. 



€ .41 1HA CCLVIIX 



ft 9 Petrona ¡haz de Bedoya contra don Felipe Itecaldc (su suce- 
sión), por reivindicación de un campo] sobre prórroga de 
término para alegar. 



Sumario. — El auto negando prórroga de término para alegar 
sobre el mérito de la prueba, no es apelable. 



Caso. — Vencido el término de prueba y agregada la produ- 
cida por ambas partes, la demandada se presentó exponiendo: 
Que el doctoT don Venancio López, abogado que la había patro- 
cinado, estaba en vísperas de ausentarse al Paraguay llamado 
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para formar parte del Gobierno de esa República .corno es» noto- 
rio. Que á su niiero abogado el doctor don Francisco J. Oli- 
ver, no le es posible baceren la oficina y en el término, un es- 
tudio detenido del espediente que debe compulsarse con los 
autos testamentarios de don José Diaz de Bedoya y sus inci- 
dentes, que tienen más de 3000 fojas. Pidió por esto, que el 
Juzgado, usando de la facultad que ie confiere el artíeuo 8* de 
la ley do Procedimientos prorrogase por seis días el término de 
los alegatos y ordenara se le entregase el expediente por tres 
días. 



rnlta del Jiick Federal 

LflJ'lalJi, Mayo ¿9 de 1891. 

No estando entre las facultades del Juzgado, la de prorrogar 
los términos; ni siendo permitido la extracción de los expedien- 
tes en las Secretaríus fuera de los casos de operaciones pericia- 
les: no lia lugar. 

AurrecoGchca. 



Fall» de •» Suprema r«rle 

Buenos Aires. Agosto ¿¿ de 1891. 

Vistos: Siendo inapelable el auto recurrido de foja trescien- 
tos cuarenta y siete vuelta, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo doscientos seis de la ley de Procedimientos: se declara 
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improcedente el recurso interpuesto, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse los autos al Juzgado de Sección. 

BENJAMIN VICTO RIGA . — LUIS V, 
VARELA. — ABE!. RAZAN. — 
LUIS SAEIM PESA. 



• AUNA VVRtXXX 



Don Pedro Soumastrc cmitra el doctor don Mateo Ihtmñona, 
por cobro de peso*; sobre fama par gastos de prueba ex- 
traardinarw. 



.Sumario.— Consentido el auto que, para garantir los gastos 
de la contraparte en las diligencias probatorias extraordina- 
rias, manda hacer un depósito de dinero, no puede polirse 
que este sea sustituido por una fianza. 



Caso,— Recibida la causa á prueba, pidió el demandante que 
se señalara un término extraordinario porque tenía que produ- 
cir pruebude testigos en Montevideo y en Mercedes (Repúbli- 
ca Oriental). 
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El demandado se manifestó conforme con este pedido, pero 
exigió que el actor depositara una suma destinada á cubrir los 
gastos que se ¡e habían de causar para intervenir eu la produc- 
ción de la prueba. 

Él Juez concedió el término extraordinario y cou arreglo á 
lo dispuesto por el artículo 95, inciso 2", de la ley de Procedi- 
mientos, mandó que el actor depositara previamente en el lianco 
Nacional 200 pesos oro para cubrir Jos gustos. 

El mismo actor se presentó exponiendo: que no siéndole po- 
sible por el momento hacer el depósito ordenado, presentaba 
como íiador por los gastos á don Pastor Henillosa, y pidió que 
le fuera admitida esta sostitucion de la garantía invocando lo 
dispuesto en la última parte del irn iso2 fl del artículo 95 de la 
ley de Procedimientos. 

El Juez mandó quo el demandado manifestara si estabacon- 
forme con la fianza ofrecida. 

El demandado dijo que no estábil conforme, alegando: Que 
no podía aceptar garantía personal, purque los gastos que se 
originen son privilegiados y deben ser satisfechos inmediata- 
mente después que el representante y el abogado que se en- 
carguen de la defensa de sus derechos hayan llenado su come- 
tido; que en el caso de que el íiudor ofrecido no pudiera cubrir 
los gastos, cosa que no seria extraña, atenta la crisis,»'! quedu- 
ría obligado á satisfacerlos; que no conoce la solvencia d¿l 
fiador propuesto. Pidió que no se hiciera lugar á la sostitueiou 
de la garantía y que se Ajara al demandante un término pru- 
dencial para que hiciera el depósito de los 200 pesos oro. 
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I «Un del Jum Federal 

Bueno i Airt's, Julio 5 de 18R1. 

Por loa finid amentos aducidos en el precedente escrito, no 
ha lugar i la fianza personal ofrecida por el demandante y de- 
posite éste en el líanco Nacional, un el término fie cinco días, 
la suma de doscientos pesos oro como está ordenado ¿foja,.. 

Tedin, 



Folio dt> la «ii|»rrnin Carie 

Buenas Aires. Agoslo %h de 18ÍM. 

Vistos: Resultando e*tar ejecutoriado el auto de foja cien 
por el cual se ordenó el depósito en el líanco Nacional, sin que 
el demandante haya pedido oportunamente la sostitucimi de ese 
depósito por una lianza personal con arreglo á lo dispuesto tu 
el artículo nóvenla y cinco, incisu segundo, de la ley de Procedi- 
mientos: se, con firma con costas el auto apelado de foja ciento 
catorce vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

he>::.;:::: victomc*. — luis 
v. arela. — arel kazan. 

— LUIS SAEMZ PESA. 
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El Fism Racional cutirá Mantegássa y Compañía^ /jo/* clasi- 
ficación </e arfichlux y ¡mijo üe dobles derechos; sobré recurso 
de revisión. 



Sumario. — Las sentencias definitivas de la Suprema Corte 
en materia criminal, fuera de los casos enumerados en el arti- 
culo 551, Código do Procedí mil' utos un lo Criminal, no son áiis- 
ceptibles del recurso de revisión. 



Cavo.— M.nitegazza y compañía interpusieron ricurso de re- 
visión contra el fallo do la Suprema Corte de 25 do Agosto de 
1891. 

Fallo de tm Mupremn Corle 

Dueños Airea, Agosto 27 J> lbíil. 

No siendo susceptibles do recurso alguno las resoluciones 
definitivas de esta Suprema Corto, fuera de los casos especifi- 
cados por el artículo quinientos c'ncuenta y uno del Cúdigo de 
Procedimientos en materia penal, en ninguno dolos cuales se 
ñalla comprendido el presente; y considerando, además, que no 
es exacto que el recurso de reposición deducido, procedente so*- 
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lo tratándose de aut<is intirlocutorios, baya sido admitido en 
casos análogos p^r esta Corte, pues en el que menciona la parte, 
corriente en el tumo treinta y siete (í), página ciento setenta y 
dos de sus fallos, se hizo mérito expresamente de la naturaleza 
del auto recurrido para un hacer lugar ála reposición solicitada. 

Por e^tos fundamentos: se declara sin más trámite, improce- 
dente' el recurso interpuesto; y repuestos los sellos, devuélvan- 
se como esta ordenado. 

flENJAMtN VlCtORlCA, — G, s. 
m LA TOIlltE. — LLIS V. 
VAfíELA. — AUEL BAZAS. 



(ALNA 4*X\XXII 

fl/irk tj Vom¡ tañía contra Don Joaquín Itetuuja; sobre 

expropiación 

Sumario.— Siendo equitativa la avaluación hecha por el Juez 
Federal en juicio de expropiación, debe ser confirmada. 
C&SO^ip explica el 

r«ll»«lel Juri Federal {«d hor) 

Corrientes, Abril 22 de 1 TO, 

■ 

Vistos estos autos seguidos entre los señores Ciark j com- 
pañía, concesionarios del Ferrocarril Nordeste Argentino, y don 

l Tomo 7\ série 3' 
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José Joaquín Hcdoya, sobre una expropiación de una extensión 
de terreno pura la vía férrea que tienen en construcion, resulta: 
Queen20de Agosto de 1888 la Empresa constructora, por in- 
termedio legitimo apoderado, ontabló demanda contra don 
José Joaquín Yedoya, por la expropiación de sesenta y tres 
mil sesenta y dos metros cuadrados de terreno que le eran ne- 
cesarios para vía y terraplenes del Ferrocarril que tiene en 
construcción entre esta Capital y Monte Caseros, acompañan- 
do un certificado de depósito de la Sucursal del liando Nacio- 
nal, por la cantidad de treinta \j cinco pesm moneda nacional, 
importe del terreno t uya ocupación solicita, á razón de qeiuce 
mil pesos la legua cuadrada . 

Kl actor apoya su derecho á pedir la expropiación en la ley 
nacional de i de Noviembre de 188(1, que autoruú al Poder 
Ejecutivo de la Nación á contratar la construcción de dicha vía 
férrea, y en el artículo 19 del contrato que en su virtud fué 
eelebradn; y funda ln exigüidad del precio que ofrece en lo dis- 
puesto p'tr el artículo 13 de la ley de 13 de Setiembre de 18Cl> 
yeu el artículo 2511 del Código Civil, considf ramio incluidos 
en él, las indemnizaciones ¡i que pudiera haber lugar. 

Kl demandado, reconociendo el derecho de la parte achira ú 
solicitar la expropiado;], se conformó con la posesiou provisoria 
del terreno, acordada por el Juzgado, rechazando el precio 
ofrecido, por no considerarlo justo, y estimando por su parte 
la indemnización que se le debe, en la suma de veinte mil pesos 
nacionales. 

Abierta la causa á prueba, el actor produjo las que corren de 
fojas i i a B4; el demandado las de fojas 65 á 119; siendo comu- 
nes las diligencias probatorias de fojas 120 á 202. 

Los testigos presentados por el actor, conocedores del terre- 
no, don Benito Eotou, don Pedro González, don Luis Meza y D, 
Joáé Ignacio Vázquez, declaran contestes: que la parte del terre- 
no de Vedoya pur donde pasa ta línea férrea no tiene sembra- 

T. xv i:i 
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dos ni alfalfares; que & tos se liallan (lisiantes de dicha línea; 
que sólo tumben el terreno aniniiiles criollos; que la extensión 
ocupada por dicha línea, pertenece á la cañada, v que el terra- 
plén tendrá de altura en su mayor eletaclon, nu metro y medió 
aproximadamente. 

Ala prueba tustilicial precedente, el actor ha agrégalo el in- 
forme producido tí petición «le parÍe,|iot el Seorefcario del Juz- 
ü-íhI o sobre > l precio i ¡i que fué vendido tn el campo Ha- 
m»dode«Lrtgraa»», al Sítd del ftiacliueta. á los señores Yurkiy 
Toledo, siendo <Íio)ip precio de cííea // se¿s »»'/ peiOs por todo el 
campo compoest i de daá leguas cuadradas ífojas 52 y 53). 

El détfútiidado Yedoya, absoMen&q po3icíoaes t :de foja 55 
vuelta ii f-ja«tU t declara: que A campo le fué" adjítdieado en 
herencia el ano 18SÍ. en la suma de m.-ís mil pesos moneda na- 
cional; que dich i campo está dividido por el camino real en dos 
fracciones; rjue el 'ugtr por donde pisa la vía, no tiene alfalfa- 
res i.i sementeras; que tiene en é¡ un rancho perteneciente ¡í 
un poblador suyo; que la fracción ojie deja separada la vía fé- 
rrea e* mayor de tn-s millones de varas cuadrada-; que el te- 
rraplén obstruye el paso de lus animales de "na fracción á otra, 
siendo preci-ni fon irl is al pasaje; que no tiene aniitialea de ra- 
za en !a referida fracción de campo; que tampoco tiene en ella 
nwgnua lecb- ra, pero sí tiene más de t resientes animales que 
no tiene prados artiii''iatp> en el lucrar cruzadu pur la vía, ni 
quesería ni lechería, por impedírsela la vía misma; que ■■] po- 
trero allí existente se presta para los trabajos mencionados, 
siendo esa área instante; qtt.6 tiene aguadas permanentes aun 
en tierupii de seca, pero que el terraplén viene á privar de ellas 
á la parte que queda al 8ud; que el campo jamás queda sin 
pastos; *;ue no hizo contrato formal sobre cruza de animales li- 
nos, ni establecí miento pira fabricación de quesos y manteca, 
por Haber venido a estorbárselo la construcción del terraplén; 
reconoce como suya la corta de foja 50 .dirigida ol Ingeniero de 
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lü tía señor Fo- the. pidiéndole quu el piso :í nivel sea lo más 
ancho posible para obviar dificultades eu el pasaje tic las ha- 
ciendan qoo tiene e» el potrero; quu se ba hecho un solo paso A 
nivel y que los toros Durham mencionados en esta causa los tra- 
jo para SU establecimiento, no para el del Kspinillo. 

Por su parte, el demandado, lia obtenido las probanza* si- 
guientes: ;í tojas HO vuelta j 81 vuelta, declaran contestes los 
testigos don Antonio Ciabossi, don Luía Tinet y don Valentín 
l'iuct: que tenían convenido con el scuor Vedoya, trubijar en 
lechería y fabricación de quesos y manteca y que de cemun 
acuerdo se suspendió basta esa fecha la realización de dicho 
convenio por las malas eondicienei en que quedaba el campo, 
por eíecto de les trabajos del ferrocarril . De fojas 82 á 8i ¿jo- 
rren las declaraciones de los testigos Florencio Lugo, Víeto- 
rian.-j Lugo, (lervacio Fernandez y Tedro Antonin Fiores; los 
dos primeros dicen: que en el e tableci miento de «Santa Ktísa», 
perteneciente al señor Vedoya. existen en un potrero cien le- 
cheras con toros Durham y que saben por boca de diclio .señor 
y de su capataz que es ta bu n destinados á fundar una lechería 
en el Riachuelo. L is dos últimos, confirmando la* anteriores 
afirmaciones, agregan qtic Tedoya los vió para que le conduje, 
sen á su establecimiento del Riachuelo, veinte toros Durham 
L Oinprados ¡tdon .Uuiano Acosta, que so encuentran deposita- 
dos en su estahl.r i miento del «ta pin i lio». 

De fojas 8Í1 á <H vuelta corren las declaraciones de don 
Mariano Acosta y su hijo don Jozé Francisco Acosta, diciendo 
el primero: que vendió al doctor dor. Étómulo Ainadey veinte 
toros Durham, y que oyó decir á su hijo que estaban destina- 
dos al establecimiento del Riachuelo, perteneciente á Vedoya; 
el segundo eonljrm nido el hecho de la vantade toros dice: que 
el doctor Amadey le manifestó que los compraba para Vedoya 
con dcstiuo á la cría de animales linos en un campo de < : iíie t 

A fojas 105 y I0G p declaran los testigos don Antonio y don 
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José María Gil, diciendo el primero: que es cierto que don An- 
tonio (4U (hijo) je trasladó ú Corrientes de cuenta de don Joa- 
quín Vedoya con el objeto de celebrar un contrato para estable- 
cer en su campo <U Riachuelo una gran explotación agrícola y 
rural: que dicha explotación debía consistir principalmente en la 
cría de animales finos vacuno y calillar y su engorde; en el es- 
tablecimiento de una gnu quesería modelo, f abrica de manteca 
y «rasa y el cultivo d«- alfalfa en grande escala; que estando en 
Corrientes don Jo»í M .ría CHl» se acordó con Vedoya suspen- 
der el contrato porque el fraccionamiento del Campo por las 
obras del ferrocarril modificaba desfavorablemente sus condi- 
ciones, srgu ti se lo dijo su hermano, Reconoce como escrita de 
su puno y letra la carta de foja 90 dirigida á A'ednya de Unenos 
Aires y Grnradn Antonio Gil A fo J n ,0fi T,ielu (Ion ,í,l_ 

sé María Gil, confirma la declaración auterioi. 

Lacarta de fojaOÜ, reconocida comipropia por don Antonio 
Gil, fechada en Huenos Aires en 26 de Abril de 1888, se reduce ti 
expresarle: que no le convienen sus ofertas para el negocio que 
trataban de establecer un el Riachuelo, haciéndole en conse- 
cuencia otras proporciones. Atoja lÜ2dou Manuel I. líeyna, 
apoderado o: :ginario de la Empresa, vierte su declaración á pe- 
dido de la parte de Vedoya. diciendo: Quo trató de arreglar 
privadamente con el señor Vedoya la cuestión; Que éste le pm- 
puso que se llevase el camino por la vía pública, lo cual fué ob- 
jetado por el declarante, no pudiendn tampoco el Ingeniero 
señor Focthe resolver él punto por sí solo; que no conoce las 
Aligaciones déla Kmpresa con el Gobierno Nacional y no podía 
decir á Ved -ya que ella consentiría en el desvío de la línea siem- 
pre que lo autorizara el expresado Gobierno; que es cierto que 
el declarante Tué ¡i ver al Ingenierio Focthe acompañado del 
doctor Amadey, pero quedieho Ingeniero se negó ú suspender 
los trabajos sin orden de la Empresa; pe recuerda que se le 
dió lectura de un telegrama de Buenos Aires dirigido al bCñor 
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Vedoya, mas no puede alionar si es el misino que se le presenta; 
que recuerda también que en la entrevista que tuvieron el de- 
clarante, el ductor Amadey y el Ingeniero Foethc, declaró este, 
después de nacer algunos fílenlos, que no ora posible variarla 
línea; que según los cálculos h cebos por el rebrillo Ingeniero, 
la cuenta de gastos ascendía á mayor; cantidad de mil coattO 
cientos pesos; que en un principio el declarante creyó que no 
sería necesario hacer el terraplén sobre el nivel de! suelo, pero 
el ingeniero le hizo saber después i|u<> seria necr.sario hacerlo. 

Kl Ingeniero de la impresa don Antonio María Foethc de- 
clara ¡i fojas 171 y 11*2: que el doctor Amadey fué á verlo para 
tratar de Ja rectificación de la traza del camino, en el mes de 
Agosto, despuesde comenzados los trabajos; queriendo el tele- 
grama que se le exhibe dirigido de liuen>ü Aires \ Vedoya de 
fecha ÍJ de Setiembre no pndo enseñárselo al declarante en el 
mes de Agosto del mismo nño; que á pedido del mismo doctor 
Amadey, hizo á Clark un telegrama de fecha 4 de Agosto, del 
cual existe copia en autos: que reconoce suya la lirma puesta 
en la carta que le dirigió al señor Vedoya (foja 170). 

El telegrama ú que se refiere las preguntas de la parte de 
Vedoya firmado por ikJ, J. Vedoya, le expresa que tiene 
esperanzas de obtener del Presidente de la liepública y del Mi- 
nistro del Interior, una modificación favorable á ¡>us pr. ten- 
ciones de la traza vía férrea, y en la carta foja 170, dirigida 
por don Joaquín Vedoya al Ingeniero Kocthe, le pregunta si 
aceptaría la Empresa desviar la linea de su campo, mediante el 
pago de cinco mil p»sos nacionales; á lo cual responde dicho 
Ingenien» que no tiene instrucciones al respecto; y que juzga 
que esa suma no compensaría á la Km presa los sacrificios quo 
tendría que hacer con la variación pedida, 

Kl informe pericial del agrimensor don Javier Arrillaga 
(foja I82> da al terraplén la altura de dos metros veinte y tres 
milímetros en su origen; á los doscientos metros, un metro y 
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setenta y cuatro centímetros; á los trescientos metros, un me- 
tro y setenta cent i me tras y ¡i los cuatrocientos metros, la* de 
un metro y treint'i y un centímetros; habiendo notado que en 
el resto del terraplén, la aliara no alcanzaba á la menor de las 
indicada^. 

VA Ingeniero de la Km presa, en su informo de fu ja IHÍ, confir- 
ma, con pova diferencia el anterior, agregando que la altura 
media \U todo el templen en el campu de Ved uva de un 
metro doscientos cuarenta y seis milímetros* 

La tasación del terreno ex [Copiad*», es divergente de parte de 
lo* peritos; el nombrado por la Kmpre>a, D, Benito Sánchez, lo 
avalúa en ciento treinta pesos la hectárea, estimando los per- 
juicios en la suma de mil ochocientos pesos (foja t'Jii : el perito 
don José Luís Madariaga, avalúa la hectárea en ciento ochenta 
pesos (foja li>9 vuelta , estimando los \ erjuieios en la suma de 
veinte mil pesos ; foja 180); ambos peritos conenerdan no obstan- 
teque el terreno expropiado es de pan llevar, en que no existen 
un él plan tac ¡«mes ni edilicios y eu que su ocupación cansa per- 
juicios detua\- ó menos importancia al propietario. 

lk> l.is nnU-c dei.te- <{>■: pr ursu «i ¡uedjii meiiciniiado-, re- 
sulta, respecto del actor, á quien correspondo el caigo de la 
prueba de sn demanda: ijuc éste se lia propuesto probar que el 
precio d id terreno expropiado m> era mayor y antes era menor 
que el ofrecido p .r la Km presa, cnaitdo fué sancionada la ley 
que autorizó la ubrny cuando fué celebrado el contrato entre el 
Gobierno Nae: >nal y los coucesionuros. Ku justificación de es- 
te aserto sol- ha presentado en autos la prueba del precio en 
que fué v .-adido en 1882 el campo de pastoreo situado enfrente 
del do Vedoya, a\ la margen Snd del líiachuclo. Ksta prueba 
es in inficiente para el objeto que el demandante se propuso, 
pot la fecha muy anterior en que la venta referida fué efectuada, 
por el lug:ir en fine el campo se encuentra situado, separado por 
un ancho río, que le hace valer menos que los terrenos situado* 
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al Xorl*\ pe tienen muyo* 1 valor pnr su fácil enmiinicanon 
con la capital, y por ser aqin 1 campo de pastoreo y trillarse en 
el presente ca-o tic un terreno do pati llorar, >eguu Lo estable- 
cen de eonuni acuerdo los peritos nombrados por las partes. 

Ilcsp. eto tlel (lflitínndadoi resolta igualmente del proceso; 
Que éste bao-limado los perjuieins que la expropiación I»' oca - 
siena en la -urna de veinte mil pes«'S nacionales, la nii-mia que 
demanda por indemnización. 

f -un-i<lt*rn i-I demandado su terri no cuino de pan llevar y do 
pastoreo :i la vez, y afirma que la ocupación de la parle expro- 
piada, Ir inutiliza í'i perjudica gravemente para uno y o f ro des- 
tino, según los hechos que ha establecido, en eom probación de 
su aserto. 

VA campo de don Joaquín Ve Joya, por su extensión., por su 
situación y demás condiciones, no puede $* i considerado de 
pastoreo, ni aún de invernada, sinó de pan llevar, como lo lian 
reconocido, de perfecta conformidad, amhus peritos. Compues- 
to en su totalidad de seis millonea setecientos veinte y siete 
mil doscientos metros cuadrados, y empleada más de la tercera 
partí* de esta área en explotaciones agrícolas, según lo demuestra 
el perito señor Madariaga ettsu informe y plano á él adjunto, 
la superficie pastable que testa no es suficiente pura sostener 
un negocio de invernada de alguna importancia; y la pequeña 
cantidad de animales que pudieran destinarse al engorde para 
la renta en el mercado, no puede justificar la reclamación pre- 
sentada. 

Menos puede aceptarse que el demandado sufra perjuicios de 
tanta importancia por la causa expresada, cuando £1 mismo ha 
aürmado que tenía el proyecto de establecer en el campo una 
lechería y la fabricación en grande escalado quecos y manteca, 
.i la vez que la cría de animales Irnos, todo lo cual excluye la 
posibilidad del negocio de invernada por la manifiesta peque- 
nez del terreno. 



300 FALLOS DE LA SUPREMA COHTE 

Respecto a* la cría de auimab a linos, vacuno y caballar, que 
el demandado afirma que pensaba establecer en su terreno del 
IÜachuelo, cuya industria lia hecho imposible ta ocupación de 
la vía, le es aplic ible lo dicho sobre el negocio de invernada. 

La prueba que ofrece del designio ü proyecto referido, < s el 
hecho de haber comprado á don Mariano Acosta veinte toros fi- 
nos destinados al Riachuelo, La declaración de este señor con- 
Jirma la exactitud de la compra de los toros, reílriénduse á lo que 
oyó ¡i su hijo don .Tosí? Francisco respecto á .su destino: y éste 
declara como queda cit ¡ido antes, que el comprador doctor Ama- 
(ley le había manifestado que estaban destinados ú la cría do 
'animales finos en üu catnpo de Vctloífá, Nopaede admitirse, 
además, que los veinte tor«» fm*r«ii destinados al servicio de mil 
seiscientas vacas, que les correspondería próximamente, e» mi 
espacio de poco más de dos millones de metros cuadrados, es- 
pecialmente, teniendo que agregar el ganado caballar, los bue- 
yes de labranza y las lecherasde La proyectada quesería. 

En la exposición y determinación de los supuestos perjui- 
cios referidos, el demandado hace consideraciones ideales, sin 
determinar con precisión y exactitud la calidad y el importe 
de estos, fundándolos eu la base hipotética de una cría en gran 
cantidad de animales linos, con el empleo de veinte toros pa- 
dres. 

Tampoco lia demostrado con la misma precisión que el terre- 
no haya quedado inutilizado por la ocupación de vía férrea, 
para admitir en él la cantidad d<' animales compatible con su 
extensión y demás condiciones, como terreno de pan llevar. 

He la misma manera no lia demostrado tampoco que el referi- 
do terreno haya quedado inhabilitado para el establecimiento 
de una lechería, y fabricación de quesos. El testimonio produ- 
cido por don Antonio Gil y don José María 0i|¡ probaría cuan- 
do unís, que don Antonio Gil (hijo) suspendió llevar adelante oí 
contrato iniciado con don Joaquín Vedeja por las condiciones 
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desfavorables en que TOiffit ¡i quedar el campo á causa de la ocu- 
pación por la vh férrea; pero no basta á probar de mi modo 
directo y absoluto, que efectivamente queda dicho terreno inú- 
til para fundar en él la industria expresada. Obsérvese también 
respecto de esta prueba, ciertos hechos que la desvirtúan en si 
niism;> estimada con el criterio de la ley (articulo 124 de la Ley 
Nacional de Procedimientos y 219 de la de la Provincia). 

l)ou Antonio Gil (hijo) en su carta á Ycdoya antes citada, le 
expresa que no !e convienen sus ofertas* y ao se lia hecho cons- 
tar que las propuestas de aquel hubiesen sido aceptadas y apos- 
tado algún contrato. 

Además, el declarante don Antonio Gil dice á foja lOfí, que 
la carta referida firma» la por Antonio Gil (hijo), es de su puño 
y letra, cuando ambas personas parecen distintas, siendo tam- 
bién diferente la firma y rúbrica de la carta y la puesta al pié 
do su declaración. 

A estas consideraciones dube agregarse la más fundamental, 
de que el demandado no deriva la indemnización que pretende 
de perjuicios reales, procedentes de industria en explotación 
qne hubieuen sido destruidos ó paralizados por efecto exclusivo 
de la construcción de la vía férrsa; de manera que su reclama- 
ción procede de ganancias y perjuicios hipotéticos que no pue- 
den ser tomados en consideración, como lo prescribe el artículo 
lOde la Ley de expropiación de 13 de Setiembre de 18G0, y es- 
tá resuelto por los Tribunales Nacionales (Tallos de la Suprema 
Corte, série 2», tomo 1 *, página 411). 

il erios demostrada aparece la inutilización del terreno para 
la fundación de una lechería, pues el mismo don Joaquín Ycdo- 
ya, en las posiciones por él absueltas, reconoce que los pasos á 
nivel, siendo suficientemente, anchos no ofrecerían dificultad 
mayor para el pasaje de los animales mansos como los bueyes, á 
los cuales pueden equipararse las lecheras. A pesar de lo ex- 
puesto, no es posible desconocer que la ocupación del terreno 
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en Cttestlori origina al expropiado perjuicios de cierta impor- 
tancia que deben ser indemnizados equitativamente Sobre la 
existencia de perjuicios están contestes les peritos tajadores, 
y en la inspección ocular efectuada por el proveyente han sido 
comprobados YA terreno se baila cruzado por el camino general 
y a poca distancia de éste v casi paralelo á él, se lia Tenido á 
abrir el de la línea férrea, reduciendo mas su superficie, impo- 
niendo al propietario la gran molestia de un camino nuevo de 
mucho trafico y cacando ciertos embarazos al movimiento de 
los animáis que pasen en él, y aún del servicio del estableci- 
miento, cuyos perjuicios tienen mayor importancia «mi un te- 
rreno de poca extensión. 

Por loabechi.s comprobados y las consideraeiones expresadas, 
fallo, con referencia al precio del terreno, teniendo en cuenta 
la estimación pericial y demús constancias de autos y de con- 
formulad :il articulo 5" de la ley naeional de expropiación, a 
la sentencia untes eluda de la Suprema Corte y la que se re- 
gistra en la página tomo*', serte 3" de los mismos fallos, 
lijando el precio de ciento sesenta pesos á cada hectárea. Kn 
cuanto ala ind. mizacioii debida al expropiado por los perjui- 
cios que le ocasiona el fraccionamiento de su terreno y el esta- 
blecimiento de la vía tétm* con sujeción al artículo 10 de la 
ley antes citada y las decisiones contestes de la misma Corte 
Suprema, en las que establece que la indemnización debe ser 
amplia y comprehensiva de todos los perjuicios que la expro- 
piación origina real y efectivamente, fallo lijando dicha in- 
demnización en la cantidad de tres mil pesos, debiendo la im- 
presa construir en puntos convenientes, los dos pasos ú nivel 
que ofrece hacer en su escrito de demanda, y siendo á cargo do 
la misma, las costas del juicio, como lo dispone la ley para estos 
casos. Notifiques* original la presente sentencia. 

Juan & Torreut. 
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■ «lio de I» Supremn forte 

Buenos Aire*, Agosto 37 do 1891. 

Tistosííío aparee ¡ond o vicio ultimo fjiiü invalide el proeedi- 
micnto: no lia lu-ar al recurso de ünlidad íntirpticsto. 

Y siendo equitativo el precio asignado por lu scnteivia ale- 
lada de foja doscientos siete, tañí o al terreno á expropiarse co- 
mo á los perjuicios reyulianti s de lu expropiación: se confirma 
ella, con declaración tío que el expropiante debe pagar los inte- 
reses sobre la suma que se le manda abonar, en cuanto exceda 
ésta de la depositada a" foja cuatro, desde la fuclia de la ocupa- 
ción hasta defectivo pago. líepuestos lossellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN VICTOKICA.— C. S. 
DE LA TOUIIE. — LÜIS V. VA- 
HEI,A.— ABEL UA7VN.— LHS 
SABÍÍZ PESA. 
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lil r'erntcarril d*'l Su<l, contra el ductor dan Alfreda l.uhitte, 
por exprn/nacioH é intervención en el juicio del acreedor hi- 
potecario; sobre nulidad de ftrocedimientOS. 



Sumario. — Promovida cuestión do competencia y declarado 
por auto ejecutoriado, une ésta es de previa resolución, son nu- 
las las providencias dictadas sobre puntos extraños ti dicha cues- 
tión. 



Caso.— En II de Junio de 1891 , la Snpreiiiü Corte dictó en 
los autos la siguiento sentencia: 

Vistos; Habiéndose concedido la apelación y elevádoso estos 
nulos sii< que el Juez, de Hecwm decidadirecta ni indirectamen- 
te como lo ha sido de su deber, la cuestión de competencia 
promovida ante él por vía de excepción dilatoria, absteniéndose 
igualmente <lc resolveren et recurso de revocatoria iuterpuesto 
contra la providencia de misión en posesión del demandante en 
el terreno en cuestión; y no existiendo por lo tanto, materia so- 
bre la cual pueda recaer la resolución de esta Corte, á que se 
agrega q^ie no existen en autos los elementos necesarios para 
decidir desde luego la cuestión de competencia de que depende 
la relativa á la posesión mencionada; vuelvan estos autos al 
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Juez <lc Sección para que procediendo á tomar en consideración 
las excepciones dichas, resuelva en ellas lo quo corresponda; y 
repónganse los sellos. 

BEMJAHIfl VrCTOBICA.— C. S. DK 
LA TOIltlE.- — LUIS V. VAItELA. 
—ABEL ItAZAN, 

Vueltos los autos el Juez Federal convocó á las partes íi com- 
parendo, y en él la di-1 expropiado sostuvo que debía darse in- 
tervención en el juicio de expropiación al Banco Hipotecario de 
la Provincia, por ser acreed.ir con hipoteca sobro el terreno ma- 
teria de la expropiación. 



Fulla del Juez Ftdrrnl 

La Plata, Julip ¿i di> jwn. 

Vistos y considerando: Í° Que no se lia desconocido la exis- 
tencia de la hipoteca A favor del BfliKO Hipotecario de la Pro- 
vincia, constituida en el terreno de que forma parte el que ex- 
propia el Ferrocarril del Sud. 

2" Que por consiguiente debe considerarse á dicho Estable- 
cimiento como parte en el juicio de expropiación, pues está in- 
teresado, en la mayor ó menor depreciación, qtn- puede resultar 
con relación al valor total del terreno hipotecado y como tal tie- 
ne derecho el acreedor hipotecario eí concurrir al juicio de expro - 
piación y oponerlas mismas excepciones y defensas que l:is par- 
tes directas del juicio. 

Por esto, cítese al Fiando Hipotecario para que tomando la in- 
tervención que le corresponda concurra al juicio verbal que ten- 
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ilrá lugar i?l día 29 del corriente á Ims 2 p, m. al efecto de en- 
trar al juicio ile expropiación, con prevención á las partes que 
en ese acto deberán acimuilar to his las acciones y defensas, de 
conformidad ¡Has prescripciones del procedimiento. Notifí- 
cese con el original, regístrese en el libro de sentencias y re- 
póngase la foja. 

Mañano $. tk lurrecuccfica. 



1 Alio de Ift Huiirrnm t'orlr 

Buenos \¡r ( w. Igosto STJ ¡dé HJ&l. 

Vistos: ^ien*lo de previa resolución l¡i enuí-lion do competen- 
cia, promovida en estos autos: déjase sin efecto hi resolución 
apelada de foja ciento unce y vuelvan a¡ Juez de Sección para 
que se pronuncie sobre aquel punto, como iátá ordenado á foja 
noventa y uno, líepuestos lv< sellos, devuélvanse. 

UENJAMIN V1CTOKICA.— C. S. t)E 
LA TONILE. — l.flS V. V AMELA. 
— ABEL »AZ\S. 
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CAUSA (CLXXXn 



AUino tj Sosa, contra ,!«im( Uttñh y Harrct t, pop éiitoi tj per* 
juicios; sotlre deserción f/<* reütírsf) 



Sumario. — No mejorándose en tiempo ol riicnr.su de apelación 
debu decían r*i* desk-rtu ¡í !,i primera rcbiddiaque BCUse el «pe- 
lado. 



1 11 lio de ln Nii|ir«ma Corte 

Jlin-iios Airé», Agosto S9 ■]<■ i«g¡i, 

Por loque resulta del precedente certificado, atenta la rebel- 
día ¡tensada y ile conformidad á lo diapuesto por el artículo dos- 
cientos catorce de tu Ley de Procedimiento.^ declárase desierto 
el recurro de apelación interpuesto. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse, 

BENJVHIH VICTOIUCA.— C.S, »G 
LA TOnttB,— ABEL BAZAS.— 
(.US SftE&Z l>E>A. 
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CAUSA CIIASXV 



Í). Sebastian Triaca contra />. ./««</ wim .V. Multen, por señala- 
miento de termino fmra el cumplimiento de una oblt<jaeum; 
sobre campeteneiá. 



Sumario.— VA cumplimiento de una prestación que puede ser 
ejecutada s< .la mentí.' en un lug¡ir. debe ser pedido ante las au- 
toridades judiciales de eso lugar. 



Caso.— Lu 27 de Abril 1891 , se presentó I). Sebastian Triaca 
ante el Juzgado, exponiendo: 

Que en l&#e Octubre de vendió en líuenos-Aires al doc- 
tor don Joaquín 51- Ctilleu, ante el Escribano 1). Carlos Varan- 
í^ot. las accinnes y derechos que le correspondían á un terreno 
ubicado en la ciudad del Paraná, compuesto de 153"'7.i6 de 
frente sobre la calle Gualegiiayeíiú, «ou todo el fondo que exis- 
tiera basta llegar a la calle Federación, debiendo deducirse de 
esta extensión «na tritóeibu de 17*32 de frente por 43 n, 30 de 
fondo que pertenecía á los señores Tarbú; 

Que el «rea total que comprendía la venía era de 13.386"' 
7U milímetro-i cuadrados, de los terrenos de la Iglesia» área 
que le correspondía { or concesión que le liizo el cura Párroco 
del Paraná; 
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Que la venta se efectuó por 25.000 pesos moneda nacional, ha- 
biéndose dicho en la escritura que este precio fué pagado, sin 
embargo de que no lo fué si nú hasta la cantidad de 7000 pesos, 
debiendo el doctor Callen pagar el resto cuando obtuviera la co- 
rrespondiente escritora de la Municipalidad del Paraná, con cuyas 
diligencias debía cargar, como lo demuestra la carta del doctor 
Cullon que presenta; 

Que en esta carta se agrega que el área cierta del terreno ven- 
dido, será la que resulta de la mensura y demás diligencias que 
deban practicarse hasta obtener ía escritura de U Munici- 
palidad; 

Que para que el doctor Collón practique estas diligencias, y 
no siendo justoque.se le baga esperar indefinidamente hasta 
que el comprador se decida á hacerlas, solicita del Juzgado 
competente, por tratarse de vecinos de distintas provincias y de 
los bienes ubicados en el Paraná, se üyv al doctor Cnllen un tér- 
mino prudencial. 

Corrido traslado, el doctor don José L, Churruarin, por el doc- 
tor Cullen, opuso la excepción de incompetencia del Juzgado, y 
dijo: Que en la demanda su deduce una acción personal sobre 
cumplimiento de una obligación contraída en la Capital, lugar 
del domicilio del demandado; 

Que la demanda ha debido interponerse cueste domicilio, se- 
gún lo dispuesto por la ley 32, título 2°, partida 3*; 

Que no hay contrato celebrado en Kutro-Kíos ni se ha estable- 
cido que el cumplimiento del celebrado podía eligirse en el 
Paraná; no se trata tampoco del ejercicio de una acción real ni 
de alguno de los demás casos de excepción; 

Que e! artículo 7*7 del Código Civil dispone que el lugar del 
pago debe ser, en primera línea, el designado por las partes, 
siendo en los demás casos, en general, el domicilio del deudor; 

Que el caso no está tampoco comprendido en las excepciones 
contenidas en los artículos 7*8 y 740. Pidió que se declarara, 
T. *v . u 
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coa costas, que Triaca debía ocurrir ante ol Juez del domicilio 

del doctor Cullen. 

Corrido traslado, lo contestó Triaca pidiendo que no se hi- 
ciese lugar, con costas, a la excepción. Dijo: Que la obligación 
de que se trata, debe cumplirse en el Paran A con relación á un 
bien raíz ubicado en esa ciudad; 

Que por consiguiente, tu acción lia debido instaurarse ante 
el Juez del lugar en qne debe cumplirse la obligación, sin ne- 
cesidad de que en el contrato se exprese, desde que de él resulta 
claramente establecido ese lugar; 

Que las diligencias para cuya .ejecución se lia pedido el sen a- 
lamionto de término, deben necesariamente practicarse en ol Pa- 
raná; 

Que no se trata de cobrar el precio del terreno vendido, y 
aunque así fue^e, el Juez Kedenl de Entre-ltios sería el compe- 
tente, porque la acción para el cobro del precio cuando en el 
contrato no se establece expresamente el lugar, debe ejercitarse 
donde ¿e baga la tradición de la cosa Tendida. 



f ulla del Juez »>«lrr«l 



Paraná, Julio 7 de 1K>L 

■ 

I vistos: en la excepción de incompetencia de jurisdicción 
opuesta por el doctor José L. Cburrnarin, en representación del 
doctor Joaquín Callen, á La demand a deducida contra él por L\ 

Sebastian Triaca. 

Y considerando: i a Que si bien ia regla geueral, en materia 
de competencia de jurisdicción, tratándose de acciones pura- 
mente personales, es que el actor debe ocurrir ante el Juez del 
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domicilio del demandado (Ley 4\ título 3", partida 3* : actor 
fontm rci srifiiifur), !a ley 32 del mismo título y partida intro- 
duce, entre otras excepciones a dicha regla, el caso en que el 
demandado se hubiese obligado á ejecutar un arto un lugar de- 
terminado; pues entonces os competente, según ella, el Juez do 
aqin-l lugar, para entender sobre el cumplimiento de tal obli- 
gación. He numera que aunque en el contrato no se hubiese 
establecido en términos expresos que una de las parte-; pudiese 
demandar &u ejecución en aquel lugar, hasta que según las es- 
tipulacioms del contrato, la obligación baya «le cumplirse en 
el, para que el Juez de ese lugar sea el competente; los térmi- 
npsdeíe ley son claros, dice: cuando el demandado, u otro cuyn 
heredero él fuese, diese puesto a algún pleito, o prometido de 
hacer cosa alguna en aquella tierra, do fuese Juez, aquel ante 
quien f -'cen la demanda. , . Oa maguer no fuese morador de 
aquel logar temido seria de responder ante el judgadoi por cual- 
quiera de las razones sobredichas», 

2" Que la demanda de Triaca contra Tullen se dirige ú que se 
Le señale un término A éste, para que cumpla la obligación que 
dice tomóá su « arg- t <le gestionar de la Municipalidad de esta 
ciudad la escrituración definitiva de un terreno ubicado en este 
municipio; escrituración de la cual depende el pago queCullen 
debí; bocera Triaca de la parte restante del precio de dicho te- 
rreo", según el contrato de compra-venta que dice concluido en- 
tre timbos. 

Que por consiguiente se trata de obligaciones que deben eje- 
cutarse dentro de la jurisdicción de este Juzgado, precisamente 
el caso de excepción previsto por la ley transcrita; y estando 
por otro lado justilicado y no objetado el diverso domicilio de las 
partes, circunstancia que según ti artículo 2\ inciso 2°, de la 
ley Nacional de 14 de Setiembre de 1863, surte el fuero federal, 
es manifiesta la competencia de este Juzgado. 

Por estas consideraciones no se hace lugar á la excepción de 
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incompetencia, debiendo el demandado contestar derechamente 
el trabado do la demanda, con cortas. 




M.jic T. (tinto. 



VISTA DEL ¡fLSOK PROCURADO» GEflEHAL 

Bunios Aires, AgofloTtle lti$h 

Suprema Corte: 

Por los fundamentos de la senteii ia apiada de foja 21, creo 
que debe ser confirmada por V. Ej. 

Antonio E. Malavev. 

mil* i» «npremii forte 

hueiio* Aires, Agosto 29 üe L8ÍH. 

Vistos: Tratándose del cumplimiento de una prestación 
que sólo puede ser ejecutada en la Provincia de Entre-Utos, 
y por los fundamentos concordantes de! auto apelado de foja 
veintiuna, y por lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General: se conGrma con costas dicho auto, y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 



RELAMI* VICTORICA.— C. S. DE 
LA TORRE. — A II EL BAZAS.— 
LUIS SAI N?- PIÑA. 
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1:1 l>r. fu>n .laxé Xicolás itniicnzo, contra la sociedad de Forro- 
carriles Pobladores; suhr¿ hoanrariu- de perito, m juicio de 
expropiación. 



Sumario. — I-a regulación de los honorarios devengados por 
los peritos nombrados en el juicio de expropiación, hecha por el 
Juez de Sección, e-i susceptible de apelación y modificación. 



í'«so.— La Compañía de Ferrocarriles Pobladores entabló 
juicio de expropiación contra Üon Pedro Anchorena por un te- 
rreno sito en San Isidro. 

En el juicio verbal que se decretó, no habiendo la parte de 
Anchorena aceptado el precio ofrecido, se convino en el nom- 
bramiento de peritos, y en <jue estos nombraran tercero en caso 
de discordia. 

Como tal fuó nombrado el Dr. Don José Nicolás llaticnzo. 

Este, después de [practicada la pericia, pidió la regulación de 
sus honorarios, estimándolos en 2500 pesos moneda nacional. 

El Juez mandó regalarlos por ul Dr. Don Leopoldo del Cam- 
po, quien los avaluó en la misma suma de 2500 pesos moneda 
nacional. 

La Compañía reclamó, alegando entre otras cosas que se tra- 
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taba de la avaluación de un terreno, y u8e el Dr. Matienzo, que 
era Juez de 1* Instancia, resolvía diariamente asuntos de ma- 
yor importancia gnzando tan sólo del sueldo de 500 pesos mo- 
neda nacional mensuales. 



r«ll«»«lel Jiif* t>der»l 

Vistos: Con lo alegado en el juicio verbal qu«- instruye el ac- 
ta precedente. 

Y considerando: I o yue las Tazones y fundamentos en que se 
apoya el representante del Ferrocarril no son de tenerse en 
cuenta: primero, porque el sueldo que goza el Dr. Matienzo, 
cualquiera que sea su importancia, no puodo ni debe servir de 
base para !a estimación, en el caso ocurrente, por cuanto en és- 
te se trata de actos completamente ajenos á l is que e&tú con- 
sagrado y que nada tienen que ver con el que motiva el cobro de 
su honorario. 

2» Porque la regulación de los honorarios del perito Dova- 
ran, no puede servir de límite á losdel Dr. Malieuzo por las ra- 
zoues que da el regulador y que 4eben estimarse por emanar de 
una persona competente paTa apreciar el acto y que es ajena 
completamente al juicio, y por lo tanto debe tenerse por impar- 
cial. 

3 a Porque la nulidad que se deduce por el señor Sagasta es 
estemporánea, pues se opone después de estar consentido el 
nombramiento de regulador; y el becho consentido y pasado en 
autoridad de cosa juzgada releva al Juzgado pronunciarse so- 
bre la forma en que se pretende debe hacerse la regulación, 
pues se trata de una ejecutoria, 

4> Que el Juzgado considera atendibles las razones en que se 
funda el regulador, másime, si se tiene en cuenta que el Dr. 



I>£ JUSTICIA NACIONAL 



375 



Matienzo, por t¡tr perilo tercero y por so competencia, no puede 
equipararse su trabajo al del perito Dorarán en mérito del es- 
tudio que ha debido hacer entre dos opiniones divergentes j 
equidistantes. 

5" Que no obstante las consideraciones precedentes, el Juz- 
gado estima que la regulación es elevada. 

Pot ello: fallo modificando la regulación de foja I vuelta y 
fijándola en la suma de 1500 pesos moneda nacional. Hágase 
saber por el original y repóngase el sello. Hada y firmada vn 
la sala del Juzgado eu la ciudad de La Plata, á lo veintiún días 
del mes de Enero leí año 1891. 

Mariano S, <íe Aurrecoéehea. 

La Compañía apeló. Kl Juez negó el recurso diciendo que 
el auto reclamado no era apelable. La Compañía recurrió de 
hecho. 

Aula de ■* Suprema C'srt« 

Üui'iios Airo», Marzo Ifi de 1891. 

Vistos en el acuerdo: Siendo apelable por su naturaleza y con 
arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema Corte el auto do 
. foja nueve, concédese en relación la apelación interpuesta, y 
tráiganse los autos de la materia, librándose a sus efectos por 
Secretaría, el oficio correspondiente. 

H£SJAMVS\lCTOmCA.— c. S. HE 
LA TOHtlE. — LUIS V, VARELA. 
— ABEL OA/A>— LlIS SAENZ 
PEfiA. 
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Buenos Airo?, Scjlieitibrn 1* de - 

Vistos: Atenta la naturaliza del trabajo practicad o por el Dr. 
Don Joüé Nicolás Mati cazo .como perito cu esta cansa, que con- 
siste en la nuera avaluación de un terreno, para la cual no ha 
sido necesario, ni lia mediado operación científica que requiera 
conocimientos técnicos, se íesttelve lijar en trescientos pesos el 
valor de los honorarios reclamado^ quedando en estos términos 
modificada la resolución aptdada de foja nueve . Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

ÍÍEXJAMi* VICTOR ICA. — C. S. DE 
LA TORRL- — LUIS V. VARELA. 
—ABEL RAZAN. — LCIS SAEHI 
PESA. 
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La, Provincia de Humas Aires, contra la sucesión i/W /Ir. ífetM 
/JfVv/u i/* 1 Airear; mhre reivindicación de tierrw. 

Sumario. — i" Cumulo una Provincia es parto demandante, 
aunque l¡i demandada sea una sucesión, <*l conocimiento de la 
causa correspondí 1 ú la jurisdicción originaria do la Suprema 
Otóte. 

2° La provincia de lineaos Aires no tiene den dio p.ira re- 
rlam ir campos que fueron materia del laudo arbitral de 18 de 
Marzo de 1882, dictado por lo Suprema Curte en la cuestión en- 
tre ella y las provincias de Córdoba y de Santa Fé, sobre lími- 
tes interpronneiales, si resulta que dichos campos fueron ven- 
didos con anterioridad por una de estas, y además que la ena- 
jenación de tos mismos fuá reconocida por (.lia como legítima. 

3° Siendo la compra y posesión déla sucesión demandada un 
hecho indiscutible y no discutido, no es admisible en contra de 
ella el argumento de no haber sido escriturada lavonta, y de ha- 
berse hecho ésta con la cláusula de no responsabilidad por la 
parte de que el comprador no pudiera tomar posesión. 



Caso. — Don Francisco Villanneva se presentó ante la Supre- 
ma Corte exponiendo: 

Que el Dr. Alveur obtuvo en venta le la provincia de 
Santa-Fe, por ley de I" de Octubre de 1808, cien leguas de cam- 
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po situadas al Sud-Oeste de dicha provincia, bajo ciertas con- 
diciones de población; 

Que posteriormente el Dr, Alvear se presentó al Gobierno 
de la misma provincia exponiendo que do había podido tomar 
posesión del terreno comprado, por haberlo impedido la pro- 
vincia de Buenos Aires, lo que le había ocasionado grandes 
perjuicios, y pidiendo que en remuneración de esos perjuicios se 
le concediera en venta una área de sesenta leguas al Sud-Oeste 
de los ya cu ni prados; 

Que la Legislatura de Santa- l e concedió la venta solicitada, 
por ley de 29 de Agosto de 187-Í, declarando que la concesión 
se bacía en remuneración de la faltn de posesión de los terrenos 
comprados en virtud de la ley de \ ° de Octubre de 1868; 

Que lis hechos aseverados por el l)r, Alvear para obtener la 
venta de estos terrenos, sou falsos: la provincia de Buenos Ai- 
res no hizo aclo alguno que le impidiera tomar posesión de esos 
campos; lo que hubo fué una protesta de particulares poseedo- 
res de algunos terrenos en el ejido del l'ortiu Mercedes ó Villa 
Colon, la que sólo se refería ¡i la parte ocupada por ellos, dos 
leguas aproximadamente, y un decreto del Gobierno de Buenos 
Aires en virtud de una denuncia délos misinos pobladores y 
de una solicitud del mismo Dr. Alvear. mandando que no se al- 
terara la posesión en esos terrenos d* 1 ejido Mercedes, hasta que 
fuera resuelta la cuestión de límites entre las provincias; 

Que en el resto del campo, 106 leguas, según su propia men- 
sura, tuvo siempre quieta y pacífica posesión desde el año 68 en 
que las compró á estar i su propia confesión, contenida bajo su 
firma en escrito presentado por él al Gobierno de Córdoba po- 
cos días antes de pedir al de Santa-Fé lo venta de las sesenta 
leguas por indemnización de la falta de posesión; 

Que tampoco había sufrido perjuicios, porque no había prac- 
ticado acto alguno para cumplir con las condiciones de la 
concesión; 
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Que así, alsolicitar la venta por indemnización, el Dr. Al- 
vear obraba con Jólo para obtener lo qm- deseaba y la Legisla- 
tura procedió por error a) hacer la concesión; 

Que al solicitar esta venta del Gobierno de Santa-Fe, el Dr. 
Alvear declaré que esos campos estaban situados oti puntos de 
jurisdicción dudosa. El Departamento Topográfico de Santn- 
F6 hizo presente qnc el mismo Dr. Alvear hacía notar que la 
l'rovincía do liueiios Aires había protestado la venta de los te- 
rrenos anteriormente cedidos á dicho señor y que encontrándose 
109 que ahora pretendía, más al ¡á.-O. con más razón se opondrá 
Huenos Aires si el Gobierno accedía á lo solicitado, poniéndose 
en el caso detener que hacer nuevas compensaciones con mayo- 
res motivos; 

Que en vista de esto, la Legislatura, al hacer la concesión , 
limitó la responsabilidad de la Provincia al Area que resultara 
dentro de ¡ais límites, declarando que no respondía por las fal- 
tas que resultasen; 

Que hecha la mensura de estos campos, el Dr. Alvoar se pre- 
sentó nuevamente al Gobierno de Santa-Ké pidiendo se le per- 
mitiera pagar el precio en valor ala vista, pero bajo la condi- 
ción de que ellos no scTían cxigibles mientras no se determina- 
ran loslímites interproviucialescon Buenos Aires y Córdoba, a 
lo que el Gobierno no accedió fundándose en que la ley de con- 
cesión había querido salvar á la Provincia de toda responsabi- 
lidad en que pudiera incurrir por la naturaleza del contrato de 
compra- ve uta, con motivo de quedar parte de los terrenos fue- 
ra de su jurisdicción; 

Que después de estos precedentes, el Poder Ejecutivo exten- 
dió á favor del Dr. Alvear un documento sin formalizarse es- 
critura pública y en el cual no hay constancia de que la Pro- 
vincia no responde porque no se encuentra dentro de sus lími- 
tes la totalidad del área concedida; 

Que en caso de que los sucesores del Dr. Alvear negaran es- 
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tos hechos los probara con loa documentos que ha indicado y 
que existen en las oficinas de los gobiernos de Buenos Aires, 

Santa- Ko y Córdoba; 

Que si no hubiera existido el compromiso arbitral que so- 
metió á la decisión d? la Suprema Corte la cuestión de límites 
entre las Provincias nombradas, no existiría difusión posible 
sobre el perfecto d» techo de Buenos Aires á los campos que 
reivindica: ellos le pertenecerían en virtud del derecho de sobe- 
ranía, desde que se encuentran dentro de su territorio, según el 
laudo de la Suprema Corte; pero como en esc compromiso las 
partes se obligaron ¿respetar los derechos do particulares con- 
cedidos por cualquiera de ellos, contal que hubieran sido legí- 
timamente adquiridos, podrá sostenerse la legitimidad de los 
derechos del Dr. AWenr, aunque es fácil convencer de lo con- 
trario; 

Que la concesión de venta de tos terrenos a que la demanda so 
refiere, tenía los vicios de error por parte de la Legislatura y 
d.do por paTtedel Dr. Alvear, y los contrat- s celebrados con es- 
tos vicios son nulos (artículos 020,931 y 932 t Código Civil). 

Que el título del Dr. Alvear es algo menos que ilegítimo, 
pues al eximir á la provincia de Santa-Kede toda responsabilidad 
porhis falta; que hubiere en el área vendida, viene A limitar 
la venta á la extensión que resulta dentro de sus límites ínter - 
provinciales, de manera que no ha habido legítima adquisición 
de ninguna especie fuera dé los límites de la Provincia vende- 
dora; 

Que para qun la adquisición de undorecho sea legítima, de- 
be haberse efectuad j en la forma prescrita por la ley; y tratan- 
do^ de transferencia de derecboi reales sobre bienes inmue- 
bles, el acto debió celebrarse por escritura pública, pena de nu- 
lidad ( artículo 1184, inciso 10, Código Civil), y el documento 
en cuestión carece de todos los requisitos esenciales de la es- 
critura pública ( artículos 997 y 998, Código Civil). 
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Pidió que se declarara que el Dr. Alvear no lia adquirido le- 
gítimamente los campos en una extensión de cuarenta y tantas 
á cincuenta leguas cuadradas situadas al XoT-Üeste de la provin- 
cia do Buenos Aires, cuyos linderos son: la provincia de Santa- 
M y los señores Silvestre Arias, Miguel Collinu, Manuel Mar- 
tinez, Filis lirizueln, José Córdoba, Fernando Arming, Carlos 
y Alfredo Lumb, Valerio Correa, lUinian Cejas, Presentación 
Rodríguez, y algún otro; y que ellos pertenecen á la provincia 
deüuenos Air<;>, á quien se mandará poner en posesión. 

Acreditada la distinta vecindad de los herederos Alvear, se 
(lió vista al señor Procurador General, respecto de la jurisdic- 
ción de li Suprema Corte, para conocer en el cas.>. 



VISTA DEL SESOtl PROCUKAÜOfi GENERAL 

Buenos Aires, Ahril 7 de lW9ih 

Suprema Curie; 

La jurisdicción originaria de V. E. en este caso, páreseme 
fuera de cuestión , 

*En estos casos (los de jurisdicción federal), dice el artículo 
101 déla Constitución, /« Corto Suprema ejercerá su jurisdic- 
ción por apelación, según las reglas \j excepciones *¡ue prescri- 
ba el Contfmo; pero en /arfas los asuntos concern ¡entesa Emba- 
jadores, Ministros y Cónsules extranjeros, y en tos casos en que 
alguna Provincia fuese parte ia ejercer* originaria y d elusi- 
va mente». 

Es esta también y no pedía ser otra la jurisprudencia esta- 
blecida pur V. E. en los casos serie 1\ tomo í°, página 385, 
série 2\ tomo i% página 287, y otros que excuso recordar. 

La circunstancia de ser una sucesión la demandada, no auto- 
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rizaría A U Provincia demandante para ocurrir ni juicio uni- 
versal testamentario. 

Los términos del precepto constitucional son tan generales 
y absolutos, que no admitan excepción alguna: Kn huías los 
asuntos en que alguna Provincia fuese parto, dice el artículo 
citado, la Corte Suprema ejercer A jurisdicción originaria y ex- 
clusivamente. 

81 los Juzgados de Sección tuvieran jurisdicción entre una 
Provincia y una sucesión, la Corte no la ejercería en todos los 
asuntós e» que atgnnti Provincia es parte, ni su jurisdicción 
originaria seria exclusiva. 

Aun en los casos en que por ol hecho de ocurrir ií los Jueces 
de Sección, una Provincia prorroga su jurisdicción, V, E. li si 
declarado qufl no está en la voluntad délas partes dejar sin 
efecto la leyes en cuya observancia estü interesado el orden 
público (sirio 2", tomo 8, pógi na jj&tjj sórié 2", tomo 12, pá- 
gina 287). 

Eduardo Cosía. 

Conferido traslado de la demanda, contestó por Ins demanda- 
dos Don Avelina lí-doti, pidiendo que no se haga lugar á la de- 
manda con oostas. 

Dijo: Que Don Francisco J, Yillanueva, se presento en 1888 
ante el Gobierno de Buenos Aires denunciando como de su pro- 
piedad una partede los campos que el Dr. Airear compró á la 
provincia de San ta -Vé y fundó su denuncia y el de rocho de llue* 
nos Aires, para reivindicar esas tierras, en que ¿actualmente se 
halla en posesión i titulo de dueño ol Dr. Alvear, aunque sin 
dereelw para 1 11". pues el que pretendo tener emanado de la 
provincia de Santa-Fé, no comprende ú más bien dicho, exclu- 
ye formalmente las tierras que pudieran pertenecer á la juris- 
dicción de Buenos Aires»; 

<Jue ninguna prueba aduju ni indicó otro fundamento de su 
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denuncia; y así, contestando la sucesión de Alvrar el traslado 
que el Gobierne de Buenos Aires le confirió de esa denuncia, 
manifestó que tal aseveración era de todo punto falsa y al efec- 
to presentó sus títulos de propiedad >■ los demás antecedente* 
que comprobaban la evidente falsedad del fundamento alegado 
por Vi lian uera; 

Que esto no obstante, el írobierno de Buenos Aires concluyó 
por autorizar que se promueva á su nombre et pleito sin tomar 
más precaución que garantirse el ser resarcido délos gastos y 
costasen que pudiera ser condenado; 

Que en la demanda se hace una relación antojadiza do los 
hechos, adulterando la verdad; 

Que es inexacto que ol Dr. Al vea r haya aseverado de una ma- 
nera absoluta, como lo da á entender el demandante, que uo ha- 
bía podido tomar posesión del terreno comprado por habérselo 
impedido la provincia de Buenos Aires; loque aseveró fué" que 
las autoridades de Butilos Aires, no le. permitían gozar tran- 
quilamente de su posesión, que le impedían los trabajos que ha- 
bía empezado y que dentro de los campos vendidos había par- 
ticulares que pretendían ejercer derechos du propiedad por con- 
cesión delGobierno de Buenos Aires; y todos estos hechos ade- 
más de la notoriedad, constan de documentos auténticos por los 
reclamos quo se hicieren entre las dos provincia-; respecto ú los 
límites y directamente sobre el Dr. Alvear; 

Que es notorio que dentro de la áiea adquirida en 1808 por el 
Dr. Alvear ocuparon diversas fracciones los señores Gainza, 
Acevedo, Lunlb y varios otros, alegando derechos de Buenos 
Aires, continuando su ocupaci-m algunos do «líos hasta Infeehu 
por lo cual el l»r. Alvear se vió obligado á vender ¿algunos sim- 
plemente sus acciones y derechos, porque no había podido con- 
seguir la plenitud del dominio y posesión sobre esas fracciones; 
y á otros, como bis señores Luuib, todavía no ha podido conseguir 
que salgan del campo; 
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Que esto eu nada contrud ice que el Pr. Alvear ante el Go- 
bierno de Córdoba sostuviera queso propiedad y posesión de- 
bía ser respetado integramente: el Gobierno de Córdoba preten- 
dió vender una grande arca de tierra que comprendía la ya ena- 
jenada por Santa-1'c* y Buenos Aires, parte de la cual pertene- 
cías Alvear. Kste, como es natural, protestaba ante ul Gobierno 
de Córdoba y por las pretensiones de dii ho gobierno, él estaba 
en su perfecto derecho de alegar sn quieta y tranquila posesión, 
pues no había sido perturbado hasta entonces ni por autoridad, 
ni por particular que invocase título otorgado por Córdoba; pa- 
raesta, AlveuY poseía legalmente, pues las perturbaciones de 
las autoridades de Buenos Aires y de los ocupantes que invoca- 
ban derechos de esta provincia, no podían aprovechar á Córdo- 
ba ni modificar con respecto á ella los derechos de Altear; 

Que es también inexacto que no hubiera más que la protesta 
de los poseedores del «Fortín Mercedes», laque sólo se refería, 
segnn el demandante, ¡í la parte ocupada por rilos ósea dos leguas 
aproximadamente, pues los campos de Gahza, Acevedo y otros 
ocupantes, forman un total de treinta leguas, mus ó menos, so- 
bre las cuales han versado las transacciones y enajenaciones de 
¡icciones y derechos á que ¿mtes se lia referido; las dificultades 
creadas por las autoridadesde Buenos Aires perturbaban todos 
los derechos de propiedad y posesión en todo el título, y las 
promovidas por particulares alcalizaban á más de una cuarta 
parte de ladrea total vendida por el Gobernó de tiantn-Fé; 

Que es fal*o que el Br. Alvear no baya Mifrido perjuicios en su 
posesión, porque consta de notas oliciales que se le impidió dis- 
poner libremente déla posesión, en que hasta se le amenazó con 
la fuerza pública, como consta de nota del Juez de Paz de Junin, 
que corre agregada ai expediente iniciado por Airear ante el Go- 
bierno de Santa-Fé y existe en su archivo; 
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Que la mencionada noU dice así: 

Jim tu. Diciembre ¿O de 1870, 
Señor Ur. Don llieijo tic Airear: 

El Juez de Paz que suscribe, se dirige á V. manifestándole 
que en Enero del corriente año se le intimó por parte de este 
Juzgado j ñor medio del Alcalde Don Joaquín Gu::man, la dr- 
den de suspender inmediatamente los trabajos d. quema de la- 
drillo áqueY. había dudo principio en ciertos terrenos que 
confinan con éste y el de Lincoln que á él se hiMa igualmente 
adscripto; este Juzgado con liaba que esa intimación que entonces 
tUTO cabal cumplimiento por parte de V. lo había conservado así 
indefinidamente, basta tanto no hubiera presentado á Yd, títu- 
los emanados del Gobierno de esta Provincia ú quien únicamen- 
te tiene que obedecer el que suscribe; pero ha sido muy desagra- 
dablemente sorprendido, cuando ha llegado á su conocimiento 
que en estos últimos días un gran número de obreros ha dado 
otra vez principio á los trabajos antes suspendidos, contándole 
á este Juzgado que de otros destinos lian sido acarreados hasta 
aquel punto, madera, ladrillos y otros materiales de construc- 
ción. 

En vista de esto el infranscripto cumple con el imperioso de- 
ber de reiterar á V. la ilrden terminante de suspensión inme- 
diata de trabajos, anteriormente transmitida, esperando no lo 
pondrá V. en el caso de tener que hacer uso de la fuerza para 
conseguir el que sus órdenes sean debidamente cumplidas. 

Dios guarde a V. 

.ful tan Sosa. 



Que es falso que la Legislatura de Santa-Fe" al hacer la conce- 
sión limitase la responsabilidad de la Provincia al área que re- 

T sv 2a 
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«Hitara dentro de sus límites, declarando que no respondía de 
tas faltas. 

Que la falsedad de esta n limación resulta del arliculo2° de 
la misma copia presentada por t i demandante; en ella se ve que 
la Legislatura no limita su concesión a la área qne resulte den- 
tro de sus límites, pues es evidente que ella vende en la creen- 
cia, eitaetaó equivocada, de que lo que vende le pertenece; por 
lo que no se responsabilizó ta Provincia, fué por tos perjuicios 
que el Dr. Airear pudiera sufrir en la pi sesión que adquiría, 
exoneración de responsabilidad que Airear admitió fácilmente; 
porque siendo lindero de esos campos, le constaba que estaban 
libres ile toda otra posesión; 

Que tan seguro consideraba el Dr. Airear la compra que ha- 
cía, que payaba por esos campos il preci" máximo qne entónces 
podían valer, como lo prueba el hecho üe haberse ofrecido en 
ventaseis años después i>or ellíobierno Nacional, campos lin- 
deros á esos por 400 pesos, sin encontrar quienes los quisieran 
adquirir, pues los primeros compradores se suscribían al em- 
préstito más romo un acto de patriotismo que con la mira de rea- 
lizar un negocio; 

Que es inexacto lo qMe parece dará entender el demandante, 
de que el Gobierno de Santa-Fe haya declarado que parte de los 
terreno* vendidos quedaron fuera de su jurisdicción; Saota-Fé, 
con razón ó sin ella, ha sostenido siempre que todos esos i-ain pos 
estaban dentro de su territorio y jurisdicción, romo consta de 
los antecedentes y eiposiciones en la cuestión de límites inter- 
provinciales en la cual el Dr. Alver representaba á Santa-Fe. 

Que en la escritura de venta no podía existir la restricción á 
que alude el demandante, y que además de absurda, no se en- 
contraba en la ley, la cual no había hablado de limites para la 
venta. La Provincia entendía que ludo lo que vendía estaba 
dentro délos limites de su jurisdicción legitima; la exoneración 
de responsabilidad por los danos que el adquirente pudiese su- 
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frir en bu posesión, nada tiene que hacer con el derecho de pio- 
piedud y cotí la extensión y límites de la cosa vendida; 

Que en cuanto ti la objeción que se hace por el demandante 
al instrumento público otorgado por el Gobierno de Santa- Fé 
en favor del Dr. Alvear no*e explica que se formule hablando 
en nombre del Góftlerhd de Bueno» Aires, que ha reconocido ese 
documento como tal instrumento público y que lo ha mandado 
protocolUur, f orno consta del testimonio que presenta; 

Que por otra parte, si esa objeción fuesr admisible, todos los 
títulos otorgados por ta provincia de San ti -Fe serían nulos, 
como asimismo, todos los títulos de tierras vendidas por la 
Nación, que han sido otiugados en idéntica forma; 

Que tratándose de hechos notorios como eran todos los que 
se invocaban por Altear, el error de que habla la demanda, por 
paite de la Legislatura de San'.a-Fé era imposible, comoloera 
)¡t suposición de dolo por parte de Airear; 

Que por otru parte, alegar el error ó el dolo de un acto jurí- 
dico después de diez y üeís años que los hechos tu vieron lugar, 
cuando la prescripción, que opone, se ha cumplido ocho veces 
(artículo 40:10, Código Civil), es inexplicable; 

Que no cree que las Provincia? que se obligaron á respetar 
los títulos otorgados por cada unade ellas, tengan acción legal 
para discutir la razón ó causa que diera origen n esos títulos; 
desde que ellos transmitieron el dominio en una forma legal, ese 
acto no puede ser impugnado por ninguna de ellas ni someter 
á juicio si procedieron bien ó mal al otorgarlos, siendo esto 
mucho menos admisible en este caso, en que la provincia de 
Buetws Aires mandó protocolizar los títulos del Dr. Airear; 

Quetudolo afirmado por el demandante sobre la suposi- 
ción de que Santa-Fe vendió lo que resultare dentro de sus lí- 
mites es inexacto, pues en partealguna se habla de límites que 
hagan suponer que la Provincia entendía vender lo que no le 
pertenecía; 
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Que consignada en el corapromioo arbitral la cláusula sexta, 
relativa al reconocimiento do las enajenaciones hechas por las 
Provincias compromitentes, U practicada en favor del Dr. Al- 
vear queda inconmovible y fuera de. toda discusión; 

Que es innecesario insistir respecto de la negación que se hace 
del carácter da escritura pública en el título otorgado por el 
Gobierno de Santa-Fé, atenta la disposición de los artículos 
979, 980, 993 y 994, Código Civil. 

r f*llo de la HuprcMH Corte 

Unenos Airus, Setiembre l* de Ufitl. 

Vistos y considerando: Primero: Que la demanda deducida á 
nombre del Gobierno de la provincia de Buenos Aires, tiene por 
objeto reivindicar para esta Provincia una superlicie de terreno 
enajenada por el Gobierno de Santa-Fe con fecha veinte y uno 
de Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho á Don Diego de 
Alvear, según resulta de los títulos presentados por la parte de- 
mandante i fojas una y dos. 

Segundo: Que los terrenos que se pretenden reivindicar resul- 
tan ubicados dentro dé loa límites que se cuestionaron entre los 
provincias de Huenos Aires, Santa-Fó y Córdoba» según se de- 
muestra por las bases de U escritura de compromiso otorgada 
por los n presentantes de dichas provincias, con fecha cinco de 
Marzo de mil ochocientos ochenta y uno, pues en la cláusula 
séptima de ese compromiso se establece, que se considerarán 
territorios disputados, por parte de la provincia de Córdoba, 
hastie! meridiano del fuerte SIelincué por el Este y por el 
Sud hasta encontrar el territorio de Buenos Aires; por la de 
Santa-Fe, la integridad de su acta de fundación y su prolonga- 
ción en la parte Sud-Oeste hasta tocar el Territorio Nacional; y 



DE JUSTICIA NACIONAL 



389 



por la de Buenos Aires hasta una línea recta que, partiendo (Jo 
las vertientes del Arroyo del Medio, pase por MeJincué y llegue 
al meridiano quinto de la ciudad de Buenos Airo^ por to que 
es evidente que las tierras demandadas, están comprendidas 
dentro del territorio disputado y sometidas al fallo arbitral re- 
ferido, cuyo asunto fué resuelto definitivamente por la Suprema 
Corte, por su laudo de diez y ocho de Marzo d*- mil ochocientos 
ochenta y dos. 

Torero; (¿uc el fallo arbitral de la Suprema f'orte.cn su par- 
te dispositiva, resolvió: que son límites entre la provincia de 
Buenos Aires con las de Santa-Fe* y Córdoba el Arroyo del Me- 
dio en todo su curso hasta el centro de la laguna de Cardoso. 
Una línea recta desde la laguna Cardoso pasando por el ceui.ro 
de la laguna del Chañar y que termina en el paralelo treinta 
y cuatro grados veinte y tres minutos de latitud, etc. 

Cuarto: Que según esta designación, las tierras enajenadas á 
Don Diego de Alvear por la provincia de Santa-Fe, quedan en 
su mayor parte dentro de la jurisdicción territorial de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, y resultan enajenadas por el (üobierno 
de Santa-Pé, con fecha veinte y uno de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y ocho, es decir, mucho antes del latido arbi- 
tral. 

Quinto: Que por la clausula sexta del compromiso aceptado 
como base del arbitraje interprovíncial, las provincias com- 
proinitentes debidamente representadas, establecieron expre- 
samente que el fallo del tribunal arbitral, sobre los límites ju- 
risdiccionales de las provincias contratantes, no alterará en 
ningún caso los derechos de los particulares subsistentes en la 
fecha de este convenio, siempre que hayan sido legítimamente 
adquiridos. 

Sexto: Que los términos y espíritu de esta clausula, revelan 
que los comproraitentes se preocuparon de salvar la jurisdic- 
ción territorial de cada Provincia respetando las enajenado- 
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nes que las provincias compromitentes hubieron hecho con an- 
terioridad sobre terrenos que creyeron dentro de su jurisdicción, 
por lo que el caso presente resulta comprendido dentro de esta 
clausula sexta del compromiso. 

Séptimo: Que á lo expuesto se agrega que según 14 copia do 
la escritura de foja cincuenta y tres, otorgada por la sucesión 
de Don Diego de- Alvear al Gobierno de la provincia de Cienos 
Aires, el terreno que se vende correspondió al Dr. Alve*»r por 
compra que hizo al Superior Gobierno de la provincia de Santn- 
Fé, y así consta del título expedido á su favor por el señor Go- 
bernador Don Simón de Inundo con fecha veinte y uno de 
Setiembre de mil ochocientos setenta y ocho, que es el mismo 
título presentado por el demandaute á foja dos y ley de foja 
una, loque importa un reconocimiento esplíeito del Gobiernode 
la provincia de Buenos Aires aceptando la legalidad y eficncia 
del títuln de fojas ana y dos, que al presente se impugna; sieu- 
dodignn de tenerse en consideración que antes de otorgarse es» 
escritura de expropiación, el Gobierno de Kuenos Aires hizo 
examinar esos títulos por su asesor letrado y con su dictámen 
favorable alo* títulos, resolvió llevará efecto la expropiación, 
consignando en el decreto que lo dispuso que los títulos de pro- 
piedad presentados reúnen todas las formas de- los instrumen- 
tos públicos , según resulta á foja cincuenta y seis vuelta. 

Octavo: Que resulta, por consiguiente, que hay resoluciones 
oficiales del Gobierno de Buenos Aires reconociendo la legalidad 
de los títulos de Airear y si tiien la parte demandante ha pre- 
tendido por su escrito de foja sesenta y ocho que los campos á 
que se refiere la expropiación para la Villa Colon son distintos 
de los reclamólos, por su ubicación, aun cuando lo sean, el título 
es el mismo, pues así resulta del tenor del de fojas una y dos, 
presentado por la misma parte demandante. 

Noveno: Que no son atendibles, finalmente, los argumentos 
deducidos centra el derecho do los demandados, de la falta de 
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reducción ¡í escritura publicado su título de propiedad y de la 
cláusula de no responsabilidad con que las tierras en cuestión 
les fueron trasmitidas, por taparle de ellas de que no pudiere 
tomar posesión, porque la compra-venta ti favor del causante 
de los demandados y la posesión de estos, son hechos indiscuti- 
bles y no discutidos, y porque la cláusula aludida de nn garan- 
tía, en niugunu manera puede afectar el derecho de aquellos en 
la parte de que hau tomado posesión. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con los fundamentos 
consignados por esta Suprema Corte en diversos de sus fallos, 
sobre reclamos deducidos relativos á terrenos ubicados en los 
límites interprovinciales que se cuestionaban entre lus provin- 
cias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fé, después del laudo 
arbitral de esta Suprema Corte, se resuelve: no hacer lugar, con 
costas, á la demanda interpuesta y absolver en consecuencia de 
ella á la sucesión de Don Diego de Alvear» Notífíquese con el 
(trigina! y repuestos los sellos, archívense. 

UEKJAM1N VICTOH1CA. — C. S. 
ML LA TORBE. — ABEL BA- 
ZAS. — LUIS SAENZ PEÍA . 
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Don Julio llerut i contra don Luis llénala t\ por entrega de 
alhajas liadas en ftn'mta; sobre embargo del dinero ¡¡res- 
taito. 



Sumario. — Ordenaba por sentencia ejecutoriada por una 
parte la entrega de alhajas recibidas ea prenda, y por otra la 
del dinero prestado aobre ellas, no puede exigirse que éste que- 
de embargado á las resultas del juicio promovido ó que va á 
promoverse por el dueño de las alhajas sobre danos y perjui- 
cios. 



Cuín.— La causa fué resuelta por la siguiente ¡sentencia, con- 
tra la cual no se dedujo recurso alguno: 

Buenoi Aires, Juoiu í" de 1691. 

Vistos estos autos promovidos por don Julio IJeruti contra 
don L. Benatar, por devolución de alhajas. De la exposición 
contenida en el escrito de demanda y del documento da foja í 
cor. que ella se ha instruido, cuya autenticidad ha sido recono- 
cida por el demandado* resulta que IJeruti entregó á este últi- 
mo las alhaja* detalladas en et escrito de foja 2, en calidad de 
empeño, mediante el pago do un interés convencional, sobre la 
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cantidad de once mil trescientos ochenta pesos en que fueron 
avaluadas He común acuerdo para ese objeto, y que Beruti con- 
fiesa haber ecibido de Benntnr. 

Según el actor el préstamo debía vencer el 30 de Mayo del 
corriente aiio t en cuya fecha podía recuperar sus alhajas abo- 
nando la cantidad mencionada; pero por un convenio posterior 
convinieron con Renal a r en acortar el plazo, y que aquel podría 
retirar sus alhajas el día 13 del mismo mes. 

Dice Beruti que en esta fecha ocurrió á casa del demandado 
con el objeto de retirar las alhajas, acompañado do un amigo 
que le facilitaba el dinero necesario, negándose líenutnr ú de- 
volverlas alegando que el derecho del actor para recuperarlas 
había caducado. En virtud de estos antecedentes ha formu- 
lado su demanda para que se condone al es presado lien atar á la 
devolución de las alhajas» estando por su parte dispuesto d 
entregar la suma recibida. 

En la contestación á la demanda, la cuestión se planten bajo 
una faz muy distinta. Según el demandado las relaciones exis- 
tentes entre él y doña Amalia Talhuager, cuyos derechos re- 
presenta Beruti respecto de las alhajas en cuestión, son las de 
vendedora y comprador. 

El pacto celebrado con dicha señora era el de venderle para 
el 30de Mayo las mencionadas alhajas por la suma de once mil 
trescientos ochenta pesos moneda nacional, el cual fué modifica- 
do por el documento de foja v 22, reduciendo el término ni 11 del 
mismo me*. De allí deduce el demandado que el actor carece 
de acción para reclamar la entrega de las alhajas. 

T considerando: I o Que según el artículo 86de la ley nacio- 
nal de Enjuiciamiento, <tl demandado debe contestar confesan- 
do ó negando categóricamente los hechos establecidos en la de- 
manda, pudiendo su silencio ó sus respuestas evasivas estimarse 
como un reconocimiento de la verdad de ellos, 

2" v¿uc en parte alguna de su escrito ha negado aquel que el 
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verdadero contrato celebrado con íieruti, sea el de préstamo 
con garantía prendaria de las alhajas en cuestión; estando por 
el contrario esplícitumentu reconocido en la carta de foja 2, y 
en la a rta de juicio verbal de foja 20, de modo que la demanda 
debe rasclverse bajo el concepto de que se trata de un préstamo 
sobre prendas y no de un contrato de compra-renta, debiendo 
suponerse que ¿i algún documento se lia otorgado en este senti- 
do, sólo contiena una simulación para encubrir el verdadero ac- 
to, bajo la apariencia de una venta, con el proposito de eludir 
los efectos legales qu? rigen el contrato de prenda. 

3 W Que según el artículo 3222 del Código Civil, es nula toda 
cláusula que autorice al acreedor á apropiarse, aun cuando ¿ata 
sea do menos valor que la deuda, ó á disponer de ella fuera do 
los modos establecidos, que consisten en pedir que se haga la 
venta de la prenda en remate público con citación del deudor. 

4 o Que tampoco ha negado el demandado el hecho de haber 
ocurrido Heruti á su casa el día 13 de Mayo á retirar las alba- 
jas ; reconociendo por el contrario su exactitud, en cuanto 
pretende justilicar su negativa, al entregarlas en ese día, ale- 
gando la caducidad del derech > para retirarlas, en virtud de es- 
tar vencido el plazo íijado en el documento de foja..,; circuns- 
tancia que bajo ningún concepto le daba el derecho de hacerse 
dueño de los objetos empeñados, por su propia autoridad. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á don Luis üeuatar 
á devolver á don Julio Heruti, las alhajas detalladas en el es- 
crito de foja % en el término de veinte días, previo pago que 
deberá hacer Beruti de la suma de doce mil ochenta pesos mo- 
neda nacional, dejando á salvo al demandado sus acciones para 
que proceda con arreglo ¡i derecho, si Beruti no oblase dentro 
de los veinte días la indicada suma. 

Notifiquen con el original. 



Virgilio M.Tedvi. 
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Don Julio Berutí se presentó exponiendo: Que para cumplir 
la sentencia, los señores César Sulidiy Alfredo Díaz le facilitan 
el diaero necesario y están dispuestos á depositarlo en el Banco 
que se designt*. pues ese dinero d«be quedar embargado preven- 
tivamente á las resullas del juicio que por daños y perjuicios va 
tí deducir contra líenatar. Quoya en el juicio Imbía hecho pre- 
sante que por culpa de licuutar le fué imposible realizar las 
alhajas con un regular beneficio, á cuusa del alto premio del oro 
que aseguraba para aquellas un valor mayor. Que el interés 
usurario que le ha cobrado líenatar esta prohibido par la ley, lo 
mismo que oí acto de tomar objetos en prenda, están re- 
servados a los monte-píos de la Nación. Pidió que se designa- 
ra el líanco en que Salisi y Diaz debían hacer el depósito del 
dinero, disponiéndose que quedara él embargado a las resultas 
de la acción do daños que deduciría en el plazo que el Juzgado 
señalase. Pidió además por otrosí, que en virtud del depósito se 
levantara el embargo trabado en las alhajas y el depositario de 
ellas las entregara á Salisi y Diaz. 

El Juez dispuso que so hiciera el deposito en el Banco de 
Londres y Río déla Plata y que hecho esto se proveería sobre 
le demás. 

Hecho el depósito del dinero á la órdendel Juez, ¿¿te dictó 
el siguiente auto : 

Falla del Jm«* Federal 

Buenos Aires, julio 31 de 1H9L 

I 

Habiéndose resuelto por la sentencia corriente á foja... qui 
BenaUr devuelva a Heruti las a'.hajaB detalladas en el escrito 
de foja I, reclamadas por este último como de su propiedad, 
próvio pago de la suma de doce mil ochenta pesos, no estando 
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suje tas las partes por dicha sentencia á ninguna otra presta- 
ción: habiéndose hecho por Beruti la oblación en el Banco de 
Londres y Río de la Plata de la suma indicada, en cumplimien- 
to de la referida sentencia: no habiendo acción deducida por 
Beruti contra Benatar, y no siendo lícito tampoco pedir el 
arraigo del juicio anti s de entablarse demanda, sino en vir- 
tud de escritura pública ú otra prueba fehaciente de la exis- 
tencia de deuda, lo que no existe en el presente caso, el Juz- 
gado resuelve: 1" Que se levante el embargo trabado sobre las 
alhajas de Beruti, debiendo i ! depositario ponerlas á disposi- 
ción de íste ; 2* No hacer lug;ir al embargo de la suma deposi- 
tada, debiendo entregarse al seii tr líeuatar cuando lo solicite. 

Tédw. 

PhII* dr I* SupreMit Corte 

Biietioa Airus, Setiembre V *i ■* VBñV. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y cuatro, sin perjuicio de las medi- 
das que don Julio Beruti pueda hacer valer, y correspondan en 
la demanda que en el informe r>i vore ante esta Suprema Cortu 
ha aseverado su abogado haber ya deducido. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN VICTOHICA.- C. S. 
DE LA TOHIii;. — ABEL RA- 
ZAN, — LUIS SAF.NZ PEÍA. 
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Doña Maña Huitín de Fertinése contra ta Compañía anónima 
« La ftemolcadúra ». por daños y perjuicios ; sobre articulo 
de no ton testar. 



Sutnario. — ,\.creditadu el carácter de viuda de la di/mandan- 
te, é indicada la oficina donde se hallan l<*s antecedentes de ta 
demanda, n<> debe hacerse lugar d la excepción dilatoria funda- 
da en la falta de esos requisitos. 

Caso.— Dona María Uuida viuda de Francisco Fertinese, ex- 
puso que en 6 de Diciembre de 1890 sucedió un choque entre 
los vaporea tFaraguay» y tCardiff», del cual resultó la muerte 
de su esposo Fertinese, maquinista á bordo del «CardilT», 

gue por juicio ¡irbitral fué declarada el «Cardiff* culpable 
del choque, y como éste era de propiedad de la compañía * Re- 
molcadora », venia á demandarla por la suma de 40.000 pesos 
en que estimaba los perjuicios causados por la muerte de Fer- 
tinese. 

Conferido traslado de la demanda, ta Compañía opuso que 
no estaba acreditado el canteter de viuda de la demandante, ni 
se acompañaban á la demanda los recaudos de ella ó se indica- 
ba el archivo ú oficina donde Be bailaban. 
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Conferido traslado, la demandante acompañó la partida de 
matrimonio contraído por ella con Fertinese en 6 de Mayo de 
1888 y la partida de defunción de Fertinese sucedida el 6 de Di- 
oiembre de 1800 por astixia por sumersión, y dice que á la 
roinpafiía le constaba su carácter de viuda de Fertinese, pues 
le habían ofrecido por la muerte de su esposo una indemniza- 
ción de 50 pesos; pidió se le ordenara la contestación derecha d,- 
la demanda . 

En otro escrito es p h so que todos los hecho» alegados en la 
demanda constaban en el juicio seguido ante el mismo Juzga- 
do Federal con motivo del choque así como la sentencia que de. 
cloro culpable al c Cardíff >, aceptad;: por ta Compañía deman- 
dada . 

Ihn-iiú? Vires, Junio Htile 1-Sftl. 

Y vistos: Atento lo expuesto en el prec-itente escrito y por lo 
que &e resulta de las partidas acompañadas, háse por acredita- 
da debidamente la personería de la demandante, no haciéndose 
lugar A ta exe«putód opuesta y cunléstese la demanda en lA ter- 
míno legal. Repóngase la foja. 

Virgilio lf. Tcdin , 
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líut'iios Aires, Sciirmbn* l%le 1891. 

Vistos: Por sus fundamento*, se con fi riña ron costas, el unto 
apelado (Je foja veinte y una vuelta; y repuestos los sellos, de- 
vuelva US'.'. 

DENJAMH VICTO KICA — C. S. 
DE LA TOItltE. — LUIS V. 
VAKEI.A. ADE1. UAZA?Í. — 
LUIS SAENZ PESA. 
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i ton Mariano Veretjra en ef jutein ejecutivo (te don Angel Sola 
contra don Francisco Pintos 

Sumario.— Lo dispuesto por el artículo 3(10 de la ley de Prü- 
ctdimieutos no comprende á los terco ros en el juicio ejecu- 
tivo. 

mil*» <■> im ftuprrmu f 'orle 

Itueuos Aiiv.s K.-tiomhrc 1* i|<* 1S91 . 

Vistos en el acuerdo: No siendo el auto recurrido de los 
comprendidos en el artículo trescientos de la ley de Procedí- 
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mientos por tratarse de un tercero en el juicio ejecutivo; y 
trayendo aquel, por su naturaleza, perjuicio irreparable : se de- 
clara mal denegada la apelación interpuesta, y ae concede ella 
en relación, librándose en consecuencia oficio para la remisión 
de los autos y notificación dé las partes. Repóngase el papel. 

BENJAMIN YlCTOfilGA. — C. S. 
UE LA TOMlE.— LL'IS V. VA- 
HEl A. — Alt EL BAZAS. — LUÍS 
SAEXZ I-eSa. 



€' AUMA 4 CX4 I 



hou Spiro Ungam contra Mortófa y Ganevari, por cobro 
ejecutivo de pesos -sobre embargo tic ta suma ejecutada y nu- 

UÚnti. 



Sumario. — 1" La ejecución de la sentencia arbitral corres- 
pondo al ju<-z competente p¡i ra conocer cu lo principal, según 
la naturaleza de la causa. 

2° EL embargo pedido de la suma demandada, no exime al 
ejecutad 'i del deber de depositarla á la orden del Juez de la 
ejecución. 
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Caso,— En juicio sobre rendición de cuentas de la adminis- 
tración di ] pontón naciutml < Espléndido > so dictó sentencia 
arbitral, y de la liquidación hecha en su consecuencia, resulta- 
ron Mortola y Canevan deudores á don Spiro Ungaro de la mi- 
ma de 1 (188 pesos 04 centavos. 

Ungaro entabló ejecución por el cobro de esta suma. 

Kl Juez de Comercia Dr. Cigorraga soMcító que el crédito de 
Ungaro quedara embargado á las resultas del juicio seguido 
contra él por don Juan 11 ¿tórtola, 

Kl Juez de Moción onJeno que Murióla y Canevari deposita- 
ran la suma ejecutada ü la orden de él, quedando einb.nyada, de 
acuerdo con lo jiedido por el Juez fie Comercio. 

Despachado mandamiento por Iba Hi88 pesos G¿ centavos, 
Canevari manifestó que mi efectuaba el pago por haber --ido 
noHucado por el Juzgado de Comprcio ¡¡ cargo del doctor Ci- 
garra g a de efectuar el p¡.go de dh hn suma por haberse librado 
urden de embargo contra (Ion Spiro Ungaro, y que no daba bie- 
nes a embargo pe: la razón expresada. 

Ungaro, alegando que el dinero debía estar á la órden del 
Juzgado Federal, mientras el otro Juez no dispusiera de él, y 
que no podía haber dinero en poder de particulares, pidió se in- 
timara á Morlola y Canevari que dentro do 24 bocas presenta- 
ran constancia de haber depositado el dinero en el líanco Na- 
cional á la Órden, bajo apercibimiento de ejecución y embargo. 

ItiieorM Aire?. Vl»ril ¿1 ile ]«Ü, 

Como se pide. 



T XV 



Tedin. 
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Metióla y Oauevan pidieron mi lidio! y revocatoria del íiutr- 
anterior y apelaron i ti subsidium 

Dijeron: Que la jurisdicción del Juzgado IVderal habíu ce- 
sado el asunto, mis vez que quedo comprometido éri arbi- 
tras: y que fcraiámiose de la ejecución de un lando, nada tenía 
que hacer la justicia redera!; 

Que se había procedido sin furnia de juicio y sin dárieslogar 
A hacer observaciones, ú tal extremo que ni se había sacailo tes- 
tfmonio del lando que se trató de ejecutar: todo lo que impor- 
taba nulidad di' lo actuado; 

Qtíe ptT^ciudien-lo de esto, los fondos que so maridaba caire- 
lar estaban rmlurv'-d"» en mi j.o-lrr y no podían acceder á lo 
ordenado so pena de incurrir en responsabilidades que no esta- 
¡mu div|Mie»t"!i 'i arrostrar. 

Conferido tras ludo, rugan» cuiilestú que el oíicio del Juez 
d ictor Cigarraga sólo decía que se retuviera ¡i su úrdcii el « i i nc— 
ro que Mirlóla y Canerari le debían; 

Qmtí esto no pu lí i impedir los proceditnientoa hasta quedar el 
dinero depositado á ¡a orden del Jir/gadn federal; 

(¿ue a utilidad de tos pmcedimiíintos invocada jor Morlola 
y i ¡iitev iri efcj&en controdiccinn c -n sus actos, pues habían pre- 
sentado escritos al Juez Federal, cf»uo juez de la oau-a; 

Que el pr -seut.- juicio era por ejecución de sentencia, y éste 
no podía ser impedido Binó por la* excepciones del artículo 315 
de la ley de Procedimientos»; 

Que en dieflO juicio el auto reclamado no era apelable; 

Que siendo 1 1 causa soh/fe negocio marítimo, id Jues Federal 
era competente para ej cuitar el huido dictado por el Tribunal 
arbitral uombrado antis éH 

l'idiú se desechaban los t$9Q W»i y se despachara manda- 
miento en vía de apremio. 



DE JUSTICIA PiAClr NAL 



103 



rnlltp del JT *>«l «♦«•»* 

BuertOí Alrei, Junio 1 1 Jé Js «1 

Y vistos: Pdf l.b.s ftnidam*-ntn< aducidos en el prefiniente es- 
trilo, y considerando ademá* que si alguna se considera con 
preferenL 1 den cho ii lo> fondor ivsultahlcs «le ln ejeeucion tlcl 
laudo drbeocurrír á este Juzgado á deducir su reclamo y qm 1 
ninguna responsabilidad incumbe al recui rente, por lo tanto 
cumpliendo el lando, con relación ¡il señor Juez qw decretó el 
embargo ile que hac • mérito, pues es el Juzgado y no ta parte 
quien dele hacer efectivo di<djo t-jnl»ar^ sobn* ! ' <|iiu pnrdtTr- 
oha corresponda;, n • lia lugar á lu inroinptt encía, á ta nulidad, 
ui á la rovoeitoria.pedida en el exhorto de foja... , enmri'dit'iido- 
se rn relación la apelación subsidiariamente interpuesta pura 
tíntela Corte Suprema, adonde 86 elevarán los autos en la forma 
de estilo. Repóngase la foja. 

[Hrgitto l/. Teiiin. 



FrtlH» llt? Iw MtiprrniH I ni le 

Humo» Ams, Setimilai! I" «le 1891, 

Vistos: Correspondiendo la ejecución de la sentencia arbitral 
al Juez competente para el conocimiento il- lo principal, aogtib 
la naturaleza del asunto: se declara no haber lugar ¡i ja nuli- 
dad deducida; y considerando en cuánto ¡í la upeladon, que el 
embargo decrvtadQ por i l Jnezde Comercio de la Capital no tie- 
ne por efecto, según los términos dtd oficio de foja ciento se- 
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lenta y tres, ordenar la retención en poder de los demandados 
déla suma jorque se signe la presentí ejecución: se confirma 
con costas el unto apelado de foja ciento ochenta y seU uieltn; 
y repuestos los sellos, devuélvanse. 

I!E>J\MIN VICTOIUCA.— C. S. 
DE LA TOHRE.— LUIS V. VA- 
HELA. —ABEL HAZAS.- LUIS 

saekzpeSa. 



4 il»A U .UII 



¡ion Esteban lima, por el vapor oriental* BnriqM ttnrroso*, 
y Flortjt Ftjnn >j Compañla t por el pailebot nacional « Presi- 
dente Argentino», por ahur Aoje ; Sobre recusación de un ar- 
bitro. 

Sumario, — 1"U recusación de un arbitro, una Tez pronun- 
ciado é laudo, no tiene razón de ser al efecto de separarlo del 
conoeimiento déla causa. 

8? Kulu justicia federal, las resoluciones de los árbitros no 
son recurribles para unte la Suprema Corte, 



Caso, — Kn el paraje llamado • La Lechiguana », en el río 
Paraná, ocurrió »u choque entre el vapor « Enripie Harrozo >, en 



DE JUSTICIA NACIONAL 



405 



viaje -lela Asunción á estj puerta, y el * Presidente Argentino »; 
que decían hallarse fondeado, del cual resultaron averías al 
iBariqtie Bar rozo», y la pérdida del « Presidente Argentino », 
que se fué ¿ pique con 650 toneladas de lena, pertenecientes á 
don Marcelino Kscalada. 

Con motivo de este suceso, se nombraron arbitros ¡líos se- 
ñores don Juan Sicb.es, p°r P^rte del ÉéfSOT líisso, y Coronel don 
Rafael illanco, por la deFloryt Fynn y compañía, debiendo ser 
nombrado el tercero por el Juez, quien nombró como tul ¡i don 
José Friívcga. 

Producida la discordia fué llamado el arbit-u Frávega á diri- 
mirla, y éste dictó su laudo el día 4 de M;iyo do 1801 á la una 
pasado meridiano. 

El mismo día A de Mayo ú" las 12 ' Jf los señores Floryt 
Fynn y compañía se presentaron al Juez Federal, diciendo que 
acababan de tener conocimiento que el arbitro tercero se halla- 
ba inhibido 4* pronunciar fallo por haber manifestado su opi- 
nión untes, sobre el resultado del pleito, y pur haber manifes- 
tado que no había navegado ni conocía las prácticas y reglas de 
navegación en bis ríos y qun resolvería el caso como si el choque 
hubiera sucedido en alta mar. 

Que por esto venían á recusarlo, pidiendo que el Juez nom- 
brase i otro en su lugar. 

El Jusz, por auto de 4 de Hayo, decretó qu; informara el ar- 
bitro tercero Fávrega, y en seguida, por auto de la mUun fe- 
cha, dejó el anterior sin efecto. 

AutQ del Jueit *>J#r»l 

Huello? liiv*. Mavn I de 1891. 

Qiaerrinio et Juzgido que el arbitro r.'Cimlo. fué nombra- 
do de oficio, quedando consentido por las parte* su nombra- 
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miento y que la reeuaaoíón d¿be deducirse anle los mismos 
arbitros, como lo prescribe el ar tí cu lo 780 «1.-1 Gó ligo «le Proce- 
dimientos para los Ti ib miles -le la Capital, dejase sin afecto 
l:i precedente providencia, y ocurra donde corresponda, liepón- 
gase la foja. 

El mismo día i «le May-' ú las 3. i5 p. m. los señores >'loryt 
Fjnn y oompaiiía expusieron al Juez: tjueen ese momento llega- 
ban su noticia que el señor Frávega era subalterno del señor 
■¡¡cima, árb'ttr» dé la coatí aparto, de quien había obtenido tina 
licencia en estos último* días orno un favor especial para au- 
sentarse por al-jon tiempo con goce de sueldo; 

tiue se les informaba adema* qu<> entre I».* dos uxistía estre- 
cha amistad de.*de haré bastantes años; 

Que aieíldo conot'ido el dictamen del señor SiehOB favorable 
a la parte qae lo propu.se>, enm de aplicación los incisos ¡1 y 4, 
artículo í&de la ley de Procedimientos; y pidieron se tuvinraii 
pur agregadas esus cansas de recusación. 

Kl Juez decretó : 

Buenos Aires. Mayo I de lsftll. 

Lo proveído en la fecha. 

Triltn. 

Los señores Floryt Fynu y ' ompañía pidieron revocatoria 
riel auto de foja 221. 

Dijeron: *J»e e) Juez Federal ara el verdadero Juez de la can- 
ga, y el arbitraje uo la sacaba de su jurisdicción, puesto que 
más que juicio arbitral era una pericia ordenada por La ley que 
llama á esos arbitros peritos arbitradores, y con cuyo dictámeu 



i-MF&ffitv 1 . -T -v "■' !: ' . ■ * ' í^^BBh^v^I^*--'- 

HE JUSTICIA 3 AGIOS Al. ^7 

el Juez debía resolver el fondo del juicio Artículo 1277. Código 
de Comercio) ; 

Que habiendo sido el íuea quo lial'í i immtirnilo el arbitro ter- 
cero ú él era debían liaeerse saber las causas d > *u inhibí- 
eion; 

Que la ley no determinaba expresamente nnt>* quién debía de- 
ducirse la recusación, y por Lo tanto debía áMuoitse ¡míe 
el Juez que tiene jurisdíccloii permanente y propia; 

Que en todo caso; el lúes Había debido iraní*** pe 1» peti- 
ción correspondiente pasara á los arbitros para su resolución; 

t¿un ratili.-aban la recusación deducid*! indicando A los testi- 
gos añores don Alfredo <\ l-ernande?:, don Santiago Danuzio, 
v don Miguel l>e liosa, 

Rri cas-i denegado interpusieron ape|ftCÍori. 

Él Juez no hizo lugar á la r.-vucaturia, por los fundamentos 
del auto reclamado, y concedió la apelación en relación. 

Kn 4de Mayo á las ti dé h tarde reprodujeron la recusación 
del drbitro Fávrega ante los arbitros Sienes y illanco. 



Al IO DE 1.1 >S A II II IT IIOS 



Buenos Aires, Hoy» >> do 1**'!. 

Habiendo reneido el término -lentrodrl cual los Arbitros que 
suscriben lian pronunciado su laudo. 

Y considerando : Que fuera de dicho lérmino cualquier acto ó 
resolueion del Tribunal Arbitral es nulo y do ningún valor, se 
declara éste incompetente para entender en la recusación inter- 
puesta y ocurran los interesados donde corresponda. 

Mfñél Itfattm. - Juan Sirhvs. 



Ante mí: 



Junti f Mmandvs, 
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Notificados en 8 ele Mayo, interpusieron recursodc revocato* 
ría y apelación. 

Los arbitros proveyeron: 

líut'iiiií Aires, Mayo lHuVlHOl. 
Lo proveído en ¡a fi cha i escrito de !a misma parte. 

Ocurrieron en queja á ta Suprema Curto, que pidió informe. 
El Juez <ie sección, de acuerdo con !o resuelto ú foja 228, re- 
nnti - i - autos en apelación. 



Fulla de ta Suprema Carie 

Buenos Air**, SétteittbÉG !• de)8ül. 

Vistos y considerando en el incidente do recusación: (¿ue ter- 
minada la jurisdicción de los arbitros nombrados en esta causa 
por el vencimiento del término señalado para laudar y por el 
pronuaauiieutomism i del auto respectivo, la recusación que 
tiene p*>r objeto separar del conocimiento del juicio á uno de 
aquellos, carece ya de razón de ser, y su» efectos, i>i algunas tie- 
ne, sólo pueden hacerse valer en el recurso de nulidad qno ge 
dice deducido contra el laudo pronunciado: se declara sin más 
pronunciamiento terminado eate incidente, y no haber lugar á 
ocuparse del recurro interpuesto & su respecto. 

Y considerando en lo que se reliere á los recursos de que 
hace mérito la solicitud de foja doscientas treinta y nueve 
que con arreglo á la jurisprudencia uniformemente estable- 
cida por esta Suprma Corte, no corresponde ¡i ella conocer di- 
rectamente de las resoluciones arbitrales ainó á los Jueces de 
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sección, de cuyas decisiones puede ocurrirse ante el Tribunal , 
vuelvan e?tos autos al Juez df» sección á los efectos que hu- 
biese lugar, reponiéhdflísé el papel. 

iiewaihx vi i mimo.— r.. s. 

(»E LA Tt>lt«E. — LUIS V. 

vahela." abel hajein.— 
sae>/. i-eSa. 



CADNA <1AC III 



Don Luía Cncitliofti contra don intrm Ihrriyn; ¡)or rohro 

ejecutivo dep&m 



Sumaria, t-Hq a legándose, ni resultando motivo de nulidad, 
y no habiéndose probado lus excepciones opuestas, debo mandar- 
se llevar adelante la ejecución. 



Caso.— Do*» Luis Cayiltiotti, con fecha b de Mayo de 1890, 
presentó ante el Juez de sección la escritna pública fechada en 
Mendoza en 22 de Abril de 1891), en la cual don Antero Barri- 
ga se declara deudor de \ 5.000 pesos moneda nacional a favor 
de don Luis Cavilliotti, como precio de un inmueble, que se 
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compromete ¡i pagar en esto forma: TóOO pesos mom-da nació- 
u;il en (i meses, con más los intereses de 10 " „ anual, y los 
otros 7500 pesus WW*<ln nacional en 12 meses con el mismo 
intt'i t's ; que en garantía, hipoteca la linca <l<? su propiedad, si- 
tíenla en la hlisma j Mendoza, ralle i) d<* Julio entre L'nignnynna 
v Vnion, y íjue <|iiiMÍa obligado ti satisfacer lus güitos, costos, 
daños y irtrjnióios qm* origino i >u acreedor si diere logar á ser 
ejec ta lo por t ~tf crédito. 

Y uuiiifestündo que del crédito contra Barriga babía recibido 
7r»(Mk pesos monel.i nacional y partí- de los intereses (lela pri- 
mera cuota, pidió auto de so] vendo contra Barriga por TSOO pe- 
sos moneda nacional y sus intereses al 10* s anual hasta el 
vencimiento del término líja lo en la es rítura y en adulante 
el 10 * e mensual, que es ti interés qne cobran los Bancos; con 
costas, reservándose el dercclio de cobrar los daños y perjui- 
cios. 

En la estación oportuna Barriga opuso las excepciones de 
quita y pago, que fueron negadas por el ejecutante. 
Abiertas ú prueba no se produje, niílgüha. 



l ull» ilrl Jwras tYilernl 

M*'whuíi, Enero 30 de lH!U, 

Vistos estos autos ejecutivos seguidos por el doctor don Li- 
saudro A. Labal, en representación de don Luis favilliotti, con- 
tra don Aut. ro Barriga, por cobro de cantidad de pesos, resulta: 

Que citado de remate el deudor, su apoderado el doctor dúo 
José N. l.encina.s opuso ¡i la demanda bs excepciones ríe pago y 
quita nut'irizadüs por la ley de Froeedmiicetos en su arti- 
culo 270. 



[>K JUSTICIA SACIO**!, 



iíl 



Quo objetados estos de falsos por oí ejecutante y abierta la 
causa á prueba, el eji-ciiiadu ofreció para acreditarlas: I" Copia 
en furnia ■ I ■ - 1 pago por coimu nación del piimer dividendo de la 
deuda que Ee dice efertaado atóte el M-ñur Juez de Letras do 
la provincia; y 5" el rtf^Oii ílGÍfll t@Tl ta ante el ^-'ñur Juez de San 
Juan por parte de Cavitliotti, de recibos d- ititcceses do la 
deuda, qur «¡e ofrec-n pre-cular ante du Uo ñor Juez, 

Y considerando : I" Que ¡i (os efectos de la prueba ofrecida el 
Juzgado libró i n fecha IS Ji* Noviembre riel ano próximo pasado, 
exhortoal señor Jitez disección de ,Sau Juan y ofició al Jefe de 
la olU'iu.i conservad ura de In Provincia en los términos solista- 
dos, según eonst i de la diligencia del Secretario, eorricnt** á 
foja. .. 

2 o Que no ob^nte el largo r ,upo transcurrido bosta el 
presente, Jas diligencias probatorias solicitadas no han sido 
praotieadasi ni el demandado ha instado porsu parte, <-n forma 
alguna, por su producción, dejando vencer con exceso el termi- 
no en que dicha prueba debió rendirse. 

3" Que es un principio incoo fino di- derecho, ijuela prueba de 
las PiCCpciflnea in ducidas en el juicio ejecutivo corresponde al 
ejecutado ; y euel caso, *eguu queda dicho, no se ha producido 
ninguna respecto ¡i la-¡ opuestas por el demandado. 

Por tanto : llévese adelante la presente ejecución basta ha- 
cerse efectivo pago al acredor, del capital, intereses y eustas ; 
dejando á salvo al ejecutado sus derechos para hacer valer las 
excepciones deducidas eu juicio ordinario. 

Hágase saber original y repóngase el papel. 

JtHtit tli'l Campillo. 
Barriga interpuso los recursos de apelación y nulidad. 
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tullo de I» MuprrtMn « orle 

Hucfins Ainís, SMit.-lnlir<< :1 de 18U1 

Vistos : No habiéndose ¡llegado, ni resultando motivo alguno 
u> nulidad contra l¡i sentencia apelada do foj i nuvenU y una 
vuelta, no lia lugar al reouraa intt-rpuesto, y por sus funda- 
mentos se i onlinna con oostts dicha sentencia. 

Repónganse los sellos, y devuélvanse. 

BEKÍAMIEI VIcrOHICA,— C. S. 
ftfc LA TORRE. — LUIS V. VA- 
R ELA . — AUEI. II AZ AS . — I.U IS 
SAtNZ PESA. 



